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SECTORIALES ESTATALES 

SECTOR RESOLUCIÓN BOE LOCALIZACIÓN 

CALZADO Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2017 del 

Convenio colectivo de la 

industria del calzado 2016-2018 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2290 - 2 págs. - 

242 KB) 

COMERCIO DEL 

PAPEL Y ARTES 

GRÁFICAS 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo nacional del ciclo de 

comercio de papel y artes 

gráficas 

06.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2392 - 43 págs. - 
733 KB) 

CONSTRUCCIÓN Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acta del 

Acuerdo que fija la cuota 

empresarial para 2017 a la 

Fundación Laboral de la 

Construcción 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2283 - 2 págs. - 
159 KB) 

CURTIDO, 

CORREAS Y 

CUEROS 

INDUSTRIALES Y 

CURTICIÓN DE 

PIELES 

 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acta de los 

acuerdos referentes a las tablas 

salariales definitivas para 2016 y 

las tablas salariales provisionales 

para 2017 del Convenio 

colectivo estatal para las 

industrias del curtido, correas y 

cueros industriales y curtición de 

pieles para peletería 2016-2018 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2282 - 3 págs. - 
200 KB) 

ENSEÑANZA 

PRIVADA 

SOSTENIDA TOTAL 

O PARCIALMENTE 

CON FONDOS 

PÚBLICOS 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

sobre tablas salariales del VI 

Convenio colectivo de 

empresas de enseñanza 

privada sostenidas total o 

27.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
3319 - 51 págs. - 

918 KB) 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/03/pdfs/BOE-A-2017-2290.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/27/pdfs/BOE-A-2017-3319.pdf


parcialmente con fondos 

públicos 

ESTACIONAMIENTO 

REGULADO EN 

SUPERFÍCIE Y 

RETIRADA Y 

DEPÓSITO DE 

VEHÍCULOS DE LA 

VÍA PÚBLICA 

Resolución de 22 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el V Convenio 

colectivo general de ámbito 

estatal para el sector del 

estacionamiento regulado en 

superficie y retirada y depósito 

de vehículos de la vía pública 

07.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2451 - 39 págs. - 
631 KB) 

GESTIÓN Y 

MEDIACIÓN 

INMOBILIARA 

Resolución de 24 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales definitivas del año 

2016 y provisionales del año 

2017 del Convenio colectivo 

estatal para las empresas de 

gestión y mediación inmobiliaria 

09.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2538 - 4 págs. - 
225 KB) 

INDUSTRIA TEXTIL Y 

DE LA 

CONFECCIÓN 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la revisión y 

tablas salariales para el 2017 del 

Convenio colectivo general de 

trabajo para la industria textil y 

de la confección 

15.03.2017 PDF (BOE-A-2017-

2842 - 16 págs. - 
747 KB) 

INDUSTRIAS DE 

CAPTACIÓN, 

ELEVACIÓN, 

CONDUCCIÓN, 

TRATAMIENTO, 

DISTRIBUCIÓN, 

SANEAMIENTO Y 

DEPURACIÓN DE 

AGUAS POTABLES Y 

RESIDUALES 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

referente a las tablas salariales 

para 2017 del V Convenio 

colectivo estatal de las 

industrias de captación, 

elevación, conducción, 

tratamiento, distribución, 

saneamiento y depuración de 

aguas potables y residuales 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2287 - 3 págs. - 
193 KB) 

PELUQUERÍAS, 

INSTITUTOS DE 

BELLEZA, 

GIMNASIOSY 

SIMILARES 

Resolución de 22 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

referente a las tablas salariales 

para 2017 del Convenio 

colectivo para peluquerías, 

institutos de belleza, gimnasios y 

similares 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2291 - 2 págs. - 
164 KB) 

NATUROPATÍA Y 

PROFESIONALES 

NATURÓPATAS 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2017 del 

Convenio colectivo estatal para 

las empresas de naturopatía y 

profesionales naturópatas 

27.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
3320 - 2 págs. - 
194 KB) 

PUBLICIDAD Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo 

parcial en materia salarial para 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2286 - 2 págs. - 
175 KB) 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/07/pdfs/BOE-A-2017-2451.pdf
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2017 del Convenio colectivo del 

sector de empresas de 

publicidad 

SERVICIOS 

EXTERNOS 

AUXILIARES Y 

ATENCIÓN AL 

CLIENTE EN 

EMPRESAS DE 

SERVICIOS 

FERROVIARIOS 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el IV Convenio 

colectivo sectorial estatal de 

servicios externos auxiliares y 

atención al cliente en empresas 

de servicios ferroviarios 

28.03.2017 PDF (BOE-A-2017-

3356 - 45 págs. - 
835 KB) 

 

EMPRESAS ESTATALES 

SECTOR RESOLUCIÓN BOE LOCALIZACIÓN 

CLH AVIACIÓN, 

SA 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la 

modificación del Convenio 

colectivo de CLH Aviación, SA 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-

2288 - 8 págs. - 
214 KB) 

DECATHLON 

ESPAÑA, SA 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el VII 

Convenio colectivo de 

Decathlon España, SA 

27.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
3318 - 36 págs. - 
686 KB) 

DOCKS LOGISTIC 

SPAIN, SA 

Resolución de 22 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Docks Logistics 

Spain, SA 

06.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2393 - 27 págs. - 
523 KB) 

EURO POOL 

SYSTEM ESPAÑA, 

SLU 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica la revisión y 

tablas salariales para el 2017 del 

Convenio colectivo de Euro 

Pool System España, SLU 

28.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
3357 - 3 págs. - 
192 KB) 

EXIDE 

TECHNOLOGIES, 

SLU 

Corrección de errores de la 

Resolución de 10 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Exide 

Technologies, SLU 

09.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2540 - 1 pág. - 
146 KB) 

FCE BANK PLC, 

sucursal en 

España 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo de 

adhesión de FCE Bank PLC, 

sucursal en España, al XVI 

Convenio colectivo de Ford 

España, SL 

03.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2284 - 2 págs. - 
163 KB) 

GAS NATURALS 

FENOSA, SA 

Resolución de 20 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el II Convenio 

07.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2450 - 124 págs. - 
4.175 KB) 
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colectivo de Gas Natural 

Fenosa, SA 

GRUPO E.ON 

ESPAÑA 

Resolución de 24 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales del 2016 del II 

Convenio colectivo marco del 

Grupo E.ON España 

09.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2539 - 3 págs. - 
231 KB) 

ILUNION 

OUTSOURCING, 

SA 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican las tablas 

salariales para el año 2017 del 

Convenio colectivo de Ilunión 

Outsourcing, SA 

27.03.2017 PDF (BOE-A-2017-

3321 - 2 págs. - 
182 KB) 

IRIS ASSISTANCE, 

SL 

Resolución de 13 de marzo de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el II Convenio 

colectivo de Iris Assistance, SL 

31.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
3528 - 42 págs. - 
720 KB) 

IMS HEALTH, SA Resolución de 22 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de IMS Health, SA 

06.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2394 - 16 págs. - 
311 KB) 

MEDIAPOST 

SPAIN, SL 

Resolución de 24 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el II Convenio 

colectivo de Mediapost Spain, 

SL 

09.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2536 - 31 págs. - 
564 KB) 

MARTÍNEZ 

LORIENTE, SA 

Resolución de 24 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registran y publican la revisión y 

tablas salariales definitivas para 

2016 y provisionales para 2017 

del Convenio colectivo de 

Martínez Loriente, SA 

09.03.2017 PDF (BOE-A-2017-

2537 - 4 págs. - 
243 KB) 

NAVANTIA, SA Sentencia de 30 de noviembre 

de 2016, de la Sala Cuarta del 

Tribunal Supremo (recurso de 

casación nº 141/2015), en 

procedimiento de impugnación 

de Convenio Colectivo 

(Navantia, SA) 

09.03.2017 PDF (BOE-A-2017-
2512 - 1 pág. - 
151 KB) 

ONCE Resolución de 24 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Acuerdo de 

modificación de la tabla salarial 

(junior) del Anexo 3 del XV 

Convenio colectivo de la ONCE 
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http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2017.081.01.0018.01.SPA&toc=OJ:L:2017:081:TOC
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/01/pdfs/BOE-A-2017-2109.pdf
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Europeas y sus Estados miembros, por una parte, y la 

Antigua República Yugoslava de Macedonia, por otra, 

para tener en cuenta la adhesión de la República de 

Croacia a la Unión Europea, hecho en Bruselas el 18 de 

julio de 2014 

Resolución de 23 de febrero de 2017, de la Mutualidad 

General Judicial, por la que se modifica la de 19 de 

diciembre de 2012, por la que se regulan las ayudas por 

tratamiento de psicoterapia o logopedia y la ayuda 

para gastos de hospitalización psiquiátrica para 

mutualistas adscritos a los Servicios Públicos de Salud de 

las Comunidades Autónomas 

01.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2165 - 
2 págs. - 157 KB) 

Real Decreto 195/2017, de 3 de marzo, por el que se 

modifica la demarcación de los Registros de la 

Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles 

04.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2307 - 
231 págs. - 8.910 KB) 

Real Decreto 196/2017, de 3 de marzo, por el que se 

modifica el Real Decreto 1879/1996, de 2 de agosto, 

por el que se regula la composición de la Comisión 

Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, para su 

adaptación a la nueva estructura de los 

departamentos ministeriales de la Administración 

General del Estado 

04.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2311 - 
2 págs. - 161 KB) 

Real Decreto 130/2017, de 24 de febrero, por el que se 

aprueba el Reglamento de Explosivos 

04.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2313 - 
309 págs. - 15.467 KB) 

Corrección de errores del Real Decreto 746/2016, de 30 

de diciembre, sobre revalorización y complementos de 

pensiones de Clases Pasivas y sobre revalorización de 

las pensiones del sistema de la Seguridad Social y de 

otras prestaciones sociales públicas para el ejercicio 

2017 

08.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2462 - 
1 pág. - 156 KB) 

Real Decreto 229/2017, de 10 de marzo, por el que se 

crean 16 plazas de magistrados en órganos colegiados 

para hacer efectiva la segunda instancia penal 

11.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2624 - 
6 págs. - 191 KB) 

Real Decreto 126/2017, de 24 de febrero, por el que se 

establece una cualificación profesional de la familia 

profesional Electricidad y Electrónica que se incluye en 

el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales 

13.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2669 - 
39 págs. - 785 KB) 

Real Decreto 127/2017, de 24 de febrero, por el que se 

establece una cualificación profesional de la familia 

profesional Actividades Físicas y Deportivas que se 

incluye en el Catálogo Nacional de Cualificaciones 

Profesionales 

13.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2670 - 
29 págs. - 438 KB) 

Real Decreto 128/2017, de 24 de febrero, por el que se 

establecen dos cualificaciones profesionales de la 

familia profesional Actividades Físicas y Deportivas que 

se incluyen en el Catálogo Nacional de Cualificaciones 

Profesionales 

13.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2671 - 
60 págs. - 973 KB) 

Orden JUS/221/2017, de 9 de marzo, sobre legalización 

en formato electrónico de los libros de fundaciones de 

competencia estatal 

14.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2742 - 
4 págs. - 173 KB) 

Reforma del Reglamento del Senado por la que se 

modifica el artículo 49.2 

15.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2776 - 
2 págs. - 155 KB) 

Resolución de 7 de marzo de 2017, del Instituto Social 

de la Marina, por la que se establece el ámbito 

territorial y competencial de sus direcciones 

provinciales 

15.03.2017 PDF (BOE-A-2017-2779 - 
5 págs. - 181 KB) 

Real Decreto-ley 5/2017, de 17 de marzo, por el que se 

modifica el Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de 

medidas urgentes de protección de deudores 

hipotecarios sin recursos, y la Ley 1/2013, de 14 de 

mayo, de medidas para reforzar la protección a los 

deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y 

18.09.2017 PDF (BOE-A-2017-2985 - 
5 págs. - 187 KB) 
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/15/pdfs/BOE-A-2017-2776.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/15/pdfs/BOE-A-2017-2779.pdf
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

alquiler social 

Real Decreto 265/2017, de 17 de marzo, por el que se 

amplía el ámbito de aplicación del Real Decreto-ley 

2/2017, de 27 de enero, por el que se adoptan medidas 

urgentes para paliar los daños causados por los últimos 

temporales, para reparación de determinados daños 

del litoral de las provincias de Girona, Huelva, Baleares, 

Cádiz, Málaga y Granada durante el mes de febrero 

de 2017 

18.09.2017 PDF (BOE-A-2017-2988 - 
4 págs. - 198 KB) 

Resolución de 16 de marzo de 2017, del Congreso de 

los Diputados, por la que se ordena la publicación del 

Acuerdo de derogación del Real Decreto-ley 4/2017, 

de 24 de febrero, por el que se modifica el régimen de 

los trabajadores para la prestación del servicio portuario 

de manipulación de mercancías dando cumplimiento 

a la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea de 11 de diciembre de 2014, recaída en el 

asunto C-576/13 (procedimiento de infracción 

2009/4052) 

24.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3124 - 
1 pág. - 149 KB) 

Real Decreto 231/2017, de 10 de marzo, por el que se 

regula el establecimiento de un sistema de reducción 

de las cotizaciones por contingencias profesionales a 

las empresas que hayan disminuido de manera 

considerable la siniestralidad laboral 

24.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3125 - 
15 págs. - 363 KB) 

Orden PRA/259/2017, de 17 de marzo, por la que se 

actualizan cinco cualificaciones profesionales de la 

Familia Profesional Vidrio y Cerámica, recogidas en el 

Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, 

establecidas por Real Decreto 295/2004, de 20 de 

febrero, y Real Decreto 1228/2006, de 27 de octubre 

25.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3191 - 
167 págs. - 4.371 KB) 

Orden PRA/260/2017, de 17 de marzo, por la que se 

actualizan cinco cualificaciones profesionales de las 

familias profesionales Marítimo Pesquera, Química, Artes 

Gráficas y Servicios Socioculturales y a la Comunidad, 

recogidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones 

Profesionales, establecidas por Real Decreto 1179/2008, 

de 11 de julio 

25.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3192 - 
99 págs. - 1.979 KB) 

Orden PRA/261/2017, de 17 de marzo, por la que se 

actualizan determinadas cualificaciones profesionales 

de la familia profesional Transporte y Mantenimiento de 

Vehículos y Energía y Agua, recogidas en el Catálogo 

Nacional de Cualificaciones Profesionales, establecidas 

por Real Decreto 295/2004, de 20 de febrero, y Real 

Decreto 1228/2006, de 27 de octubre; Real Decreto 

1225/2010, de 1 de octubre, y Real Decreto 1038/2011, 

de 15 de julio 

25.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3193 - 
92 págs. - 1.862 KB) 

Orden PRA/262/2017, de 17 de marzo, por la que se 

actualizan determinadas cualificaciones profesionales 

de la familia profesional Actividades Físicas y 

Deportivas, recogidas en el Catálogo Nacional de 

Cualificaciones Profesionales, establecidas por Real 

Decreto 295/2004, de 20 de febrero, Real Decreto 

1087/2005, de 16 de septiembre, Real Decreto 

1521/2007, de 16 de noviembre, y Real Decreto 

146/2011, de 4 de febrero 

25.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3194 - 
96 págs. - 1.965 KB) 

Resolución de 7 de marzo de 2017, del Instituto de 

Mayores y Servicios Sociales, por la que se modifica la 

Resolución de 26 de agosto de 1987, de la Dirección 

General del Inserso, por la que se regulan los ingresos, 

traslados, permutas y liquidación de estancias en los 

28.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3329 - 
2 págs. - 158 KB) 
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centros residenciales para personas con discapacidad 

Real Decreto 268/2017, de 17 de marzo, por el que se 

actualiza una cualificación profesional de la familia 

profesional Electricidad y Electrónica, recogida en el 

Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, 

establecida por Real Decreto 295/2004, de 20 de 

febrero, por el que se establecen determinadas 

cualificaciones profesionales que se incluyen en el 

Catálogo nacional de cualificaciones profesionales, así 

como sus correspondientes módulos formativos que se 

incorporan al Catálogo modular de formación 

profesional 

29.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3367 - 
39 págs. - 787 KB) 

Acuerdo de 28 de marzo de 2017, del Pleno del Tribunal 

Constitucional, por el que se dispone la composición de 

las Salas y Secciones del Tribunal Constitucional 

29.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3369 - 
1 pág. - 150 KB) 

Resolución de 21 de diciembre de 2016, aprobada por 

la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de 

Cuentas, en relación con el Informe de fiscalización 

sobre la gestión de la Fundación Tripartita para la 

Formación en el Empleo en relación con el subsistema 

de formación profesional para el empleo en materia de 

formación de oferta 

29.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3389 - 
243 págs. - 8.645 KB) 

Enmiendas de 2014 del Convenio sobre el trabajo 

marítimo, 2006, adoptadas en Ginebra el 11 de junio de 

2014 

30.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3411 - 
7 págs. - 233 KB) 

Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por el que se 

regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de 

Evaluación Normativa de la Administración General del 

Estado y se crea la Junta de Planificación y Evaluación 

Normativa 

30.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3415 - 
5 págs. - 185 KB) 

Sentencia de 12 de diciembre de 2016, de la Sala 

Tercera del Tribunal Supremo, que anula el Real 

Decreto 639/2014, de 25 de julio, por el que se regula la 

troncalidad, la reespecialización troncal y las áreas de 

capacitación específica, se establecen las normas 

aplicables a las pruebas anuales de acceso a plazas de 

formación y otros aspectos del sistema de formación 

sanitaria especializada en Ciencias de la Salud y se 

crean y modifican determinados títulos de especialista 

31.03.2017 PDF (BOE-A-2017-3480 - 
1 pág. - 153 KB) 

 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

COMUNIDAD NORMA DIARIO OFICIAL 

COMUNIDAD 

VALENCIANA 

Decreto 17/2017, de 10 de febrero, del 

Consell, por el que se aprueba el 

Reglamento de asistencia jurídica gratuita 

DOGV 01.03.2017 

LOCALIZACIÓN:  http://www.dogv.gva.es/datos/2017/03/01/pdf/2017_1640.pdf  

CANTABRIA 

Orden PRE/29/2017, de 24 de febrero, por 

la que se crea la sede judicial electrónica 

correspondiente al ámbito territorial de la 

Comunidad Autónoma de Cantabria 

BOCA 03.03.2017 

LOCALIZACIÓN: https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=310081  

CASTILLA Y LEÓN 

Orden EMP/159/2017, de 2 de marzo, por 

la que se establecen las bases 

reguladoras de subvenciones destinadas 

a empresas para contribuir a la 

financiación del coste de la cuota 

empresarial a la Seguridad Social por 

contingencias comunes devengada por 

los trabajadores en situación de 

suspensión de contrato o reducción 

BOCYL 09.03.2017 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/29/pdfs/BOE-A-2017-3367.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/29/pdfs/BOE-A-2017-3367.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/29/pdfs/BOE-A-2017-3369.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/30/pdfs/BOE-A-2017-3411.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/30/pdfs/BOE-A-2017-3411.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/30/pdfs/BOE-A-2017-3415.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/31/pdfs/BOE-A-2017-3480.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/03/31/pdfs/BOE-A-2017-3480.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/03/01/pdf/2017_1640.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=310081
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temporal de jornada por causas 

económicas, técnicas, organizativas o de 

producción, en el ámbito territorial de 

Castilla y León 
LOCALIZACIÓN: http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/03/09/pdf/BOCYL-D-09032017-1.pdf  

CASTILLA Y LEÓN 

Orden EMP/161/2017, de 2 de marzo, por 

la que se establecen las bases 

reguladoras de las subvenciones dirigidas 

a PYMES para fomentar el ascenso 

profesional de la mujer en Castilla y León 

BOCYL 09.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/03/09/pdf/BOCYL-D-09032017-3.pdf  

CASTILLA Y LEÓN 

ORDEN SAN/144/2017, de 22 de febrero, 

por la que se regulan las ayudas para el 

desplazamiento con fines asistenciales, el 

alojamiento y la manutención derivados 

del mismo, a los pacientes que tengan 

reconocido el derecho a la asistencia 

sanitaria por el Instituto Nacional de la 

Seguridad Social y sus beneficiarios, en el 

Servicio Público de Salud de Castilla y 

León 

BOCYL 10.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/03/10/pdf/BOCYL-D-10032017-1.pdf  

COMUNIDAD 

VALENCIANA 

Orden 3/2017, de 1 de marzo, de la 

Conselleria de Sanidad Universal y Salud 

Pública, por la que se regula la acción 

concertada para la prestación de 

servicios a las personas en el ámbito 

sanitario 

DOGV 13.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.dogv.gva.es/datos/2017/03/13/pdf/2017_2029.pdf 

ARAGÓN 

Orden EIE/271/2017, de 21 de febrero, por 

la que se establecen las bases 

reguladoras para la concesión de 

subvenciones en materia de relaciones 

laborales y prevención de riesgos 

laborales 

BOA 16.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=952492644747  

CASTILLA-LA MANCHA 

Resolución de 13/03/2017, de la 

Vicepresidencia, por la que se acuerda la 

apertura de un procedimiento de 

consulta participativa ciudadana, como 

trámite previo al inicio del procedimiento 

de reforma del Estatuto de Autonomía de 

Castilla-La Mancha y se encomienda a la 

Dirección General de Coordinación y 

Planificación su realización 

DOCM 20.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/detalleDocumento.do?idDisposicion=1489505303692510240  

EXTREMADURA 

Decreto 30/2017, de 14 de marzo, por el 

que se establecen las bases reguladoras 

para la concesión de subvenciones para 

la realización de acciones de 

incorporación, orientación y adquisición 

de competencias genéricas y 

transversales de personas demandantes 

de empleo al amparo del Proyecto ÍTACA 

en la Comunidad Autónoma de 

Extremadura 

D0E 21.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/550o/17040035.pdf  

CANARIAS 

Decreto 121/2017, de 13 de marzo, por el 

que se crea y regula el funcionamiento 

del Consejo de Apoyo al Emprendimiento, 

al Trabajo Autónomo y las Pymes Canarias 

BOC 21.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-056-1282.pdf  

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/03/09/pdf/BOCYL-D-09032017-1.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/03/09/pdf/BOCYL-D-09032017-3.pdf
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http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-056-1282.pdf


CANARIAS 

Ley 1/2017, de 17 de marzo, de 

modificación de la Ley 16/2003, de 8 de 

abril, de Prevención y Protección Integral 

de las Mujeres contra la Violencia de 

Género 

BOC 27.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-060-1389.pdf  

CASTILLA-LA MANCHA 

Decreto 22/2017, de 21 de marzo, por el 

que se regula la concesión directa de 

subvenciones en el marco del Programa 

de Promoción de Cooperativas y 

Sociedades Laborales en Castilla-La 

Mancha 

DOCM 28.03.2017 

LOCALIZACIÓN: 

http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2017/03/28/pdf/2017_3657.pdf&tipo=rutaDocm  

COMUNIDAD 

VALENCIANA 

Ley 6/2017, de 24 de marzo, de la 

Generalitat, de derogación de la Ley 

6/2009, de 30 de junio, de la Generalitat, 

de protección a la maternidad 

DOGV 29.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.dogv.gva.es/datos/2017/03/29/pdf/2017_2591.pdf  

NAVARRA 

Decreto Foral 17/2017, de 8 de marzo, por 

el que se modifica el Decreto Foral 

63/2012, de 18 de julio, por el que se crea 

y aprueban los Estatutos del Organismo 

Autónomo Instituto de Salud Pública y 

Laboral de Navarra 

BON 29.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/62/Anuncio-0/  

CATALUÑA 

ORDEN JUS/44/2017, de 28 de marzo, por 

la que se aprueba el Reglamento del 

Registro de parejas estables de Cataluña 

DOGC 31.03.2017 

LOCALIZACIÓN: http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7341/1601297.pdf  

 
IR A INICIO 

 

 

REFERENCIAS DE SENTENCIAS 

ACCESIBLES EN LA RED 

 
 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 
 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

MATERIA CONTENIDO 

TIEMPO DE 

TRABAJO/ 

RELACIÓN 

LABORAL/ 

CONTRATO DE 

TRABAJO 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2002/15/CE — Protección de la 

seguridad y de la salud de los trabajadores — Ordenación del tiempo de trabajo — 

Transporte por carretera — Trabajador móvil — Conductor autónomo — Concepto — 

Inadmisibilidad (Sentencia de 02.03.2017, asunto C-97/16, Pérez Retamero): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188529&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863  

DERECHO SOCIAL 

EUROPEO/ 

Procedimiento prejudicial — Libre circulación de los trabajadores — Artículo 45 TFUE — 

Reglamento (UE) n.º 492/2011 — Artículo 7 — Igualdad de trato — Trabajador fronterizo 

http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-060-1389.pdf
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2017/03/28/pdf/2017_3657.pdf&tipo=rutaDocm
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/03/29/pdf/2017_2591.pdf
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/62/Anuncio-0/
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7341/1601297.pdf
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188529&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188529&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863


JURISDICIÓN SOCIAL 
 

FONDO DE 

GARANTÍA 

SALARIAL 

que es sujeto pasivo del impuesto sobre la renta en el Estado miembro de residencia — 

Indemnización abonada por el Estado miembro de empleo en caso de insolvencia del 

empresario — Métodos de cálculo de la indemnización por insolvencia — Toma en 

consideración ficticia del impuesto sobre la renta del Estado miembro de empleo — 

Indemnización por insolvencia inferior a la retribución neta anterior — Convenio 

bilateral para la prevención de la doble imposición (Sentencia de 02.03.2017, asunto C-

496/15, Eschenbrenner): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188528&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863  

ESPACIO 

JUDICIAL 

EUROPEO 

Procedimiento prejudicial — Cooperación judicial en materia civil y mercantil — 

Notificación y traslado de documentos judiciales y extrajudiciales — Reglamento (CE) 

n.º 1393/2007 — Artículos 8, 14 y 19 — Notificación o traslado por correo de un escrito 

de demanda o documento equivalente — Inexistencia de traducción del 

documento — Anexo II — Formulario normalizado — Inexistencia — Consecuencias — 

Notificación mediante carta certificada con acuse de recibo — No devolución del 

acuse de recibo — Recepción del documento por un tercero — Requisitos de validez 

del procedimiento (Sentencia de 02.03.2017, asunto C-354/15 Henderson): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188525&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863  

DERECHO SOCIAL 

EUROPEO 

Procedimiento prejudicial — Transportes por carretera — Disposiciones sociales — 

Excepciones — Reglamento (CE) n.º 561/2006 — Artículo 3, letra a)  — Reglamento (CE) 

n.º 1073/2009 — Artículo 2, punto 3 — Servicios regulares que aseguran el transporte de 

personas — Concepto — Transportes gratuitos organizados por un operador 

económico para sus empleados, con destino y origen en el lugar de trabajo, en 

vehículos que le pertenecen conducidos por uno de sus empleados  (Sentencia de 

02.03.2017, asunto C-245/15, SC Casa Noastră SA): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188527&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863  

EXTRANJERÍA Procedimiento prejudicial — Reglamento (CE) n.º 810/2009 — Artículo 25, apartado 1, 

letra a) — Visado de validez territorial limitada — Expedición de un visado por razones 

humanitarias o debido a obligaciones internacionales — Concepto de “obligaciones 

internacionales” — Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales — Convención de Ginebra — Expedición de un visado cuando resulta 

probado que existe el riesgo de que se infrinjan los artículos 4 y/o 18 de la Carta de los 

Derechos Fundamentales — Inexistencia de obligación (Sentencia de 07.03.2016, 

asunto C-638/16, X y X): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188626&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525 

ESPACIO 

JUDICIAL 

EUROPEO 

Procedimiento prejudicial — Cooperación judicial en materia civil — Reglamento (UE) 

n.º 1215/2012 — Ámbito de aplicación temporal y material — Materia civil y 

mercantil — Procedimiento de ejecución forzosa que tiene por objeto el cobro de un 

crédito de aparcamiento público impagado — Inclusión — Concepto de “órgano 

jurisdiccional” — Notario que emite un mandamiento de ejecución en virtud de un 

“documento auténtico” (Sentencia de 09.03.2017, asunto C-551/15, Pula Parking 

d.o.o.): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188749&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525 

NO 

DISCRIMINACIÓN 

POR RAZÓN DE 

DISCAPACIDAD 

Procedimiento prejudicial — Política social — Igualdad de trato en el empleo y la 

ocupación — Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas 

con discapacidad — Artículos 5 y 27 — Directiva 2000/78/CE — Artículo 7 — Protección 

reforzada en caso de despido de trabajadores por cuenta ajena con discapacidad — 

Inexistencia de tal protección para los funcionarios con discapacidad — Principio 

general de igualdad de trato (Sentencia de 09.03.2017, asunto C-406/15, Milkova): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188752&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de 

trato — Discriminación por motivos de religión o convicciones — Reglamento interno 

de una empresa que prohíbe a los trabajadores llevar signos visibles de naturaleza 

política, filosófica o religiosa en el lugar de trabajo — Discriminación directa — 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188528&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188528&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188525&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188525&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188527&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188527&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=795863
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188626&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188626&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188749&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188749&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188752&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188752&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=538525


Inexistencia — Discriminación indirecta — Prohibición a una trabajadora de llevar un 

pañuelo islámico (Sentencia de 14.03.2017, asunto C-157/15, Achbita): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188852&pageIndex

=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752  

DERECHOS 

FUNDAMENTALES 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de 

trato — Discriminación por motivos de religión o convicciones — Requisito profesional 

esencial y determinante — Concepto — Deseo de un cliente de que los servicios no 

sean prestados por una trabajadora que lleva un pañuelo islámico (Sentencia de 

14.03.2017, asunto C-188/15, Bougnaoui): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188853&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752  

CUESTIÓN 

PREJUDICIAL 

Procedimiento prejudicial — Derecho de la Unión — Derechos conferidos a los 

particulares — Vulneración por un órgano jurisdiccional — Cuestiones prejudiciales — 

Sometimiento al Tribunal de Justicia — Órgano jurisdiccional nacional que resuelve en 

última instancia (Sentencia de 15.03.2017, asunto C-3/16, Aquino): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188906&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752  

EXTRANJERÍA Procedimiento prejudicial — Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y 

Turquía — Decisión n.º 1/80 — Artículo 13 — Cláusula de standstill — Derecho de 

residencia de los miembros de la familia de un trabajador turco que forma parte del 

mercado legal de trabajo de un Estado miembro — Posible existencia de una razón 

imperiosa de interés general que justifique nuevas restricciones — Gestión eficaz de los 

flujos migratorios — Obligación de los nacionales de terceros Estados menores de 

16 años de estar en posesión de un permiso de residencia — Proporcionalidad 

(Sentencia de 29.03.2017, asunto C-652/15, Tekdemir): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189321&pageIndex

=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=370057  

 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

MATERIA CONTENIDO 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(acceso a la 

justicia) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a 

la justicia): inadmisión de recurso contencioso-administrativo 

por incumplimiento de la carga de aportar los documentos 

acreditativos de la satisfacción de los requisitos exigidos a las 

personas para entablar acciones, sin brindar la posibilidad de 
subsanar el defecto padecido (STC 186/2015). Recurso de 

amparo 4090-2014. Promovido por la Confederación Nacional 

del Trabajo respecto de la Sentencia de la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid que inadmitió su impugnación de la resolución dictada 

por el Ministerio de Cultura sobre restitución de documentos 

incautados durante la Guerra Civil (STC 12/2017, de 30 de 

enero):  

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25235 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA/ 

EXTRANJERÍA  

Vulneración del derecho a la tutela judicial: resoluciones 

administrativas y judiciales que no ponderaron las 

circunstancias personales y familiares al acordar la expulsión 

de un extranjero del territorio nacional (STC 131/2016). Recurso 

de amparo 1920-2015. Promovido respecto de las Sentencias 

de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 

Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana y de un 

Juzgado de Castellón desestimatorias de impugnación de la 

sanción de expulsión del territorio nacional impuesta por la 

Subdelegación del Gobierno en Castellón (STC 14/2017, de 30 

de enero):  

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25233 

TASAS 

JUDICIALES 

Derechos a la igualdad y a la tutela judicial efectiva: pérdida 
sobrevenida de objeto del proceso (STC 140/2016), carencia 

argumental del recurso. Recurso de inconstitucionalidad 1024-

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188852&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188852&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188853&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188853&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188906&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188906&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=638752
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189321&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=370057
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=189321&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=370057
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25235
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25233


JURISDICIÓN SOCIAL 
 

2013. Interpuesto por el Consejo de Gobierno de Andalucía en 

relación con diversos preceptos de la Ley 10/2012, de 20 de 

noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el 

ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional 

de Toxicología y Ciencias Forenses (STC 15/2017, de 2 de 

febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25239 

AUTONOMÍAS/ 

ASISTENCIA 

SANITARIA 

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad, 

sanidad, farmacia y Seguridad Social: 

STC 210/2016 (constitucionalidad de las previsiones legales 

autonómicas relativas a la selección, mediante la 

correspondiente convocatoria pública, por el servicio de salud, 

de los medicamentos o productos sanitarios a dispensar por las 

oficinas de farmacia cuando se prescriban por principio activo 

o denominación genérica)- Conflicto positivo de competencia 

1092-2013. Planteado por el Gobierno de la Nación respecto 

de la resolución de 20 de diciembre de 2012, de la Dirección 

Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, por la que se anuncia 

convocatoria para la selección de medicamentos a dispensar 

por las oficinas de farmacia de Andalucía, cuando sean 

prescritos o indicados por principio activo en las recetas 

médicas y órdenes de dispensación oficiales del Sistema 

Nacional de Salud (STC 16/2017, de 2 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25240 

HUELGA Supuesta vulneración del derecho a la huelga: utilización de 

medios técnicos no habituales para la emisión televisiva de un 

partido de fútbol en jornada de huelga. Voto particular. 

Recurso de amparo 1168-2014. Promovido por la 

Confederación General del Trabajo respecto de las Sentencias 

de las Salas de lo Social del Tribunal Supremo y del Tribunal 

Superior de Justicia de Madrid y de un Juzgado de Madrid 

sobre huelga en el ente público Radio Televisión Madrid (STC 

17/2017, de 2 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25242 

AUTONOMÍAS/ 

ASISTENCIA 

SOCIAL/ 

DISCAPACIDAD 

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad, 

asistencia social, tráfico y circulación de vehículos a motor: 

nulidad de los preceptos reglamentarios que regulan la 

correcta utilización y la renovación de la tarjeta de 

estacionamiento para personas con discapacidad. Voto 

particular. Conflicto positivo de competencia 2113-2015. 

Planteado por el Gobierno Vasco en relación con diversos 

preceptos del Real Decreto 1056/2014, de 12 de diciembre, 

por el que se regulan las condiciones básicas de emisión y uso 

de la tarjeta de estacionamiento para personas con 

discapacidad (STC 18/2017, de 2 de febrero):  

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25262 

AUTONOMÍAS/ 

ADMINISTRACIÓN 

LOCAL 

Competencias sobre régimen jurídico de las Administraciones 

públicas y entidades locales: nulidad del precepto legal 

autonómico que conlleva la caracterización subjetiva de los 
entes locales inferiores al municipio (STC 41/2016). Recurso de 

inconstitucionalidad 2256-2016. Interpuesto por el Presidente 

del Gobierno respecto del artículo 19.6 de la Ley del 

Parlamento de Cataluña 16/2015, de 21 de julio, de 

simplificación de la actividad administrativa de la 

Administración de la Generalitat y de los gobiernos locales de 

Cataluña y de impulso a la actividad económica (STC 19/2017, 

de 2 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25241 

AUTONOMÍAS/ 

EMPLEADOS 

Competencias sobre función pública: nulidad del precepto 

legal autonómico que equipara el personal laboral fijo de 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25239
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25240
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25242
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25262
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25241


PÚBLICOS determinados centros hospitalarios con el personal estatutario. 

Recurso de inconstitucionalidad 5190-2016. Interpuesto por el 

Presidente del Gobierno en relación con diversos preceptos de 

la Ley 9/2015, de 28 de diciembre, de medidas fiscales y 

administrativas de la Comunidad de Madrid (STC 20/2017, de 2 

de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25243 

AUTONOMÍAS Competencias sobre energía: nulidad de los preceptos legales 

autonómicos que regulan diversos aspectos de la relación 

económica entre compañías distribuidoras y comercializadoras 

de electricidad y los consumidores (STC 18/2011). Recurso de 

inconstitucionalidad 5191-2016. Interpuesto por el Presidente 

del Gobierno en relación con diversos preceptos de la Ley 

13/2015, de 24 de diciembre, de medidas fiscales y 

administrativas de la Comunidad Autónoma de Galicia (STC 

20/2017, de 2 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25238 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(sentencias) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: Sentencia 

de apelación que se aparta de una doctrina reiterada y 

conocida del Tribunal Constitucional (STC 63/2005). Recurso de 

amparo 5046-2015. Promovido respecto de las Sentencias de la 

Audiencia Provincial y de un Juzgado de lo Penal de Almería, 

que condenaron por un delito de apropiación indebida (STC 

22/2017, de 13 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25263  

TASAS 

JUDICIALES/ 

CUESTIÓN DE 

INCONSTITUCIO-

NALIDAD 

Derecho a la tutela judicial efectiva: inadmisión de la cuestión 

de inconstitucionalidad prematuramente planteada. Cuestión 

de inconstitucionalidad 1628-2013. Planteada por el Juzgado 

de lo Social número 1 de Tarragona en relación con diversos 

preceptos de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que 

se regulan determinadas tasas en el ámbito de la 

Administración de Justicia y del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses (STC 23/2017, de 16 de 

febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25266  

TASAS 

JUDICIALES 

Derechos a la igualdad y a la tutela judicial efectiva, principio 

de igualdad material, control jurisdiccional de la 

Administración: pérdida sobrevenida de objeto del recurso; 

constitucionalidad de los preceptos legales que gravan con 

una tasa la interposición de recursos contencioso-

administrativos, modulan el importe de dicha tasa cuando se 

impugnen sanciones administrativas y regulan su exacción en 

los supuestos de acumulación de acciones 

(SSTC 140/2016 y 202/2016). Recurso de inconstitucionalidad 

3035-2013. Interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Junta 

de Andalucía en relación con diversos apartados del artículo 1 

del Real Decreto-ley 3/2013, de 22 de febrero, por el que se 

modifica el régimen de las tasas en el ámbito de la 

Administración de Justicia y el sistema de asistencia jurídica 

gratuita (STC 24/2017, de 16 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25270  

AUTONOMÍAS Competencias sobre comercio interior: nulidad de los 

preceptos legales autonómicos que limitan, en determinados 

períodos temporales, la libertad de horarios comerciales 
reconocida por la normativa básica estatal (STC 211/2016). 

Recurso de inconstitucionalidad 7067-2014. Interpuesto por el 

Presidente del Gobierno en relación con diversos preceptos de 

la Ley del Parlamento de Cataluña 3/2014, de 19 de febrero, 

de horarios comerciales y de medidas para determinadas 

actividades de promoción (STC 25/2017, de 16 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25264  
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

AUTONOMÍAS Principio de capacidad económica y prohibición de 

conficastoriedad: inadmisión de la cuestión de 

inconstitucionalidad; nulidad de los preceptos de la norma 

foral fiscal en tanto someten a tributación situaciones de 

inexistencia de incrementos de valor de los terrenos de 

naturaleza urbana. Cuestión de inconstitucionalidad 1012-2015. 

Planteada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 

número 3 de Donostia-San Sebastián, en relación, de un lado, 

con diversos preceptos de la Norma Foral 16/1989, de 5 de 

julio, del impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos 

de naturaleza urbana del territorio histórico de Gipuzkoa, y, de 

otro, con los artículos 107 y 110.4 del texto refundido de la Ley 

reguladora de las haciendas locales, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (STC 26/2017, de 16 

de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25265  

AUTONOMÍAS Condiciones básicas de igualdad; principios de igualdad y no 

discriminación, justicia financiera, capacidad económica, 

progresividad, no confiscatoriedad y equidad en la asignación 

de los recursos públicos; derecho a la integridad física y moral: 

constitucionalidad de la regulación autonómica de las tasas 

por prestación de los servicios de atención social y de servicios 

sociales. Recurso de inconstitucionalidad 1842-2015. 

Interpuesto por más de cincuenta diputados del Grupo 

Parlamentario Socialista respecto de los artículos 35 y 44 de la 

Ley de las Cortes Valencianas 7/2014, de 22 de diciembre, de 

medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de 

organización de la Generalitat (STC 27/2017, de 16 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25269  

AUTONOMÍAS Competencias sobre urbanismo: nulidad del precepto legal 

autonómico que limita la publicación de los instrumentos de 

planeamiento que hayan sido objeto de aprobación inicial. 

Cuestión de inconstitucionalidad 2544-2016. Planteada por la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 

Justicia de Castilla-La Mancha respecto del artículo 36.2 A), 

párrafo segundo, del texto refundido de la Ley de ordenación 

del territorio y de la actividad urbanística de Castilla-La 

Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de 

diciembre (STC 28/2017, de 16 de febrero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25267  

 
TRIBUNAL SUPREMO 

MATERIA FECHA/ 

NÚM. 

RECURSO 

PONENTE CONTENIDO ID. 

CENDOJ 

SENTENCIAS DESTACADAS 
TRABAJADORES 

AUTÓNOMOS 

11/01/2017 

(Rec. 

111/2016) 

MORALO 

GALLEGO 

Conflicto colectivo. TRADEs BIMBO. Interpretación 

del Acuerdo de Interés Profesional, AIP/2011. Se 

desestima el recurso de CCOO que pretende 

excluir del cómputo de afiliados a UGT a los 

TRADE que se adscribieron al AIP mediante el que 

se regulan las retribuciones de quienes prestan 

servicio en las rutas de distribución denominadas 

"canal detalle", y que se afiliaron a dicho 

sindicato que es el único firmante de tal acuerdo. 

Ni el contenido del AIP/2011, ni tampoco del 

posterior reglamento de elecciones, contiene 

norma alguna que permita dicha exclusión 

STS  

626/2017 

PRESCRIPCIÓN/ 

CONFLICTO 

12/01/2017 

(Rec. 48/2016) 

SOUTO PRIETO Conflicto colectivo. Empresa PROEXCA - 

Canarias. La prescripción de la acción para 

STS  

526/2017 
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COLECTIVO solicitar la declaración de nulidad de un acuerdo 

entre empresa y representantes de los 

trabajadores, con reintegro de las cantidades 

descontadas en aplicación del mismo, no 

comienza en este caso sino desde la publicación 

de la STC 196/2014, que declaró inconstitucional 

el art. 41.1 de la Ley de Presupuestos 11/2010 de 

30 de diciembre de la Comunidad Autónoma de 

Canarias que, al eliminar la negociación 

colectiva para aplicar la reducción del 5%, 
impuso imperativamente la reducción salarial. Se 

desestima el recurso y se confirma la sentencia 

recurrida estimatoria en parte de la demanda 

DESEMPLEO 12/01/2017 

(Rec. 

3433/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Reintegro de Prestaciones indebidas por 

Desempleo. Obligación del SPEE de notificar la 

iniciación del procedimiento sancionador de 

extinción de la prestación por desempleo y 

reintegro de prestaciones indebidas, por boletín 

oficial en cumplimiento de lo dispuesto en el 

artículo 59.1 de LRJAPYPAC, tras intento 

infructuoso de notificación por parte del Servicio 

de Correos. Se estima el recurso y la demanda, si 

bien sólo parcialmente, en el sentido de declarar 

la nulidad de la resolución que extinguió la 

prestación por desempleo y declaró la 

percepción indebida de prestaciones, así como 

de todas las actuaciones administrativas 

posteriores, con retroacción de las mismas al 

momento de iniciación de procedimiento 

sancionador 

STS  

804/2017 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO 

12/01/2017 

(Rec. 26/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

MATERIA.- Caducidad para impugnar MSCT 

colectiva que finaliza en "Acuerdo" y que no se 

notifica de modo autónomo. CUESTIONES 

EXAMINADAS.-1) Tras la vigencia de la LRJS la 

caducidad para impugnar una MSCT comienza a 

correr tras la notificación de la empresa 

explicando su alcance. Resume doctrina.2) 

Aunque haya mediado acuerdo respecto de la 

MSCT, por mandato del art. 138.1 LRJS, el plazo 

de caducidad de 20 días para impugnarla solo 

comienza a correr cuando se realiza la 

notificación empresarial que precisa sus términos. 

Resume doctrina.3) El conocimiento que de la 

decisión modificativa pueda tener la RLT a través 

de un tablón de anuncios, de informaciones 

verbales, de circulares empresariales, o de la 

firma de un acuerdo será relevante a otros 

efectos, pero no a los de activar el plazo de 

caducidad. Resume y explicita doctrina.4) 

Preexistiendo el acuerdo informal sobre la MSCT y 

la manifestación de voluntad de los empleados, 

cabe que el "Acuerdo" formal, dados sus 

términos, cumpla el papel de la "notificación" 

pedida por el art. 138.1 LRJS. Doctrina en línea 

con todos los pronunciamientos previos. FALLO.- 
De acuerdo con Informe del Ministerio Fiscal, 

desestimar recurso frente a la STSJ Madrid 

754/2015 

STS  

806/2017 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO 

17/01/2017 

(Rec. 2/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Modificación sustancial condiciones trabajo. Art. 

41 ET. Para calificarla de tal, la medida debe ser 

relevante y perjudicial para el trabajador, lo que 

obliga a juzgarla en cada caso desde un punto 

de vista cualitativo y de su alcance temporal. Por 

ello no lo es, la que tiene carácter ocasional, 

afecta al 4% de la plantilla, dura cuatro meses y 

supone ampliar la jornada del día en 15 minutos, 

sin que se supere con ello la jornada del convenio 

colectivo y está justificada por la necesidad de 

dar formación 

STS  

799/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
HUELGA 23/01/2017 

(Rec. 60/2016) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Tutela del derecho de huelga formulada por el 

sindicato AST contra Telefónica. Inexistencia de 

vulneración del mismo cuando entre los 

trabajadores en huelga, pertenecientes a las diez 

empresas que subcontratan actividad de 

provisión de servicios finales de 

telecomunicaciones, y Telefónica no hay vínculo 

laboral alguno y por ello no cabe exigir el 

cumplimiento de los deberes de negociación 

que impone el artículo 8.2 del RDL 17/1977, que 

solo alcanzarías a las empresas que emplean a 

los huelguistas y que no fueron demandadas en 

el proceso 

STS  

528/2017 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO 

24/01/2017 

(Rec. 97/2016) 

MORALO 

GALLEGO 

Conflicto colectivo. Modificación de condiciones 

trabajo. Air Nostrum Líneas Aéreas del 

Mediterráneo, S.A. No reviste carácter sustancial 

la modificación introducida por la empresa en el 

procedimiento de actuación durante las escalas 

de los tripulantes de cabina de pasajeros (TPC), 

mediante la que se les exige retirar los residuos 

sólidos que se encuentren a la vista una vez 

desembarcado el pasaje, toda vez que durante 

el vuelo ya se encargan de recoger ese mismo 

tipo de residuos, con lo que no hay una 

alteración tan relevante como para afectar al 

núcleo esencial del desempeño profesional. No 

es de aplicación lo dispuesto en el art. 41 ET 

STS  

628/2017 

IGUALDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN 

POR RAZÓN DE 
SEXO/ RIESGO A 

LO LARGO DEL 

EMBARAZO Y LA 

LACTANCIA 

NATURAL 

24/01/2017 

(Rec. 

1902/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Riesgo durante el embarazo y lactancia. Médicos 

Residentes. Guardias de atención continuada. 

Adaptación del puesto con eliminación de la 
prestación de servicios en régimen de guardias. 

Mantenimiento del derecho a percibir guardias 

no realizadas por tal causa. Vulneración del 

derecho a la igualdad y no discriminación por 

sexo 

STS  

633/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

24/01/2017 

(Rec. 23/2016) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Impugnación por el Ilustre Colegio Profesional de 

Protésicos Dentales de la Comunidad de Madrid 

del Convenio Colectivo autonómico del Sector 

de Protésicos Dentales. Legitimación activa, 

como tercero, de la entidad demandante para 

interesar la declaración de lesividad del 

Convenio. Se confirma la sentencia de la Sala de 

lo Social del TSJ de Madrid que, además de 

reconocer tal legitimación a la Corporación 

actora, desestimó su demanda por no considerar 

vulnerados las normas que regulan la actividad 

profesional de los Protésicos Dentales 

STS  

655/2017 

DESEMPLEO/ 

MOVILIDAD 

GEOGRÁFICA 

24/01/2017 

(Rec. 38/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Prestación de desempleo contributiva. Derecho a 

la reposición de prestaciones cuando el contrato 

se extingue tras un período de suspensión 

acordado en un expediente de regulación de 

empleo. La extinción que se produce como 

consecuencia de no aceptar un traslado se 

asimila a los supuestos legalmente previstos dado 

que la movilidad geográfica adoptada lo fue en 

el marco de un plan de reestructuración 

empresarial, al tratarse de una medida 

equiparable al despido por causa no imputable 

al trabajador. Reitera doctrina STS de 18 de mayo 

de 2016 (rcud. 2919/2014) 

STS  

797/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

25/01/2017 

(Rec. 

2729/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Prestaciones por muerte y supervivencia. La 

fecha inicial de efectos, cuando la reclamación 

ha sido denegada inicialmente, pero se 

reconoce con posterioridad en base a los mismos 

datos fácticos y jurídicos, se retrotrae tres meses 

desde la primera solicitud, indebidamente 

rechazada 

STS  

631/2017 
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MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE 

LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO 

25/01/2017 

(Rec. 47/2016) 

ARASTEY 

SAHUN 

Modificación sustancial de condiciones: supresión 

de crédito para compras en los establecimientos 

de la empresa. Debió seguirse el trámite del art. 

41 ET 

STS  

648/2017 

LIBERTAD 

SINDICAL/ 

SINDICATOS 

26/01/2017 

(Rec. 73/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Proceso de tutela de derechos fundamentales. 

Demanda de CCOO y UGT contra Asociación 

profesional de empresas de limpieza (ANPEL) y 

Asociación de empresarios de limpieza de Madrid 

(AELMA) en la que solicitan se declare la 
obligación empresarial de respetar la liberación 

sindical de las intervinientes en la comisión 

negociadora del convenio y en la que se 

entienden vulnerados los artículos 28.1 y 37.1 CE. 

Sentencia de la sala de lo social del TSJ de 

Madrid desestimatoria que se ratifica. Defectuosa 

formulación del recurso. El artículo 9.2 LOLS 

concede los permisos retribuidos que se 

consideren necesarios a los participantes en las 

comisiones negociadoras de los convenios, pero 

no establece una "liberación", al modo de una 

suspensión de la obligación de trabajar mientras 

dure la negociación del convenio. No se aprecia 

vulneración de la libertad sindical ni del derecho 

a la negociación colectiva 

STS  

531/2017 

TRABAJADORES 

AUTÓNOMOS/ 

SINDICATOS/ 

LIBERTAD 

SINDICAL/ 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN 

26/01/2017 

(Rec. 54/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Consecuencias de que Panrico incumpla 

Acuerdo sobre liberados sindicales y subvención 

a CCOO como consecuencia de la 

conflictividad de la misma. PUNTOS 

ABORDADOS.- 1) Naturaleza laboral (que no 

mercantil) de acuerdo suscrito entre Panrico y la 

Federación Agroalimentaria de CCOO.2) 

Competencia de la jurisdicción social para 

conocer las demandas sobre consecuencias del 

incumplimiento del acuerdo (eliminación de dos 

liberados sindicales, impago de la subvención 

acordada).Confirmación.3) Acumulación de 

acciones de tutela de libertad sindical por parte 

del Sindicato y de dos "liberados" afiliados al 

mismo. Viabilidad.4) Postulación sindical, 

representación a través de Abogado e 

intervención en nombre propio de afiliados.5) 

Reglas sobre aportación de indicios y carga 

probatoria de la demandada. Aplicación de 

doctrina.6) Establecimiento de indemnizaciones 

por vulneración de libertad sindical. Aplica 

doctrina.7) Remisión al procedimiento de despido 

de la reclamación de daños y perjuicios como 

consecuencia de la vulneración de libertad 

sindical del despedido. FALLO.- Confirma SAN 

168/2015. De acuerdo con Ministerio Fiscal, 

desestima recurso del trabajador despedido. De 

acuerdo con Ministerio Fiscal desestima motivos 

de recurso 

STS  

647/2017 

DESEMPLEO/ 
EXTRANJERÍA 

31/01/2017 
(Rec. 

3345/2015) 

LUELMO 
MILLAN 

Desempleo. Denegación administrativa de la 
prestación contributiva por no haber tenido el 

trabajador autorización para trabajar ni hallarse 

en alta en la SS cuando desempeñó la actividad 

anterior a la que da origen, a su extinción, a su 

situación de desempleo, habiendo cotizado en 

total 129 días, por no ser computables los 

trabajados en la anterior empresa en función de 

la ausencia de autorización de residencia y de 

trabajo: debe confirmarse con revocación de la 

sentencia recurrida, puesto que sólo es 

computable el período en que el trabajador 

tenía regularizada su situación y éste y la 

cotización subsiguiente no alcanzan el mínimo 

legal para causar el derecho. VOTO PARTICULAR 

STS  
650/2017 
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DESEMPLEO/ 

EXTRANJERÍA 

31/01/2017 

(Rec. 

1153/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Desempleo. Prestación contributiva. Trabajador 

que presta servicios en una empresa sin poseer 

autorización de residencia ni para trabajar y que 

posteriormente y sin solución de continuidad, 

regulariza su situación en la misma empresa: no 

es computable a los efectos de esta clase de 

prestación la etapa irregular, conforme a la 

normativa al efecto y a la interpretación de la 

misma efectuada por la doctrina de la Sala. 

VOTO PARTICULAR 

STS  

656/2017 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES/ 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

DERECHO 

ELECTRÓNICO Y 

DERECHO DEL 

TRABAJO 

 

31/01/2017 

(Rec. 

3331/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Derechos fundamentales. Protección datos e 

intimidad. Tutela judicial efectiva. Prueba 

consistente en reproducción de imágenes y 

sonidos (videovigilancia). Es lícita siempre que el 

trabajador conozca la instalación de las cámaras 

y su ubicación por motivos de seguridad, cual 

ocurre en este caso. Reitera doctrina STC de 3 de 

marzo de 2016 y de esta Sala de 7 de julio de 

2016 (R. 3233/2014). Voto Particular 

STS  

654/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

01/02/2017 

(Rec. 18/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

CONFLICTO COLECTIVO planteado por LAB y 

STEE-EILAS frente a LA UNIVERSIDAD DEL PAÍS 

VASCO/EUSKAL HERRIKO UNIBERTSITATEA y a varios 

Sindicatos, reclamando que se declare contraria 

a derecho la falta de convocatoria anual de los 

complementos retributivos adicionales del 

personal docente e investigador. Se estima la 

demanda. Recurre en casación LA 

ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO interesando se 

declare la nulidad de la sentencia dictada y de 
lo actuado a partir de la interposición de la 

demanda, por no haber sido demandado y 

poder resultar afectado por la sentencia que en 

su día se dicte. Se estima el recurso 

STS  

530/2017 

SEGURIDAD 

SOCIAL EN 

GENERAL 

31/01/2017 

(Rec. 

114/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso de casación ordinario. Impugnación 

resolución administrativa de la dirección general 

de ordenación de la seguridad social, por la que 

se tiene por desistida la petición de la Unión 

General de Trabajadores (UGT), y la federación 

de metal, construcción y afines de la Unión 

General de Trabajadores (MCA-UGT) de iniciar el 

procedimiento general (real decreto 1698/2011) 

en orden a establecer coeficientes reductores y 

anticipar la edad de jubilación en el sistema de la 

seguridad social para la actividad de pocería en 

la industria del sector de la construcción, por falta 

de datos identificativos de las empresas 

afectadas. La sentencia de instancia estima la 

demanda y se desestima el recurso de la 

administración por no estar obligados los instantes 

del procedimiento a aportar los citados datos 

STS  

810/2017 

REPRESENTANTES 

UNITARIOS/ 

VACACIONES 

 

01/02/2017 

(Rec. 

119/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Crédito horario de los representantes de los 

trabajadores. La empresa venía concediendo el 

crédito horario correspondiente por cada uno de 

los doce meses de año, que los representantes 

solían acumular en una bolsa de horas. Como 

consecuencia de nuestra STS de 23 de marzo de 

2015, Rec. 49/2014 que estableció que el crédito 

durante el período de vacaciones carece de 

sustento legal puesto que es un permiso retribuido 

que no se puede disfrutar cuando no se trabaja, 

la empresa remitió escrito a los trabajadores 

comunicándoles que a partir de su recepción no 

podrían acumularse las horas del crédito horario 

correspondientes al mes de vacaciones. La sala 

de lo Social de la Audiencia Nacional estimó la 

demanda de los sindicatos en atención a la 

STS  

657/2017 
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existencia de condición más beneficiosa 

adquirida. Se estima el recurso por cuanto que: -

No existe la pretendida condición más 

beneficiosa por no concurrir los requisitos para 

ello y porque su virtualidad no parece posible, 

entendida como condición puramente 

contractual, en el ámbito de las relaciones 

colectivas. -No existe pacto tácito o implícito 

sobre la cuestión. -La actuación empresarial 

derivaba de la creencia en la existencia legal del 
crédito horario en vacaciones 

PRESCRIPCIÓN/ 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES 

01/02/2017 

(Rec. 78/2016) 

MORALO 

GALLEGO 

Tutela de derechos fundamentales. Prescripción 

de la acción ejercitada por el sindicato en 

nombre e interés propio. El dies a quo para 

computar el plazo de un año es el de la 

notificación al sindicato demandante de la 

sentencia del Tribunal Supremo que revoca la de 

la Audiencia Nacional que declaró la ilegalidad 

de la huelga, que no el de la readmisión del 

último de los trabajadores que habían sido 

despedidos por su participación en la huelga 

declarada inicialmente ilegal en la sentencia 

revocada 

STS  

814/2017 

CONTRATOS 

TEMPORALES/ 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

 

02/02/2017 

(Rec. 53/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Indefinidos no fijos de la RTV de Andalucía: 

cobertura de plazas por convocatoria para 

trabajadores fijos. Identificación insuficiente de las 

plazas ofrecidas en el concurso. Cese que 

constituye despido improcedente 

STS  

659/2017 

LIBERTAD 

SINDICAL/ 

SINDICATOS 

03/02/2017 

(Rec. 39/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Sección y Delegado sindical en empresa 

con más de 250 trabajadores, pero con centros 

de menor plantilla. INTURJOVEN de 

Andalucía.PUNTOS.-1.- Alcance del artículo 10.1 

LOLS sobre designación de delegado sindical por 

"empresas" o "centros de trabajo". Recapitula 

evolución doctrinal y aplica la más reciente de 

SSTS 541/2016 de 21 junio (rec. 182/2015) y 

914/2016 de 27 octubre (rec. 281/2015).2.- La 

negativa empresarial a que el Sindicato opere 

conforme al criterio anterior comporta 

vulneración de su libertad sindical y concordante 

indemnización de daños y perjuicios.3.- 

Aplicación al caso: no se combaten loa hechos 

probados, quebrando el presupuesto para la 

mayoría de las vulneraciones alegadas. 

Restitución declarativa de la libertad sindical.4.- 

Daños y perjuicios por vulneración de la libertad 

sindical. Aplicación de doctrina. Ajuste de la 

indemnización interesada. FALLO.- Estima 

parcialmente el recurso, separándose del 

Ministerio Fiscal 

STS  

820/2017 

CONTRATOS 

TEMPORALES 

02/02/2017 

(Rec. 87/2016) 

ARASTEY 

SAHUN 

ALTADIS / TABACALERA. Contratos de interinidad: 

Exigencia de mantenimiento a los interinos de la 

misma clasificación profesional que el trabajador 

sustituido. Equiparación retributiva 

STS  

812/2017 

ACCIDENTE DE 
TRABAJO/ 

ENFERMEDAD 

PROFESIONAL 

07/02/2017 
(Rec. 

536/2015) 

LOPEZ GARCIA 
DE LA 

SERRANA 

Accidente de Trabajo. En misión. No existe. 
Cuando el trabajador se encuentra en horas de 

descanso en el Hotel en que se hospedaba y del 

que no salió para ir al trabajo por estar 

indispuesto falleciendo a media mañana por una 

crisis cardiaca en su habitación 

STS  
813/2017 

IGUALDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN

/ CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

14/02/2017 

(Rec. 

104/2016) 

AGUSTI JULIA RECURSO DE CASACION ORDINARIO. Empresa 

"SERVINFORM S.A." Constitución de la Comisión 

Negociadora del Plan de Igualdad. Debe 

constituirse por acuerdo entra la empresa y los 

representantes legales de los trabajadores, sin 

que pueda ser sustituida por una comisión "ad 

hoc". Se desestiman los recursos interpuestos por 

la empresa y, también por el Sindicato CGT., 

referido éste, a la excepción de falta de 

STS  

815/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

legitimación activa para el ejercicio de la acción 

tendente al reconocimiento de su derecho a 

constituir la mesa negociadora del plan de 

igualdad en la empresa 

ACCIDENTE DE 

TRABAJO/ 

ENFERMEDAD 

PROFESIONAL 

14/02/2017 

(Rec. 

838/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Accidente de trabajo in itinere. PUNTOS 

ABORDADOS.- 1) La contradicción fáctica 

respecto de accidentes in itinere. Resume y 

aplica doctrina de la Sala.2) Elementos 

constitutivos del accidente in itinere. Resume 

doctrina de la Sala.3) Supuesto: muerte de 

trabajador, regresando viernes a su casa por 

trayecto habitual (que incluye pequeño desvío 

para dejar a dos compañeros) y que sufre 

siniestro respecto del que se cuestiona el 

elemento temporal.4) Análisis del nexo 

cronológico: ponderación de los hechos 

probados y aplicación de criterios de 

razonamiento adaptados a realidad y 

circunstancias sociales. FALLO.- De acuerdo con 

Ministerio Fiscal, estima recurso frente a STSJ 

Andalucía (Granada) 

STS  

878/2017 

DESEMPLEO 15/02/2017 

(Rec. 

1810/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Subsidio por desempleo suspendido por 

contratación laboral que finaliza con pronta 

dimisión .PUNTOS ABORDADOS.- 1) La 

reanudación del subsidio por desempleo 

suspendido no es automática e incondicionada. 

Aplica doctrina de la Sala.2) Para que el subsidio 

se reanude cuando el contrato de trabajo (que 

provoca su suspensión) finaliza es preciso que lo 

haga por motivo constitutivo de situación legal 
de desempleo.3) No tiene derecho a reanudar la 

percepción de subsidio por desempleo quien 

desiste del periodo de prueba, por motivos 

privados y el primer día de trabajo. FALLO.- De 

acuerdo con Ministerio Fiscal, estima recurso 

frente a STSJ Murcia 906/2014. VOTO PARTICULAR 

STS  

700/2017 

DESEMPLEO 15/02/2017 

(Rec. 

2921/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Subsidio de desempleo. Cargas familiares. 

Archivo del Expediente administrativo ante la 

falta de aportación de ingresos necesarios para 

determinar la capacidad de prestación de 

alimentos a un menor 

STS  

827/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

22/02/2017 

(Rec. 

1563/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Pensión de orfandad. Requisito de alta o 

situación asimilada al alta en el causante. 

Interpretación flexibilizadora de tal exigencia. 

Reitera doctrina. Se estima el recurso 

STS  

868/2017 

JUBILACIÓN 22/02/2017 

(Rec. 

138/2016) 

LUELMO 

MILLAN 

Conflicto colectivo. Demanda de Unión Sindical 

de Controladores Aéreos (USCA) frente a la 

Entidad Pública Empresarial ENAIRE en solicitud 

de que "se reconozca el derecho de los 

controladores aéreos a optar de forma real y 

efectiva por no totalizar los períodos de 

cotización que acrediten en más de un régimen 

de la Seguridad Social, en cuyo caso, el pase a 

situación de jubilación se producirá a la edad 

que legalmente esté vigente en cada momento 

según la legislación de Seguridad Social 

aplicable para tener derecho a la pensión de 

jubilación en su modalidad contributiva": la edad 

de jubilación de este colectivo es la establecida 

en su norma especial (65 años), y si las 

cotizaciones efectuadas a Clases Pasivas como 

funcionarios públicos hasta su excedencia han 

sido computadas para acceder a una pensión 

de jubilación de esa naturaleza y clase, ello no 

obliga a la empresa a prolongar la situación de 

tales trabajadores más allá de esos 65 años hasta 

alcanzar el período necesario para causar otra 

STS  

880/2017 
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pensión en el RGSS 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES 

28/02/2017 

(Rec. 

103/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Derechos fundamentales. No se vulnera al honor 

de la empresa por parte de un sindicato, por 

exhibir pancartas en las que se imputa «terrorismo 

empresarial», referido a supuesta cesión ilegal de 

trabajadores. La acción es ilegítima, pero la 

expresión no alcanza a vulnerar el derecho 

fundamental, por hallarse claramente devaluada 

en el lenguaje político/sindical y no haberse 

producido repercusión dañosa alguna 

STS  

989/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL 

01/03/2017 

(Rec. 

2128/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Recurso de casación para la unificación de 

doctrina. Infracción procesal referida a la 

incongruencia de la sentencia de instancia. Del 

artículo 215.2 LEC y del art. 267.5 LOPJ no se 

desprende la existencia de un requisito procesal 

previo a cumplir antes de la interposición del 

recurso de suplicación, como es la solicitud 

formal de complemento de la sentencia a 

recurrir, a diferencia de lo que viene resolviendo 

la Jurisdicción civil, en la que existe un específico 

recurso de casación por infracción procesal con 

esa exigencia que se desprende del art. 469.2 

LEC 

STS  

879/2017 

OTRAS SENTENCIAS 
DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

10/01/2017 

(Rec. 

220/2016) 

VIROLES PIÑOL Prestación de desempleo. Reposición de dichas 

prestaciones en el supuesto de que, con 

anterioridad a la extinción del contrato por 

acuerdo colectivo, se hayan percibido 

prestaciones por desempleo por suspensiones 

temporales del contrato de trabajo en virtud de 

varios ERTE. En la sentencia de contraste el 

trabajador ha estado incluido en un ERTE con 

anterioridad a la extinción del contrato que se 

produjo el 2 de enero de 2013, por auto del 

Juzgado Mercantil en procedimiento concursal. 

Falta de contradicción atendiendo al dato 

esencial de la fecha de extinción de los 

contratos. Reitera doctrina 

STS  

527/2017 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

10/01/2017 

(Rec. 

850/2016) 

VIROLES PIÑOL Desempleo. Reposición de prestaciones 

consumidas entre los años 2009 y 2010, como 

consecuencia de ERE suspensivo tras la extinción 

de la relación laboral en el año 2013. No procede 

por causa de temporalidad. Falta de 

contradicción. Reitera doctrina 

STS  

562/2017 

SALARIO/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

10/01/2017 

(Rec. 

503/2016) 

MORALO 

GALLEGO 

Compensación y Absorción incrementos 

retributivos por ascensos y antigüedad con el 

denominado "Complemento Personal". Empresa 

ATOS CYL SPAIN.S.L.: Interpretación artículo 26.5 
Estatuto de los Trabajadores en relación con los 

artículos 7,8, 18 y 25 del XVI Convenio Colectivo 

Estatal de Empresas Consultoras de Planificación, 

Organización de Empresas y Contable, Empresas 

de Servicios de Informática y de Estudios de 

Mercado y de la Opinión Pública (2007-2009). 

Reitera doctrina: SSTS 03-07-2013 (rec 

279/2011);21-01-2014, rec. 99/2013; 8/5/2015, rec. 

1347/2014; 9/3/2016, rec. 138/2015) 

STS  

625/2017 

SINDICATOS/ 

LIBERTAD 

SINDICAL 

11/01/2017 

(Rec. 11/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Demanda de tutela del derecho de libertad 

sindical formulada por EL SINDICATO DE 

TRANSPORTE Y COMUNICACIONES DE LAS PALMAS 

DE LA CONFEDERACIÓN GENERAL DEL TRABAJO y 

los dos delegados sindicales de CGT frente a la 

SOCIEDAD ESTATAL CORREOS Y TELÉGRAFOS SA, 

interesando se reconozca el derecho de los 

citados delegados a disfrutar crédito sindical de 

40 horas mensuales cada uno e indemnización 

por daño moral. Sentencia estima la demanda. 

Recurre la empresa. Primer motivo. Inadecuación 

STS  

634/2017 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7975212&links=&optimize=20170329&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7975212&links=&optimize=20170329&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964072&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964072&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7946175&links=&optimize=20170228&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7946175&links=&optimize=20170228&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7946186&links=&optimize=20170228&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7946186&links=&optimize=20170228&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7950820&links=&optimize=20170306&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7950820&links=&optimize=20170306&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7950829&links=&optimize=20170306&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7950829&links=&optimize=20170306&publicinterface=true


JURISDICIÓN SOCIAL 
 

de procedimiento porque se está intentando 

modificar el Acuerdo Marco de 2000 (BOC de 22 

de marzo de 2000), con arreglo al cual el número 

mínimo de trabajadores del artículo 10 de la LOLS 

es de 250 por cada centro de trabajo, no 

existiendo en Las Palmas ningún centro que 

alcance dicho número de trabajadores. Se 

desestima. Segundo motivo: Falta de legitimación 

activa del Sindicato accionante. Se desestima. 

Dicho Sindicato es una asociación de 

trabajadores constituida al amparo de la LO 

1/1985, de Libertad Sindical, con personalidad 

jurídica plena y capacidad de obrar, cuyos fines, 

principios y valores son los de la Confederación 

General del Trabajo, está adherido a la 

Confederación General del Trabajo. Ostenta la 

representatividad por "irradiación" de la CGT. Este 

último obtuvo 3 representantes de los 21 

representantes elegidos, de los cuales 13 por 

CCOO, 3 de UGT y 2 de CSIF.. Se desestima. 

Tercer motivo: Inaplicación del régimen jurídico 

establecido en el Acuerdo Marco de 2000 (BOC 

de 22 de marzo de 2000) que fija un régimen 

jurídico más favorable para los trabajadores, 

estableciendo que la unidad de medida de la 

representatividad, a efecto de los delegados 

sindicales, es el centro de trabajo de más de 250 

trabajadores. Se desestima. Aplica doctrina, STS 

de 21 de junio de 2016, recurso182/2015. Cuarto 

motivo: Falta de justificación del importe 
concedido como indemnización. Se desestima. 

Aplica doctrina, STS de 12 de julio de 2016, 

recurso 361/2014 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

12/01/2017 

(Rec. 

1608/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

NULIDAD DE ACTUACIONES. Inexistencia de 

contradicción. La sentencia de contraste del 

Tribunal Constitucional concede el amparo en un 

supuesto en el que no concurre negligencia 

imputable a la parte, que presentó en tiempo y 

forma el escrito de impugnación del recurso de 

suplicación que por error o extravío del 

documento no es tenido en cuenta en la 

sentencia cuya nulidad se declara. En el caso de 

la sentencia recurrida, hay una actuación 

negligente de la recurrente en casación a la que 

se le notificó la diligencia de ordenación en la 

que se tienen por presentados los escritos de 

impugnación y una posterior providencia de 

señalamiento en la que consta la interposición 

del recurso de suplicación del trabajador del que 

no se había dado traslado a la Mutua, que pese 

a ello no recurre contra ninguna de ambas 

resoluciones ni plantea en aquel momento 

incidente alguno 

STS  

627/2017 

SECTOR PÚBLICO 12/01/2017 

(Rec. 50/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

CONFLICTO COLECTIVO planteado por UGT y 

FEDERACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS DE TENERIFE 

DE LA UNIÓN GENERAL DE TRABAJADORES frente 

a LA FUNDACIÓN CANARIA DE JUVENTUD IDEO, 

por haber procedido a reducir el sueldo de los 

trabajadores en el 5% desde el 1 de junio de 2010. 

Sentencia desestima la demanda y recurre 

CCOO. Un motivo dividido en tres submotivos. 

Primer submotivo del recurso: La cosa juzgada no 

puede alcanzar a los salarios devengados a partir 

de la fecha de la firmeza de la sentencia del TC 

que declaró inconstitucional el artículo 41.1 de la 

Ley Canaria 11/2010, en virtud de la cual se 

efectuó la minoración de los salarios. Se 

STS  

801/2017 
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desestima. Segundo submotivo: No procede la 

aplicación del artículo 35 de la Ley 11/2014 de 26 

de diciembre, de Presupuestos Generales de la 

Comunidad Autónoma de Canarias. Se 

desestima. Tercer submotivo: La STC 196/2014 

declarando inconstitucional el artículo 41.1 de la 

Ley 11/2010, de 20 de diciembre, de Presupuestos 

Generales de la Comunidad Autónoma de 

Canarias, se refiere tanto a sociedades 

mercantiles públicas como a Fundaciones, siendo 
la demandada una Fundación. Se desestima 

SECTOR PÚBLICO 12/01/2017 

(Rec. 74/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso de casación ordinario. Conflicto 

colectivo. Problemática suscitada sobre 

limitación de equiparación retributiva del 

personal docente de empresas de enseñanza 

privada no universitaria sostenida con fondos 

públicos al profesorado de la enseñanza pública, 

impuesta por ley presupuestaria de la comunidad 

autónoma de Andalucía. Impugnación de 

acuerdo de 23/12/2014 entre la consejería de 

educación, sindicatos y organizaciones 

patronales -no suscrito por el sindicato recurrente- 

sobre compromiso de equiparación salarial a 

incorporar en los presupuestos de 2016 para la 

comunidad autónoma de Andalucía. Desestima 

recurso del sindicato USO. Reitera doctrina sobre 

prevalencia aplicativa de las disposiciones con 

rango de Ley estatales o autonómica, de 

carácter presupuestario, que establecen 

medidas de reducción salarial implantadas en el 

sector público, con respecto a lo pactado en 

convenios colectivos o acuerdos de carácter 

colectivo 

STS  

802/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA/ RECURSO 

DE CASACIÓN Y 

RCUD 

17/01/2017 

(Rec. 

4125/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Procedimiento laboral. Imputación de 

responsabilidades en materia de enfermedad 

profesional, tras la ley 51/2007. Inexistencia de 

contradicción, porque la sentencia recurrida 

fundamenta la desestimación de la demanda en 

la caducidad de la acción, en tanto que en la 

sentencia de contraste no se plantea tal cuestión 

procesal y se resuelve directamente el fondo del 

asunto 

STS  

532/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

17/01/2017 

(Rec. 

3393/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. 1º Recurso INSS y TGSS. Cuestión : 

Procedimiento social. Si por resolución del INSS se 

declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 
las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad.- Estimación 

íntegra del recurso. Reitera doctrina SSTS/IV 15-

junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 

3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 3477/2014), 

15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 16-diciembre-

2015 (rcud 441/2015); 2-marzo-2016 (rcud 

995/2015), 4-mayo-2016 (rcud. 732/2015), 01-junio-

2016 (rcud. 1821/2015) 07-junio-2016 (rcud. 

555/2016) y 18-10-2016 (rcud 2165/2015) entre 

otras. 2º Cuestión : Recurso de la Mutua para 

limitar a tres meses el efecto de la condena al 

STS  

534/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

INSS. Falta de contradicción, e irrelevancia en 

todo caso, dada la estimación del recurso de las 

Entidades Gestoras y carecer del derecho a la 

devolución la Mutua. Desestimación de su 

recurso 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

17/01/2017 

(Rec. 

3780/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Procedimiento laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la mutua reinicie 

el procedimiento con reclamación años después, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad 

STS  

560/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

17/01/2017 

(Rec. 

2036/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. 1º Recurso INSS y TGSS. Cuestión : 

Procedimiento social. Si por resolución del INSS se 

declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 
dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad.- Estimación 

íntegra del recurso. Reitera doctrina SSTS/IV 15-

junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 

3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 3477/2014), 

15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 16-diciembre-

2015 (rcud 441/2015); 2-marzo-2016 (rcud 

995/2015), 4-mayo-2016 (rcud. 732/2015), 01-junio-

2016 (rcud. 1821/2015) 07-junio-2016 (rcud. 

555/2016) y 18-10-2016 (rcud 2165/2015) entre 

otras. 2º Cuestión : Recurso de la Mutua para 

limitar a tres meses el efecto de la condena al 

INSS. Irrelevancia del recurso en todo caso, dada 

la estimación del recurso de las Entidades 

Gestoras y carecer del derecho a la devolución 

la Mutua. Desestimación de su recurso 

STS  

561/2017 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

19/01/2017 

(Rec. 

595/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Desempleo. Reposición de prestaciones. Falta de 

contradicción. Reitera doctrina 

STS  

636/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

19/01/2017 

(Rec. 57/2015) 

AGUSTI JULIA Demanda de revisión.- Carácter excepcional y 

extraordinario del proceso de revisión de 

sentencias firmes.-. Sus causas han de ser 

interpretadas de forma restrictiva. Revisión 

solicitada por la causa del nº 4 del artículo 510 de 

la Ley de Enjuiciamiento Civil. Se desestima la 

demanda porque no ha existido maquinación 

fraudulenta. Reitera doctrina 

STS  

862/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

23/01/2017 

(Rec. 63/2016) 

LUELMO 

MILLAN 

Conflicto colectivo. Demanda de CGT frente a 

SITEL Ibérica Teleservices SAU, CCOO, UGT, USO y 

CSIF en solicitud de que cese la práctica 

empresarial respecto del Plan de Formación y 

STS  

529/2017 
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que se avenga a reconocer los cuatro derechos 

que relaciona en relación con el mismo (que 

tenga carácter anual, que lleve a cabo el trámite 

del art 15 apartado 3 del RD 395/2007, que 

previamente se desarrolle el derecho de 

información con las concreciones que efectúa y 

que las acciones formativas se inicien una vez 

finalizados los plazos previstos en los apartados 2 y 

3 de tal precepto): no cabe estimarla, en los 

términos a que se circunscribe el recurso al no 
incurrir la empresa en alguna deficiencia 

relevante además de la apreciada en la 

instancia 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN 

24/01/2017 

(Rec. 

2948/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Recurso de suplicación: no cabe por razón de la 

cuantía. No se aprecia afectación general. Falta 

de competencia funcional. Diferencias de la 

base reguladora de la prestación de desempleo. 

Reitera doctrina 

STS  

639/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

24/01/2017 

(Rec. 

2509/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Procedimiento laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la mutua reinicie 

el procedimiento con reclamación siete años 

después, porque la previsión del art. 71 LRJS, 

limitando los efectos del defecto de formulación 

de demanda a la exclusiva caducidad del 

expediente y dejando intacto el derecho 

sustantivo, únicamente se refiere al 

reconocimiento o denegación de prestaciones y 

a las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad 

STS  

669/2017 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

24/01/2017 

(Rec. 32/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Conflicto colectivo frente al Banco de Sabadell. 

La promoción de la antigüedad para el personal 

procedente de BMN y CAM, ha de atender a la 

que se ostente en el «nivel» y no en la empresa de 

origen, dada la remisión que en los respectivos 

pactos de integración se hace al acuerdo de 

04/11/10. Primacía de la interpretación llevada a 

cabo por la sala de instancia 

STS  

798/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

24/01/2017 

(Rec. 

2100/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

ASEPEYO, MUTUA DE ACCIDENTES DE TRABAJO Y 

ENFERMEDADES PROFESIONALES DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL. D. Pablo Morales Lozano era 

pensionista de IPA, derivada de enfermedad 

profesional, teniendo la empresa concertado 

dicho riesgo con la Mutua ASEPEYO, quien 

ingresó el capital-coste. El 15 de febrero de 2012 

falleció D. Pablo Morales y la citada Mutua 

constituyó el capital-coste de la pensión de 

viudedad derivada de enfermedad profesional el 

2 de mayo de 2012. El 10 de mayo de 2013 la 

Mutua Asepeyo solicitó que se declare que no es 

responsable de las prestaciones por enfermedad 

profesional, sino el INSS. Es inatacable el acto 
administrativo que ha ganado firmeza ya que el 

artículo 71 LRJS, que establece la excepción a 

dicha previsión legal, va exclusivamente referido 

al «reconocimiento» de las prestaciones, que era 

precisamente a lo que se limitaba la 

jurisprudencia que el precepto ha positivizado, y 

que la misma -la excepción- tiene por 

destinarario implícito al «beneficiario», no a las 

Entidades colaboradoras. No cabe que la Mutua 

impugne la decisión del INSS, que declaró su 

responsabilidad en el abono de las prestaciones 

derivadas de enfermedad profesional , más de 

un año después de que haya ganado firmeza la 

citada decisión. Reitera sentencias de Pleno de 

STS  

807/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

15 de junio de 2015, recurso 2648/2014 y 

2766/2014 

FONDO DE 

GARANTÍA 

SALARIAL/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

24/01/2017 

(Rec. 

2554/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

FOGASA. Silencio Administrativo. Socios de 

cooperativas de trabajo asociado. Falta de 

contradicción. Los socios de cooperativas de 

trabajo asociado están excluidos de los 

beneficios del FOGASA. Este dato impide la 

existencia de contradicción porque el supuesto 

del trabajador de la sentencia de contraste era 

distinto. Además, antes de que reclamaran el 60% 

de la indemnización a cargo de la empresa, a los 

demandantes se les denegó el pago del 40% por 

ser socios de la cooperativa empleadora, dato 

fáctico que puede conllevar una valoración 

distinta del silencio administrativo 

STS  

808/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

25/01/2017 

(Rec. 40/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Recurso de casación ordinario. Impugnación 

convenio colectivo. Se conculca la legalidad 

vigente en materia de capacidad y legitimación 

para negociar en la composición de la comisión 

negociadora en convenio de ámbito empresarial 

que pretende tener ámbito territorial estatal.- 

Ineludible e insubsanable exigencia del principio 

de correspondencia entre la representación 

social y el ámbito del convenio colectivo.- 

Nulidad del convenio colectivo: desestimación 

del recurso interpuesto por la empresa. Reitera 

doctrina, entre otras, SSTS/IV 7-marzo-2012 

(recurso 37/2011), 20-mayo-2015 (recurso 6/2014), 

9-junio-2015 (recurso 149/2014), 10-junio-2015 

(recurso 175/2014), 21-12-2015 (recurso 6/2015), 
23-febrero-2016 (recurso 39/2015) y 21-noviembre-

2016 (recurso 20/2016), entre otras 

STS  

535/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

25/01/2017 

(Rec. 

431/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Responsabilidad de la Mutua en prestaciones por 

enfermedad profesional: la ausencia de 

reclamación previa en el plazo legal impide que 

la Mutua reinicie el procedimiento con ulterior 

reclamación. La previsión del art. 71 LRJS 

(exclusiva caducidad del expediente quedando 

intacto el derecho sustantivo) únicamente se 

refiere al reconocimiento/denegación de 

prestaciones y a las personas individuales 

interesadas, no a las entidades colaboradoras y a 

reclamaciones por imputación de 

responsabilidad. Reitera doctrina STS/4ª/Pleno 15 

junio 2015 (rcud. 2766/2014 y 2648/2014), seguida 

por otras muchas posteriores. Se desestima la 

pretensión de la Mutua de reintegro del capital 

coste constituido 

STS  

629/2017 

SALARIO 25/01/2017 

(Rec. 

2198/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Salarios. Mejora personal que se pacta 

expresamente como compensable/absorbible. 

Condición más beneficiosa de posible absorción 

por complemento de antigüedad. Reiteración de 

doctrina y rectificación de la doctrina expuesta 

por la STS 19/04/12 [RCUD 526/11] 

STS  

630/2017 

VACACIONES/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

25/01/2017 

(Rec. 96/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

XV Convenio Colectivo de la ONCE. 

Impugnación de la modificación de los artículos 

que regulan el pago de comisiones en 

vacaciones para su adaptación al artículo 7 de 

la Directiva 2033/88 CE 

STS  

637/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

25/01/2017 

(Rec. 29/2015) 

VIROLES PIÑOL Demanda de revisión.- Carácter excepcional y 

extraordinario del proceso de revisión de 

sentencias firmes.- Falta agotamiento recursos. No 

concurre el requisito art. 510.1º LEC, al no tener el 

carácter de "decisivo" los documentos aportados, 

ni ningún otro. La revisión es extemporánea al 

formularse transcurrido el plazo de cinco años 

STS  

640/2017 

RECLAMACIÓN 25/01/2017 GULLON Prestaciones por muerte y supervivencia STS  
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PREVIA (Rec. 

3453/2015) 

RODRIGUEZ derivadas de enfermedad profesional. 

Responsabilidad del pago. Incumbe a la Mutua 

que lo asumió inicialmente dejando firme la 

resolución administrativa. Reitera doctrina. SSTS 

de pleno y posteriores 

652/2017 

SEGURIDAD 

SOCIAL: 

PRESTACIONES/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 
RCUD 

25/01/2017 

(Rec. 

682/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Accidente de trabajo y prestación por IT. Falta de 

contradicción. Se plantea por la Mutua 

recurrente el problema del alcance de la 

responsabilidad de la empresa por descubiertos, 

entendiendo que en este caso eran relevantes y 
determinaban la necesidad de vincular la única 

responsabilidad a la empresa incumplidora, que 

dejó de abonar las cotizaciones correspondientes 

al trabajador de agosto a diciembre de 2008 

(cinco meses), de enero a junio de 2009 y de 

septiembre a diciembre de 2009; periodos 

discontinuos liquidados parcialmente a la 

Tesorería con posterioridad al accidente, ocurrido 

el 11 de noviembre de 2009. La sentencia de 

contraste contempla un supuesto semejante en 

la prestación y contingencia reclamadas, pero 

muy diferente en los descubiertos, en la voluntad 

rupturista, que resulta evidente en los 25 meses 

ininterrumpidos a que se extendió la misma en la 

sentencia de comparación 

STS  

653/2017 

DESPIDO/ 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

26/01/2017 

(Rec. 

2982/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Despido. Reversión del servicio de comedor 

escolar del IES de la Universidad Laboral en 

Albacete de la Junta de Castilla La Mancha. 

Recurren la trabajadora y la empresa 

condenada, la cesante. Dos recursos: falta de 

contradicción en ambos. Con relación al recurso 

empresarial, se revisa criterio anterior al respecto 

de la contradicción 

STS  

533/2017 

DESPIDO/ 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

26/01/2017 

(Rec. 

3847/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Despido. Reversión del servicio de comedor 

escolar del IES de la Universidad Laboral en 

Albacete de la Junta de Castilla La Mancha. 

Reversión del servicio de comedor escolar del IES 

de la Universidad Laboral en Albacete de la 

Junta de Castilla La Mancha. Recurren la 

empresa condenada, la cesante. Falta de 

contradicción. Se revisa criterio anterior al 

respecto de la contradicción 

STS  

635/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

26/01/2017 

(Rec. 41/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Recurso Extraordinario de Revisión. No procede. 

Se alega causa amparada en el artículo 510.1 de 

la LEC por no haber dado a conocer la 

demandante la existencia de una demanda 

favorable al interés del actor 

STS  

638/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

26/01/2017 

(Rec. 

1226/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Responsabilidad de la Mutua en prestaciones por 

enfermedad profesional: la ausencia de 

reclamación previa en el plazo legal impide que 

la Mutua reinicie el procedimiento con ulterior 

reclamación. La previsión del art. 71 LRJS 

(exclusiva caducidad del expediente quedando 

intacto el derecho sustantivo) únicamente se 

refiere al reconocimiento/denegación de 
prestaciones y a las personas individuales 

interesadas, no a las entidades colaboradoras y a 

reclamaciones por imputación de 

responsabilidad. Reitera doctrina STS/4ª/Pleno 15 

junio 2015 (rcud. 2766/2014 y 2648/2014), seguida 

por otras muchas posteriores. Se desestima la 

pretensión de la Mutua de reintegro del capital 

coste constituido 

STS  

796/2017 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

30/01/2017 

(Rec. 52/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Conflicto colectivo. Ericcson España, SA. 

Inexistente nulidad de actuaciones por no haber 

aportado la empresa la documental solicitada en 

demanda y para la que fue judicialmente 

requerida. Defectuosa formulación de la 

denuncia de infracción, partiendo de hechos y 

STS  

632/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

consideraciones ajenos al inmodificado relato 

fáctico 

DESPIDO 

COLECTIVO 

30/01/2017 

(Rec. 

1878/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Despido en Bankia, SA. Requisitos de la 

notificación del despido a los trabajadores 

individuales a consecuencia de despido 

colectivo. Reitera doctrina SSTS de 24-2-16 (rcud. 

2507/2014), de 5 de mayo, 5 de julio, 5 octubre, 

14 de octubre y 29 de noviembre, todas ellas de 

2016 (RR.C.U.D. 195/2015, 2847/2015, 3798/2014, 

1168/2014, 2193/2015, 952/2015 y 1220/2015) 

STS  

649/2017 

VACACIONES/ 

SALARIO 

30/01/2017 

(Rec. 44/2016) 

VIROLES PIÑOL Conflicto Colectivo. ADIF. No procede la 

percepción en Vacaciones de la retribución de 

"toma y deje" ni del complemento de jornada 

partida. Naturaleza de la percepción de las horas 

de "toma y deje": Si es normal u ordinaria o si 

responde a una prolongación de jornada: Se 

configura como un exceso de jornada. Se 

desestima la pretensión 

STS  

800/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

31/01/2017 

(Rec. 

2148/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Prestaciones de Muerte y Supervivencia 

derivadas de enfermedad profesional Imputación 

de responsabilidad a la Mutua que demanda 

contra la resolución del INSS que la declara. 

Apreciación de prescripción de la acción que no 

se alega en vía administrativa. Falta de 

contradicción Posibilidad de impugnación y 

revisión en vía judicial una vez adquirida firmeza 

de la resolución que declara la responsabilidad 

de la Mutua por no haber sido recurrida. Falta de 

contenido casacional: reitera doctrina 

SSTS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 
2766/2014), de 14 y 15 septiembre 2015 (rcuds. 

3775/2014, 3477/2014 y 96/2015, 3745/2014), 15 y 

20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014), y 

de 13 de octubre de 2016 (rcud. 3109/2015) entre 

muchas otras. Posibilidad o no de devolución del 

capital coste 

STS  

1009/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

01/02/2017 

(Rec. 

1324/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Prestaciones por muerte y supervivencia 

derivadas de enfermedad profesional. 

Responsabilidad del pago: incumbe a la Mutua 

que lo asumió inicialmente dejando firme la 

resolución administrativa. Reitera doctrina de 

Pleno y de posteriores sentencias de la Sala 

STS  

658/2017 

DESPIDO 01/02/2017 

(Rec. 

1067/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Despido. Trabajadores con contrato 

anterior al 12 de febrero de 2012. Indemnización 

por despido improcedente. Aplicación del 

apartado 2 de la disposición transitoria quinta de 

la Ley 3/2012. Se desestima el recurso de los 

trabajadores. Reitera doctrina: sentencias de 

18/02/2016 (rcud 3257/2014), 18/04/2016 (rcud 

1921/2014) y 16/09/2016 (rcud 38/2015) 

STS  

803/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

01/02/2017 

(Rec. 38/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Se desestima: recurso de los sindicatos 

demandantes: impugnación del artículo 40.g 1º 

del II Convenio colectivo de Puertos del Estado y 

Autoridades Portuarias y de sucesivos Acuerdos 

de la Comisión Paritaria y Comisión Negociadora 

de dicho Convenio y de la Comisión 

Negociadora del III Convenio Colectivo para el 

mismo ámbito. Se desestima el recurso de la 

Abogacía del Estado sobre incongruencia extra 

petita. Estima el recurso de la Abogacía del 

Estado y de los sindicatos demandados frente a 

la declaración de nulidad del Acuerdo de 20 de 

junio de 2013 de la Comisión Paritaria del II 

Convenio Colectivo de Puertos del Estado y 

Autoridades Portuarias 

STS  

805/2017 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES/ 

01/02/2017 

(Rec. 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

Derechos fundamentales. Protección datos e 

intimidad. Tutela judicial efectiva. Prueba 

STS  

811/2017 
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PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

DERECHO 

ELECTRÓNICO Y 

DERECHO DEL 

TRABAJO 

 

3262/2015) SERRANA consistente en reproducción de imágenes y 

sonidos (videovigilancia). Es lícita siempre que el 

trabajador conozca la instalación de las cámaras 

y su ubicación por motivos de seguridad, cual 

ocurre en este caso. Reitera doctrina STC de 3 de 

marzo de 2016 y de esta Sala de 7 de julio de 

2016 (R. 3233/2014). Voto Particular 

DESPIDO 

OBJETIVO 

01/02/2017 

(Rec. 

2309/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Despido objetivo por causas productivas y 

organizativas. Inexistencia de las segundas 

cuando no se consideran acreditadas las 
primeras: es improcedente el despido 

STS  

821/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO/ 

CONTRATAS/ 

EXTERNALIZACIÓN 

 

01/02/2017 

(Rec. 

1595/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Despido objetivo. Reducción de la contrata de 

una empresa de limpieza. Excedente de plantilla. 

Causa productiva u organizativa que permite el 

despido procedente e indemnizado de los 

trabajadores que en ella prestaban sus servicios, 

porque no concurre ninguna circunstancia 

excepcional que permita considerar que la 

empresa pudiere recolocar a los afectados en 

otras contratas diferentes. Reitera doctrina. SSTS 

14/6/1996, rec. 3099/1995; 7/6/ 2007, rec. 

191/2006; 31/1/2008, rec. 1791/2007, invocada de 

contraste; 12/12/2008, rec. 4555/2007; 16/9/2009, 

rec. 2027/2008; 8/7/ 2011, rec. 3159/10; 31/1/2013, 

rec. 709/2012; 24/4/ 2013, rec. 2396/2012; 

30/6/2015, rec. 2769/2014, y 3/5/ 2016, rec. 

3040/2014 

STS  

828/2017 

     
MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

01/02/2017 

(Rec. 

3007/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Pensión en favor de familiares. No cumple el 

requisito de estado civil -viudez, divorcio o 

separación legal- la separación de hecho. 

Reitera doctrina [recientes, SSTS 10/02/04 -RCUD 

1701/02-; Y 21/12/16 -RCUD 2255/15-] 

STS  

836/2017 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

01/02/2017 

(Rec. 4/2016) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Conflicto colectivo. BANCO SABADELL. Derecho 

de los trabajadores procedentes del BANCO 

CAM. Interpretación del Acuerdo de 

homologación de 15-6-2012 que contempló la 

transición entre el Convenio de Cajas de Ahorro y 

el Convenio de Banca. La Sala IV TS confirma la 
sentencia de la AN que estimó en lo esencial la 

demanda sindical y reconoció el derecho de los 

trabajadores procedentes del Banco CAM, con 

niveles I al VIII, a percibir el primer trienio del 

Convenio de Banca (común y de técnico, 

regulados en sus arts. 15 y 16, respectivamente) a 

partir del 1 de enero de 2015 

STS  

873/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

01/02/2017 

(Rec. 36/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Demanda de revisión del trabajador de un 

proceso por incapacidad permanente absoluta 

reconocida al mismo con causa en enfermedad 

común: no cabe acogerla dada la inexistencia 

de la maquinación fraudulenta alegada como 

fundamento de la misma 

STS  

1018/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

02/02/2017 

(Rec. 58/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Demanda de revisión. Se fundamenta en la 

aparición posterior de una sentencia del Tribunal 

Supremo que establece criterios diferentes de los 

de la sentencia firme cuya revisión se pretende. 

Desestimación. No se trata de un documento 

obtenido de conformidad con el artículo 510 LEC. 

La demanda pretende revisar la sentencia firme 

porque con posterioridad la Sala ha elaborado 

una doctrina diferente, lo que no se contempla 

por la ley como causa de revisión 

STS  

651/2017 

DERECHOS 

FUNDAMENTALES/ 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

DERECHO 

ELECTRÓNICO Y 

02/02/2017 

(Rec. 

554/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Despido. Uso de cámaras videográficas en la 

captación de conductas irregulares. Colocación 

en la entrada y servicios públicos de un gimnasio, 

exceptuados vestuarios y aseos. Se admite su 

validez como prueba 

STS  

817/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
DERECHO DEL 

TRABAJO 

 

JUBILACIÓN 

PARCIAL/ 

CONTRATO DE 

RELEVO/ RECURSO 

DE SUPLICACIÓN 

02/02/2017 

(Rec. 

1325/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Pensión de jubilación reclamación de diferencias 

por trabajador, con previa jubilación parcial. 

Imputación de responsabilidad en diferencias de 

la base reguladora, por ausencia de nueva 

contratación de trabajador relevista. 

Irrecurribilidad en suplicación. Improcedencia de 

declarar afectación general por el tribunal 

superior, sin alegación ni prueba de parte 

STS  

835/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA 

02/02/2017 

(Rec. 

2012/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Convenio aplicable a Centro Especial de 

Empleo que realiza actividad de limpieza. 

CUESTIONES.- 1) Debe aplicarse el convenio 

colectivo propio de los Centros Especiales de 

Empleo, que no el sectorial de limpieza, pese a 

que la jurisprudencia sostenga lo contrario en 

materia de sucesión de contratas.2) Resume y 

sistematiza doctrina de la Sala sobre el 

particular.3) Resuelve con arreglo a SSTS 24 

noviembre 2015 (rec. 136/2014) y 9 diciembre 

2015 (rec. 135/2014). FALLO.- De acuerdo con 

Ministerio Fiscal, estima recurso y revoca STSJ 

Castilla-La Mancha 363/2015 

STS  

1011/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

06/02/2017 

(Rec. 16/2014) 

AGUSTI JULIA Demanda de revisión.- Carácter excepcional y 

extraordinario del proceso de revisión de 

sentencias firmes. La maquinación fraudulenta es 

la que está dirigida a la obtención de una 

sentencia favorable, que no el posible fraude de 

ley, anterior incluso, al proceso judicial, en el que 
pudiere haber incurrido la empleadora en el 

desenvolvimiento de la relación laboral y que ya 

se alegó en la demanda para solicitar la 

declaración de improcedencia o nulidad del 

despido. No puede fundamentarse la revisión en 

la circunstancia de que el Tribunal Supremo en 

una posterior sentencia, haya considerado nulos 

los despidos acordados en tales circunstancias 

por el mismo organismo público empleador. Se 

desestima. Reitera doctrina (Consorcios UTEDLT) : 

sentencias de 21 de enero 2016 (revisión 24/2015) 

y 20 (2) octubre 2016 (revisión 17/2015 y 26/2015) 

STS  

670/2017 

SECTOR PÚBLICO 07/02/2017 

(Rec. 76/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Reclamación de la reducción salarial, efectuada 

por la empresa CORPORACIÓ CATALANA DE 

MITJANS AUDIOVISUALS SA, correspondiente a la 

catorceava parte del año 2014. Sentencia de 

instancia desestima la demanda. Se desestima el 

recurso porque en el único motivo del mismo 

plantea una cuestión nueva, no alegada en la 

demanda ni en el acto del juicio ni, por tanto 

resuelta en la sentencia, a saber, que la norma 

por la que se realiza la reducción -Decreto 

269/2013, de 23 de diciembre- no es aplicable a 

la demandada ya que, entre los organismos 

cuyos trabajadores o empleados van a ser objeto 

de minoración retributiva, no se encuentran 

enumeradas las sociedades mercantiles 

participadas por las administraciones públicas, 

cualidad que ostenta la demandada 

STS  

809/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

08/02/2017 

(Rec. 

1655/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Comunicación individual en el marco de despido 

colectivo INSTITUTO VALENCIANO DE VIVIENDA 

(IVVSA). En las extinciones contractuales 

derivadas de un despido colectivo no opera la 

necesidad de entregar copia de la carta a la 

representación legal de los trabajadores. Reitera 

doctrina 

STS  

819/2017 

TIEMPO DE 08/02/2017 VIROLES PIÑOL Conflicto Colectivo del personal de CANAL ISABEL STS  
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TRABAJO/ 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS 

(Rec. 

132/2016) 

II GESTIÓN. Personal subrogado de CANAL ISABEL 

II. Garantías ad personam. Festivos y Jornada. Los 

sábados no son días festivos, sino laborables, 

aunque puedan ser inhábiles. No procede el 

traslado de los días de disfrute ni su 

compensación, al no rebasarse los umbrales 

fijados. Se confirma la sentencia de instancia 

823/2017 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

08/02/2017 

(Rec. 66/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Conflicto colectivo promovido por CCOO: 

reconocimiento de servicios previos a 

trabajadores de la CAM.PUNTOS ABORDADOS.- 1) 
Examen del artículo 37 del Convenio Colectivo y 

de las sentencias anulatorias parciales. 2) 

Defectos en el recurso interpuesto por CSIT. 

Aplicación de doctrina. 3) Aplicación de 

preceptos del EBEP sobre retribuciones a los 

trabajadores: no procede. 4) Discriminación entre 

funcionarios y laborales: no se articula en modo 

que pueda examinarse. 5) Concordancia con lo 

resuelto en STS 17 julio 2013 (rec. 5/2013).FALLO.- 

De acuerdo con Ministerio Fiscal, desestima el 

recurso 

STS  

824/2017 

DESPIDO/ 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

08/02/2017 

(Rec. 

664/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Despido disciplinario en ente público (Centro 

asociado de Albacete de la Universidad 

Nacional de Educación a Distancia -UNED-). 

Garantías del proceso sancionador: no 

separación entre el órgano instructor del 

expediente y el órgano sancionador. Falta de 

contradicción 

STS  

865/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

08/02/2017 

(Rec. 11/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Revisión: inadmisión por superación del plazo. 

Sentencia penal posterior. No justifica la revisión el 

que la jurisdicción penal absuelva de los hechos 

que servían de base al despido disciplinario 

STS  

1013/2017 

CESIÓN ILEGAL DE 

TRABAJADORES/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

08/02/2017 

(Rec. 

227/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Cesión ilegal mano de obra. Falta de 

contradicción. Porque en la sentencia de 

contraste no se suscitó esa cuestión, ni los hechos 

contemplados en cada caso lo permitían 

STS  

1014/2017 

MEJORAS 

VOLUNTARIAS Y 

FONDOS Y 

PLANES DE 

PENSIONES 

08/02/2017 

(Rec. 29/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso de Casación Ordinario. Conflicto 

Colectivo. Empresa "Hulleras del Norte, S.A." 

(HUNOSA). Indemnización complementaria por 

jubilación. En el caso no constituye condición 

más beneficiosa. Se desestima el recurso. Reitera 

doctrina 

STS  

1015/2017  

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

08/02/2017 

(Rec. 

614/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA: Calificación de extinción contractual 

derivada de despido colectivo pactado. 

BRIDGESTONE HISPANIA.PUNTOS ABORDADOS.-1) 

Una cosa son los criterios de selección y otra las 

prioridades de permanencia. 2) El TSJ considera 

improcedente el despido (incumple criterios de 

selección pactados) y el trabajador pide nulidad 

(vulneración prioridad de permanencia).3) 

Ausencia de contradicción.4) Reitera lo resuelto 

en SSTS 13 julio 2015 (rec. 2691/2014) y 25 

noviembre 2016 (rec. 3967/2014), dictadas con 

referencia a la misma empresa, debate y 
sentencia de contraste 

STS  

1019/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

09/02/2017 

(Rec. 

572/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Despido objetivo. Reconocimiento de su nulidad 

o del derecho de opción a favor del trabajador 

por sostener éste la ausencia de comunicación 

de la medida extintiva a los representantes de los 

trabajadores y porque era candidato electo que 

estaba pendiente de su toma de posesión como 

consecuencia del cese del representante que le 

precedía en la lista al efecto, amparándole por 

ello las garantías sindicales: falta de 

contradicción 

STS  

832/2017 

SEGURIDAD 

SOCIAL: 

PRESTACIONES / 

09/02/2017 

(Rec. 28/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Incompatibilidad de pensiones. Cómputo 

recíproco de cotizaciones. Clases Pasivas. Falta 

de contradicción 

STS  

863/2017 
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RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

SALARIO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

09/02/2017 

(Rec. 

2718/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

ATOS SPAIN SA. Absorción y compensación del 

"complemento personal convenido" con la 

antigüedad. Sentencia desestima la demanda y 

se confirma en suplicación: Cabe la 

compensación. Se desestima el recurso. Reitera 

doctrina STS 3 de julio de 2013, recurso 279/2011; 

21 de enero de 2014, recurso 99/2013; 13 de 

marzo de 2014, recurso 122/2013; 8 de mayo de 

2015, recurso 1347/2014; 9 de marzo de 2016, 

recurso 138/2015 y 10 de enero de 2017, recurso 

4255/2015. Se plantea si es idónea la sentencia 

invocada como contradictoria -la dictada por 

esta Sala de lo Social del Tribunal Supremo el 19 

de abril de 2012- ya que la doctrina que contiene 

ha sido abandonada en ulteriores sentencias 

STS  

864/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA/ 

SEGURIDAD 

SOCIAL: 

PRESTACIONES 

09/02/2017 

(Rec. 

1456/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Pensión de viudedad. Fecha de efectos: se ha de 

tener en cuenta la solicitud tras la reforma 

normativa que permite acceder a la prestación y 

no la fecha de la primera petición denegada por 

no cumplirse los requisitos legales 

STS  

877/2017 

DESPIDO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD RECURSO 

DE CASACIÓN Y 

RCUD 

09/02/2017 

(Rec. 

1033/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

RCUD. Despido disciplinario. Prescripción "corta" 

de 60 días. La sentencia recurrida revoca la de 

instancia y devuelve las actuaciones al Juzgado 

de origen para que dicte otra nueva en la que 

deje constancia del resultado de la actividad 

probatoria en relación con los hechos imputados 

en la carta de despido y se pronuncie acerca de 
si los mismos son o no constitutivos de la falta muy 

grave imputada. La sentencia de contraste, 

dictada por esta Sala IV del TS, en esencia, 

aplicando jurisprudencia tradicional al respecto, 

se circunscribe a establecer que la prescripción 

"corta" (60 días) de las infracciones descritas en el 

art. 60.2 ET, respecto a los trabajadores, comienza 

su cómputo a partir del momento en el que la 

empresa alcanza completo y exacto 

conocimiento de la conducta del trabajador. 

Falta de contradicción en el caso 

STS  

1016/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

10/02/2017 

(Rec. 

1082/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Pensión de Viudedad cuyo hecho causante se 

produce antes del 1 de enero de 2013, fecha en 

la que entró en vigor lo dispuesto en lo dispuesto 

en el apartado segundo de la Disposición 

Transitoria 18ª de la LGSS-94 en su redacción 

dada por la Ley 27/2011, de 1 de agosto. Se 

discute si es posible la aplicación de dicha norma 

o, por el contrario, la pensión de viudedad debe 

ser considerada en atención a la legislación 

vigente en el hecho causante. Con 

independencia de que la Disposición Transitoria 

18ª, párrafo segundo no se hallaba en vigor en la 

fecha del hecho causante, se desestima el 

recurso por cuanto que la recurrente no estaba 

en la excepcional situación protegida por 

aquélla norma transitoria 

STS  

1008/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

10/02/2017 

(Rec. 

1082/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Pensión de Viudedad cuyo hecho causante se 

produce antes del 1 de enero de 2013, fecha en 

la que entró en vigor lo dispuesto en lo dispuesto 

en el apartado segundo de la Disposición 

Transitoria 18ª de la LGSS-94 en su redacción 

dada por la Ley 27/2011, de 1 de agosto. Se 

discute si es posible la aplicación de dicha norma 

o, por el contrario, la pensión de viudedad debe 

ser considerada en atención a la legislación 

vigente en el hecho causante. Con 

STS  

1008/2017 
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independencia de que la Disposición Transitoria 

18ª, párrafo segundo no se hallaba en vigor en la 

fecha del hecho causante, se desestima el 

recurso por cuanto que la recurrente no estaba 

en la excepcional situación protegida por 

aquélla norma transitoria 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

14/02/2017 

(Rec. 

2930/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Procedimiento laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 
en el plazo legal obsta para que la mutua reinicie 

el procedimiento con reclamación cinco años 

después, porque la previsión del art. 71 LRJS, 

limitando los efectos del defecto de formulación 

de demanda a la exclusiva caducidad del 

expediente y dejando intacto el derecho 

sustantivo, únicamente se refiere al 

reconocimiento o denegación de prestaciones y 

a las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad 

STS  

816/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO/ 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

14/02/2017 

(Rec. 

974/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Incongruencia omisiva. Falta de pronunciamiento 

sobre la pretensión de nulidad del despido 

objetivo por vulneración de derechos 

fundamentales al apreciar la procedencia del 

mismo. Falta de contradicción 

STS  

822/2017 

VACACIONES/ 

SALARIO 

 

14/02/2017 

(Rec. 45/2016) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Conflicto colectivo. Autopista Concesionaria 

Española, SAU (ACESA) y otras entidades (Aucat, 

Aumar; Invicat, etc.). Retribución del período de 

vacaciones. No existe previsión convencional 

expresa sobre la materia. La retribución siempre 

ha de comprender todos los conceptos ordinarios 

y únicamente cabría excluir los extraordinarios o 

los que pudieran suponer un doble pago (reitera 

doctrina: ssts4ª 8-6-2016, dos [rr. 207/15 y 112/15], 

9-6-2016 [r. 235/15] y 16-6-2016 [r. 146/15], todas 

de pleno, y 15 y 29-9-2016 [rr. 258/15 y 233/15]). En 

el supuesto analizado ha de incluirse la media 

anual de todos los conceptos salariales 

(determinados "pluses": los denominados "festivo", 

"nocturno", "pista" y "centro operaciones-control"), 

reconocidos como tales por las demandadas, no 

así los extrasalariales (por lo que se excluyen otros 

"pluses": de transporte y el denominado 

"quebranto y conteo"), que, en este caso, tienen 

clara naturaleza indemnizatoria o compensatoria 

por los gastos o perjuicios soportados 

efectivamente por el trabajador afectado y que 

no se producen en el período vacacional). Se 

confirma en tal sentido la decisión de instancia 

STS  

825/2017 

RELACIONES 

LABORALES 

ESPECIALES/ 
RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

14/02/2017 

(Rec. 

1520/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Empleo en hogar familiar. Puesta a 

disposición de la indemnización cuando el 

contrato está suspendido por IT. CASO 
RECURRIDO.- 1) El Juzgado aprecia variación 

sustancial de la demanda por introducir en el 

juicio el hecho causante de que el desistimiento 

se transforme en despido; ese pronunciamiento 

no se combate en suplicación. 2) La STSJ 

confirma el fallo de instancia (desistimiento), 

entendiendo además que se ha puesto a 

disposición de la trabajadora la indemnización 

del desistimiento; la empleada se encuentra en IT, 

se le ofrece acudir al domicilio familiar (no lo 

hace) y rechaza la oferta en conciliación. CASO 

REFERENCIAL.- 1) No se plantea problema sobre 

variación sustancial de la demanda; el Juzgado 

considera que no hay puesta a disposición y, 

STS  

831/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

como la trabajadora está embarazada, el 

despido se convierte en nulo. 2) La STSJ confirma 

el fallo de instancia; rechaza que se haya puesto 

a disposición la indemnización, estando de baja 

la trabajadora y manifestando el escrito de 

desistimiento que se le ofrece el pago. FALLO.- De 

acuerdo con Ministerio Fiscal, desestima por falta 

de contradicción 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA/ 

IGUALDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN 

14/02/2017 

(Rec. 43/2016) 

VIROLES PIÑOL Conflicto Colectivo. CANAL ISABEL II GESTION SA. 

Derecho al Plus de Factor Ambiental. Se confirma 

la SAN que desestima la pretensión para los 

trabajadores de nuevo ingreso en la empresa a lo 

que no les era de aplicación el XVIII convenio del 

Canal. Se respeta para los antiguos trabajadores 

que fueron transferidos a Canal Gestión en virtud 

de Acuerdo de Garantías. No se aprecia 

desigualdad ni discriminación por tratarse de 

grupos de trabajadores con características 

diferentes 

STS  

1012/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

15/02/2017 

(Rec. 

464/2015) 

VIROLES PIÑOL Despido de trabajador incluido en un Expediente 

de Regulación de Empleo tramitado antes del RD 

Ley 3/2012. Transportes OCHOA SA. Carta de 

despido: requisitos. Suficiencia de contenido aun 

cuando no recoge los criterios por los que se ha 

seleccionado al trabajador despedido. Falta de 

contradicción. Reitera doctrina 

STS  

818/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS Y 

NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA/ 
CONCILIACIÓN 

ADMINISTRATIVA 

PREVIA/ 

AUTOCOMPOSICI

ÓN DE 

CONFLICTOS 

LABORALES 

15/02/2017 

(Rec. 75/2016) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Impugnación de convenio colectivo. Es una 

cuestión nueva la planteada exclusivamente en 

el recurso de casación relativa a la intervención 

de la Comisión Mixta del convenio para el intento 
de solución de la pretensión de su nulidad 

suscitado en la demanda. Por otra parte, el 

intento de conciliación o de mediación previo a 

la interposición de la demanda no resulta exigible 

en el proceso de impugnación de convenios 

colectivos. La remisión que lleva a cabo el 

convenio de la empresa al sometimiento de las 

partes firmantes al V Acuerdo sobre solución 

autónoma de conflictos laborales (ASAC) se 

refiere a los supuestos en que resulte obligatorio, 

resultando facultativo en supuestos como el de 

autos. Finalmente, resulta incomprensible que la 

recurrente se haya aquietado con la declaración 

que se hace en la sentencia de instancia de 

nulidad completa del convenio e invocar 

después un precepto de su articulado como 

vulnerado por la sentencia recurrida 

STS  

829/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

SENTENCIAS 

15/02/2017 

(Rec. 

168/2016) 

ARASTEY 

SAHUN 

Despido colectivo: Congruencia interna de la 

sentencia por no ser ilógica la calificación jurídica 

de los hechos que se declaran probados. Grupo 

de empresas: apreciada la existencia de falta de 

autonomía decisoria y de confusión de plantillas, 

se ajusta a derecho la atribución de 

responsabilidad solidaria de las demandadas 

STS  

834/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

16/02/2017 

(Rec. 

1397/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Prestaciones por muerte y supervivencia 

derivadas de enfermedad profesional. 

Responsabilidad del pago: incumbe a la Mutua 

que lo asumió inicialmente dejando firme la 

resolución administrativa. Reitera doctrina de 

Pleno y de posteriores sentencias de la Sala 

STS  

826/2017 

LIBERTAD 

SINDICAL 

16/02/2017 

(Rec. 90/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Tutela del Derecho de Libertad Sindical. Condena 

al pago de indemnización. Aplicación del artículo 

183 de la LJS. Prevención de conductas lesivas 

del derecho de libertad sindical 

STS  

830/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

16/02/2017 

(Rec. 

1095/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

ASEPEYO, Mutua De Accidentes de Trabajo y 

Enfermedades Profesionales de la Seguridad 

Social. El INSS y, posteriormente la sentencia de la 

STS  

871/2017 
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Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 

del País Vasco de 20 de diciembre de 2011, le 

reconocieron a D Juan José Barandiarán Erauskin 

en situación de IPA derivada de enfermedad 

profesional, declarando responsable a la Mutua 

ASEPEYO, que procedió a constituir el capital-

coste. Es inatacable el acto administrativo que ha 

ganado firmeza ya que el artículo 71 LRJS, que 

establece la excepción a dicho previsión legal, 

va exclusivamente referida al «reconocimiento» 
de las prestaciones, que era precisamente a lo 

que se limitaba la jurisprudencia que el precepto 

ha positivizado, y que la misma -la excepción- 

tiene por destinatario implícito al «beneficiario», 

no a las Entidades colaboradoras. No cabe que 

la Mutua impugne la decisión del INSS, que 

declaró su responsabilidad en el abono de las 

prestaciones derivadas de enfermedad 

profesional, más de un año después de que haya 

ganado firmeza la citada decisión. Reitera 

sentencias de Pleno de 15 de junio de 2015, 

recurso 2648/2014 y 2766/2014 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE/ 

REGÍMENES 

ESPECIALES DE LA 

SEGURIDAD 

SOCIAL 

16/02/2017 

(Rec. 

2535/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Incapacidad Permanente Total reconocida en el 

régimen Especial de Trabajadores Autónomos. 

Determinación de la procedencia del incremento 

del 20% para mayores de 55 años. No se puede 

reconocer cuando no constan en los hechos 

probados el cumplimiento de las exigencias 

normativamente establecidas y sí el 

mantenimiento del alta en el citado régimen 

especial. Se estima el recurso del INSS. Reitera 

doctrina: SSTS 15 de julio 2015 (Rcud. 2204/2014) y 

5 de julio de 2016 (Rcud. 379/2015) 

STS  

1010/2017 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN 

16/02/2017 

(Rec. 

2481/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Recurso de suplicación. Procede en materia de 

complemento a mínimo. Cabe siempre recurso 

de suplicación cuando se discute el derecho al 

reconocimiento o denegación del complemento 

a mínimos, aunque el importe en cómputo anual 

sea inferior al límite del recurso. Apreciación de 

oficio de la competencia sin exigir que concurra 

contradicción. Reitera doctrina. STS 

02/04/07(rcud.5355/05); 

13/12/2011(rcud.702/2011); 22/11/2016, 

(rcud.2561/205) 

STS  

1023/2017 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

17/02/2017 

(Rec. 

112/2016) 

LUELMO 

MILLAN 

Conflicto colectivo. Demanda interpuesta por el 

comité de empresa del personal laboral de 

administración y servicios de la Universidad de 

Barcelona contra ésta para que, en relación con 

los días de ausencia por enfermedad, se 

mantengan los términos pactados con los 

representantes legales antes de la entrada en 

vigor de la Instrucción 5/2004, de Gerencia: no 

procede, al abordar ésta únicamente el 

procedimiento a seguir y deber observarse en 

todo caso, la normativa legal en la materia 

STS  

833/2017 

SALARIO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/02/2017 

(Rec. 

301/2016) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Complemento de antigüedad. Junta de 

Extremadura. Desestimación del recurso por 

defectos formales, al aportarse -

conscientemente- con la formalización sentencia 

diversa a la citada en el escrito de preparación, 

no hacer estudio debido de la contradicción y 

tampoco fundamentarse la infracción que en 

abstracto se denuncia, sin cita de concreto 

precepto vulnerado 

STS  

866/2017 

CONTRATOS 

TEMPORALES / 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

21/02/2017 

(Rec. 

3728/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Trabajadores temporales. Cómputo antigüedad a 

efectos trienios. Contratos sucesivos. Falta de 

estudio comparado de la contradicción, falta 

análisis infracción legal y falta de contradicción 

por examinarse debates distintos en cada caso 

STS  

872/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 
SALARIO/ CESIÓN 

ILEGAL DE 

TRABAJADORES 

21/02/2017 

(Rec. 

2720/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Radiotelevisión de Galicia: Trabajador indefinido 

no fijo que había sido objeto de cesión ilegal 

optando por su adscripción al ente público. 

Reclamación de cantidad consistente en plus de 

pantalla previsto en el convenio colectivo 

aplicable: procede porque a sus funciones 

propias de redactor une las de presentador 

STS  

874/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

21/02/2017 

(Rec. 

2859/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Despido colectivo que finalizó con acuerdo en el 

periodo de consultas: comunicación de la 

extinción individual. Contenido de la carta al 

trabajador afectado. Reitera doctrina. No 

obstante, queda confirmada la improcedencia 

del despido que, además, se fundaba en la 

inexistencia de causa, sin que ese motivo haya 

sido impugnado en casación unificadora, en 

donde tampoco se ofrece sentencia de 

contraste. Art. 228 LRJS 

STS  

882/2017 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

22/02/2017 

(Rec. 

1167/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Recurso INSS y TGSS. Cuestión : 

Procedimiento social. Si por resolución del INSS se 

declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 
las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad.- Estimación 

íntegra del recurso. Reitera doctrina. Entre 

muchas otras, sentencias 15-junio-2015 (rcud 

2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 (rcud 2648/2014, 

Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-

septiembre-2015 (rcud 3477/2014), 15-septiembre-

2015 (rcud 86/2015) y 16-diciembre-2015 (rcud 

441/2015); 2-marzo-2016 (rcud 995/2015), 4-mayo-

2016 (rcud. 732/2015), 01-junio-2016 (rcud. 

1821/2015) y 07 (2) -junio-2016 (rcud. 555/2016 y 

1155/2016), 20-09-2016 (rcud. 693/2015 y 18 (2) -

octubre-2106 (rcud. 1915/2015 y 2165/2015) 

STS  

867/2017 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

22/02/2017 

(Rec. 

2693/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Procedimiento laboral. Recurso en unificación de 

doctrina. Es requisito insubsanable la cita de 

precepto o jurisprudencia infringidos, así como su 

consiguiente fundamentación. Desestimación del 

recurso en este trámite 

STS  

870/2017 

CONFLICTO 

COLECTIVO/ 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL 

 

22/02/2017 

(Rec. 

999/2015) 

VIROLES PIÑOL Legitimación pasiva y Litisconsorcio pasivo 

necesario. Impugnación de resolución de 

asignación de puestos. Consecuencias de la 

apreciación de la excepción. Nulidad de 

actuaciones para subsanar el defecto 

STS  

876/2017 

EXTINCIÓN DEL 

CONTRATO A 

INSTANCIA DEL 

TRABAJADOR/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

23/02/2017 

(Rec. 

1171/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Rescisión contrato. Incumplimientos 

contractuales. Retrasos en pago. Falta de 

contradicción porque en caso de la recurrida la 

empresa se puso al corriente antes de 

presentarse la demanda, cuya presentación 

coincidió con la fecha del despido objetivo, lo 

que no acaeció en la de contraste 

STS  

875/2017 

ACCIDENTE DE 

TRABAJO/ 

ENFERMEDAD 

PROFESIONAL 

23/02/2017 

(Rec. 

2066/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Recargo del 50% por falta de medidas de 

seguridad impuesto por el INSS a la empresa 

(URALITA). La sentencia de instancia confirma ese 

porcentaje pero el TSJ, estimando en parte el 

recurso de suplicación empresarial, lo reduce al 

40%. No procede tal minoración aunque la 

STS  

1021/2017 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964067&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964067&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964075&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964075&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964060&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964060&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964063&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964063&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964069&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964069&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964068&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7964068&links=&optimize=20170320&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7975225&links=&optimize=20170329&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7975225&links=&optimize=20170329&publicinterface=true


prestación de servicios se produjo entre los años 

1947 y 1957. Reitera doctrina 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE 

23/02/2017 

(Rec. 

2120/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Pensión de incapacidad permanente total. El 

trabajador cesa voluntariamente para pasar a 

trabajar a otra empresa, días después y antes del 

inicio del nuevo empleo, sufre el accidente de 

tráfico del que dimana la incapacidad 

permanente. Debe aplicarse con flexibilidad el 

requisito de estar de alta, porque no hay 

voluntad de abandonar el mercado de trabajo 
sino de continuar trabajando en una nueva 

actividad. Reitera doctrina STS de contraste de 

19/01/2010, rcud.507/2014, y STS 20/01/2015, 

rcud.507/2014. 

STS  

1024/2017 

DESPIDO 

OBJETIVO / 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL 

24/02/2017 

(Rec. 

1296/2015) 

AGUSTI JULIA RCUD. Ombuds Compañía de Seguridad S.A. el 

procedimiento ordinario es inadecuado para 

reclamar diferencias de indemnización por 

despido. Reitera doctrina, sentencia de 22 de 

diciembre de 2016 (rcud.3458/2015), dictada con 

misma cuestión, empresa y trabajador en 

situación sustancialmente idéntica, con cita de 

sentencia del Pleno de 23 de noviembre de 2016, 

(rcud. 431/2014) 

STS  

869/2017 

SALARIO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y 

RCUD 

28/02/2017 

(Rec. 

1707/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Trienios del personal laboral de la Administración 

de Extremadura. Defectos formales en la 

redacción del recurso de casación para la 

unificación de doctrina, falta de denuncia y 

justificación de la infracción. Además inexistencia 

de contradicción 

STS  

881/2017 

CONTRATOS 

TEMPORALES 

28/02/2017 

(Rec. 

1366/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

TRAGSATEC. Extinción del contrato para obra o 

servicio determinado concertado con los 

demandantes para la asistencia técnica en el 

asesoramiento, control y seguimiento de 

concesiones y otros expedientes administrativos 

de la provincia de Alicante, encargo del 

Ministerio de Medio Ambiente, ampliado el 12 de 

junio de 2010, exp. 03-0304. Extinción de los 

contratos el 7 de enero de 2013, fecha de 

finalización del encargo, lo que fue debidamente 

comunicado a la empresa TRAGSATEC por el 

Ministerio, no habiendo recibido posteriormente 

nuevos encargos de asesoramiento y apoyo 

técnico en la gestión del dominio público 

marítimo-terrestre. La sentencia impugnada 

desestima el recurso de suplicación formulado 

por los actores frente a la sentencia de instancia 

que desestimó la demanda. Se desestimas el 

recurso. Cuestión similar, en relación con la 

empresa TRAGSA ha sido resuelta por la 

sentencia de esta Sala de 6 de junio de 2009, 

recurso 5117/2006 

STS  

1017/2017 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN 

01/03/2017 

(Rec. 

2021/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Incompetencia funcional. Inexistencia de recurso 

de suplicación frente a sentencia que resuelve 

reclamación sobre diferencias en la prestación 

de desempleo ni por razón de la materia, ni por la 
cuantía ni por posible afectación general 

inacredtiada. Todo ello, sin perjuicio de la 

legitimación conferida por la lrjs al ministerio fiscal, 

en defensa de la legalidad. Reitera doctrina SSTS 

17-2-2015 (rcud. 811/14), 23-6-2015 (rcud. 

1911/14), 24-6-2015 (rcud. 1470/14), 23-6-15 (rcud. 

2335/14, 15-6-2015 (rcud. 3306/14), 1-7-2015 (rcud. 

2547/14) y 29-6-2015 (rcud. 1626/14) 

STS  

1022/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

01/03/2017 

(Rec. 

2860/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Despido colectivo que finalizó con acuerdo en el 

periodo de consultas: comunicación de la 

extinción individual. Contenido de la carta al 

trabajador afectado. Reitera doctrina. No 

obstante, queda confirmada la improcedencia 

del despido que, además, se fundaba en la 

STS  

1026/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

inexistencia de causa, sin que ese motivo haya 

sido impugnado en casación unificadora, en 

donde tampoco se ofrece sentencia de 

contraste. Art. 228 LRJS 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL/ 

ADMINISTRACIÓN 

LABORAL Y 

DERECHO 

ADMINISTRATIVO 

DE TRABAJO 

07/03/2017 

(Rec. 

3476/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Proceso de oficio previsto en el artículo 148 b) 

LRJS. Legitimación activa: la ostenta la Autoridad 

Laboral. Por tal hay que comprender a la TGSS en 

las infracciones en materia de Seguridad Social 

cuya potestad sancionadora le corresponda en 

virtud de norma aplicable al caso. En el supuesto 

debatido la potestad sancionadora le 

corresponde a la TGSS en virtud de lo previsto en 

el artículo 4.1 a) 1º del Reglamento General para 

la imposición de sanciones por infracciones del 

orden social y para los expedientes de regulación 

de liquidación de cuotas a la Seguridad Social, 

aprobado por RD 928/1998, de 14 de mayo en 

relación a los artículos 22.2 y 23.1 b) LISOS. Se 

estima el recurso 

STS  

1027/2017 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

09/03/2017 

(Rec. 

2636/2015) 

VIROLES PIÑOL Extinción contractual. Administración pública 

empleadora. Junta de Galicia. Aplicación de las 

disposiciones relativas a los procesos de 

consolidación de empleo derivadas de la d.t. 10 

del v con. Col. De la Xunta de Galicia. Extinción 

de contrato indefinido no fijo por amortización de 

la plaza. Despido nulo. Situación de guarda legal 

por cuidado de hijo en que se encontraba el 

demandante. Cambio doctrina efectuado por 

STS/IV 24-junio-2014 -rcud 217/2013, Pleno).- En el 

mismo sentido, entre otras, SSTS/IV 7-julio-2014 
(rcud 2285/2013), 14-julio-2014 (rcud 2052/2013), 

14-julio-2014 (rcud 1807/2013), 14-julio-2014 (rcud 

2680/2013), 15-julio-2014 (rcud 2057/2013) ,17-

junio-2015 (rcud 2217/2014), 07-julio-2015 (rcud. 

2598/2014) y 13-julio-2015 (rcud. 2405/2014) 

STS  

1025/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS 

FIRMES 

09/03/2017 

(Rec. 31/2014) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Revisión de sentencia firme. Se desestima la 

demanda: 1) por extemporánea; 2) porque no se 

trata de documentos que tengan carácter de 

"decisivos" (art. 510.1º LEC); 3) no consta que se 

trate de documentos detenidos por la parte a 

cuyo favor se hubiere dictado (art. 510.2º LEC); y 

4) tampoco se encuentran incursos en las 

previsiones del art. 86.3 LRJS 

STS  

1028/2017 

 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

MATERIA CONTENIDO 

DESPIDO  El TSJ de Cataluña confirma el despido disciplinario de un 

profesor por remitir a una alumna menor de edad mensajes 

por whatsapp de contenido sentimental  (STSJ Cataluña 

18.07.2016): IUSTEL: 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_i

ustel=1163257&utm_source=DD&utm_medium=email&nl=1&

utm_campaign=6/3/2017  

DESPIDO 

COLECTIVO 

La empresa debe entregar la documentación relativa a su 

situación económica junto con la carta de despido objetivo 

(STSJ Castilla-La Mancha 07.09.2016): IUSTEL: 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_i

ustel=1163909&utm_source=DD&utm_medium=email&nl=1&

utm_campaign=23/3/2017 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA/ 

VIOLENCIA DE 

Prestación de viudedad y denuncia de previa violencia de 

género. Criterios hermenéuticos del marco legal: Necesidad 

de valoración judicial desde una perspectiva de género 
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GÉNERO (STSJ Canarias –Las Palmas- de 07.03.2017: VER SENTENCIA 

 

IR A INICIO 
 

 

COLABORACIONES DOCTRINALES 

 
 

 

RECOPILACIÓN DE RECIENTE DOCTRINA CASACIONAL () 

MANUEL DÍAZ DE RÁBAGO 
Sala de lo Social del TSJ del País Vasco 

1.- STS de 19 de noviembre de 2016 (RCUD 1881/2015).- Sra. Calvo 

 

Doctrina: condena a la Xunta de Galicia a excluir del concurso-oposición abierto, convocado 

por la Orden de 2 de mayo de 2012, un concreto puesto de trabajo, dado que se venía 

ocupando con carácter temporal por la demandante desde antes del 1 de enero de 2005 y, por 

ello, estaba reservado a los procesos de consolidación del empleo, conforme a la disposición 

transitoria decimocuarta del Decreto legislativo de la CA de Galicia 1/2008, de 13-Mz 

2.- STS de 30 de noviembre de 2016 (RCUD 3183/2015).- Sr. Blasco.- Voto particular 

 

 Doctrina: confirma el derecho a la prestación de maternidad del art. 131 bis LGSS, en 

sustitución de la de paternidad reconocida por el INSS, al padre biológico de un hijo recién 

nacido en Illinois e inscrito como español en el registro consular de Chicago, en virtud de 

gestación por sustitución (“madre de alquiler”), que renuncia a la patria potestad, pese a la 

nulidad de pleno derecho de ese acuerdo de gestación. 

 NOTA: la sentencia sigue el criterio de las SSTS de 19-Oc-16 (RCUD 3146/2014 y 3818/2015), 

de Sala General, recogidas bajo el nº 7 de mi resumen de enero de 2017. Hay un voto particular 

concurrente del Sr. Castro, que cree que el derecho a la prestación debió fundarse 

exclusivamente en la condición de padre biológico y la situación fáctica del menor pero no en el 

contrato de maternidad por subrogación y renuncia de la madre a la patria potestad. 

 **El criterio se reitera en otra sentencia de la misma fecha y ponente (RCUD 3219/2015), 

con similar voto particular, en el siguiente caso: matrimonio de dos varones, siendo cada uno de 

ellos padre biológico de un hijo, nacidos en un mismo parto mediante reproducción asistida en el 

Estado de California, constando inscritos registralmente como hijos de ambos, figurando el 

demandante como madre de los dos y el otro cónyuge como padre de ambos, habiendo 

reconocido previamente el INSS la prestación de paternidad al que consta registralmente como 

padre pero ha denegado la prestación de maternidad al que figura como madre 

3.- STS de 30 de noviembre de 2016 (RCUD 868/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: confirma la procedencia del despido por causas económicas del art. 52.c) ET 

efectuado el 13-My-13 en Hearst Magazines SL, al concurrir descenso de la cifra de negocio neta 

en 2012 respecto a 2011 en un tercio de su importe, aún cuando haya tenido beneficios en ese 

año 

 NOTA: recuerda su sentencia de 28-Jn-16 (RCUD 354/2015) –nº 21 de mi resumen de 

octubre de 2016-, en el caso de otro trabajador de la misma empresa objeto de despido similar el 

1-Jn-12 

4.- STS de 2 de diciembre de 2016 (RC 273/2015).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: confirma la validez del acuerdo “sobre reconocimiento visual de trenes” 
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alcanzado el 15-Ab-15 entre el comité general de empresa de ADIF y ésta por el que se atribuye 

a los ayudantes ferroviarios y capataces de maniobra las nuevas tareas subcontratadas a RENFE, 

consistentes en el servicio de inspección visual de trenes, tras la realización de un curso de 

formación, ya que no constituye encomienda de funciones ajenas a su grupo profesional, 

estando ante un supuesto de movilidad funcional del art. 39 ET alcanzado por acuerdo y 

amparado también en el art. 22 ET, que no constituye modificación sustancial de condiciones de 

trabajo del art. 41 ET 

**5.- STS de 9 de diciembre de 2016 (RCUD 1674/2015).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: confirma que no hay sucesión de empresa del art. 44 ET por el hecho de que 

una Administración Pública (en el caso, Consejería de Educación, Cultura y Deportes de la Junta 

de Comunidades de Castilla-La Mancha), al finalizar la contrata del servicio de comedor de un 

centro escolar (en el caso, un IES), asuma directamente ese servicio, sin hacerse cargo del 

personal, teniendo en cuenta que es una contrata en la que la mano de obra es el elemento 

significativo. 

 NOTA: aunque no suelo hacerlo, me permito calificar esta sentencia como un tanto 

llamativa y, por ello, habrá que esperar a ver si el criterio se reitera, ya que: 1) en los hechos 

probados consta que la Administración, al cesar la contrata, recuperó la posesión de las 

instalaciones de cocina de las que era titular y se habían puesto a disposición de la empresa 

contratista del servicio; 2) afirma seguir, por razones de seguridad jurídica, el criterio de la STS de 

12-Jl-16 (RCUD 349/2015) –nº 53 de mi resumen de octubre de 2016-, pero en ésta la contratista 

saliente tenía sus propios medios materiales, distintos a los que luego usa la Administración titular 

del servicio al recuperar su gestión directa y, además, la contrata finalizó a instancias de la 

contratista 

6.- STS de 13 de diciembre de 2016 (RCUD 934/2012).- Sr. Souto 

 

 Doctrina: reconoce que el precio de las horas extraordinarias en empresas de seguridad 

sujetas al convenio estatal, como en el caso (Prosegur), ha de calcularse sin incluir los pluses de 

festivo y nocturnidad, salvo que se realicen en esas concretas circunstancias (lo que no era el 

caso). 

 NOTA: reitera una doctrina tradicional de la Sala, para la que sirve de ejemplo la propia 

sentencia de contraste, de 7-Fb-12 (RCUD 2395/2011) 

7.- STS de 14 de diciembre de 2016 (RC 275/2015).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: confirma que los trabajadores de Renfe, Fabricación y Mantenimiento, que no 

forman parte de los llamados Equipos de Asistencia Técnica y eventualmente realizan 

desplazamientos para realizar, fuera de las Bases de Mantenimiento, Bases de Asistencia Técnica 

o Centros de Trabajo, funciones de Asistencia Técnica e Intervención en Línea, no tienen derecho 

a percibir por día efectivamente trabajado en esas circunstancias el complemento por servicios 

de asistencia en línea (clave 126 de nómina) 

**8.- STS de 15 de diciembre de 2016 (RCUD 856/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que, dada la nueva redacción dada al art. 12.6 ET por la Ley 40/2007 y 

sin que obste a ello la disposición transitoria 17ª de ésta, el contrato de relevo suscrito a partir del 1 

de enero de 2008 para sustituir a quien se jubila parcialmente con reducción de jornada del 85%, 

ha de ser indefinido, no pudiendo ser temporal, y, por ello, la extinción de ese contrato, al 

vencimiento de la duración pactada, constituye un despido improcedente 

9.- STS de 19 de diciembre de 2016 (RCUD 602/2015).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: confirma el derecho a la prestación de maternidad, dado que el art. 4 del R. 

Decreto 295/2009, de 6 de marzo, no obsta al carácter asimilado al alta que, conforme al art. 29 

del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, y art. 36.1.15 del Reglamento aprobado por R. Decreto 

84/1996, de 26 de enero, tiene el trabajador autónomo, durante los 90 días siguientes a su baja en 

el RETA, en orden a causar derecho a prestación por maternidad, dado el principio de 

especialidad de esta norma, en un caso en el que el trabajador cursó baja provisional en el RETA 

precisamente por iniciar incapacidad temporal, de la que se cursa el alta con ocasión del parto, 

solicitando la prestación de maternidad desde ese día. 

 NOTA: reitera el criterio de la STS de 10-Jn-14 (RCUD 2546/2013) –nº 18 de mi resumen de 

octubre de 2014- 

**10.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RCUD 535/2015).- Sra. Virolés  



 

 Doctrina: la edad del futbolista profesional (en el caso, 30 años) no es razón jurídica, al no 

existir previsión normativa al efecto, para no reconocerle una incapacidad permanente total 

para esa profesión por razón de unas secuelas que afectan a su rodilla, derivadas de un 

accidente de trabajo sufrido cuatro años antes y que no se discute que le impiden ejercerla 

11.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RCUD 1794/2015).- Sr. Moralo 

  

 Doctrina: reconoce derecho a que se despache ejecución para que se cumpla en sus 

propios términos la sentencia que declara la existencia de cesión ilegal y, por ello, el derecho de 

la demandante a integrarse en la empresa cesionaria (en el caso, Corporación RTVE SA) como 

trabajadora indefinida, aún cuando hubiese sido despedida de la empresa cedente antes de la 

firmeza de esa resolución por finalización de la contrata con la cesionaria y el litigio por despido 

esté sub iudice. 

 NOTA: sigue el criterio de la STS de 11-Dc-12 (RCUD 271/2012) –nº 9 de mi resumen de 

marzo de 2013-, citada de contraste, y recuerda también la de 3-Oc-12 (RCUD 4286/2011) –nº 13 

de mi resumen de diciembre de 2012- 

12.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RC 9/2016).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma los acuerdos de prórroga, hasta el 15-Sp-13, de la ultractividad de los 

dos convenios colectivos aplicables al personal de Andalucía Emprende, Fundación Pública 

Andaluza, alcanzados el 2 y 11 de julio de 2013 por la comisión negociadora del convenio 

13.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RC 19/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: confirma que no corresponde a la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 

sino a los Juzgados de lo Social de Madrid enjuiciar la demanda de conflicto colectivo cuando 

éste afecta al personal laboral del Ministerio de Asuntos Exteriores que presta servicios en 

Argentina, dado que su ámbito no es superior al de una Comunidad Autónoma, como exige el 

art. 8.1 LJS, y lo dispuesto en el último párrafo del art. 10.1 LJS 

**14.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 1800/2015).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: el reconocimiento de la deuda –en el caso, indemnización por despido y parte 

proporcional de paga extra- en escritura pública por el empresario deudor no interrumpe la 

prescripción respecto a la responsabilidad subsidiaria del Fondo de Garantía Salarial en su abono, 

no pudiendo considerarlo asimilable al reconocimiento de deuda en conciliación preprocesal o 

procesal, a efectos de lo dispuesto en el art. 23.5 LJS 

15.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 451/2015).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: reconoce derecho a cobrar el plus de penosidad, peligrosidad y toxicidad del 

art. 58.14 del VI convenio colectivo para el personal laboral de la Junta de Andalucía al 

demandante en atención al singular modo en que presta sus servicios propios de la categoría de 

intérprete informador en el espacio natural de Sierra Nevada, asumiendo riesgos que no son 

inherentes al puesto y, por ello, no está ya retribuidos en el complemento de puesto (genérico) 

asignado a la categoría de intérprete informador. 

 NOTA: recuerda varios precedentes suyos en los que se dirimía el derecho a ese mismo 

plus, aunque en otras categorías, como por ejemplo en su sentencia de 26-Oc-16 (RCUD 

1857/2015) –nº 54 de mi resumen de diciembre de 2016- 

**16.- STS de 22 de diciembre de 2016 (RCUD 3982/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: confirma el derecho de la demandante a participar en la convocatoria para la 

cobertura de vacantes convocada por Orden de 2 de mayo de 2012, aún cuando no reúne un 

requisito de sus bases (tener la misma categoría de la plaza solicitada), dado que incumple el art. 

7 del V convenio colectivo para el personal laboral de la Xunta de Galicia que reconoce 

derecho a que participen cuantos tengan categoría del mismo grupo profesional (como era el 

caso), sin que obste a ello que no haya impugnado las bases de la convocatoria. 

 NOTA: niega que sea un criterio opuesto al aplicado en STS de 19-Dc-06 (RCUD 2659/2005), 

ya que en ese caso no estaba en juego la legalidad de la convocatoria; sigue expresamente el 

cambio de criterio adoptado por la Sala 3ª del TS en sus sentencias de 2 de marzo y 22 de mayo 

de 2009 (recs. 7220/2004 y 2586/2005). 

 Se reitera en otra sentencia de la misma fecha (RCUD 3998/2015) 

**17.- STS de 22 de diciembre de 2016 (RCUD 1466/2015).- Sala General.- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: puede acogerse a la disposición transitoria decimoctava de la LGSS añadida 
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por la Ley 26/2009 quien, como en el caso, se divorció antes del 1 de enero de 2008, aunque 

cobrase pensión compensatoria al fallecer el causante, y por ello reconoce que en estos casos la 

pensión de viudedad no queda limitada por el importe de la pensión compensatoria, al no 

aplicarse a las pensiones reconocidas con ese amparo el límite del art. 174.2 LGSS, dada la 

previsión específica contenida en el párrafo segundo de esa disposición transitoria (su cuantía se 

determina por la normativa anterior a la Ley 40/2007).  

 NOTA: la sentencia mantiene el criterio aplicado en sus sentencias de 27-Jn-13 (RCUD 

2936/2012), 30-Oc-13 (RCUD 2783/2012) –nº 9 de mi resumen de marzo de 2014- y 15-Oc-14 (RCUD 

1648/2013) –nº 4 de mi resumen de febrero de 2015-. Su interés deviene de que es de Sala 

General, convocada ante el planteamiento que hacía la sentencia del TSJ de Madrid, 

apartándose del mismo por considerar que no se ajustaba a la finalidad de esa disposición 

transitoria e implicaba, de hecho, reconocer una opción a la beneficiaria para acogerse al 

régimen ordinario o al previsto en aquélla 

18.- STS de 22 de diciembre de 2016 (RC 201/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma que no vulnera el derecho de libertad sindical de la Asociación de 

Profesores de Religión de Centros Estatales (APRECE) las siguientes conductas: 1) que no se haya 

sometido a votación una propuesta de ese sindicato que había sido incluida en el orden del día 

de una reunión del comité de empresa de profesores de religión de centros públicos no 

universitarios de la Consejería de Educación y Empleo de la Comunidad de Madrid, en contra de 

lo dispuesto en el reglamento de funcionamiento de éste; 2) que el acta de una reunión de éste 

no reproduzca el tenor de una comunicación que le dirigió el sindicato, contraviniendo ese 

reglamento; 3) que el comité no le haya entregado copias de los contratos de trabajo 

celebrados en 2013 y 2014; 4) el contenido de un comunicado del comité publicado en una 

página web de otro sindicato. 

 NOTA: la sentencia se cuida de precisar que sólo analiza si esas conductas vulneran ese 

derecho fundamental y no su legalidad infraconstitucional. Recuerda, en cuanto al punto 1, su 

precedente de 5-Nv-10 (RC 6/2010) 

19.- STS de 22 de diciembre de 2016 (RC 282/2015).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: confirma que las dietas y la indemnización por recogida o transporte 

establecidas en el XVI convenio colectivo para tripulantes de cabina de pasajeros de Iberia LAE 

tienen naturaleza extrasalarial y, por ello, no quedan afectadas en su cuantía por la reducción 

establecida en el acuerdo de mediación, de 13 de marzo de 2013, reconociendo el derecho de 

esos trabajadores a seguir cobrando ambos conceptos en la cuantía fijada en el convenio y a 

que se les devuelvan las cantidades descontadas desde el 15 de marzo de 2013 

20.- STS de 10 de enero de 2017 (RCUD 2684/2016).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: de oficio, anula las actuaciones seguidas desde el auto que denegó la 

ejecución de la sentencia firme dictada en litigio sobre impugnación de alta médica, al no ser 

recurrible en suplicación, al no ser susceptible de tal recurso la sentencia que se pretende 

ejecutar, conforme a lo dispuesto en el art. 191.4.d) LJS, en relación con el inciso final del art. 

191.2.g) LJS. 

 NOTA: sigue lo resuelto en STS de 25-Fb-16 (RCUD 3721/2014) –nº 53 de mi resumen de abril 

de 2016- 

21.- STS de 10 de enero de 2017 (RCUD 3747/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: anula, de oficio, las actuaciones seguidas en trámites de recurso de suplicación, 

proclamando la firmeza de la sentencia de instancia, que dirime pretensión de pago de 

diferencias en la prestación por desempleo que no rebasa los 3.000 euros, derivada de 

determinar cómo se calcula cuando la empresa (en el caso, Alstom Transporte SA) cotiza todos 

los meses por 30 días, en función de que se promedie por ese módulo mensual o por el número de 

días efectivos de cada mes, ya que la litigiosidad acreditada no es masiva y, por ello, no cabe 

estimar que concurre el requisito de afectación general. 

 NOTA: recuerda sus SSTS de 23, 24 y 29-Jn-15 (RCUD 2325/2014, 1470/2014 y 1626/2014) –las 

dos primeras, junto a alguna otra, recogidas en el nº 4 de mi resumen de noviembre de 2015, 

referidas a trabajadores de Telefónica-. No cita, sin embargo, su sentencia de 29-Jn-16 (RCUD 

245/2015) –nº 23 de mi resumen de octubre de 2016-, referida a pretensión similar de otro ex 

trabajador de Alstom Transporte SA. 

 El criterio se reitera en otra sentencia de la misma fecha (RCUD 3900/2015), con similar 



objeto litigioso 

22.- STS de 10 de enero de 2017 (RCUD 1670/2014).- Sr. López García de la Serrana.- Voto 

particular 

 

 Doctrina: reconoce que no hubo cesión ilegal de los dos trabajadores demandantes por 

su empleador, Dominion Instalaciones y Montajes SL, a Telefónica Soluciones de Outsourcing SA, 

dado que la primera es una empresa real, que en ejecución de la subcontratación alcanzada 

entre ellas en relación con el servicio integral de telecomunicaciones Centro de Gestión 

Personalizado del Gobierno Vasco, aporta medios materiales (el local y su know how), organiza el 

trabajo sin ingerencias de la segunda y ejerce el poder de dirección sobre sus empleados, sin que 

obste a ello que Telefónica facilitase a la subcontratista los ordenadores y las aplicaciones 

informáticas, tuviese un encargado en el local de ésta que controlaba el trabajo aunque sin 

intervenir en la ejecución de la contrata, el local tuviese una placa con el logotipo de Telefónica 

y los trabajadores de la subcontratista se identificasen como servidores de Telefónica. 

 NOTA: el voto particular de la Sra. Virolés negaba la existencia de contradicción sobre 

dicha cuestión 

**23.- STS de 10 de enero de 2017 (RCUD 1077/2015).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: confirma la procedencia del despido por causas organizativas ex 52.c) ET de un 

trabajador basado en la reducción del volumen de la contrata que asume la nueva 

adjudicataria por imposición del pliego de condiciones y dado que estaba obligada inicialmente 

a subrogarse en toda la plantilla de la contratista saliente conforme al convenio colectivo de 

aplicación (en el caso, el del Servicio de Ayuda a Domicilio de la Comunidad de Madrid), ya que 

no es preciso que la causa organizativa sea posterior a la asunción de la contrata. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 16-Jl-14 (RCUD 1777/2013) –nº 60 de mi resumen de 

octubre de 2014-, 17-Sp-14 (RCUD 2689/2013) –nº 39 del resumen de noviembre de 2014-  y 3-Mz-

15 (RCUD 1070/2014) –nº 16 del resumen de junio de 2015-, si bien en ninguna de ellas se 

enjuiciaba el despido ex 52.c) ET amparado en esta causa sino extinciones efectuadas por el 

contratista saliente ex art. 49.1.c) ET –las dos primeras- o la no subrogación del entrante –la última-. 

No obstante, el hilo conductor de todas es el mismo, explicitándose aquí el cauce que ha de 

seguirse para el reajuste de plantilla basado en esa reducción del volumen de la nueva contrata 

24.- STS de 10 de enero de 2017 (RC 98/2016).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: confirma: 1) que no se ajusta a derecho la variación unilateral de la jornada de 

trabajo efectuada por Bridgestone Hispania SA, dado que no puede ampararse en las medidas 

de flexibilidad interna previstas en el art. 101 del XXIV convenio colectivo de empresa, ya que no 

ha obtenido la aprobación de su Comisión Paritaria, como al efecto lo exigía ese precepto; 2) 

que no cabe declarar como horas extraordinarias los excesos de jornada derivados de esa 

decisión empresarial, ya que no se ha acreditado que con su realización se haya superado 

automáticamente la jornada ordinaria máxima, sin perjuicio de las reclamaciones individuales 

que puedan presentar quienes efectivamente la hubieran rebasado. 

 NOTA: la sentencia tiene en cuenta, como antecedente, lo resuelto en su sentencia de 11-

My-16 (RC 76/2015) –nº 46 de mi resumen de julio de 2016-, en donde se confirmó la validez de ese 

artículo del convenio 

25.- STS de 10 de enero de 2017 (RCUD 503/2016).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: confirma que se ajusta a derecho, conforme al art. 26.5 ET y el art. 7 del XVI 

convenio colectivo estatal de empresas de consultoría y estudios de mercado, que una empresa 

sujeta al mismo (en el caso, Atos Spain SA) reduzca el importe del denominado “complemento de 

salario” que venía abonando, en igual cuantía con que les incrementa el complemento de 

promoción profesional y antigüedad por aplicación de lo previsto en el art. 25 de ese convenio, 

pese a que la naturaleza del complemento absorbido sea la de un complemento de cantidad o 

calidad, ya que la absorción y compensación también cabe entre conceptos heterogéneos 

cuando, como es el caso, el propio convenio generador del complemento salarial “absorbente” 

permite la absorción sin ese límite (en el caso, “con las mejoras de cualquier tipo que vinieran 

anteriormente satisfaciendo”) y el complemento absorbido estaba reconocido expresamente 

como absorbible, en conclusión a la que tampoco se opone el art. 8 del referido convenio que 

impone el respeto de los derechos adquiridos.  

 NOTA: reitera el criterio aplicado, en el caso de otras empresas sujetas a ese convenio, en 

SSTS de 3-Jl-13 (RCUD 279/2011) –nº 3 de mi resumen de noviembre de 2013-, 21-En-14 (RC 

99/2013) –nº 25 del relativo a abril de 2014, citada de contraste-, 13-Mz-14 (RC 122/2013) –nº 43 de 

mi resumen de marzo de 2014-, 8-My-15 (RCUD 1347/2014) –nº 49 de mi resumen de julio de 2015- y 
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9-Mz-16 (RC 138/2015) –nº 7 de mi resumen de junio de 2016-, que vino a rectificar el criterio de 

signo opuesto aplicado en sus sentencias de 12-Ab-12 (RC 132/2010) y 20-Jl-12 (RC 43/2011) –

recogidas con el nº 20 del resumen de julio de 2012 y nº 43 del correspondiente a noviembre de 

2013- 

**26.- STS de 11 de enero de 2017 (RCUD 1689/2015).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: confirma que, al tratarse de acción dirigida frente a quien no es la empresa en 

concurso, corresponde al Juez de lo Social –en el caso, en ejecución de sentencia- (y no al Juez 

del concurso) dirimir si el adjudicatario del patrimonio de la concursada (que lo adquirió como 

unidad productiva en funcionamiento) ha de responder solidariamente de la deuda reconocida 

en ese título ejecutivo a cargo de ésta por reunir la condición de sucesor suyo. 

 NOTA: la sentencia recuerda la que dictó el 29-Oc-14 (RCUD 1573/2012) –nº 12 de mi 

resumen de febrero de 2015-, así como lo resuelto por la Sala de Conflictos de Competencia en 

sus autos de 9-Dc-15 y 9-Mz-16 (conflictos 25/2015 y 1/2016) 

27.- STS de 11 de enero de 2017 (RCUD 1626/2015).- Sr. López García de la Serrana 

  

 Doctrina: reconoce que es recurrible en suplicación la sentencia que dirime litigio sobre 

modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter individual por acumularse 

pretensión de tutela de derechos fundamentales, dado lo dispuesto en el art. 178.2 LJS. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 10-Mz-16 (RCUD 1887/2014) –nº 31 de mi resumen de 

mayo de 2016- y 22-Jn-16 (RCUD 399/2015) –nº 12 del resumen de octubre de 2016- en casos 

similares, máxime tras corroborarlo el Tribunal Constitucional en su sentencia 149/2016, de 19-Sp-16 

28.- STS de 11 de enero de 2017 (RCUD 2270/2015).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: revoca la nulidad del despido ex art. 52.c) ET efectuado el 28-Jl-12, que el TSJ 

sustentaba en que se traspasaban los umbrales numéricos propios del despido colectivo, al no 

darse esta circunstancia, dado que se determina en función del número de los computables 

ocurridos en los noventa días inmediatamente anteriores a la fecha de efectividad del despido, 

que en el caso fueron otros dos, aunque la empresa hubiera prescindido de doce de los quince 

trabajadores que tenía a comienzos del año. 

 NOTA: llama la atención que, a la vista de este último dato, la sentencia no analice si, en 

el caso, se daba el supuesto de despido colectivo previsto en la norma antifraude del último 

párrafo del art. 51.1 ET, aunque tal vez se deba a que los hechos probados no reflejan las fechas 

exactas de esas otras extinciones 

29.- STS de 11 de enero de 2017 (RC 24/2016).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma la nulidad del convenio colectivo de Stock Uno Grupo de Servicios SL, 

de ámbito de empresa, por contravenir el art. 87.1 ET, al haberlo negociado representantes de los 

trabajadores de los cuatro centros que los tienen, que no representan a los de los otros centros de 

trabajo que carecen de ellos, sin que obste a ello que no estén dados de alta como tal. 

 NOTA: recuerda su sentencia de 21-Dc-15 (RC 6/2015) –nº 7 de mi resumen de abril de 

2016- y alguna más de las que ahí menciono. 

 El criterio se reitera en STS de 25-En-17 (RC 40/2016), en el caso del convenio colectivo de 

Merchanservis SA (con 1311 trabajadores a la fecha en que se suscribe), negociado únicamente 

por los representantes de los trabajadores de uno de sus centros, que agrupa a algo menos del 

50% de la plantilla, existiendo al menos doce centros con representantes unitarios o capacitados 

legalmente para tenerlos 

30.- STS de 11 de enero de 2017 (RC 11/2016).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma el derecho de los delegados sindicales del Sindicato de Transportes y 

Comunicaciones de Las Palmas de CGT a que la sociedad estatal Correos y Telégrafos SA les 

reconozca como tales, así como su derecho a disfrutar del crédito de 40 horas para su actividad 

sindical, habiendo lesionado el derecho de libertad sindical de ese sindicato esa falta de 

reconocimiento, condenándola a indemnizarle con 6.000 euros por daños morales; dado que: 1) 

es adecuado el procedimiento de tutela de derechos fundamentales para dirimir esas 

pretensiones y no el de conflicto colectivo; 2) tiene legitimación ese sindicato, al tener 3 de los 21 

representantes de los trabajadores en las elecciones celebradas en la Jefatura de Las Palmas de 

dicha sociedad estatal; 3) no es aplicable, por contravenir el art. 10.1 LOLS, el acuerdo marco 

sobre relaciones laborales de la entidad pública empresarial Correos y Telégrafos del año 2000 

(BOC de 22-Mz-00) en su apartado III.d).4, ya que establece como única unidad de cómputo de 



los 250 trabajadores el centro de trabajo; 4) a partir de su sentencia de 18-Jl-14 (RC 91/2013), de 

Sala General -nº 22 de mi resumen de noviembre de 2014-, la nueva doctrina de la Sala 

interpretando el art. 10.1 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical establece que corresponde al 

sindicato definir el ámbito de su sección sindical, en ejercicio de su facultad de organización 

interna, por lo que este precepto ampara su derecho a los dos delegados sindicales en la 

provincia de Las Palmas, en la que esa empresa tiene 918 trabajadores y un comité de empresa 

provincial de 21 miembros de los que 3 son de CGT, aún cuando ninguno de sus centros de 

trabajo alcance los 250 trabajadores; 5) no hay base para estimar irrazonable o arbitraria la 

indemnización fijada por daño moral. 

 NOTA: recuerda su sentencia de 23-Sp-15 (RC 253/2014) –nº 13 de mi resumen de 

diciembre de 2015-. 

31.- STS de 11 de enero de 2017 (RC 111/2016).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: confirma que los TRADE de Bimbo SAU que se afiliaron a UGT a fin de que se les 

pudiera aplicar el Acuerdo de Interés Profesional, de 20-Jn-13, denominado “canal detalle” y 

suscrito por parte sindical únicamente por ese sindicato, son computables a efectos de 

determinar los representantes zonales regulados en el art. 24 del Acuerdo de Interés Profesional, 

de 29 de julio de 2011, ya que ni éste ni el posterior reglamento de elecciones pactado para ese 

ámbito contiene norma que permite excluirles de cómputo 

32.- STS de 12 de enero de 2017 (RC 48/2016).- Sr. Souto 

 

 Doctrina: confirma que el 15-Jl-15, fecha de interposición de la demanda, no había 

prescrito la acción para pedir la nulidad del acuerdo, de 27-Sp-10, alcanzado en la sociedad 

mercantil pública Canaria de Fomento Económico SA por el que se reduce en un 5% los salarios 

de su personal no directivo, dado que el día inicial de cómputo del plazo de un año del art. 59.1 

ET no es el de su firma sino el de publicación en el BOE (13-En-15) de la sentencia del Tribunal 

Constitucional 196/2014, de 4 de diciembre, que declaró la nulidad del art. 41.1 de la Ley 11/2010, 

de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Canarias, al amparo de la cual quedaron sin 

efecto determinadas compensaciones establecidas en ese acuerdo de 27-Sp-10, constituyendo 

esa sentencia la causa por la que se pide la nulidad del acuerdo 

**33.- STS de 18 de enero de 2017 (RC 108/2016).- Sala General.- Sr. Blasco.- Votos particulares 

 

 Doctrina: 1) reconoce que es procedimiento adecuado el de ejecución de sentencia en 

los casos de sentencias que declaran nulo un despido colectivo (en el caso, el de COCA-COLA), 

aún cuando las razones de discrepancia en el cumplimiento de la sentencia sean de índole 

individual y, por ello, revoca la inadecuación de procedimiento declarada respecto a varios de 

los trabajadores afectados que discutían la regularidad de su readmisión por cuestiones 

individuales (salario, antigüedad, circunstancias personales o cuestiones acaecidas después del 

título ejecutivo); 2) confirma que, en los casos en que la readmisión se produjo en centros distintos 

y geográficamente alejados del que tenían por estar cerrados éstos, procede la sustitución de la 

readmisión por la indemnización ordinaria, dada la imposibilidad de aquélla por estar cerrados 

desde antes de la sentencia y debido a razones ajenas a la huelga que tuvo lugar en respuesta al 

despido colectivo; 3) confirma que, en tales casos, no cabe la indemnización adicional del art. 

281.2.b) LJS, tanto por no haberse pedido como por no haberse acreditado perjuicios específicos 

derivados de la readmisión irregular; 4) confirma la regularidad de la readmisión de los 

trabajadores del centro de Fuenlabrada, sin que obste a ello el cambio de funciones derivado 

del cambio del objeto del centro, ya que es propio del ejercicio de facultades empresariales de 

movilidad funcional del art. 39 y no implica modificación sustancial de condiciones de trabajo. 

 NOTA: existen dos votos particulares: 1) del Sr. Sempere, concurrente, que únicamente 

discrepa de que pueda ser objeto de examen, en ejecución de la sentencia de despido 

colectivo, las discrepancias sobre la readmisión de índole individual; 2) del Sr. Agustí, al que se 

adhiere la Sra. Virolés, defendiendo que en el caso de los trabajadores del bloque 2) se debió dar 

la indemnización adicional, al no ser exigible petición de parte ni prueba de perjuicios distintos a 

los derivados de la propia extinción; y en el caso de los trabajadores del bloque 4, considera que 

el cambio de funciones implica una irregularidad en la readmisión, que debió indemnizarse ex art. 

18.2 LOPJ 

34.- STS de 19 de enero de 2017 (Rev. 16/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: desestima demanda de revisión de una sentencia firme que declara 

improcedente el despido de cinco trabajadores del Consorcio UTELD y se pide que se declaren 

nulos, dado que: 1) su acción revisora estaba caducada, al haber transcurrido más de tres meses 

desde la STS que se alega como factor que desvela la maquinación fraudulenta de la empresa; 
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2) el fraude o maquinación del art. 510.4º LEC que permite la revisión se refiere siempre al modo 

de obtener la sentencia la parte beneficiada por ésta y no al que pudo tener en la propia 

cuestión litigiosa, por lo que, en el caso, no lo constituye que el TS haya declarado nulos despidos 

análogos efectuados por el mismo empleador público.  

 NOTA: reitera el criterio de sus sentencias de 21-En-16 (rev. 24/2015), dos del 20-Oc-16 (rev. 

17 y 26/2015) –nº 37 de mi resumen de diciembre de 2016- 

**35.- STS de 23 de enero de 2017 (RC 60/2016).- Sr. Gullón 

 

 Doctrina: confirma que no hay lesión del derecho fundamental de huelga por el hecho de 

que Telefónica de España SAU no negocie con el comité de huelga de las empresas 

subcontratistas de su actividad de provisión de servicios finales de telecomunicaciones, dado que 

aquélla, única demandada en el litigio, no tiene vínculo laboral alguno con los trabajadores en 

huelga y por ello no le incumben los deberes de negociación del art. 8.2 del RDL 17/1977 

36.- STS de 24 de enero de 2017 (RC 97/2016).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: confirma que no constituye modificación sustancial de condiciones de trabajo 

del art. 41 ET el cambio introducido por Air Nostrum LAM SA en el modo de actuación de los 

tripulantes de cabina de pasajeros durante las escalas, exigiéndoles retirar los residuos sólidos que 

están a la vista una vez desembarcado el pasaje, dado que durante el vuelo ya hacen esa 

misma función 

**37.- STS de 24 de enero de 2017 (RCUD 1902/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: reconoce que vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación de la 

demandante que durante el período de adaptación de su puesto de trabajo durante parte del 

embarazo y período de lactancia (en el caso, de médico interno residente de primer año en un 

Hospital), en el que se eliminó la prestación del servicio de guardias, no se le haya retribuido con 

lo que hubiera obtenido por tal concepto, sin que quede compensado por el hecho de que, 

finalizado el período de adaptación, se prorrogara su contrato por el tiempo preciso para realizar 

el número de guardias no efectuadas, condenando a la empleadora al pago de esas guardias y 

a indemnizarla con 6.251 euros por daños morales 

38.- STS de 24 de enero de 2017 (RC 23/2016).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: 1) confirma la legitimación activa del Colegio Profesional de Protésicos Dentales 

de la Comunidad de Madrid para impugnar el convenio colectivo del sector de protésicos 

dentales de dicha Comunidad, dado que: a) no cabe cuestionarla en trámite de impugnación 

del recurso de casación interpuesto por dicho Colegio, teniendo que haberla recurrido con tal 

finalidad la parte demandada; b) está legitimado, como tercero que es, para impugnarla por 

lesividad; 2) las funciones que el convenio atribuye a los niveles 2 y 3 del grupo profesional de 

oficios varios no son propias de los protésicos dentales, sino auxiliares de las de éstos 

39.- STS de 24 de enero de 2017 (Rev. 7/2015).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: conforme al art. 510.3º LEC, revisa la sentencia firme dictada por un Juzgado de 

lo Social que declaró la existencia de un accidente de trabajo al haberse sustentado en la 

declaración de un testigo que ha sido condenado por falso testimonio con ocasión de la misma, 

reponiendo las actuaciones a fin de que dicte nueva sentencia que prive de efectos a ese 

testimonio 

40.- STS de 25 de enero de 2017 (Rev. 45/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: desestima demanda de revisión de sentencia firme que declarada caducada la 

acción de despido ejercitada por la ahora demandante, dado que: 1) está caducada la acción 

de revisión, ya que no acredita, como era su carga, que obtuvo los documentos que ahora 

presenta dentro de los tres meses anteriores a la interposición de su demanda revisora, como 

exige el art. 512.2 LEC; 2) tampoco acredita (ni alega) que estuvo impedida de obtenerlos con 

anterioridad a la fecha en que afirma haber accedido a ellos, como requiere el art. 510.1.1º LEC; 

3) los documentos aportados tampoco son decisivos para estimar ejercitada en plazo la acción 

de despido 

41.- STS de 25 de enero de 2017 (Rev. 29/2015).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: desestima demanda de revisión de sentencia firme de un Juzgado de lo Social, 

dado que: 1) no se recurrió contra ella; 2) es extemporánea, al interponerse pasados más de 



cinco años desde su firmeza; 3) basarse en un documento que no es decisivo para alterar su 

resultado 

42.- STS de 25 de enero de 2017 (Rev. 36/2014).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: desestima demanda de revisión de sentencia de un TSJ y auto de inadmisión de 

RCUD del TS, dado que: 1) no cabe ampararla en la causa del art. 510.1º LEC por caducidad, al 

haberla interpuesto transcurrido más de tres meses desde que obtuvo un documento que, por lo 

demás, pudo haber obtenido antes del juicio; 2) tampoco en la causa del nº 4º de ese precepto, 

ya que no constituye maquinación fraudulenta la actuación empresarial que se alega 

43.- STS de 25 de enero de 2017 (RCUD 2198/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: rectificando expresamente el criterio aplicado en la STS de 19-Ab-12 (RCUD 

526/2011) –nº 20 de mi resumen de julio de 2012-, citada de contraste, confirma que el nuevo 

trienio causado al amparo del art. 20 del convenio de oficinas y despachos de Bizkaia puede 

compensarse reduciendo en igual cuantía el complemento denominado mejora voluntaria que 

el trabajador tiene reconocido por contrato de trabajo como expresamente compensable y 

absorbible, tal y como la empresa ha venido aplicando desde el inicio. 

 NOTA: llama la atención que manifestando que rectifica el criterio de ese precedente 

suyo, no sea sentencia de Sala General, aunque quizás se explique por responder a la nueva 

doctrina ya fijada por la Sala en este campo (véase, por ejemplo, sus cuatro sentencias de 10-En-

17, recogidas bajo el nº 52 de mi resumen de febrero de 2017; o la que ahora recojo bajo el nº 25) 

44.- STS de 25 de enero de 2017 (RC 47/2016).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: confirma la nulidad de la decisión de Grupo El Árbol Distribución y 

Supermercados SA de suprimir unilateralmente y sin ampararse en el art. 41 ET, la condición que 

disfrutaban sus empleados, consistente en poder comprar en los establecimientos de la empresa 

productos por valor de hasta 600 euros/mes, a crédito durante un mes, ya que entraña una 

modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter colectivo que debió implantarse 

conforme a lo dispuesto en ese precepto 

45.- STS de 25 de enero de 2017 (RC 96/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: confirma la validez del acuerdo de modificación del art. 44.3 del XV convenio 

colectivo de la ONCE, de 24-Jl-13, sobre el modo de pagar las comisiones en vacaciones para su 

adaptación al art. 7 de la Directiva 2033/88/CE, dado que se acomoda a este precepto 

**46.- STS de 26 de enero de 2017 (RCUD 115/2016).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: 1) tanto por falta de contradicción como por el efecto positivo propio de la 

cosa ya juzgada que deviene de la sentencia firme de conflicto colectivo que anuló la reducción 

salarial dispuesta por Sistemas Avanzados de Tecnología SA e instrumentada por ésta mediante 

pactos individuales, confirma la condena al pago de diferencias salariales producidas en 

aplicación de la misma a uno de sus trabajadores, que dio su conformidad a la misma; 2) tanto 

por constituir cuestión nueva, no suscitada en suplicación, como por tener naturaleza salarial, 

confirma que la condena alcanza al importe de las primas de seguros que hubo de abonar el 

demandante conforme a esas medidas de reducción; 3) revoca por constituir una reformatio in 

peius, la condena del TSJ al pago del 10% de interés por demora, no pronunciada por el Juzgado, 

con ocasión de resolver el recurso empresarial que combatía la condena impuesta acogiendo la 

pretensión principal de la demanda 

**47.- STS de 26 de enero de 2017 (RC 73/2016).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma que no vulnera el derecho de libertad sindical que no se reconozca 

derecho a la liberación del trabajo a los miembros del banco social de la comisión negociadora 

del convenio de limpieza de edificios y locales de la Comunidad de Madrid, dado que el art. 9.2 

LOLS únicamente dispone el derecho a los permisos precisos para ejercer su labor como 

negociador pero no una liberación total del deber de trabajar 

48.- STS de 26 de enero de 2017 (RC 54/2016).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: confirma: 1) que los tribunales del orden social son los competentes para 

enjuiciar una demanda de tutela del derecho fundamental de libertad sindical interpuesta por el 

sindicato firmante de un acuerdo con PANRICO SAU sobre liberados sindicales y subvenciones al 

mismo, que se considera vulnerado por los demandantes (ese sindicato y los dos liberados 

sindicales en ejecución del mismo), dado que es un pacto de naturaleza laboral con mejoras en 

la acción sindical (y no de naturaleza mercantil), que no infringe el art. 2.f) LJS; 2) que, aunque 
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demanden los dos liberados sindicales, corresponde conocer de ella a la Sala de lo Social de la 

Audiencia Nacional conforme al art. 8.1 LJS (y no a los Juzgados de lo Social), ya que su ámbito 

de actuación como tales se extiende a todo el territorio nacional; 3) que no supone una 

acumulación indebida de acciones, dada su conexión (art. 25.3 LJS) y que es el mismo órgano 

judicial el competente para conocer la acción del sindicato y la de los liberados; 4) que no hay 

falta de legitimación activa de ninguno de los demandantes ni de representación procesal de los 

liberados, ya que actúan en su propio nombre; 5) no se ha vulnerado la regla sobre carga de la 

prueba del art. 181.2 LJS, dado que lo que ha habido es prueba plena de una conducta 

vulneradora del derecho de libertad sindical, consistente en haber extinguido unilateralmente el 

acuerdo por no haber dado su conformidad ese sindicato a determinados acuerdos alcanzados 

con otro y haberlos impugnado judicialmente; 6) tampoco se infringen los arts. 1101 y 1902 CC por 

haber condenado al resarcimiento de los perjuicios ocasionados al sindicato y a uno de los 

liberados, incluida una indemnización por daño moral; 7) finalmente, no se ha infringido el art. 28.1 

CE por no pronunciarse así en el caso del liberado sindical que había sido despedido varios meses 

antes de interponerse la demanda, remitiendo la Audiencia Nacional a lo que pueda resolverse 

en el litigio sobre su despido, ya que en todo caso estos liberados no tienen las protecciones 

específicas de los representantes de los trabajadores, al no estar previstas en el acuerdo del que 

dimana su condición de liberado sindical 

49.- STS de 27 de enero de 2017 (RCUD 2432/2015).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: confirma que, tanto por no fundamentarse la infracción jurídica denunciada en 

el RCUD como por no ajustarse a derecho, como ejecución de la sentencia que declaró el 

despido por vulneración de la garantía de indemnidad, pretender que se haga en sus propios 

términos, cuando concurre la imposibilidad de hacerlo en el centro de la Agencia Gallega de 

Desenvolvimiento Rural en el que prestaba servicios (que estaba dado de baja) y no consta que 

haya otros donde pudiera realizarse sin implicar readmisión irregular (como era uno ubicado a 

más de cien kilómetros del anterior), ajustándose a derecho que se haga mediante extinción 

indemnizada con la indemnización adicional del art. 281.2.b) LJS. 

 NOTA: recuerda su reciente sentencia del día 17 de ese mismo mes (nº 33 de este 

resumen) 

50.- STS de 27 de enero de 2017 (RCUD 430/2013).- Sala General.- Sr. Gullón 

 

 Doctrina: anulada por el Tribunal Constitucional en su sentencia 147/2016, de 19-Sp, la STS 

de 13-En-14 dictada en este recurso por estimar que vulneraba el DF a la tutela judicial efectiva 

de la trabajadora demandante en su vertiente de acceso al recurso, ya que el TS no examinó si 

podía mantenerse la nulidad del despido que acabó revocando y declarando ajustado a 

derecho la extinción de su contrato de trabajo por una segunda causa de nulidad que también 

estimó concurrente el TSJ, procede que ahora se mantenga esa declaración de nulidad del 

despido por dicha causa, dado que el recurso de suplicación interpuesto en su día por la 

demandada (Ayuntamiento de Parla) no la atacaba 

51.- STS de 31 de enero de 2017 (RCUD 2147/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: reconoce que no procede recurso de suplicación por la vía de afectación 

general del art. 191.3.b) LJS la sentencia que dirime diferencias en la prestación a cargo de 

FOGASA como responsable subsidiario, derivadas de tener que calcularse sobre un modulo 

salarial máximo del doble o del triple del salario mínimo interprofesional en función de cuál sea el 

criterio determinante de la legislación aplicable, ya que no basta para estimar concurrente esa 

afectación que el criterio aplicado por FOGASA responda a su criterio generalizado de 

aplicación, no constando más que una litigiosidad plural mínima sobre dicha cuestión 

52.- STS de 31 de enero de 2017 (RCUD 3331/2015).- Sala General.- Sr. López García de la Serrana.- 

Voto particular 

 

 Doctrina: reconoce la validez de la prueba de la grabación mediante cámaras de 

videovigilancia que pueden permitir acreditar la realización de la conducta imputada a la 

trabajadora despedida, sin que con ello se vulneren derechos fundamentales de ésta dado que 

su instalación estaba justificada por razones de seguridad (control de posibles hechos ilícitos por 

empleados, clientes y terceros), era idónea a tal fin (controlaba los cobros y la caja), necesaria y 

proporcional, habiendo informado de su existencia y ubicación a la trabajadora, no siendo 

relevante que no se la informase del destino de las imágenes ni de que pudieran utilizarse en su 

contra, por lo que repone el curso del litigio a fin de que se practique dicha prueba. 



 NOTA: recuerda la STC 39/2016, de 3-Mz-16, y la STS de 7-Jl-16 (RCUD 3233/2014) –nº 4 de 

mi resumen de noviembre de 2016-. 

 El voto particular de la Sra. Segoviano, al que se adhieren dos magistrados, defendía la 

confirmación de la improcedencia del despido por falta de contradicción 

**53.- STS de 31 de enero de 2017 (RCUD 1153/2015).- Sala General.- Sr. Luelmo.- Voto particular 

 

 Doctrina: confirma que, a efectos de la prestación contributiva por desempleo, no son 

computables los períodos de trabajo realizados en España por extranjero durante el tiempo en 

que lo hizo en situación irregular por no disponer de autorización de residencia ni para trabajar, 

aún cuando inmediatamente después haya regularizado su situación. 

 NOTA: recuerda sus precedentes de 18-Mz y 12-Nv-08 (RCUD 800/2007 y 3177/2007). El voto 

particular de la Sra. Segoviano, al que se adhieren cuatro magistrados más, defiende que son 

computables. 

 El criterio se reitera en otra sentencia de la misma fecha (RCUD 3345/2015), que aquí es 

revocatoria de la prestación reconocida y con voto particular de la Sra. Arastey y cuatro 

magistrados más que defiende la falta de contradicción 
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RESUMEN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA SOCIAL (FEBRERO 2017) 
CARLOS HUGO PRECIADO DOMÈNECH 

Magistrado especialista TSJ Cataluña 

I.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

COMPETENCIAS SOBRE CONDICIONES BÁSICAS DE IGUALDAD Y ASISTENCIA SOCIAL 

STC 9/2017, de 19 de enero  

Procedimiento: conflicto positivo de competencia 
Pontente: D. Fernando Valdés Dal-Re ́,  

Resumen: Competencias sobre condiciones básicas de igualdad y asistencia social: conflicto 
positivo de competencia promovido por el Gobierno de la Generalitat de Catalun ̃a en relación 

con la resolución de 18 de mayo de 2016, de la Secretari ́a de Estado de servicios sociales e 

igualdad, por la que se convocan subvenciones estatales destinadas a la realizacio ́n de 

programas de interés general con cargo a la asignacio ́n tributaria del impuesto sobre la renta de 

las personas fi ́sicas. El TC, reiterando la doctrina de su STC 13/1992, declara que dicha resolución 

vulnera las competencias de la Generalitat de Catalun ̃a los apartados primero, segundo.1, 

cuarto, sexto, séptimo (en cuanto atribuye a un o ́rgano estatal la formulacio ́n de la propuesta de 

resolución), octavo, noveno, décimo, y undécimo, y los anexos A (en cuanto concreta los 

requisitos y en algunos casos la documentacio ́n a presentar para cada uno de los programas), B, 

I, II, III y IV.  

Reitera doctrina: SSTC 13/1992, de 6 de febrero, 178/2011, de 8 de noviembre; 177/2012, de 15 de 

octubre; 226/2012, de 29 de noviembre; 227/2012, de 29 de noviembre; 243/2012, de 7 de 

diciembre; 21/2013, de 31 de enero; 26/2013, de 31 de enero; 52/2013, de 28 de febrero; 70/2013, 

de 14 de marzo, y 154/2013, de 10 de septiembre 

COMPETENCIAS SOBRE  SANIDAD 

STC 7/2017, de 19 de enero 

Procedimiento: conflicto positivo de competencia 
Ponente: Fernando Valdés Dal-Re ́  

Resumen: competencias sobre sanidad:  conflicto positivo de competencia promovido por el 
Gobierno de la Nacio ́n contra la resolucio ́n de 25 de enero de 2012, de la Direccio ́n Gerencia del 

Servicio Andaluz de Salud, por la que se anuncia convocatoria para la seleccio ́n de 

medicamentos a dispensar por las oficinas de farmacia de Andaluci ́a, cuando, en las recetas 

médicas y órdenes de dispensacio ́n oficiales del Sistema Nacional de Salud, sean prescritos o 

indicados por principio activo. 

 No se vulneran las competencias del Estado en materia de sanidad, igualdad, farmacia y 
Seguridad social, entre otras razones  , porque el destinatario de la prestacio ́n farmacéutica va a 

recibir en todo caso el medicamento de precio ma ́s bajo, tal y como prevé la norma estatal, la 

única diferencia es que en Andaluci ́a la selección del precio más bajo la hace el Servicio 

Andaluz de Salud y en el resto del Estado la hace el farmace ́utico, sin que ello suponga perjuicio 

alguno para el destinatario, por lo que no establece diferencias en las condiciones de acceso a 
los medicamentos financiados por el Sistema Nacional de Salud, cata ́logo y precios.  

A nivel estatal no existe regla especi ́fica en materia de dispensacio ́n de productos sanitarios. No 
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hay una norma básica que condicione o limite las medidas que en materia de dispensacio ́n de 

productos sanitarios pueden adoptar las Comunidades Auto ́nomas y, en consecuencia, no 

podemos entender que la norma andaluza al aprobar una medida como la descrita, que tiende 

a racionalizar el gasto en materia de productos sanitarios al seleccionar el producto sanitario que 
debe ser dispensado por la oficina de farmacia cuando se prescriba por denominacio ́n 

genérica, haya producido diferencias en las condiciones de acceso a los productos sanitarios 

financiados por el Sistema Nacional de Salud, ni en el cata ́logo ni en los precios. 

Reitera doctrina: STC 210/2016, de 15 de diciembre 

DERECHO DE HUELGA 

STC 02/02/2017 (pendiente de numerar) 

Procedimiento: Recurso de amparo 

Ponente: Francisco Pérez De los Cobos Orihuel 

Resumen: Derecho de Huelga; esquirolaje tecnológico. Inexistencia de prohibición de esquirolaje 

tecnológico por falta de habilitación legal.  La efectividad del ejercicio del derecho de huelga 
no demanda del empresario una conducta dirigida a no utilizar los medios te ́cnicos con los que 

cuenta en la empresa o a abstenerse de realizar una actividad productiva que pueda 

comprometer el logro de los objetivos de la huelga, al igual que no obliga a los restantes 
trabajadores a contribuir al éxito de la protesta, 

Demanda de amparo:  

La demanda de amparo se fundamenta en la infracción de los arts. 14, 24 y 28 CE, por entender 

el sindicato recurrente que durante el día de la huelga general del 29 de septiembre de 2010 se 

sustituyeron trabajadores de la empresa de forma interna y conforme a un comportamiento 

abusivo, y se utilizaron medios técnicos de uso no habitual en la empresa que permitieron la 

retransmisión del partido de Champions League 

Especial relevancia constitucional: existe, porque plantea un problema o afecta a una faceta de 

un derecho fundamental sobre el que no hay doctrina de este Tribunal. En efecto, este Tribunal se 
ha pronunciado sobre la prohibicio ́n de que los trabajadores de la empresa realicen durante la 

huelga funciones distintas a las que normalmente desempeñan (SSTC 123/1992, de 28 de 

septiembre, y 33/2011, de 28 de marzo) pero no sobre la utilizacio ́n durante la huelga de medios 

técnicos de uso no habitual en la empresa.  

Análisis de la doctrina precedente sobre esquirolaje:  

El TC empieza por resumir su doctrina sobre el esquirolaje, que se reume como sigue: 

 en las  SSTC 123/1992, de 28 de septiembre, y 33/2011, de 28 de marzo, ha ampliado la 
prohibición de esquirolaje a la realizacio ́n, por trabajadores ya vinculados a la empresa antes de 

la huelga, de funciones distintas a las que normalmente desempen ̃an : 

-utilizando el empresario las facultades empresariales en materia de movilidad (STC 123/1992), o 

bien  
-aceptando voluntariamente la realizacio ́n de servicios distintos (STC 33/2011) 

La prohibición de la sustitucio ́n interna de los trabajadores es consecuente con la necesidad de 

garantizar la efectividad del derecho fundamental en juego. Por ello, en tanto resulte probado 
que las funciones de los huelguistas han sido desarrolladas por quienes tenían asignadas otras 

diferentes en la misma empresa, debe concluirse que se ha lesionado el referido derecho”.  

Esquirolaje por movilidad funcional abusiva: inexistente: 
los trabajadores que no secundaron la huelga y que colaboraron en la emisio ́n del partido, no 

llevaron a cabo funciones distintas de las que vienen desarrollando habitualmente. Asi ́, el 

trabajador de control central conmuto ́ señales dentro de sus funciones y en el departamento de 

grafismo se encontraba el coordinador, que aun cuando dada su específica función de 

coordinador normalmente se encargue de controlar el trabajo en los departamentos que 
coordina, entre otros el de grafismo, el mismo supervisa tal trabajo y si ́ tiene entre sus cometidos 

generar la “mosca” de Telemadrid que figura en la emisio ́n. Este trabajador lo que hizo, segu ́n 

consta en las resoluciones recurridas, fue generar la mosca y en lugar de remitirla al 
departamento de continuidad que suele ser el que an ̃ade la mosca a la emisio ́n a través de un 

programa automático, la insertó en una máquina sita en el departamento de grafismo, y luego 

devolvió automáticamente la señal a control central. Por lo que se refiere al locutor, éste no 

hacía huelga 

Los trabajadores que no realizaban la huelga ese día y que colaboraron en la emisión del 

partido, no llevaron a cabo funciones distintas de las que vienen desarrollando habitualmente, la 
alegada vulneración del derecho de huelga por este motivo debe ser rechazada.  

Esquirolaje tecnológico. 
El TC analiza el hecho  de que Telemadrid utilizase medios técnicos no habituales, aunque 



técnicamente posibles, para emitir el partido de fu ́tbol. En efecto, los trabajadores no realizaron 

funciones que no les correspondi ́an, pero sí siguieron un procedimiento distinto al habitual. La 

emisión del partido fue posible a través del Codificador B, que se utiliza en casos excepcionales y 

que constituye una li ́nea de reserva, en lugar de por el Codificador A que es el habitual y, por 

otro lado, la mosca, si ́mbolo de Telemadrid, fue insertada en una máquina sita en el 

departamento de grafismo en lugar de en continuidad  
El TC parte de que se utilizaron medios técnicos con los que contaba la empresa, pero que no 

son de uso habitual, y se ha seguido un procedimiento diferente al normalmente previsto para 
poder retransmitir el partido de fútbol el día de la huelga.  

Ponderación del derecho de huelga y la libertad de empresa, en el concreto aspecto del 

derecho a usar medios técnicos de uso no habitual o procedimientos distintos a los normales que 

repercutan negativamente en la efectividad de la huelga  

" No hay duda de que la libertad del empresario, por lo que respecta a sus facultades de 
organización y dirección de los trabajadores, queda restringida por el ejercicio del derecho de 

huelga, mas no hay precepto alguno que, durante este ejercicio, prohíba al empresario usar los 

medios técnicos de los que habitualmente dispone en la empresa para mantener su actividad. 

Una actividad que, como se ha dicho, es inherente a la lesividad del ejercicio de la huelga e 

instrumental al ejercicio del derecho al trabajo de aquellos trabajadores que han decidido no 

sumarse a la misma" 
De otra parte, exigir al empresario que no utilice medios técnicos con los que cuenta en la 

empresa supone imponer al empresario una conducta de colaboración en la huelga no prevista 

legalmente. La utilización de medios ya existentes en la empresa es compatible con el derecho 

de huelga y no puede extenderse, por vía analógica, a este supuesto la prohibición prevista en el 

art. 6.5 RDLRT, que se refiere al empleo de los recursos humanos en la empresa, pero no a la 

utilización de sus recursos materiales y tecnológicos. (...9 

La efectividad del ejercicio del derecho de huelga no demanda del empresario una conducta 

dirigida a no utilizar los medios técnicos con los que cuenta en la empresa o a abstenerse de 

realizar una actividad productiva que pueda comprometer el logro de los objetivos de la huelga, 

al igual que no obliga a los restantes trabajadores a contribuir al éxito de la protesta, y ello 

porque lo que garantiza la Constitución es el derecho a realizar la huelga, no el resultado o el 

e ́xito de la misma. 

El empresario tiene que soportar inevitablemente un daño como consecuencia de la huelga 

derivado de la interrupción de la actividad en que la misma consiste, pero sería 

desproporcionado exigir al empresario, en supuestos como el presente, que colabore por 

inacción u omisio ́n al éxito de la huelga. El derecho de huelga aparece configurado como una 

presión legal al empresario que debe soportar las consecuencias naturales de su ejercicio por 

parte de los trabajadores que se abstienen de trabajar, pero no se impone el deber o la 

obligación de colaboración con los huelguistas en el logro de sus propósitos.  

Conclusión: La emisión del partido fue posible porque en la empresa existían medios técnicos 

que permitían hacerlo y porque varios trabajadores no secundaron la huelga. Los medios 

técnicos ya existían – no fueron adquiridos expresamente para hacer frente a los efectos de la 

huelga – y los trabajadores que no secundaron la huelga no realizaron funciones distintas a las 

que les corresponden.  

 

Voto particular: lo formula Fernando Valdés Dal-Ré al que se adhieren Adela Asua Batarrita y 

Juan Antonio Xiol Ríos 

 

critica especialmente la "reinterpretación" de los hechos que hace el voto mayoritario.  

Concluye que hubo esquirolaje por movilidad funcional abusiva:  

"...el trabajador que generó la “mosca” de Telemadrid, insertándola en la máquina sita en el 

departamento de grafismo, bien que “normalmente para otras funciones”, fue no ya y solo el 

responsable del departamento de grafismo sino, con mayor amplitud, la persona encargada de 

“controlar los departamentos que coordina, entre otros el de grafismo”. A partir de esta 

descripción, resulta palmario que este empleado ocupaba en aquel momento en Telemadrid un 

puesto de notable responsabilidad, pues supervisaba la ejecución de diversos departamentos, 

entre otros, aunque no solo, el de grafismo La duda que suscita la mencionada narración fáctica 

es el modo de conciliar las funciones de responsable de una pluralidad de departamentos con la 

de efectuar un concreto y singular cometido, cual es el de generar la “mosca” en un solo de los 

departamentos que supervisa. 

Pero sea cual fuere el modo de resolver esta duda, la certeza que se extrae del relato fáctico 

permite concluir con la siguiente y definitiva aseveración: la retransmisión del evento deportivo el 

día de huelga se articuló e instrumentó mediante la actividad laboral de un trabajador no 
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huelguista cuya categoría excedía con creces la de los trabajadores que optaron por secundar 

la huelga". 

Critica la insensibilidad de la nueva doctrina del TC sobre las TIC ante la vulneración con las 

mismas de los DDFF de los trabajadores 
"no es de recibo que la doctrina sobre los derechos fundamentales se muestre del todo insensible 

y ajena a los cambios tecnológicos, como si en nada estuviera comprometida la Constitución. 

No puede soslayarse el empleo y los efectos del uso de las nuevas tecnologías por parte del 

empresario para potenciar sus cauces de vigilancia y control o, como ahora, para lograr una 

directa repercusión en la efectividad de los derechos fundamentales, con finalidad de bloqueo 

de la finalidad que procura su consagración constitucional." 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO 

STS 2/2017, de 16 de enero  

Procedimiento: recurso de amparo 
Ponente: Antonio Narváez Rodríguez  

Resumen: Discriminación por razón de sexo:  desconocimiento del derecho preferente de una 
mujer, previsto en Convenio colectivo, a obtener una ampliacio ́n de la jornada semanal de 

trabajo y a prestarlo en otro centro de salud distinto de aquél en que lo habi ́a venido realizando 

antes de la baja laboral por embarazo de riesgo.  

El art. 23 del convenio dispone, en lo que ahora es relevante y para aquellos trabajadores que 
estén vinculados con contrato a tiempo parcial, que «los trabajadores/as vinculados a las 

empresas con contrato de trabajo a tiempo parcial gozara ́n de preferencia frente a terceros en 

aquellos casos en que la empresa tenga necesidad de realizar nuevas contrataciones, que 
incrementen el número de horas de prestación de servicios. Esta preferencia no sera ́ de 

aplicación sobre trabajadores/as contratados a tiempo completo».  

En el presente caso, desde la perspectiva del derecho fundamental a no sufrir discriminacio ́n por 

razón de sexo que ha sido invocado, la actuación empresarial denunciada, con independencia 

de si quedó o no acreditado el elemento intencional o la motivacio ́n discriminatoria por parte de 

la citada entidad, debe ser examinada de forma objetiva, esto es, ha de ser valorada desde la 
perspectiva de si la decisio ́n empresarial de no haberle reconocido a la actora el derecho 

preferente que invocaba, una vez que hubo cesado en la situacio ́n de baja por incapacidad 

temporal, le ha perjudicado efectivamente a ésta por su condición de mujer, debido a que, al 

tiempo de la nueva contratacio ́n, estaba aquélla en situación laboral de baja por embarazo de 

riesgo y posterior maternidad y no habi ́a podido ejercitar entonces aquél derecho de 

preferencia que si ́ hubiera podido haberlo hecho de haber estado en normal actividad.  

Pues bien, del relato no controvertido de hechos probados, se aprecia que la trabajadora ha 

sufrido, en efecto, un perjuicio o trato peyorativo en sus condiciones laborales, que, si bien no se 
ha producido al tiempo de su reincorporación respecto de las que ya teni ́a reconocidas al 

momento de tener que pasar a la situacio ́n de baja laboral, si ́ lo han sido por el efecto negativo 

ulterior de habérsele impedido que pudiera ejercitar un derecho de preferencia que le reconoci ́a 

el convenio colectivo de aplicacio ́n para que le fueran concedidas otras condiciones de horario 

de trabajo semanal y puesto de trabajo que, de acuerdo con sus intereses, reputaba como 
mejores que las que ya teni ́a y que habría podido alcanzar si se hubiera encontrado en situacio ́n 

de activo laboral en la fecha, en que surgio ́ la necesidad empresarial de establecer una nueva 

jornada de trabajo semanal ampliada para prestar servicio en un nuevo puesto de trabajo.  
La falta de comunicacio ́n por parte del empresario a la trabajadora de baja para ejercitar o no 

su derecho de preferencia al tiempo de haberse suscitado la nueva necesidad empresarial, 
obviándola como trabajadora a tiempo parcial de la empresa que era, asi ́ como la negativa a 

reconocerle dicho derecho a su reincorporacio ́n, por haberse cubierto la necesidad tras la 

contratación de una persona externa, provoco ́ como efecto peyorativo que la demandante 

perdiera su oportunidad de poder ejercitar aquel derecho preferencial de incrementar su 
jornada laboral semanal y su traslado a otro centro, como asi ́ lo había pretendido al haberlo 

solicitado después de su reincorporacio ́n a la actividad laboral. 

Procede, pues, declarar que la conducta empresarial vulnero ́ el derecho de la demandante de 

amparo a no sufrir discriminación por razón de sexo 

 II. TRIBUNAL SUPREMO 
COMPENSACIÓN Y ABSORCIÓN 

STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 144/2017 - ECLI:ES:TS:2017:144 ) 

Sentencia: 11/2017 Recurso: 4255/2015 



Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Compensación y absorción: existe y no es ilícita a pesar de la heterogeneidad de los 

complementos. Demanda formulada por cinco empleados de la empresa ATOS CYL SPAIN, S.L, 

que combaten la decisión empresarial de compensar y absorber el "complemento personal 

convenido" que vienen percibiendo con los incrementos salariales devengados por los 

conceptos de "promoción profesional" y "antigüedad" previstos en el XVI Convenio Colectivo 

Estatal de Empresas de Consultoría y Estudios de Mercado y de la Opinión Pública", que rige las 

condiciones laborales de la empresa demandada. 

Existiendo acuerdo expreso de absorción y compensación entre las partes, no hay vulneración 

del artículo 3.5 ET y de su principio de indisponibilidad, aun mediando heterogeneidad entre los 

complementos, y ello a la vista del texto del artículo 7 del Convenio de aplicación, operando al 

margen de la regla general. A ello no obsta el artículo 8 del citado convenio alusivo a los 

derechos adquiridos porque para estar incluidos en la excepción a la norma de absorción y 

compensación es preciso que se trate de situaciones anteriores a la firma del convenio que 

resultasen superiores a las establecidas en el mismo 

STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 155/2017 - ECLI:ES:TS:2017:155 ) 

Sentencia: 16/2017 Recurso: 518/2016 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Compensación y absorción: existe y no es ilícita a pesar de la heterogeneidad de los 

complementos. Demanda formulada por cinco empleados de la empresa ATOS CYL SPAIN, S.L, 

que combaten la decisión empresarial de compensar y absorber el "complemento personal 

convenido" que vienen percibiendo con los incrementos salariales devengados por los 

conceptos de "promoción profesional" y "antigüedad" previstos en el XVI Convenio Colectivo 

Estatal de Empresas de Consultoría y Estudios de Mercado y de la Opinión Pública", que rige las 

condiciones laborales de la empresa demandada. 

Existiendo acuerdo expreso de absorción y compensación entre las partes, no hay vulneración 

del artículo 3.5 ET y de su principio de indisponibilidad, aun mediando heterogeneidad entre los 

complementos, y ello a la vista del texto del artículo 7 del Convenio de aplicación, operando al 

margen de la regla general. A ello no obsta el artículo 8 del citado convenio alusivo a los 

derechos adquiridos porque para estar incluidos en la excepción a la norma de absorción y 

compensación es preciso que se trate de situaciones anteriores a la firma del convenio que 

resultasen superiores a las establecidas en el mismo 

STS 10/01/2017  

( ROJ: STS 255/2017 - ECLI:ES:TS:2017:255 ) 

Sentencia: 14/2017 Recurso: 327/2016 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Compensación y absorción: existe y no es ilícita a pesar de la heterogeneidad de los 

complementos. Demanda formulada por cinco empleados de la empresa ATOS CYL SPAIN, S.L, 

que combaten la decisión empresarial de compensar y absorber el "complemento personal 

convenido" que vienen percibiendo con los incrementos salariales devengados por los 

conceptos de "promoción profesional" y "antigüedad" previstos en el XVI Convenio Colectivo 

Estatal de Empresas de Consultoría y Estudios de Mercado y de la Opinión Pública", que rige las 

condiciones laborales de la empresa demandada. 

Existiendo acuerdo expreso de absorción y compensación entre las partes, no hay vulneración 

del artículo 3.5 ET y de su principio de indisponibilidad, aun mediando heterogeneidad entre los 

complementos, y ello a la vista del texto del artículo 7 del Convenio de aplicación, operando al 

margen de la regla general. A ello no obsta el artículo 8 del citado convenio alusivo a los 

derechos adquiridos porque para estar incluidos en la excepción a la norma de absorción y 

compensación es preciso que se trate de situaciones anteriores a la firma del convenio que 

resultasen superiores a las establecidas en el mismo 

STS 10/01/2017 

ROJ: STS 256/2017 - ECLI:ES:TS:2017:256 ) 

Sentencia: 6/2017 Recurso: 3199/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Compensación y absorción: existe y no es ilícita a pesar de la heterogeneidad de los 

complementos. Demanda formulada por cinco empleados de la empresa ATOS CYL SPAIN, S.L, 

que combaten la decisión empresarial de compensar y absorber el "complemento personal 

convenido" que vienen percibiendo con los incrementos salariales devengados por los 

conceptos de "promoción profesional" y "antigüedad" previstos en el XVI Convenio Colectivo 

Estatal de Empresas de Consultoría y Estudios de Mercado y de la Opinión Pública", que rige las 

condiciones laborales de la empresa demandada. 
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Existiendo acuerdo expreso de absorción y compensación entre las partes, no hay vulneración 

del artículo 3.5 ET y de su principio de indisponibilidad, aun mediando heterogeneidad entre los 

complementos, y ello a la vista del texto del artículo 7 del Convenio de aplicación, operando al 

margen de la regla general. A ello no obsta el artículo 8 del citado convenio alusivo a los 

derechos adquiridos porque para estar incluidos en la excepción a la norma de absorción y 

compensación es preciso que se trate de situaciones anteriores a la firma del convenio que 

resultasen superiores a las establecidas en el mismo 

COMPLEMENTOS EXTRASALARIALES 

STS 22/12/2016 

( ROJ: STS 5806/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5806 ) 

Sentencia: 1114/2016 Recurso: 282/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Complementos extrasalariales: la AN declara en conflicto colectivo y el TS confirma 

que las dietas y la indemnización por recogida o trasporte establecida en el XVI Convenio 

Colectivo de TCP constituyen retribuciones extrasalariales de carácter indemnizatorio; que el 

acuerdo de Mediación de fecha 13 de Marzo de 2013, sobre inaplicación de determinadas 

condiciones de trabajo recogidas en el Convenio Colectivo de TCPs, no establece ajuste o 

disminución de las dietas y trasporte o indemnización por renuncia a la recogida, 

estableciéndose en el mismo únicamente una disminución o ajuste en los salarios y por tanto en 

las partidas salariales; el derecho de todos y cada uno de los trabajadores TCPs de IBERIA 

afectados a seguir percibiendo el importe establecido en el XVI C.C. de las dietas por razón de 

viaje y la indemnización por renuncia a la recogida o plus trasporte dejándose sin efecto el 

descuento o la reducción efectuada por la empresa", condenándose a ésta, en consecuencia, 

a estar y pasar por tales declaraciones "y a la devolución individualizada a los trabajadores 

afectados del Colectivo TCPs (...) de las cantidades correspondientes y que le han sido 

descontadas en los citados conceptos desde el 15 de marzo de 2013. Concretamente el 14% de 

las dietas percibidas y de la indemnización por recogida o trasporte a partir del 15 de Marzo y 

hasta el 15 de Abril, así como el 18% de los citados conceptos devengados desde el 15 de abril 

en adelante hasta el 24 de mayo de 1.014" 

COMPLEMENTOS SALARIALES 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5786/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5786 ) 

Sentencia: 1095/2016 Recurso: 451/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Complementos salariales: plus de penosidad y toxicidad: se reconoce el derecho al 

plus que contempla art.58.14 Convenio colectivo del Personal Laboral al servicio de la Junta de 

Andalucía, a los intérpretes informadores de Sierra Nevada. La sentencia recurrida niega el 

derecho del actor a percibir el complemento en litigio porque considera que en el desempeño 

del puesto de trabajo no concurren las condiciones excepcionales a las que se refiere el 

Convenio Colectivo, más allá de las normales de su profesión. El TS considera que sí concurren 

esas condiciones de trabajo excepcionales en los que tienen la categoría de "intérprete 

informador" en el Espacio natural de Sierra Nevada, puesto que  junto a las tareas de atención al 

público en las oficinas de turismo, y por extraño que parezca en una profesión de esas 

características, estos trabajadores realizan otras actividades tan variopintas como: caminar por 

senderos con escolares, asociaciones y todo tipo de público; acompañar al personal técnico del 

espacio; diseño y seguimiento de senderos en el espacio natural; seguimiento de infraestructuras 

de uso público en el espacio protegido (refugios de montaña, carriles, centro de visitantes, punto 

de información, etc.); colaboración con el SEREIM (Servicio de Rescate de Alta Montaña de la 

Guardia Civil) para la localización de accidentados y/o perdidos, etc 

CONCURSO DE ACREEDORES 

STS 11/01/2017 

( ROJ: STS 456/2017 - ECLI:ES:TS:2017:456 ) 

Sentencia: 20/2017 Recurso: 1689/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Concurso de acreedores: competencia de la jurisdicción social para resolver sobre la 

ejecución de la condena al pago de determinada cantidad, derivada de obligaciones 

laborales, a una empresa en situación de concurso de acreedores, cuando la misma ha sido 

liquidada y su patrimonio adjudicado, como unidad productiva en funcionamiento, a una 

tercera empresa frente a la que se pretende la ejecución de la anterior condena, como 



sucesora de la concursada con los efectos del artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores . El 

problema a resolver es determinar si ha existido sucesión de empresa y si la adjudicataria de los 

bienes de la concursada se ha subrogado en las obligaciones laborales que tenía la misma 

Como la sucesora no concursada es ajena al procedimiento concursal, no fue parte en él, pero, 

como adquirió bienes de la concursada que pudieran constituir una unidad productiva 

autónoma, pudiera venir obligada a subrogarse en ciertas obligaciones laborales de la 

concursada, debe concluirse que para resolver sobre esa posible responsabilidad, cual ha 

informado el Ministerio Fiscal, la competencia es de los órganos de la jurisdicción social 

CONTRATO DE RELEVO 
STS 15/12/2016 

( ROJ: STS 5789/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5789 ) 

Sentencia: 1062/2016 Recurso: 856/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Contrato de relevo: a partir del 1 de enero de 2008, fecha de entrada en vigor de la 

Ley 40/2007, de 4 de diciembre de Medidas en Materia de Seguridad Social, es exigible que el 

contrato de relevo sea de carácter indefinido cuando la reducción de jornada del trabajador 

relevista sea del 85% , y no  es posible acudir a la contratación temporal 

El apartado 3 de la Disposición Transitoria 17ª de la LGSS, mediante la que se establecen normas 

sobre la aplicación paulatina o gradual de la reducción máxima de jornada del límite del 85% 

(establecido en la legislación anterior) al 75% (establecido en la Ley de Medidas en materia de 

Seguridad Social), en el sentido -ya expuesto- de que : " 3. El límite de la reducción máxima de 

jornada del 75 por ciento a que se refiere la letra c) del apartado 2 del artículo 166 se implantará 

de forma gradual, en función de los años transcurridos desde la entrada en vigor de la Ley de 

Medidas en materia de Seguridad Social, del siguiente modo: Durante el primer año, el 85 por 

ciento.- Durante el segundo año, el 82 por ciento ...- A partir del quinto año, el 75 por ciento". 

Ahora bien, esta regulación transitoria -en la que se basa la sentencia de contraste para estimar 

que es posible suscribir un contrato de duración determinada, aun cuando la jornada de 

reducción de jornada del trabajador relevista sea del 85%-, ninguna referencia efectúa con 

respecto a dicha posibilidad, limitándose a establecer distintos porcentajes de reducción de 

jornada que puedan acordarse con el trabajador relevado, pero ello no empece a la 

obligatoriedad del contrato de carácter indefinido si las partes pactan una reducción del 

jornada del 85% en cualquiera de los años de la aplicación transitoria de la norma, dado el 

carácter sustantivo, no condicionado del repetido artículo 12.6 del ET, en su nueva redacción, tal 

como destaca el Ministerio Fiscal, en su preceptivo informe 

CONVENIO COLECTIVO 
STS 11/01/2017 

( ROJ: STS 260/2017 - ECLI:ES:TS:2017:260 ) 

Sentencia: 23/2017 Recurso: 24/2016 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Convenio Colectivo: Composición de la comisión negociadora en convenio de 

empresa con varios centros: nulidad del convenio por haber sido negociado sin los 

representantes de algunos centros. 

El principio de correspondencia entre la representación social y el ámbito del convenio colectivo, 

-- y en su aplicación concreta a los comités de empresa y delegados de personal de la empresa -

-, exige que el ámbito de actuación del órgano de representación de los trabajadores en el 

ámbito del convenio de empresa ha de corresponderse estrictamente con el de afectación del 

convenio colectivo y que no afecta a la legitimación - que es una cuestión de orden público - el 

hecho de que los restantes centros de trabajo de la empresa no tengan representación unitaria, 

pues la elección de los órganos de representación unitaria de los centros de trabajo compete a 

los trabajadores de dichos centros y la inexistencia de los mismos no puede producir el efecto de 

otorgar legitimación a la representación legal de otro centro de trabajo. Este principio ha sido 

aplicado a la negociación colectiva en las SSTS de 20 de junio de 2006, rec. 189/2004 ; de 3 de 

diciembre de 2009, rec. 84/2008 ; de 1 de marzo de 2010, rec. 27/2009 ; de 29 de noviembre de 

2010, rec. 244/2009 

Concepto de centro de trabajo: No resulta necesario que en cada centro de trabajo exista una 

única empresa, sino que es perfectamente posible que en un centro de trabajo existan 

trabajadores de varias empresas que, si constituyen por si mismos en relación con su empleadora 

una unidad productiva con organización específica, pueden ser considerados a los presentes 

efectos como un centro de trabajo de dicha empresa que, aunque compartido, no impide que 

pueda considerarse elemento de imputación normativa a efectos de aplicación de las normas 

laborales que procedan, en especial, a los presentes efectos, las normas sobre configuración de 
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unidades electorales con derecho a elección de representantes o, simplemente, trabajadores no 

adscritos a centros de trabajo distantes a efectos del correspondiente cómputo elector 

DESEMPLEO 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5743/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5743 ) 

Sentencia: 1093/2016 Recurso: 2433/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Desempleo: compensación de prestaciones de desempleo. Sanción inicial al 

trabajador de extinción del subsidio y reintegro de cantidades indebidamente percibidas, que 

dicho beneficiario no pudo devolver. Con posterioridad y tras un trabajo temporal, solicitó 

nuevamente el subsidio para mayores de 52 años y le fue concedido, siéndole, no obstante, 

embargado para hacer frente a la deuda contraída con el ente gestor, a lo que dicho 

trabajador se opuso interponiendo demanda. La sentencia de instancia la desestimó pero en 

suplicación la Sala acoge parcialmente el recurso revocando la compensación total de la 

cantidad de 3003,13 €, "debiendo llevarla a cabo mediante retención mensual que respete el 

límite de las pensiones mínimas no contributivas", pronunciamiento que confirma el TS 

Reitera doctrina:  STS 24/04/97 -rec. 4166/96 - 

DESPIDO COLECTIVO 
STS 22/12/2016 

( ROJ: STS 5795/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5795 ) 

Sentencia: 1108/2016 Recurso: 10/2016 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Despido colectivo: la demandante entiende que, ante la suma de extinciones de 

contratos temporales que, a su entender, habían de considerarse celebrados en fraude de ley, la 

parte empleadora debió de haber acudido al trámite del despido colectivo y, no habiéndolo 

hecho, debería declararse la nulidad de todas las extinciones. 

Sin embargo, tal planteamiento parte de una premisa que no está confirmada con carácter 

previo, cual es la de que, efectivamente, los contratos temporales de los trabajadores afectados 

por los ceses habrían de calificarse de fraudulentos y que, al no tener naturaleza de relaciones 

laborales de duración determinada, las extinciones habrían de considerase despidos 

improcedentes. A ello anuda además la parte actora la conclusión de que la presumible 

improcedencia en masa provoca en este caso la superación de los umbrales previstos en el art. 

51.1 ET y, en consecuencia, sitúa el sustrato fáctico sobre el que asienta su pretensión en el marco 

del despido colectivo y, por tanto, en el ámbito procesal del art. 124 LRJS 

No cabe duda de que el despido colectivo puede producirse al margen de que la empresa 

utilice el procedimiento del art. 51 ET (despido colectivo irregular) o que, incluso, se oculte su 

carácter colectivo (despido colectivo de hecho); y, tanto en un caso como en el otro, la decisión 

empresarial puede ser impugnada por la vía del art. 124 LRJS ( STS/4ª/Pleno de 25 noviembre 2013 

-rec. 52/2013- y 21 julio 2015 -rec. 370/2014-); mas en el presente caso la demanda se construye 

sobre unas afirmaciones no meramente fácticas -las que se refieren a la existencia de la 

comunicación empresarial de cese de un determinado número de trabajadores-, sino sobre una 

calificación jurídica -el fraude de ley en la contratación y la inexistencia de justificación de la 

terminación de los contratos- que necesariamente individualiza la situación de los trabajadores 

haciendo necesarios unos pronunciamientos previos que no pueden ser incluidos en el objeto del 

proceso regulado en el precitado art. 124 LRJS 

Para determinar si se sobrepasa el umbral numérico del art. 51.1 ET y comprobar si, 

efectivamente, se había alcanzado aquél, el órgano judicial no podría entrar a examinar si los 

contratos de trabajo afectados eran o no fraudulentos, pues es ésta una cuestión previa de la que 

habría de depender que estuviéramos o no ante un despido colectivo irregular o de hecho. 

Voto particular: Sres. D. Luis Fernando de Castro Fernandez y D. Antonio V. Sempere Navarro, y al 

que se adhieren los Excmos. Sres/as Magistrado/as Dª. Maria Luisa Segoviano Astaburuaga, Dª. 

Rosa Maria Viroles Piñol y D. Jordi Agusti Julia. 

Considera que la Sala del TSJ es la competente para conocer de la demanda puesto que: 

1º).- En la presente litis es de colectiva afectación la posible existencia de fraude en la 

contratación como temporales de todo un colectivo (Monitores Escolares). La propia demanda 

indica que se habría acudido a la figura de obra o servicio determinado para atender 

necesidades que se dicen permanentes [tesis actora, con soporte del informe de la Inspección 

de Trabajo]; cuestión de fondo que es precisamente la que la Sala ha rechazado enjuiciar. 

Compartimos con la mayoría de la Sala la apreciación de que esto comporta una cuestión 

prejudicial a la determinación de si ha habido un despido colectivo, pero consideramos que ello 



no aboca a declinar su conocimiento ( art. 4.2 LRJS). 

2º).- La remisión de la litis -de treinta y dos trabajadores afectados- a diversos Juzgados de lo 

Social comporta una innegable -y muy factible, por lo que la experiencia enseña- posibilidad de 

divergencia de resoluciones judiciales con lo que también parece palmario que con la solución 

adoptada se ven frustrados los dos objetivos propios -antes reseñados- de la reforma 

procedimental en materia de despido colectivo. 

3º).- No compartimos la inconveniencia de que el órgano competente para conocer de lo 

presentado como un despido colectivo deba examinar, a título prejudicial, la regularidad de 

diversos contratos de trabajo mientras que, sin embargo, esa misma tarea resulte adecuada para 

cada uno de los Juzgados de lo Social ante los que penden las demandas individuales 
STS 11/01/2017 

( ROJ: STS 258/2017 - ECLI:ES:TS:2017:258 ) 

Sentencia: 21/2017 Recurso: 2270/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Despido colectivo: cómputo de los umbrales en el tiempo: el primer párrafo del art. 

51.1 ET , en la redacción vigente en el momento en que se produjo el despido (antes de la Ley 

3/2012), establece una norma general en virtud de la cual el día del despido constituye el día 

final del plazo (el "dies ad quem") para las extinciones contractuales que se acuerden ese día y, 

al mismo tiempo, el día inicial (el "dies a quo") para el cómputo del período de los 90 días 

siguientes. En términos generales, "el día en que se acuerda la extinción constituye el día final del 

cómputo del primer período de noventa días y el inicial del siguiente" (FJ 2º.1 "in fine" TS 23-1-2013 

y FJ 2º.2 "in fine" TS 23-4-2012 ) 

Se casa la sentencia recurrida porque computa erróneamente el periodo en cuestión porque 

incluye en él unas extinciones producidas antes o fuera de los 90 días anteriores a la fecha del 

despido de la demandante, cuando, como atinadamente sostiene el informe del Ministerio Fiscal, 

"retrotrae 142 días para efectuar ese cómputo, concretamente hasta el 8 de marzo de 2012", 

siendo así que el despido de la actora tuvo efectos del 28-7-2012 y, por ello, la retroacción sólo 

podría alcanzar al 28-4-2014 y desde entonces, y hasta el despido objetivo de la demandante, 

únicamente hubo en la empresa las dos extinciones que constatan los hechos declarados 

probados y que, obviamente, no exceden de los umbrales del art. 51.1.a) ET, al que se remite el 

52.1.c) de la misma norma 
STS 18/01/2017 

Resumen: Despido colectivo: Ejecución de las sentencias que declaran la nulidad de un despido 

colectivo:  

Ejecución definitiva de despido colectivo en asunto Coca Cola. Recurren UGT y CC.OO. el Auto 

de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional que, en síntesis, contiene cinco 

pronunciamientos distintos: 

1.- Declara la inadecuación del procedimiento respecto de 34 trabajadores que discutían la 

regularidad de su readmisión por cuestiones individuales (salario, antigüedad, circunstancias 

personales o cuestiones acaecidas después de la constitución del título ejecutivo). Se estima 

parcialmente este motivo del recurso puesto que, por un lado, la ejecución colectiva de un 

despido colectivo impide el ejercicio de acciones individuales declarativas que, en el fondo, 

tienen la misma finalidad; y, por otro, la normativa vigente contiene instrumentos procesales para 

poder pronunciarse sobre estas cuestiones particulares en el seno de la ejecución colectiva, 

siempre que se refieran al hecho propio de la readmisión o a circunstancias básicas de la misma. 

Encajar la ejecución colectiva de los despidos colectivos declarados nulos en las previsiones 

procedimentales del artículo 247 LRJS es una cuestión ciertamente difícil y problemática por 

cuanto que el artículo 124 de dicho texto legal permanece no modificado en relación a los 

requisitos de la demanda y al contenido de la sentencia que incorpore la declaración de nulidad 

del despido. Como es sabido, el artículo 157.1 LRJS -relativo a la demanda en procesos de 

conflicto colectivo- para facilitar su ejecución exige que en la misma, cuando se formulen 

pretensiones de condena que, aunque referidas a un colectivo genérico sean susceptibles de 

determinación individual ulterior sin necesidad de nuevo litigio, deban consignarse los datos, 

características y requisitos precisos para una posterior individualización de los afectados por el 

objeto del conflicto y el cumplimiento de la sentencia respecto de ellas. Asimismo, el artículo 

160.3 LRJS , en relación a la sentencia de este tipo de procesos de conflicto colectivo dispone 

que de ser estimatoria de una pretensión de condena susceptible de ejecución individual, 

deberá contener, en su caso, la concreción de los datos, características y requisitos precisos para 

una posterior individualización de los afectados por el objeto del conflicto y beneficiados por la 

condena y especificar la repercusión directa sobre los mismos del pronunciamiento dictado. 

Asimismo deberá contener, en su caso, la declaración de que la condena ha de surtir efectos 

procesales no limitados a quienes hayan sido partes en el proceso correspondiente. 
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Nada de esto está previsto en el proceso de impugnación de despidos colectivos. Ahora bien, tal 

omisión no puede implicar que, en contra de las previsiones expresas de la norma, las sentencias 

que nos ocupan no puedan ser objeto de ejecución ni, por ende, que para poder ejecutar dichas 

sentencias haya que exigir que en la demanda, y consiguientemente en la sentencia, deban 

constar la concreción de los datos, características y requisitos precisos para una posterior 

individualización de los afectados. Estas exigencias no están presentes en la letra de la ley y no 

pueden ser exigidas vía interpretativa so pena de convertir en imposible la previsión legalmente 

establecida. A tales efectos, la Sala entiende que -salvo supuestos excepcionales en los que se 

revele la imposibilidad manifiesta de la ejecución por circunstancias concretas concurrentes en 

un singular supuesto, como puede ocurrir cuando existen factores ajenos al título ejecutivo, o 

cuando se dilucidan en esa fase ejecutiva cuestiones que requieren elementos de 

individualización que no puedan ser fácilmente incorporados al título ejecutivo- en condiciones 

normales la ejecución colectiva de las sentencias que declaran la nulidad de un despido 

colectivo pueden llevarse a cabo a través de las previsiones del artículo 247 LRJS integrando su 

indicaciones en este tipo de supuestos en los que los elementos que se consideran 

imprescindibles en la ejecución de los conflictos colectivos no se hallan presentes. Desde la 

aludida reforma normativa no cabe duda de que las sentencias que declaran la nulidad del 

despido colectivo pueden ser ejecutadas a través de la modalidad específica de ejecución 

colectiva, si así se solicita por los sujetos legitimados y concurren circunstancias concretas que la 

hagan factible. En este sentido, una vez dictada la orden general de ejecución, además de los 

trámites previstos en tal norma que resulten de aplicación, puede exigirse a la ejecutante que 

concrete -si no lo estuvieran ya- los trabajadores afectados por el despido; y a la ejecutada la 

concreción de las condiciones en que se ha llevado a cabo la readmisión; para que, si se 

comprueban discrepancias, celebrar el oportuno incidente en el que se determine la forma en 

que ha llevado a cabo la ejecución y las medidas procedentes, todo ello con los auxilios 

instrumentales previstos en el artículo 247 LRJS que resulten necesarios en cada caso. 

2.- Declara el desistimiento de varios trabajadores por cuanto que los mismos han llegado a 

acuerdos transaccionales homologados por la sala ejecutante. Pronunciamiento firme por no 

combatido. 

3.- Declara la estimación parcial de la pretensión ejecutiva referida a los trabajadores cuya 

readmisión se produjo en centros distintos (alejados geográficamente) de aquellos en los que 

prestaban servicios y que fueron cerrados antes de la sentencia que estableció la nulidad del 

despido colectivo. Se declara que la readmisión fue irregular y, ante la imposibilidad de 

efectuarla en las mismas condiciones, se declaran extinguidos sus contratos de trabajo con 

derecho a la indemnización por despido y a los salarios de tramitación calculados a la fecha del 

auto. Se confirma: 

-No procede la readmisión in natura al resultar imposible por estar los centros de origen cerrados, 

cierre ajeno al ejercicio del derecho de huelga y previo a la sentencia que declaró la nulidad del 

despido. 

-No procede la indemnización adicional por no haberse solicitado y no acreditarse perjuicios 

específicos derivados de la readmisión irregular. 

4.- Declara la estimación de la ejecución relativa a seis trabajadores que prestaban servicios en 

el centro de Valencia y fueron readmitidas en el centro de Martorell. Se declara la irregularidad 

de la readmisión y se ordena la readmisión en el centro de Valencia, con abono de salarios de 

tramitación hasta a la fecha del auto. Pronunciamiento que quedó firme al no ser impugnado en 

esta sede. 

5.- Declara la estimación parcial de la pretensión ejecutiva interpuesta por CC.OO. respecto de 

trabajadores del centro de Fuenlabrada. La sala de lo social de la Audiencia Nacional estableció 

la regularidad de la readmisión, pero condenó a salarios de tramitación hasta la fecha del auto. 

Se confirma: 

-La movilidad funcional que han sufrido los trabajadores con motivo de su readmisión se 

considera válida por cuanto que resulta plenamente adecuada a las previsiones del artículo 39 

ET y, por tanto, no constituye modificación sustancial de condiciones de trabajo. 

-La readmisión regular no impide la aplicación de las facultades directivas del empresario 

siempre que se ejecuten dentro de los límites legales 

Voto particular: . . D. Antonio V. Sempere Navarro.  

Voto particular : D Jordi Agustí Juliá,   al que se adhiere la Excma. Sra. Magistrada Doña Rosa 

María Virolés Piñol 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5734/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5734 ) 



Sentencia: 1090/2016 Recurso: 131/2016 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Despido colectivo: Trabajadores del Metro de Madrid 

Documentación en período de consultas: suficiente:  en relación a la insuficiencia de 

documentación, que se entregó la exigida por la ley y la complementaria requerida por la 

comisión es irrelevante que negara el informe de prevención de riesgos laborales o las sanciones 

impuestas por Metro de Madrid.  

Buena fe en la negociación: existencia: tuvieron lugar 4 reuniones y se realizaron ofertas.  

Fraude de ley: inexistencia:  no es tal el hecho de que se incluyera en el ERE a empleados no 

adscritos a los servicios de vigilancia del Metro. 

Criterios de selección de los afectados: correctos, puesto que afecta a trabajadores mayores de 

55 años por tener mayor protección social.  

Proporcionalidad: inexistencia: El ERE se basa en la deficitaria situación de los servicios de 

vigilancia de Metro de Madrid, no obstante lo cual 58 de los 67 despedidos no prestaban servicios 

para el Metro, y se despide solo a 9 adscritos a ese servicio en el que realizan con habitualidad 

horas extras y se producen frecuentes descubiertos comprometidos por su peligrosidad y, se ha 

hecho 104 contrataciones entre el 1-11-14 y el 17-11-14, por todo lo cual se concluye que la 

medida extintiva ha de calificarse como no ajustada a derecho, por no superar la medida 

extintiva el juicio de adecuación, razonabilidad y la proporcionalidad de la medida extintiva 
STS 27/01/2017 

( ROJ: STS 464/2017 - ECLI:ES:TS:2017:464 ) 

Sentencia: 71/2017 Recurso: 430/2013 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: despido colectivo: la primera STS de fecha 13 de enero de 2.014, ha sido anulada por 

la sentencia el Tribunal Constitucional 147/2016, de fecha 19 de septiembre por falta de 

resolución de un motivo de nulidad del despido, consistente en que el órgano competente para 

acordarlo era el Pleno del Ayuntamiento de Parla y no el Alcalde 

Sin embargo, en el caso de autos, la recurrente no adujo en casación dicha causa de nulidad, 

por lo que el TS, partiendo de la inexistencia de esa actividad procesal del recurrente en relación 

con la impugnación de la nulidad de cese por incompetencia de la Junta de Gobierno Local del 

Ayuntamiento, la consecuencia que de ello se deriva no puede ser otra que la desestimación del 

recurso de casación para la unificación de doctrina, puesto que no se puede alcanzar la 

pretensión del recurrente de que se revoque la sentencia recurrida y se resuelva el debate 

planteado en suplicación para que se diga que el despido de la demandante resultó ajustado a 

derecho, desde el momento en que permanece inalterada una segunda causa de nulidad no 

impugnada, lo que haría irrelevante cualquier pronunciamiento sobre la que sí aparece en el 

recurso y sobre la que se construyó el mismo 
STS 30/01/2017 

( ROJ: STS 460/2017 - ECLI:ES:TS:2017:460 ) 

Sentencia: 75/2017 Recurso: 2780/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Despido colectivo: Inexistencia de despido colectivo de los  Orientadores/promotores 

de empleo contratados por el SPAE, aún superándose los umbrales numéricos del art.51.1 ET 

porque no cabe entender al  no acudir al procedimiento de despido colectivo la Administración 

autonómica hubiese pretendido eludir los trámites y garantías del art. 51 ET , sino que muy 

contrariamente ha de afirmarse que el SAE se limitó -porque estaba obligado- a aplicar la Ley 

35/2010.  

La causa -material, que no formal- del cese es una concreta disposición legal -Ley 35/2010 y RD-

Ley 13/2010- y no correspondía acudir al procedimiento de despido colectivo. 

El cese de los trabajadores no obedeció a la iniciativa del empresario (art.51.1 ET) sino a la 

exclusiva iniciativa del legislador, pues desde el momento en que el art. 13 de la Ley 35/2010 

dispone -para los Orientadores, como se ha dicho- que «[s]e prorroga, hasta el 31 de diciembre 

de 2012 , el Plan Extraordinario... », y en que el art. 15 del RD-ley 13/2010 fija -para los Promotores- 

la finalización de los servicios « el 31 de diciembre de 2012 », está claro que el cese comunicado 

en aquella fecha límite a los Asesores/Promotores de Empleo contratados -o prorrogados- a virtud 

de las referidas normas no obedece a la voluntad de la Administración autonómica contratante, 

sino a exclusiva decisión legal, 

inaplicabilidad de la Directiva 98/59 al Sector público. Aplicación del art.51.1 Et:  

Si el supuesto de despido colectivo en el sector público ha de resolverse con exclusiva aplicación 

del art. 51.1 ET , es claro que para determinar el umbral numérico que impone el PDC debe 

atenderse tanto a las genuinas causas de tal tipo extintivo [las económicas, técnicas, 

organizativas y de producción], cuanto a las que obedezcan a « iniciativa del empresario en 
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virtud de otros motivos no inherentes a la persona del trabajador », a excepción de las que 

respondan al tiempo válidamente convenido [y transcurrido] o realización -completa y debida- 

de obra o servicio determinado. Y es en este punto en el que se observa la trascendencia de que 

no se aplique la Directiva 98/59/CE y sí exclusivamente el art. 51 ET , habida cuenta de que -

como hemos indicado en alguna ocasión- la Directiva «conceptúa un despido como colectivo 

siempre que se dé el elemento numérico y el temporal, apareciendo el causal mucho más 

atenuado que en la regulación contenida en el artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores , pues 

solo exige que se trate de "motivos no inherentes a la persona del trabajador"» [así, la STS 03/07/12 

-rcud 1657/11 -] 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO 
STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 84/2017 - ECLI:ES:TS:2017:84 ) 

Sentencia: 10/2017 Recurso: 283/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Discriminación por razón de sexo: se declara «contraria a derecho la práctica 

empresarial consistente en computar como ausencias la baja maternal o, al menos, las seis 

semanas obligatorias, así como la baja por riesgo de embarazo a los efectos de cómputo de días 

productivos para tener derecho a las retribuciones de los variados incentivos, condenando a la 

demandada a retribuir con las diferencias retributivas existentes a aquellas trabajadoras que 

hayan estado en dichas circunstancias».  

En el presente caso resulta acreditado que las trabajadoras que pasan a la situación de baja por 

maternidad o riesgo durante el embarazo ven alteradas sus retribuciones en el momento de su 

reincorporación, pues no perciben incentivos hasta que no vuelven a transcurrir los periodos 

necesarios para su devengo, computados sólo desde la fecha de dicha reincorporación. Ni 

siquiera consta que se tenga en cuenta al efecto la situación que quedó fijada en el momento 

en que iniciaron la baja, de suerte que cabría decir que a dichas trabajadoras se las considera 

como ausentes hasta la fecha de su reincorporación 

EJECUCIÓN 
STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5785/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5785 ) 

Sentencia: 1079/2016 Recurso: 1794/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Ejecución: no se ajusta a derecho la sentencia de la sala de suplicación que acuerda 

no ejecutar una anterior sentencia firme, en la que se declaraba la existencia de cesión ilegal y el 

derecho de la demandante a ser considerada como trabajadora indefinida de la empresa 

cesionaria en cuya plantilla había optado por integrarse, ante la circunstancia de que con 

anterioridad a que fuese firme había sido despedida por la empresa cedente alegando 

precisamente la finalización de la contrata con la empresa cesionaria. 

Existe ciertamente una sentencia firme que comporta la declaración de extinción de la relación 

laboral con carácter previo a que adquiriera firmeza la sentencia cuya ejecución ahora se 

pretende, pero la referida extinción contractual, derivada de una decisión unilateral del 

empresario calificable de despido no se fundamenta en hechos ajenos (como pudieran ser los 

ejemplificados en la sentencia ahora impugnada, de muerte del trabajador, dimisión de éste, 

despido disciplinario o por causas objetivas) a los debatidos en el proceso en el que por cesión 

ilegal se le confería al trabajador demandante la posibilidad de integrarse en la plantilla de la 

entidad cedente o de la cesionaria, y, además resulta que es el empresario formal el que 

efectúa el despido y no el empresario real, intentando aquél basarlo en el cumplimiento de la 

obra objeto de contratación, en la que conforme a la segunda sentencia se produjeron las 

ilegalidades en la conducta de ambos empresarios. El aceptar la inejecución dejaría sin 

contenido la segunda sentencia y posibilitaría supuestos de fraude procesal." 

Reitera doctrina: STS de 3 de octubre de 2012, rec. 4286/2011 

FONDO DE GARANTÍA SALARIAL 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5790/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5790 ) 

Sentencia: 1085/2016 Recurso: 1800/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Fondo de Garantía Salarial: el reconocimiento privado de deuda en escritura pública 

no interrumpe la prescripción frente a FOGASA. Sólo en el caso de reconocimiento de deuda 

ante el servicio administrativo referido o en el de acta de conciliación en un proceso judicial 



cabe entender que es posible, por vía de excepción, la interrupción de la prescripción frente al 

FOGASA, de modo que queda excluido cualquier otro supuesto, que pudo igualmente preverse 

en la norma y no se hizo, por lo que quedan fuera no sólo los reconocimientos privados sino 

incluso los públicos que no tengan el carácter de alguno de los antes referenciados 

El art.23.5 LRJS establece que " la estimación de la caducidad o prescripción de la acción dará 

lugar a la absolución del empresario y del propio Fondo de Garantía, si hubieran alegado la 

prescripción o si se apreciase de oficio o a instancia de parte la caducidad. No obstante, si se 

apreciase interrupción de la prescripción por haber existido reclamación extrajudicial frente al 

empresario o reconocimiento por éste de la deuda, éstos no surtirán efectos interruptivos de la 

prescripción frente al Fondo de Garantía y se absolverá a éste, sin perjuicio del pronunciamiento 

que proceda frente al empresario, salvo que el reconocimiento de deuda haya tenido lugar ante 

un servicio administrativo de mediación, arbitraje o conciliación, o en acta de conciliación en un 

proceso judicial, en cuyo caso la interrupción de la prescripción también afectará al Fondo de 

Garantía" 

LIBERTAD SINDICAL 
STS 22/12/2016 

( ROJ: STS 5804/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5804 ) 

Sentencia: 1112/2016 Recurso: 201/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Libertad sindical: la infracción del reglamento de funcionamiento del comité de 

empresa por no incluir en el orden del día y no someter a votación una propuesta del sindicato 

APRECE no vulnera la libertad sindical, porque se trata de una norma que tiene carácter 

infraconstitucional, no formando parte del contenido esencial ni del adicional del derecho de 

libertad sindical, por lo que la infracción imputada al Presidente del Comité de Empresa no 

constituye vulneración del derecho de libertad sindical. 

Derecho de información del Sindicato: se alega su vulneración del derecho a la ifnromación del 

Sindicato (art.63.1 y 64 ET, aunque no se cita el art.10.1.3LOLS) por no entregar  copias de 

contratos pedidos por el Sindicato al Presidente del Comité de empresa, sin embargo, se 

desestima, porque consta que estaban a su disposición, porque el art.8.1 LOLS no regula el 

derecho de información de los sindicatos respecto de los Comités de empresa y el art.64 regula 

el derecho de información del comité de empresa frente a la empresa, no del sindicato frente al 

comité. No se cita el art.10.1.3LOLS pero el TS considera -a efectos dialécticos- que tampoco se 

vulneraría porque tal precepto, sin embargo, reconoce el derecho de información, no a favor de 

los sindicatos, sino del delegado sindical, que no forme parte del Comité de Empresa, 

disponiendo que tendrá acceso a la misma información y documentación que la empresa 

ponga a disposición del Comité de Empresa 

.Libertad de expresión: ponderación en el marco de enfrentamiento entre Sindicatos.  Si bien es 

cierto que la libertad de expresión no ampara insultos ni expresiones ofensivas o ultrajantes, no es 

menos cierto que en el complejo marco de las, en ocasiones, tensas relaciones intersindicales, el 

contenido de un artículo publicado por un Sindicato analizando el comportamiento de otro, con 

el que han existido diversos enfrentamientos, ha de realizarse con la debida ponderación. 

Este criterio nos conduce, con independencia de lo acertado que pudiera parecer el contenido 

del artículo, a entender que el mismo no ha vulnerado la libertad sindical de APPRECE pues el 

mismo recoge juicios de valor vertidos por un Sindicato -USIT-EP- acerca de determinadas 

actuaciones de APPRECE, fundamentalmente referidas a la propuesta de que por parte del 

Comité de Empresa se proponga a la Administración la continuación de la negociación del 

Convenio Colectivo, en un escenario de enfrentamiento y confrontación entre ambos Sindicatos, 

circunstancias que han sido debidamente ponderadas para alcanzar la anterior conclusiónSTS 

22/12/2016 

( ROJ: STS 5804/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5804 ) 

Sentencia: 1112/2016 Recurso: 201/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Libertad sindical: la infracción del reglamento de funcionamiento del comité de 

empresa por no incluir en el orden del día y no someter a votación una propuesta del sindicato 

APRECE no vulnera la libertad sindical, porque se trata de una norma que tiene carácter 

infraconstitucional, no formando parte del contenido esencial ni del adicional del derecho de 

libertad sindical, por lo que la infracción imputada al Presidente del Comité de Empresa no 

constituye vulneración del derecho de libertad sindical. 

Derecho de información del Sindicato: se alega su vulneración del derecho a la ifnromación del 

Sindicato (art.63.1 y 64 ET, aunque no se cita el art.10.1.3LOLS) por no entregar  copias de 

contratos pedidos por el Sindicato al Presidente del Comité de empresa, sin embargo, se 

desestima, porque consta que estaban a su disposición, porque el art.8.1 LOLS no regula el 
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derecho de información de los sindicatos respecto de los Comités de empresa y el art.64 regula 

el derecho de información del comité de empresa frente a la empresa, no del sindicato frente al 

comité. No se cita el art.10.1.3LOLS pero el TS considera -a efectos dialécticos- que tampoco se 

vulneraría porque tal precepto, sin embargo, reconoce el derecho de información, no a favor de 

los sindicatos, sino del delegado sindical, que no forme parte del Comité de Empresa, 

disponiendo que tendrá acceso a la misma información y documentación que la empresa 

ponga a disposición del Comité de Empresa 

.Libertad de expresión: ponderación en el marco de enfrentamiento entre Sindicatos.  Si bien es 

cierto que la libertad de expresión no ampara insultos ni expresiones ofensivas o ultrajantes, no es 

menos cierto que en el complejo marco de las, en ocasiones, tensas relaciones intersindicales, el 

contenido de un artículo publicado por un Sindicato analizando el comportamiento de otro, con 

el que han existido diversos enfrentamientos, ha de realizarse con la debida ponderación. 

Este criterio nos conduce, con independencia de lo acertado que pudiera parecer el contenido 

del artículo, a entender que el mismo no ha vulnerado la libertad sindical de APPRECE pues el 

mismo recoge juicios de valor vertidos por un Sindicato -USIT-EP- acerca de determinadas 

actuaciones de APPRECE, fundamentalmente referidas a la propuesta de que por parte del 

Comité de Empresa se proponga a la Administración la continuación de la negociación del 

Convenio Colectivo, en un escenario de enfrentamiento y confrontación entre ambos Sindicatos, 

circunstancias que han sido debidamente ponderadas para alcanzar la anterior conclusión 

MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5760/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5760 ) 

Sentencia: 1086/2016 Recurso: 3245/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: MSCT: MSCT tras subrogación empresarial: nulidad: la subrogación empresarial se 

produjo el 01/05/2014 y el 2 de junio de 2014 se inició un período de consultas entre la 

representación de la empresa y la de los trabajadores para introducir la modificación del sistema 

de trabajo, jornada y retribución, dándose por finalizado con acuerdo tal período el 16 del mismo 

mes  e informándose al actor de ello el 27 con efectos desde el 1 de julio siguiente . 

El proceder empresarial realmente, aunque cronológicamente se adecúa posteriormente a la 

sucesión, enmascara la misma situación que se produjo en la misma empresa en los pactos 

anteriores ya analizados por el TS (modificación resuelta por STS 11 de febrero de 2015 (rcud 

2613/2013). 

 Aunque respeta ab initio la empresa el acceso de los trabajadores y la subrogación, 

inmediatamente provoca un cambio que vuelve a incidir en los mismos defectos que el anterior 

que se examina por el TS : se negocia con la finalidad de la homogeneidad de las condiciones 

de trabajo de todos los trabajadores, con independencia de su origen y subrogación; participa 

su única representación de los trabajadores en Ombuds; y, por último, provoca un cambio que 

redunda en una expansión de las condiciones del colectivo perteneciente a la empresa con 

anterioridad respecto a los demás que han accedido posteriormente, a los que se les equipara. 

Claramente se observa que esas nuevas condiciones que se establecen, con independencia de 

su incidencia concreta, intentan soslayar el mantenimiento no sólo de los pactos colectivos sino 

de las propias condiciones individuales de cada trabajador, igualando colectivos sin atender a 

los verdaderos mecanismos de producció n o causalización del cambio (mecanismos ya citados 

del art. 44 en relación al 41 ET 

Existe, pues, una diferencia cronológica evidente, aunque de escasa entidad, que parece 

impide, en principio, aplicar directamente nuestro argumento doctrinal de que el pacto "es el 

fruto de un proceso negociador iniciado antes de que se produjera la subrogación de la 

demandada en la plantilla de la saliente" (). Tampoco se produce en el presente caso el efecto 

de que , el acuerdo " incluye un efecto retroactivo que hace que, a la plantilla objeto de la 

subrogación, se le apliquen las nuevas condiciones desde el primer día de la prestación de 

servicios para la empresa entrante" como figura en el texto de nuestras sentencias, por lo que -

igualmente en principio- cabría sostener que nuestra doctrina no es aplicable, al haber corregido 

la empresa los incumplimientos o deficiencias que se le achacaban en ella 

STS 26/01/2017 

( ROJ: STS 461/2017 - ECLI:ES:TS:2017:461 ) 

Sentencia: 69/2017 Recurso: 115/2016 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: MSCT: Como consecuencia de una modificación sustancial de condiciones de trabajo 

(MSCT) colectiva y declarada nula judicialmente, uno de los trabajadores afectado por la misma 



presenta la demanda que da origen al presente procedimiento. 

Cosa juzgada: lo debatido en el proceso colectivo y en el individual coincide por completo, y el 

demandante es uno de los trabajadores afectados por la sentencia colectiva. Por tanto, la cosa 

juzgada, que incluso debería aplicarse de oficio, impide reabrir el debate acerca de si existe o no 

una MSCT , puesto que declarada la nulidad de la MSCT, se trata de una cuestión ya resuelta en 

el proceso colectivo 

Reformatio in peius: existencia: en la sentencia de instancia la empresa hoy recurrente es 

condenada al abono al demandante de una cantidad por la disminución del salario que ha 

sufrido como consecuencia del Plan de Ajuste Salarial, así como a lo satisfecho por el trabajador 

en concepto de seguro de vida y accidentes y seguro sanitario, desestimando la demanda en lo 

relativo a la condena al abono de los intereses legales. El trabajador no recurre este Fallo, lo que 

sí realiza la empresa, y la sentencia de Suplicación, sin plantearse en dicho recurso, condena al 

abono de dichos intereses, alegando la recurrente en casación que se trata de una reformatio in 

peius vedada por el art. 24 CE . Respecto de la existencia de una reclamación por parte del 

trabajador, es evidente que la misma no se ha instrumentado mediante un recurso de suplicación 

y que ello comporta la imposibilidad de que la empresa vea empeorada su situación como 

consecuencia de haber recurrido, ella sí, el fallo de instancia 

PROCEDIMIENTO DE OFICIO 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5782/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5782 ) 

Sentencia: 1084/2016 Recurso: 1778/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Procedimiento de oficio: no resulta de aplicación el plazo de prescripción de un año 

del art. 59.1º ET, para el ejercicio de la acción en el procedimiento de oficio que regulan los arts. 

148, 149 y 150 LRJS 

FOGASA 
STS 21/12/2016 

ROJ: STS 5794/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5794 ) 

Sentencia: 1102/2016 Recurso: 2335/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina:  Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-junio-2015 

(rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 

RECURSO DE CASACIÓN 

STS 27/01/2017 

( ROJ: STS 457/2017 - ECLI:ES:TS:2017:457 ) 

Sentencia: 72/2017 Recurso: 2432/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: Recurso de casación:  Desestimación. Falta de adecuada cita de la infracción de la 

norma del ordenamiento jurídico que se considera infringida.   

El recurso de casación es un recurso extraordinario que, como tal, cuando denuncia una 

infracción jurídica del apartado e) del art. 207 de la LRJS , al que se remite también el art. 224.2 

de la misma norma para requerir análogas exigencias en el de unificación de doctrina, tiene 

necesariamente que invocar como causa de impugnación la infracción de una norma del 

ordenamiento jurídico o una doctrina jurisprudencial (por todas SSTS4ª 19-2-2001 , 31-5-2004 , y las 

que en ella se citan). Por otra parte, la Sala ha precisado también que la exigencia de fundar la 

infracción legal que se alega "no se cumple con sólo indicar los preceptos que se consideran 

aplicables, sino que además, al estar en juego opciones interpretativas diversas que han dado 
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lugar a los diferentes pronunciamientos judiciales, es requisito ineludible razonar de forma expresa 

y clara sobre la pertinencia y fundamentación del recurso en relación con la infracción o 

infracciones que son objeto de denuncia " (SSTSS4ª 25-4-2002, 13-7-2007 y 22-10-2008, entre otras 

muchas). Así se establece, además, en los arts. 210 y 224.2 de la LRJS en relación con el artículo 

481.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil , precepto este último que impone que en el escrito de 

interposición deberán exponerse, con la necesaria extensión, los fundamentos del recurso. En 

idéntico sentido pueden verse, también entre otras muchas, las SSTS4ª de 15-10-2013 y 1-2- 2015 , 

para recursos de casación unificadora (R. 3284/12 ) y común (R. 40/15 ), respectivamente 

RECURSO DE SUPLICACIÓN 

STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 253/2017 - ECLI:ES:TS:2017:253 ) 

Sentencia: 8/2017 Recurso: 3747/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Recurso de suplicación: Diferencias en el módulo de cálculo de la Base reguladora de 

la prestación de desempleo cuando la cotización se ha calculado por días y no por meses. Falta 

de cuantía y falta de afectación general, porque la litigiosidad acreditada no ofrece la 

cualificación de «masiva» que conferiría el acceso al recurso de suplicación y, por ello, al de 

casación para la unidad de la doctrina y porque no es susceptible de acceso a la suplicación y 

a esta casación unificadora por razón de la cuantía 

STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 261/2017 - ECLI:ES:TS:2017:261 ) 

Sentencia: 9/2017 Recurso: 3900/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Recurso de suplicación: Diferencias en el módulo de cálculo de la Base reguladora de 

la prestación de desempleo cuando la cotización se ha calculado por días (180) y no por meses 

(6 meses). Falta de cuantía y falta de afectación general, porque la litigiosidad acreditada no 

ofrece la cualificación de «masiva» que conferiría el acceso al recurso de suplicación y, por ello, 

al de casación para la unidad de la doctrina y porque no es susceptible de acceso a la 

suplicación y a esta casación unificadora por razón de la cuantía 

STS 31/01/2017  

( ROJ: STS 462/2017 - ECLI:ES:TS:2017:462 ) 

Sentencia: 79/2017 Recurso: 2147/2015 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Recurso de suplicación: Diferencias en el módulo de cálculo de la Base reguladora de 

la prestación de desempleo. El TSJ admite el recurso por considerar que hay afectación general, 

dado que estamos ante la aplicación por el FOGASA de un criterio general sobre el modo de 

determinar el límite de su responsabilidad subsidiaria derivada del art. 33 del ET , en una situación 

creada por la reforma operada por el RDL 20/12, que se ha aplicado a una pluralidad 

indiferenciada de trabajadores, y que por ello la situación de conflicto generalizado es previsible, 

y la afectación general necesaria para el acceso al recurso de suplicación. 

Por lo que se refiere al fondo del asunto, la sentencia recurrida, revoca la de instancia al 

entender que la responsabilidad subsidiaria del FOGASA nace en el momento de la declaración 

de insolvencia de la empresa deudora, por lo que es de aplicación el RDL 20/12 con los límites 

aplicados por el Fondo, esto es, del doble del SMI y de 120 días, y no los mayores patrocinados 

por la parte actora 

El TS considera que no hay afectación general porque en el presente caso la afectación general 

no debe ser apreciada por cuanto no se ha probado que este problema alcance a un gran 

número de trabajadores. Tampoco ha habido evidencia compartida. Ni puede decirse que sea 

notoria aquella afectación múltiple a partir de la intrínseca naturaleza de las reclamaciones 

efectuadas y a la vista de los elementos y circunstancias propias de tales reclamaciones y demás 

datos obrantes en autos. 

C) El único elemento indiciario de aquella afectación se concreta en la circunstancia de que se 

ha producido un criterio general de actuación, pero "no cabe confundir el número de 

destinatarios potenciales de la norma aplicable con el nivel de litigiosídad sobre la misma, que es 

el que ha de tenerse en cuenta a efectos de la afectación general" ( STS 23 junio 2015, rec. 

1911/2014 ). 

D) A partir de las afirmaciones anteriores, la litigiosidad en relación con la cuestión aquí 

planteada puede considerarse como máximo plural pero, por lo menos, carente de aquella 

general afectación que el precepto en cuestión exige para aceptar el recurso de suplicación en 

asuntos de mínima cuantía 



STS 11/01/2017 

( ROJ: STS 259/2017 - ECLI:ES:TS:2017:259 ) 

Sentencia: 19/2017 Recurso: 1626/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Recurso de suplicación: procede recurso de suplicación contra la sentencia dictada 

por el Juzgado de lo Social en un proceso sobre modificación sustancial de condiciones de 

trabajo individual y tutela de derechos fundamentales, en el que se pidió que se declarara nula o 

subsidiariamente injustificada la actuación de la empresa y que se condenara a la empleadora 

al pago de una indemnización por daños y perjuicios mínima de 6.251 euros por la violación de 

sus derechos fundamentales 

STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 340/2017 - ECLI:ES:TS:2017:340 ) 

Sentencia: 5/2017 Recurso: 2684/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Recurso de suplicación: no res recurrible el auto dictado en ejecución de una 

sentencia que resuelve sobre impugnación de alta médica 

El artículo 191.2.g) LRJS dispone que no procederá recurso de suplicación " en procesos de 

impugnación de alta médica cualquiera que sea la cuantía de las prestaciones de incapacidad 

temporal que viniere percibiendo el trabajador ", y en el mismo sentido el art. 140.3.c) reitera que 

no tiene recurso la sentencia que se dicte en el procedimiento de impugnación de alta médica. 

En aplicación de estas previsiones legales se hizo constar correctamente en la sentencia del 

juzgado que era firme. 

Por su parte, el art. 191.4.d) LRJS admite la suplicación en determinadas circunstancias frente a los 

autos que decidan el recurso de reposición interpuesto contra los dictados en ejecución de 

sentencias firmes, pero " siempre que la sentencia hubiere sido recurrible en suplicación ", 

condicionando con ello a esta circunstancia la viabilidad del recurso 

REVISIÓN DE SENTENCIAS FIRMES 
STS 19/01/2017 

( ROJ: STS 145/2017 - ECLI:ES:TS:2017:145  

Sentencia: 39/2017 Recurso: 16/2015 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: caducidad de la acción de revisión: oda la demanda se 

dirige a demostrar la existencia de fraude en las maniobras del Consorcio y del SAE, que 

desembocaron en el despido del trabajador demandante. 

El propio escrito de interposición de la demanda de revisión insiste en que ya la demanda por 

despido y, con mucho mayor detalle, el recurso de suplicación, denunciaban el fraude cometido 

por las entidades demandadas y por eso solicitaba la nulidad. 

Por tanto, si el fraude en que se basa la demanda es conocido en tales fechas, es evidente que 

los tres meses de caducidad que el artículo 512.2 LEC establece han transcurrido con creces, 

incluso desde antes de dictarse la sentencia recurrida. O que se estaría replanteando la misma 

cuestión que la debatida ante el Juzgado y el TSJ. O que se estaría denunciando una infracción 

encauzable a través de la nulidad de actuaciones. 

De uno u otro modo, por tanto, desde esta perspectiva, no se cumplen los presupuestos 

procesales para que deba examinarse el fondo de la demanda de revisión 

STS 24/01/2017 

( ROJ: STS 458/2017 - ECLI:ES:TS:2017:458 ) 

Sentencia: 44/2017 Recurso: 7/2015 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: se estima por existencia de falso testimonio en que se 

basó la sentencia laboral.  

Las dos resoluciones de la jurisdicción laboral para las que se pide el efecto rescisorio han venido 

fundadas en declaraciones que han sido declaradas falsas y que son absolutamente 

determinantes del efecto estimatorio de la demanda sobre el accidente de trabajo en cuanto al 

hecho concreto, el sobreesfuerzo alegado y en cuanto a las circunstancias, tiempo y lugar de 

trabajo que configuran la presunción amparada por el artículo 115-3 de la Ley General de la 

Seguridad social 

STS 25/01/2017 

( ROJ: STS 459/2017 - ECLI:ES:TS:2017:459 ) 

Sentencia: 60/2017 Recurso: 45/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: desestimación. Caducidad: la demanda ha sido 
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presentada fuera del plazo legalmente establecido 

Aún entrando en el fondo, la demanda habría de desestimarse, puesto que no consta que los 

dos documentos aportados (...) hayan sido retenidos por obra del demandado, ni que la actora 

no haya podido disponer de los mismos por fuerza mayor, ya que tales hechos no han sido 

alegados ni probados por la demandante. 

En fin, los citados documentos no son decisivos para la solución del proceso en cuestión 

SEGURO DE PREJUBILACIONES 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5788/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5788 ) 

Sentencia: 1083/2016 Recurso: 616/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: seguro en prejubilaciones: la existencia del «aseguramiento» -así llamado- que se 

concierta en el ERE respecto de las cantidades comprometidas en el «Pacto de Prejubilación» 

produce el efecto de desplazar la responsabilidad, desde la empleadora que promueve el 

despido colectivo  a la compañía aseguradora «Apra Leven NV», de manera que la posterior 

insolvencia de esta última no puede reactivar la originaria obligación de pago que correspondía 

a «Poliseda, SL». Y ello es así porque, por bajo contrato la figura del «seguro» que por expresa 

disposición legal [citado art. 8.6] voluntariamente suscriben las partes, subyace -como 

adelantamos- una legítima asunción de deuda, con todas las consecuencias que ello comporta 

de acuerdo a las disposiciones del Código Civil 

 La configuración del pacto como asunción de deuda «convenida» comporta -como 

adelantamos- la necesaria consecuencia de que la insolvencia posterior del deudor cesionario 

[«Apra Leven NV»] corre de cuenta del acreedor [los trabajadores], conforme al apotegma 

«periculum est emptori» -funcionalmente aplicado a la asunción- que deriva de los arts. 1205 y 

1206 CC ; a menos -pero éste no es el caso- que el deudor cedente garantice expresamente al 

acreedor la solvencia del deudor cesionario. Así lo proclama contundentemente el citado art. 

1206 CC , al prescribir que «la insolvencia del nuevo deudor, que hubiese sido aceptado por el 

acreedor, no hará revivir la acción de éste contra el deudor primitivo» 

Reitera doctrina: STS 15 de diciembre de 2016 , rcud nº 3674/2014 

STS 03/01/2017 

( ROJ: STS 249/2017 - ECLI:ES:TS:2017:249 ) 

Sentencia: 1/2017 Recurso: 1849/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: seguro en prejubilaciones: una vez instrumentados los compromisos por pensiones 

asumidos por la empleadora, la obligación y responsabilidad de las empresas se circunscribirán 

exclusivamente a las asumidas en dichos contratos de seguros y planes de pensiones. Por tanto, 

la norma legal está imponiendo de modo rotundo la novación subjetiva en la obligación. Se 

produce así un desplazamiento de responsabilidad, en forma tan inequívoca que no admite 

interpretación alguna, sino su estricta y literal aplicación: la exoneración de toda responsabilidad 

empresarial, tras la suscripción del aseguramiento y abono de las primas, exactamente igual que 

si de un compromiso externalizado de pensiones se tratase. 

Entendemos que el art. 8.6 y la Disp. Ad. 1ª RD Leg. 1/2002 contienen prescripciones claras y 

rotundas que se reiteran en el art. 3.1 del Reglamento, a cuyo tenor, una vez instrumentados los 

compromisos por pensiones, «...la obligación y responsabilidad de las empresas por los referidos 

compromisos por pensiones se circunscribirán, exclusivamente, a los asumidos en dichos 

contratos de seguro y planes de pensiones» 

Reitera doctrina:     STS/4ª/Pleno de 12 de diciembre de 2016 (rcud. 1514/2015) y en las 

deliberadas en la misma fecha (rcuds. 3674/2014 , 616/2105, 815/2015 y 965/2015),  

SUBROGACIÓN CONVENCIONAL 
STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 251/2017 - ECLI:ES:TS:2017:251 ) 

Sentencia: 4/2017 Recurso: 1077/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Subrogación convencional: sucesión en la contrata y reducción de la contrata.  

Convenio colectivo de Ayuda a domicilio de la CAM, que contiene cláusula de subrogación 

convencional. En estos casos las disposiciones del artículo 44 del ET y de las Directivas 

Comunitarias y la jurisprudencia del TJCEE no son de aplicación, pues   no existe un contrato entre 

cedente y cesionario, no existe una transmisión empresarial en los términos previstos en el artículo 

44 del ET , sino que la sucesión y consiguiente subrogación en el personal laboral de la contrata 



viene impuesta por el Convenio Colectivo de aplicación, como aquí ocurre, supuestos en los que 

la sucesión se regula por las disposiciones del convenio colectivo ( SSTS de 20 de septiembre de 

2006 (Rec. 3671/2005 

 La reducción de la contrata no es causa que excuse al nuevo contratista del deber de 

subrogarse en los contratos de los trabajadores del anterior y que en caso de dificultades para 

cumplir para cumplir ese deber no permiten la rescisión del contrato por fin del mismo, o por 

terminación de la obra, sino que sólo cabe acudir a la vía de un despido por causas objetivas o a 

la reducción de jornada por la vía del art. 41 del ET Reitera doctrina: STS  20-09-2006 (rec. 

3671/2005) 21 de septiembre de 2012 (Rec. 2247/2011 ) y de 1 de junio de 2016 (Rec. 2468/2014 ),  

de 16 de julio de 2014 (Rec. 1777/2013), 17 de septiembre de 2014 (Rec. 2689/2013 ) y 3 de marzo 

de 2015 (Rec. 1070/2014 ) 

TIEMPO DE TRABAJO 
STS 10/01/2017 

( ROJ: STS 257/2017 - ECLI:ES:TS:2017:257 ) 

Sentencia: 18/2017 Recurso: 98/2016 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: tiempo de trabajo: modificación unilateral de la jornada por el empresario acudiendo 

a un procedimiento convencionalmente establecido que no cumple.  las medidas excepcionales 

de flexibilización compleja de la jornada pactada ha de contar con las garantías establecidas 

en el propio convenio (art.101 CCol: notificación a la Comisión paritaria y constatación por ésta 

de las circunstancias que habilitan la flexibilidad), sin perjuicio, claro está, de las facultades de 

dirección y control de la actividad laboral (esto es, la decisión final al respecto) que, en el marco 

de una economía de mercado ( art. 38 CE ), el art. 20 ET atribuye al empresario 

La empresa demandada ha infringido lo dispuesto en el art. 101.b del XXIV Convenio Colectivo  

Recurren los sindicatos porque no se estima la pretensión de condena al abono coo 

extraordinarias de las horas trabajadas en exceso. El TS lo desestima porque el muy complejo 

régimen de flexibilidad que contempla el Convenio Colectivo en cuestión, en su plasmación o 

determinación individual, y a los efectos de la comprobación efectiva de los excesos de jornada 

y la consecuente realización de horas extraordinarias, requiere el análisis de las circunstancias 

concretas de cada trabajador y ello, lógicamente, excede y desborda el ámbito colectivo del 

proceso regulado en los arts. 153 a 162 LRJS , incluso en una hipotética fase de ejecución, entre 

otras razones, porque los posibles excesos de jornada, (...), podrían haber sido objeto de 

compensación, incluso en los términos del párrafo 3º del art. 34.2 ET , y todo ello sin perjuicio de los 

efectos que pudieran derivarse de la sola iniciación del presente litigio y de la sentencia que lo 

resuelve ( art. 160.5 y 6 LRJS) 

VIUDEDAD 

STS 22/12/2016 

( ROJ: STS 5803/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5803 ) 

Sentencia: 1107/2016 Recurso: 1466/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Viudedad: beneficiaria de pensión de Viudedad que simultáneamente cumple los 

requisitos impuestos por el art. 174.2 y la DT 18ª LGSS, y a la que se le declara su derecho 

conforme a las previsiones transitorias y sin el límite cuantitativo de la pensión compensatoria. «Las 

ventajas que  la disposición transitoria ... resultan aplicables a todos los beneficiarios y 

beneficiarias que reúnan los requisitos previstos en ella, aunque hubiesen disfrutado de pensión 

compensatoria a cargo del fallecido o fallecida»..si la prestación de viudedad compensa por la 

pérdida de ingresos que pueda suponer esa contingencia, resultaría absurdo entender que la 

norma - la DT 18ª LGSS - solo protege a quienes no gozaban de pensión compensatoria, porque 

más razones existían para favorecer a quienes sí tenían acreditada la necesidad de asistencia 

por percibir una compensación de su antiguo consorte, ayuda que perdían con su fallecimiento»  

Reitera doctrina:  SSTS 27/06/13 -rcud 2936/12, ; 30/10/13 -rcud 2783/12 -; y 15/10/14 -rcud 1648/13 

III. TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 
CUESTIÓN PREJUDICIAL 
STJUE 16/02/2017 

Procedimiento prejudicial — Artículo 267 TFUE — Secretario — Concepto de “órgano jurisdiccional 

nacional” — Jurisdicción obligatoria — Ejercicio de funciones judiciales — Independencia — 

Incompetencia del Tribunal de Justicia» 
En el asunto C‑503/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el Secretario Judicial del Juzgado de Violencia sobre la Mujer 

Único de Terrassa (Barcelona), mediante resolución de 17 de septiembre de 2015, recibida en el 

Tribunal de Justicia el 23 de septiembre de 2015, en el procedimiento entre Ramón Margarit 
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Panicello y Pilar Hernández Martínez 

 En el caso de autos, es verdad que, al tramitar los expedientes de jura de cuentas, el Secretario 

Judicial cumple la exigencia de independencia considerada en su aspecto interno, en la 

medida en que desarrolla su cometido con plena observancia de la imparcialidad y de la 

objetividad en relación con las partes y con los respectivos intereses de éstas en el litigio. 

40      Sin embargo, también consta con certeza que, cuando tramita los expedientes de jura de 

cuentas, el Secretario Judicial no cumple la exigencia de independencia considerada en su 

aspecto externo, que requiere que no exista ningún vínculo jerárquico o de subordinación 

respecto de toda entidad que pudiera darle órdenes o instrucciones. 

41      En efecto, tal como ha observado el Gobierno español en sus observaciones escritas y 

orales, de la lectura del artículo 452, apartado 1, del artículo 465, apartados 6 y 8, y del artículo 

467 de la LOPJ, así como del artículo 3 y del artículo 16, letra h), del Real Decreto 1608/2005, se 

deduce que el Secretario Judicial, en el ejercicio de sus funciones, debe atenerse a las 

instrucciones que le imparta su superior jerárquico, salvo cuando ejerce las competencias 

relativas a la fe pública judicial, a saber, a la hora de autenticar los actos y los documentos 

procesales y de certificar hechos que produzcan efectos procesales, o cuando adopta actos de 

ordenación y dirección del proceso. En este sentido, de la documentación que obra en poder 

del Tribunal de Justicia resulta que, en el estado actual de la legislación española, el Secretario 

Judicial tramita el expediente de jura de cuentas sobre el que versa el litigio principal con 

observancia de los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica. 

42      De las consideraciones anteriores resulta que, en el ámbito del expediente de jura de 

cuentas sobre el que versa el litigio principal, el Secretario Judicial no constituye un «órgano 

jurisdiccional» a efectos del artículo 267 TFUE, y ello sin que proceda examinar si se ajusta a los 

demás criterios que permiten determinar el carácter de órgano jurisdiccional, criterios que se 

enumeran en el apartado 27 de la presente sentencia.  

Por consiguiente, el Secretario Judicial no está facultado para plantear al Tribunal de Justicia una 

petición de decisión prejudicial. Así pues, es al juez de ejecución competente para acordar el 

apremio sobre la cantidad debida, que debe examinar —de oficio si es necesario— el eventual 

carácter abusivo de una cláusula contractual que figure en el contrato celebrado entre un 

procurador o un abogado y un cliente suyo (véase, en este sentido, la sentencia de 1 de octubre 
de 2015, ERSTE Bank Hungary, C‑32/14, EU:C:2015:637, apartado 59, y de 18 de febrero de 2016, 

Finanmadrid EFC, C‑49/14, EU:C:2016:98, apartado 55), a quien corresponderá, en su caso, 

plantear al Tribunal de Justicia la petición de decisión prejudicial 

TRABAJO DE DURACIÓN DETERMINADA 

ATJUE 09/02/2017 

Procedimiento prejudicial — Artículo 99 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de 

Justicia — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo 

de duración determinada — Cláusula 4 — Sucesivos contratos de trabajo de duración 

determinada en el sector público — Reestructuración de la organización universitaria — 

Normativa nacional — Integración de los Profesores Titulares de Escuela Universitaria en el cuerpo 

de Profesores Titulares de Universidad — Requisito — Obtención del título de doctor — 

Transformación de puestos a tiempo completo en puestos a tiempo parcial — Aplicación 

únicamente a los profesores funcionarios interinos — Principio de no discriminación» 
En el asunto C‑443/16,que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 8 de Madrid, 

mediante auto de 21 de julio de 2016, recibido en el Tribunal de Justicia el 8 de agosto de 2016, 

en el procedimiento entre Francisco Rodrigo Sanz y Universidad Politécnica de Madrid, 

El Tribunal de Justicia (Sala Décima) resuelve: 

La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, 

celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del 

Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el 

trabajo de duración determinada debe interpretarse en el sentido de que se opone a una norma 

nacional, como la controvertida en el litigio principal, que autoriza, en el marco de medidas de 

reestructuración de la organización universitaria, a las administraciones competentes del Estado 

miembro de que se trata a reducir a la mitad la jornada laboral de los Profesores Titulares de 

Escuela Universitaria que sean funcionarios interinos, debido a que no poseen el título de doctor, 

mientras que los Profesores Titulares de Escuela Universitaria funcionarios de carrera que tampoco 

poseen el título de doctor no son objeto de la misma medida 

SEGURIDAD SOCIAL DE TRABAJADORES MIGRANTES 



STJUE 01/02/2017 

rocedimiento prejudicial — Seguridad social — Reglamento (CEE) n.º 1408/71 — Componente de 

dependencia del subsidio de subsistencia para minusválidos (disability living allowance) — 

Persona asegurada contra el riesgo de vejez que ha abandonado definitivamente toda actividad 
profesional — Conceptos de ‟prestación de enfermedad” y de ‟prestación de invalidez” — 

Exportabilidad» 
En el asunto C‑430/15, 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 

267 TFUE, por la Supreme Court of the United Kingdom (Tribunal Supremo del Reino Unido), 

mediante resolución de 29 de julio de 2015, recibida en el Tribunal de Justicia el 5 de agosto de 

2015, en el procedimiento entre Secretary of State for Work and Pensions y Tolley 

el Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

1)      Una prestación como el componente de dependencia del subsidio de subsistencia para 
minusválidos (disability living allowance) constituye una prestación de enfermedad en el sentido 

del Reglamento (CEE) n.º 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la aplicación de 

los regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena, a los trabajadores por 

cuenta propia y a los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad, en su 

versión modificada y actualizada por el Reglamento (CE) n.º 118/97 del Consejo, de 2 de 

diciembre de 1996, tal como fue modificado por el Reglamento (CE) n.º 307/1999 del Consejo, de 

8 de febrero de 1999. 

2)      El artículo 13, apartado 2, letra f), del Reglamento n.º 1408/71, en su versión modificada y 

actualizada por el Reglamento n.º 118/97, tal como fue modificado por el Reglamento 

n.º 307/1999, debe interpretarse en el sentido de que el hecho de que una persona haya 

adquirido derechos a una pensión de vejez por las cotizaciones abonadas durante un 

determinado período al régimen de seguridad social de un Estado miembro no impide que la 

legislación de este Estado miembro pueda dejar de ser aplicable posteriormente a esta persona. 

Corresponde al órgano jurisdiccional nacional determinar, a la vista de las circunstancias del 

litigio del que conoce y de las disposiciones del Derecho nacional aplicable, en qué momento 

esa legislación dejó de ser aplicable a tal persona. 

3)      El artículo 22, apartado 1, letra b), del Reglamento n.º 1408/71, en su versión modificada y 

actualizada por el Reglamento n.º 118/97, tal como fue modificado por el Reglamento 

n.º 307/1999, debe interpretarse en el sentido de que impide que la legislación del Estado 

competente supedite la percepción de un subsidio como el controvertido en el litigio principal a 

un requisito de residencia y de presencia en el territorio de ese Estado miembro. 

4)      El artículo 22, apartado 1, letra b), y el artículo 22, apartado 2, del Reglamento n.º 1408/71, 

en su versión modificada y actualizada por el Reglamento n.º 118/97, tal como fue modificado 

por el Reglamento n.º 307/1999, deben interpretarse en el sentido de que una persona que se 

encuentre en una situación como la examinada en el litigio principal conserva el derecho a 

percibir las prestaciones a las que hace referencia esa primera disposición tras haber trasladado 

su residencia a un Estado miembro distinto del Estado competente, siempre que haya obtenido 

una autorización a tal efecto 

IV. TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
DERECHO A UN PROCESO JUSTO 

STEDH 26/01/2017. Caso Ivanova et Ivashova c. Rusia 

Resumen: Derecho a un proceso justo: acceso al tribunal.   

Recurso inadmitido por presentarse fuera de plazo, a pesar de la recepción tardía de la 

resolución que se pretendía recurrir. Existencia de violación del art.6.1 CEDH. 

Hechos: la segunda demandante, Sra. Ivashova, quería recurrir una sentencia de un tribunal de 

distrito. El plazo establecido por el derecho interno a tal fin era de un mes a partir de la redacción 

del texto integral de la decisión. En la audiencia pública de lectura de la decisión en primera 

instancia, el tribunal sólo leyó la parte dispositiva. La demandante se presentó varias veces en la 

secretaría del tribunal para informarse sobre la disponibilidad del texto íntegro de la sentencia, y 

así mismo remitió varias peticiones por escrito. Cuando hizo sus primeras visitas, el texto de la 

sentencia no se había incorporado al expediente. Después, según ella, el secretario le denegó 

una copia íntegra de la sentencia aduciendo que ya le había sido enviada por correo, sin 

embargo, este envío postal le llegó demasiado tarde para presentar un recurso de apelación 

motivado.   

Sin embargo, la demandante tuvo el cuidado de interponer en plazo un escrito  de apelación 

sucinta, explicando que aún no tenía conocimiento de los motivos de la decisión. Una vez estuvo 

en posesión de una copia íntegra de la decisión completó su recurso de apelación, pero fue en 

vano  
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Alegando que el motivo del retraso que se le opuso era erróneo, la demandante  denuncia la 

vulneración de su derecho de acceso a un tribunal.  

Fundamentos jurídicos: art.6..1 CEDH El ejercicio del derecho al recurso no es realmente posible 

sino a paritr del momento en que el interesado puede conocer completa y  efectivamente la 

resolución a recurrir  

(...)  

A falta de cualquier sistema de notificación a las partes dirigido a informarles de la puesta a su 

disposición del texto completo de la resolución en secretaría, en opinión del TEDH, la 

demandante a tomado todas las precauciones razonables para obtener el texto completo de la 

resolución y para interponer recurso de apelación en el plazo legal. Calcular un plazo de recurso 

a partir de la fecha de elaboración de una copia de la resolución completa supone que el 

transcurso del plazo es algo que escapa por completo al poder del justiciable.  

 Dicho de otra forma, la inadmisión de la apelación por extemporánea, procede de una 

interpretación rigorista del derecho interno que impone al interesado una obligación que no está 

en condiciones de cumplir, incluso dando prueba de una singular diligencia  

Conclusión: ha habido violación del art.6.1 CEDH  

 Dans l’affaire semblable de la première requérante, Mme Ivanova, la Cour conclut à l’unanimité 

à la non-violation de l’article 6 § 1, aucun élément du dossier ne lui permettant en l’espèce de 

s’écarter de la conclusion de la juridiction d’appel interne selon laquelle l’intéressée avait 

forcément eu connaissance de la décision concernée en temps et en heure 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA 
STEDH 21/02/2017. Caso Rubio Dosamantes c. España 

Resumen: derecho a la vida privada (art.8 CEDH). Violación.  

 El asunto trata sobre la demanda por vulnración del honor y la reputación de la cantante 

Paulina Rubio por los comentarios sobre su vida privada en programas de televisión.  

La AP de Madrid había desestimado la demanda de la Sra Rubia porque estimó que los 

comentarios relativos al consumo de droga de su compeñero, R.B, atañían sólo al estado de su 

relación sentimental y no a una supuesta inicitación por la Sra. Rubio al consumo. En lo que se 

refiere a las alusiones sobre su orientación sexual, la AP consideró que no atentaban contra el 

honor, puesto que la homosexualidad de una persona no debía considerarse nunca como 

deshonrosa,  y ello  en la medida que la Sra Rubia habia tácitamente consentido la polémica 

sobre la cuestión. 

En fin, la AP estimó que los malos tratos que la Sra Rubio habría infligido a RB no suponían ningún 

atentado a su reputación.  

El TEDH considera que el hecho de que la Sra Rubio sea bien conocida por el público, en tanto 

que artista, no implica que sus actividades o comportamientos en su vida privada deban 

considerase necesariamente relevantes para el interés público.  

Estoma que el hecho de que la Sra Rubio hubiera podido atraer la atención de la presna no 

autorizaba a los canales de televisión a difundir comentarios incontrolados sobre su vida privada 

El TEDH recuerda que ciertos acontecimientos de la vida privada y familiar son objeto de una 

protección especialmente intensa a la vista del art.8 CEDH y deben llevar a los peridistas ha 

hacer gala de prudewncia y precaución cuando se ocupen de ellos . 

De esta forma, el hecho de difundir rumores no verificados o de hacer comentarios sin control ni 

límite sobre cualquier tema relativo a la vida de otro no puede verse como algo inocuo. El TEDH 

considera que correspondía a las autoridades nacionales proceder a una apreciación de las 

emisiones de telivisiones objeto de litigio a fin de distinguir y ponderar lo que era susceptible de 

afectar a la esencia de la vida privada de la Sra. Rubio y lo que podía suponer un interés 

legítimo- 

LIBERTAD DE REUNIÓN Y MANIFESTACIÓN 
STEDH 02/02/2017. Caso Navalnyy c. Rusia 

Libertad de reunión y manifestación: violación de los arts.5 (derecho a la libertad), art.6 (derecho 

a un proceso justo) y art.11 (libertad de reunión) del CEDH 

El caso se refiere al arresto de Aleksey Navalnyy siete veces con ocasión de reuniones públicas y 

los procedimientos incoados contra él por infracción administrativa.  

M. Navalnyy estimait considera que estas medidas fueron adoptadas por razones de sus ideas 

políticas y contrarias, por ello, a sus derechos fundamentales.  

 El TEDH considera que todas las detenciones fueron medidas desproporcionadas contra las 

reuniones públicas pacíficas, respecto de las que nunca se apreció justificación y que vulneraron 

la libertad de reunión. A la vista igualmente de otros asuntos, estas detenciones evidencian una 

práctica consistente en que la políica interrumpa las reuniones públicas pacíficas, no declaradas 



y en arrestar sistemáticamente a sus participantes. Las 7 veces que el Sr. Navalnyy fue arrestado , 

se consideran todas como privaciones arbitrarias de su libertad, cuya justificación no existía a la 

vista de las circunstancias. En fin, 6 de los siete procedimientos administrativos fueron injustos. Los 

Tribunales  fundaron sus sentencias únicamente en las versiones proporcionadas por la policía, sin 

verificar nunca las alegaciones de las partes, y rechazó las demandas del Sr. Navalnyy dirigidas a 

examinar las pruebas, presumiendo siempre  que todo testigo que depusiera en su favor sería 

parcial 
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1. La aplicación del silencio administrativo en el régimen de prestaciones del FOGASA 

 

Es en la actualidad un debate recurrente en el foro judicial la determinación el régimen de 

responsabilidades del Fondo de Garantía Salarial en aquellos casos en los que desde el momento de la 

solicitud que efectúa el trabajador transcurren más de tres meses sin haber obtenido respuesta por dicho 

organismo. La problemática emerge del contenido del artículo 43 de la extinta Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común (LPAC). Aquél derogado precepto (que en la actualidad ha sido sustituido por el artículo 24.1 de la 

Ley 39/2015, con alguna modificación que no incide en nuestro análisis) regulaba la figura administrativista 

del “silencio positivo”; esto es, conforme a su apartado 1, que vencido el plazo general de tres meses 

contemplado en el artículo 42.3 LPAC sin resolución expresa o sin suspensión acordada la persona 

interesada solicitante está legitimada para entender que su petición ha sido estimada. Y aunque esa 

previsión legal pueda ser entendida desde una perspectiva meramente subjetiva, el posterior apartado 2 

del mismo artículo la objetiviza al prever que “la estimación por silencio administrativo tiene a todos los 

efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento”. Y lo que es más 

significativo, conforme a la letra a) del apartado 3 de dicho precepto, si ha existido estimación por silencio 

administrativo “la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser 

confirmatoria del mismo”. 

Ninguna duda cabe en relación a la aplicación del procedimiento administrativo al Fondo de Garantía 

Salarial, en tanto que se trata de un organismo autónomo adscrito al Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social con personalidad jurídica y capacidad de obrar (art. 33.1 ET y art. 1 RD 505/1985, en relación al art. 

2.2 LPAC y 2.2 a) Ley 39/2015).  Tampoco es dudosa la inexistencia de la excepción de silencio negativo de 

los arts. 43.1 LPAC y 24.1 Ley 39/2015, en tanto que no existe ley alguna que establezca que en este caso se 

aplique el silencio negativo, puesto que el legislador no previó en forma expresa el pago de prestaciones 

de garantía del FOGASA en la DA vigésimo novena de la Ley 13/2000. Y, finalmente, por aplicación del art. 

28.Siete del RD 505/1985, el plazo de resolución es el “ordinario” de tres meses. 

En consecuencia, cuando el trabajador formula la petición del pago de garantía pública al FOGASA y no 

obtiene respuesta alguna a lo largo del mentado lapso temporal, su petición ha sido estimada por 

mandato legal (y así se recoge expresamente en el modelo de impreso de solicitud de pago que 

proporciona dicho organismo, aunque ello no esté expresamente contemplado en la Resolución de 23 de 

julio de 1985), sin que tenga efecto alguno una posterior resolución de dicho organismo en la que, por el 

motivo que fuere, se le deniega la prestación.  

Sin embargo, el impacto de la crisis económica, de un lado, y el recorte de personal de las 

Administraciones públicas, de otro, han comportado –pese a las mejoras en la gestión de tiempos más 

recientes- que en muchos casos la tramitación del pago de prestaciones supere, con mucho, el mentado 

lapso temporal de tres meses (llegándose en ocasiones según informaciones de prensa a superar el año y 

medio). Ello ha conllevado que, transcurrido aquel lapso temporal, el FOGASA haya dictado múltiples 

resoluciones denegando o reduciendo la prestación de garantía ficticiamente reconocida antes. 

 

2. Los efectos del silencio administrativo positivo 

 

El silencio administrativo es una ficción jurídica (que no, una presunción legal), mediante la cual la ley 

establece unos determinados efectos –denegatorios o aprobatorios- cuando una vez transcurrido el plazo 

http://www.empleo.gob.es/fogasa/impresos/solicitud.pdf
http://www.empleo.gob.es/fogasa/impresos/solicitud.pdf
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“ad hoc” no ha existido resolución expresa. Por tanto, partiendo de un hecho que se sabe irreal, se actúa 

“como si” hubiera existido. La finalidad de dicha medida no es otra que impedir la situación de indefensión 

de un ciudadano ante el incumplimiento de la Administración de su deber de responder la 

correspondiente petición formulada por aquél, conforme constante doctrina constitucional. 

Históricamente la regla general en el Derecho Administrativo había sido la del silencio negativo (con la 

única excepción en el ámbito laboral del plazo de vigencia del Decreto de 2 de abril de 1954), en su caso 

previa denuncia de mora o certificado de acto presunto. Sin embargo, ese modelo experimentó un 

cambio radical con la entrada en vigor de la Ley 4/1999, que modificó la LPAC y consagró el silencio 

positivo, salvo concretas excepciones (una lógica que ha pervivido, pese a las críticas de algún sector 

doctrinal) en la Ley 39/2015. 

La Exposición de Motivos de la Ley 4/1999 era clara y terminante, al afirmar: “el silencio administrativo 

positivo producirá un verdadero acto administrativo eficaz, que la Administración pública sólo podrá 

revisar de acuerdo con los procedimientos de revisión establecidos en la Ley”. En consecuencia, en el 

marco legal administrativo actualmente vigente el silencio positivo comporta como regla general que 

aquello que solicitó en su momento el ciudadano a una Administración pública pase a integrarse en su 

patrimonio personal una vez transcurrido el correspondiente plazo sin respuesta por aquélla, con la 

interdicción de que se dicte una posterior resolución en sentido contrario. Y si la Administración 

correspondiente considera que la aplicación de la mentada “fictio iuris” es contraria a legalidad no tiene 

otra alternativa que instar el procedimiento de revisión de oficio de actos administrativos de los artículos 

102 a 106 de la vigente Ley 39/2015 (anteriores artículos 106 a 111 LPAC), con el siempre engorroso trámite 

de obtención del “dictamen favorable del Consejo de Estado”. Y ello porque ha existido, en su caso, un 

acto ficticio nulo de pleno derecho a través del cual se han adquirido derecho sin los requisitos esenciales 

legalmente exigidos (arts. 62.1 f) LPAC y 47.1 f) Ley 39/2015). 

Se afirma, entre otras, en la sentencia de la sala de lo contencioso-administrativo de 19 de abril de 2016 

(Rec. 1877/2015) que el art. 43 LPAC “implica que si la Administración considera que el acto administrativo 

así adquirido es nulo, por aplicación del propio art. 62.1.f) (esto es, por carecer el adquirente del derecho 

de los requisitos esenciales para su adquisición), no podrá dictar una resolución expresa tardía denegatoria 

del derecho, posibilidad vedada por el art. 43.4.a), sino que habrá de acudir al procedimiento de revisión 

de oficio contemplado en el art. 102.1, de la tan citada Ley 30/1992 . La interpretación contraria, es decir, 

la consistente en que el acto adquirido por silencio positivo puede ser directamente desplazado por un 

acto expreso posterior en los casos del art. 62.1.f), es no solo contraria a la naturaleza del silencio positivo 

plasmada en la misma Ley , sino también a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima que la 

propia Ley también recoge, sin olvidar que siempre queda en manos de la Administración evitar los efectos 

distorsionadores de la adquisición de derechos cuando no se cumplen las condiciones para ello, mediante 

el simple expediente de resolver los procedimientos en plazo”. 

En consecuencia, los contenidos patrimoniales adquiridos por los ciudadanos a través del silencio 

administrativo positivo no pueden ser alterados por ninguna resolución denegatoria posterior. La única 

posibilidad de revisión de dichos efectos por una Administración pública pasa por instar el procedimiento 

administrativo de revisión de oficio. 

 

3. La doctrina de la Sala de lo Social del TS y la problemática aplicativa subsistente 

 

Los criterios sentados por la doctrina contencioso-administrativa han sido también aplicados en la 

jurisdicción social con carácter prejudicial. Así, la doctrina unificada ha venido indicando a partir de la STS 

UD 16.03.2015 (Rec. 802/2014) que una vez adquirido el derecho a la prestación de garantía por silencio 

administrativo, no es dable la denegación del mismo por aplicación del marco legal, afirmándose en este 

sentido: “como señala la sentencia de la Sala Tercera de 17-7-2012, citada en la de la misma Sala Tercera 

de 25-9-12 (R. 4332/11) -a su vez traída a colación por la parte recurrente en nuestro recurso y por el 

Ministerio Fiscal-: "una vez operado el silencio positivo, no es dable efectuar un examen sobre la legalidad 

intrínseca del acto presunto, pues, si bien es cierto, que según el art. 62.1 f) de la Ley 30/92 son nulos de 

pleno derecho los actos presuntos "contrarios" al Ordenamiento Jurídico por los que se adquieren 

facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición, no es menos 

cierto que para revisar y dejar sin efecto un acto presunto (nulo) o anulable la Administración debe seguir 

los procedimientos de revisión establecidos por el art. 102, o instar la declaración de lesividad”.  

Pese a que los criterios aplicativos son claros, como lo es también la doctrina casacional antes citada, 

aparecen en la práctica variados problemas aplicativos de otra índole. 

Así, empiezan a proliferar demandas y recursos en las que los trabajadores reclaman la integridad de la 

cantidad recogida en el título habilitante, al entender que los efectos del silencio positivo no se extiende 

únicamente al derecho al acceso a la prestación, sino al quantum allí fijado. En general, aunque no en 

forma unánime, la respuesta judicial ha sido negativa a dichas pretensiones. Y ello por la mera lógica 



aplicativa de la propia institución del silencio positivo. En efecto, si éste opera “como si” hubiera existido 

resolución expresa estimatoria es obvio que ésta no podría haber sobrepasado el límite de garantía de los 

apartados 1 y 2 del artículo 33 ET. A lo que cabe añadir –con argumento más significativo- que si como 

ocurre en la práctica totalidad de supuestos el trabajador ha efectuado la petición de pago utilizando el 

impreso de solicitud ordinario (aunque pueden aparecer dudas si se ha redactado motu proprio la 

instancia) lo que en definitiva está reclamando no es una cantidad concreta, sino el reconocimiento del 

derecho al régimen legal de prestaciones. 

Así lo ha entendido también la doctrina de suplicación, como es de ver en la STSJ Madrid 12.02.2016 (Rec. 

705/2015), en la que acudiendo  a los criterios de la Sala 3ª TS en relación a un supuesto de expropiación 

forzosa, se indica “lo que nos interesa es que la formulación de una solicitud que debe considerarse 

estimada por silencio positivo no puede ir más allá de lo que resulta de la norma aplicable. Es decir, en este 

caso, no puede ir más allá de la aplicación del art. 33 ET” 

Pero continúan existiendo otra problemática adicional. Así, cabrá preguntarse qué ocurre  en aquellos 

casos en los que han existido previas resoluciones del FOGASA respecto a los mismos trabajadores y la 

misma empresa que han agotado los límites de garantía y, transcurridos más de tres meses desde la 

petición, dicho organismo dicta una resolución denegatoria (en lugar de dictar otra, estimatoria, aunque 

fijando la cantidad en cero euros). 

Y, asimismo, concurren en la práctica determinados supuestos en los que la pretensión de pago se sustenta 

sobre títulos no habilitantes (verbigracia: conciliación administrativa, conceptos extrasalariales, etc.) o 

inexistentes (a veces con una cierta impresión del juez de concurrencia de fraude de ley). Es ése, por 

ejemplo, el caso analizado en la STSJ Cataluña 22.09.2015 –Rec. 3029/2015-, en relación a un supuesto en 

que existía resolución de la ITSS declarando que el vínculo laboral había sido inexistente. Aunque la 

mayoría de la sección optó por reconocer el derecho del trabajador al pago de la cantidad 

correspondiente, concurre voto particular discrepante, en el que se afirma que aquella otra interpretación: 

“supone primar el formalismo que la ley busca evitar con la institución del silencio, al conceder eficacia al 

mero cumplimiento de determinados trámites con su correspondiente reflejo documental (sentencia 

estimatoria, auto de insolvencia) junto con el mero transcurso de tres meses; cuando, por otro lado, hay 

fundadas razones para afirmar que no hubo una realidad jurídica que amparase aquellas actuaciones 

judiciales”. 

Son estas dos últimas cuestiones (agotamiento previo del régimen de responsabilidad del FOGASA y 

solicitud en base a un título no habilitante o inexistente) dos escenarios que están generando actualmente 

problemas aplicativos, lo que ha dado lugar a pronunciamientos judiciales contradictorios sin que de 

momento exista doctrina unificada. Surge aquí la evidente paradoja de la aplicación del silencio positivo 

en estos casos: aunque resulte claro y evidente que el solicitante no tiene derecho a la prestación de 

garantía la aplicación del artículo 43 LPAC  y, en su caso, del artículo 24.1 Ley 39/2015 ía obliga al juez de lo 

social a estimar las demandas formuladas contra resoluciones administrativas denegatorias y 

extemporáneas, señalando al FOGASA la necesidad de acudir a la vía de revisión administrativa. 

 

 

4. Otra posible alternativa hermenéutica: la demanda de revisión de actos administrativos 

 

Sin embargo, cabe preguntarse si el FOGASA ostenta la capacidad de autotutela de revisión propia de 

actos administrativos. Y ello porque, aunque como se ha visto ésa es la regla general del procedimiento 

administrativo, en el ámbito social concurre una normativa propia. En efecto, el artículo 146 LRJS, tras la 

entrada en vigor de la vigente ley procesal laboral, no extiende únicamente los efectos del proceso de 

revisión de actos declarativos de derechos al ámbito de la Seguridad Social, sino también al propio Fondo 

de Garantía Salarial (una previsión antes inexistente). De esta forma dicho organismo no puede “revisar por 

sí mismos sus actos declarativos de derechos en perjuicio de sus beneficiarios”, debiendo acudir a la 

demanda judicial, sin que parezcan aplicables las excepciones del apartado 2 del artículo 146 LRJS. Así se 

ha afirmado en algún pronunciamiento de la doctrina de suplicación, como es de ver en la STSJ Canarias –

Santa Cruz de Tenerife- 16.02.2015 (Rec. 233/2014), aunque con carácter obiter dictum.  

Por tanto, parecería como adecuado que el FOGASA en aquellos casos en los que ha transcurrido el plazo 

de tres meses y exista –en el mundo artificial del derecho- una resolución estimatoria, en lugar de dictar un 

acto expreso en sentido contrario como es su práctica habitual,  interpusiera–con independencia de la 

ejecutividad del acto “presunto”- una demanda de revisión, ex art. 146 LRJS. Desde mi punto de vista ésa 

sería la lógica más respetuosa con la ley, aunque ello comporta en la práctica un incremento de la 

actividad jurisdiccional de un primer grado saturado y al borde del colapso (situación en la que cabrá 

señalar como culpable a un legislador ineficaz que no ha previsto el silencio negativo en estos casos y ha 

escatimado medios humanos materiales al FOGASA y a los juzgados en una época de crisis).  

Sin embargo, como es notorio no es ésa la actuación de la institución de garantía en la práctica, que se 

está limitando a dictar contra legem resoluciones expresas denegatorias cuando previamente por su 

inactividad ha existido una resolución “presunta” estimatoria. De esta forma, el conocimiento judicial de 
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dichos supuestos emerge de las demandas que interponen los trabajadores contra aquellos actos 

administrativos denegatorios, lo que obliga a aplicar la figura del silencio positivo, como ha ocurrido en la 

mayor parte de pronunciamientos recaídos hasta la fecha.  

Esa constatación conlleva una cuestión procesal conexa. En efecto, en las sentencias hasta ahora 

recaídas se acostumbra a dar una respuesta en lógica iuslaboralista en base a las pretensiones de la parte 

actora; por tanto: se condena al FOGASA al pago de las cantidades correspondientes. Sin embargo, no 

cabe olvidar que en realidad en esos supuestos los órganos judiciales sociales estamos actuando como 

tribunales contencioso-administrativos. En consecuencia, lo que estamos haciendo no es otra cosa que 

anular dichas resoluciones denegatorias, validando por tanto los previos actos ficticios (resultando de 

aplicación la lógica procesal del art. 151.9, c) LRJS). Y no es ésa una constatación meramente formal, por 

la incidencia que en relación a la aplicación del principio de cosa juzgada material puedan tener las 

sentencias estimatorias que apliquen dicho silencio positivo respecto a una posible demanda de revisión 

que por la vía del art. 146 LRJS inste el FOGASA con posterioridad. En puridad administrativista en dichos 

pronunciamientos estimatorios no estamos condenando al pago de cantidades (aunque formalmente así 

se haga), sino que estamos anulando las segundas resoluciones, en forma tal que los primeros actos 

administrativos “ficticios” cobran eficacia, con los límites legales. Es por ello que, en mi opinión, no existiría 

en el caso de concurrencia de sentencia firme condenatoria a la institución de garantía limitación para 

que ésta instara la demanda de revisión. Aquello que se ha juzgado es la eficacia de la segunda 

resolución expresa, no la adecuación de legalidad de la primera por silencio positivo. 

Más, pese a lo expuesto, cabe preguntarse si son posibles otras soluciones menos alambicadas y complejas 

que la posibilidad de actuaciones procesales duales (la del trabajador impugnando el segundo acto 

administrativo y la de revisión del FOGASA). En especial, cabe preguntarse si es posible sustanciar en la 

propia demanda instada por el trabajador contra la resolución denegatoria extemporánea la cuestión 

relativa a la adecuación de legalidad de la primera ficticia. Por tanto, la resolución en una sola sentencia 

de toda la problemática concurrente respecto a ambos actos administrativos. 

Una primera posibilidad que me parece viable sería la de acudir a la institución de la reconvención, 

siempre que expresamente se formulara como tal por el FOGASA –lo que no parece ocurrir actualmente 

en la práctica-. Cabe señalar, en este sentido, que esa institución procesal no es otra cosa que una 

“contrademanda acumulada”: por tanto, el ejercicio de una segunda acción dentro en el mismo proceso 

en forma tal que el demandado se convierte en demandante y viceversa. De esta forma, en el supuesto 

analizado ante la pretensión del trabajador de que se anule la resolución denegatoria (aunque 

formalmente se articule como reclamación de cantidad) podría pretender el FOGASA la acción de 

revisión del artículo 46 respecto al primer y ficticio acto administrativo. Ello conlleva inevitablemente 

reflexionar sobre si los estrictos límites del art. 85.3 LRJS impiden en estos casos la imposibilidad de 

reconvención por el FOGASA en los términos apuntados.  

Pues bien, si analizamos los requisitos contemplados en dicho precepto podremos comprobar en primer 

lugar que la reclamación legal de conexión de pretensiones parece en este supuesto evidente, no 

presentado mayores problemas prácticos. A idéntica conclusión cabe llegar respecto la identidad 

competencial que también se contempla en el art. 85.3 LRJS, puesto que tanto la acción contra la 

resolución denegatoria como la acción revocatoria se someten a idénticas reglas de competencias por 

razón de la materia y territorial.  

Mayor complejidad conlleva el cumplimiento del requisito del previo anuncio de la demanda 

reconvencional en la vía administrativa previa. La posible dificultad aplicativa no es apreciable respecto a 

las solicitudes anteriores al 2 de octubre de 2016 porque hasta dicha fecha, por aplicación del artículo 70.1 

LRJS, el marco legal no exigía reclamación previa o agotamiento de la vía administrativa. Sin embargo, tras 

la derogación expresa de dicho precepto a través de la Ley 39/2015 y su entrada en vigor en el día 

indicado no es claro que en las reclamaciones contra el FOGASA posteriores no tenga que efectuarse 

recurso de alzada, en tanto que no nos hallamos aquí ante conflictos surgidos entre personal laboral y la 

correspondiente Administración y sí frente a un acto administrativo sometido a derecho administrativo. En 

todo caso, en ese escenario resulta evidente que, a fin de invocar en juicio la reconvención, el FOGASA 

debería dictar resolución expresa en ese sentido. 

Y para finalizar el análisis del cumplimiento de las exigencias del art. 85.3 LRJS, aunque es cierto que la 

acción original del trabajador se formulará a través del proceso ordinario (habitualmente como demanda 

de cantidad, sin que resulte claro si en la actualidad el proceso correspondiente sería el del art. 151 LRJS) y 

la demanda reconvencional por la vía del art. 146 LRJS, no parece existir óbice alguno para su posible 

acumulación de ambos procesos, de conformidad con la regla del art. 30.1 LRJS.   

En estos casos, de considerarse que el trabajador no tiene derecho a la prestación debería el juez de lo 

social estimar la demanda que éste formule únicamente a los efectos de declarar la nulidad de la 

segunda resolución, y, a su vez, estimar la demanda reconvencional por nulidad del acto ficticio, con 

absolución, total o parcial, del FOGASA respecto a las obligaciones de pago correspondientes. 



Y a la posibilidad de demanda reconvencional cabe añadir la reflexión contenida en la importante 

sentencia del TSJ tinerfeño antes citada, en la que se señala la posibilidad que la parte demandada 

invoque como excepción procesal la ecléctica figura de la nulidad del negocio jurídico sobre el que se 

sustenta la pretensión de condena postulada por la actora, de conformidad con el artículo 408.2 LEC. 

Aunque es ésa una figura procesal poco utilizada, hallaremos al respecto algún pronunciamiento de la 

Sala Civil del TS al respecto, como es de ver en la sentencia de 29.10.2013 –Rec. 1869/2011-:  

“El  art. 408.2   de la  Ley de Enjuiciamiento Civil   permite al demandado oponer la nulidad absoluta 

del negocio en que se basa la pretensión por medio de excepción. Se trata de una excepción con 

un régimen especial (lo que se ha venido en llamar "excepción reconvencional") por cuanto 

permite al demandante solicitar del Juzgado se le dé la oportunidad de contestar a la referida 

alegación de nulidad en el mismo plazo establecido para la contestación a la reconvención. 

Esta previsión legal entronca con la doctrina jurisprudencial que afirmaba, antes incluso de esta 

previsión legal, la posibilidad de que la nulidad contractual se hiciera valer por vía de excepción, sin 

necesidad de acudir a la vía reconvencional ( sentencias de esta Sala núm. 1034//1994, de 19 de 

noviembre , recurso núm. núm. 55/1992 ;  núm. 508/1996, de 20 de junio, recurso núm. 3447/1992 

;  núm. 974/2005, de 15 de diciembre ) , recurso núm. 1499/1999 ; y núm. 35/2008, de 23 de enero  , 

recurso núm. 5641/2000)” 

Si esa vía resulta admitida, el juzgado de lo social deberá dictar sentencia en la que, estimando la 

excepción invocada por el FOGASA, desestime la demanda. 

En todo caso, resulta evidente que en ambos casos –reconvención o aplicación del art. 408.2 LEC- debe 

existir una manifestación expresa por parte de la institución de garantía en el juicio oral (incluso con un 

allanamiento a la petición de nulidad de la segunda resolución denegatoria, aunque no al régimen de 

condena al pago de cantidades) y no, como ocurre en la actualidad, pretender la validez del acto 

expreso contra legem por inexistencia de derecho. Esta última posición (mantenida por el FOGASA tanto 

en el primer como en el segundo grado jurisdiccional) es insostenible por aplicación de los preceptos 

legales y jurisprudenciales citados, en tanto que el objeto del proceso es la validez de una resolución 

contraria al silencio positivo; pero nada empece a que, en demanda posterior por la vía del artículo 146 

LRJS o en el propio proceso instado por el trabajador, a través de la demanda reconvencional o como 

excepción procesal, se discuta la eficacia del previo acto presunto. 

 

 

5. Conclusiones 

 

Como sucintas conclusiones de las previas reflexiones cabe señalar las siguientes: 

a) Las resoluciones denegatorias de prestaciones de garantía dictadas por el FOGASA transcurrido el plazo 

de tres meses operando el silencio positivo legalmente contemplado son nulas 

b) Sin embargo, el reconocimiento de la plena eficacia de la previa resolución administrativa ficticia ha de 

limitarse a la condena de las cantidades correspondientes en función de los límites legales del art. 33 ET.  

c) Para dejar sin efecto el previo acto ficticio denegatorio dicho organismo ha de proceder a efectuar la 

correspondiente revisión del mismo, en lugar de dictar resoluciones expresas denegatorias. 

d) Sin embargo, no opera en estos casos la autotutela de la revisión administrativa  de oficio prevista 

actualmente en los artículos 102 a 106 de la vigente Ley 39/2015, sino que el FOGASA debe acudir a la 

acción judicial de revisión del art. 146 LRJS 

e) En todo caso, la existencia de pronunciamientos judiciales previos condenando al FOGASA al pago de 

determinadas cantidades aplicando el silencio positivo no enerva la posibilidad de acción revisoría 

posterior por el mentado organismo, en tanto que no concurre aquí cosa juzgada material. 

f) Las anteriores conclusiones comportan que aunque se haya dictado una resolución denegatoria contra 

legem el Fondo de Garantía Salarial pueda formular demanda reconvencional en el proceso instado por el 

trabajador, invocando la acción de revisión judicial citada, al cumplirse los requisitos observados en el 

artículo 85.3 LRJS (al menos, respecto a las solicitudes anteriores a la entrada en vigor de la Ley 39/2015 y 

con las dudas aplicativas que comporta dicha norma respecto a la necesidad o no de agotar la vía 

administrativa en estos supuestos). 

e) Tampoco resulta descartable que en el juicio se formule la “excepción reconvencional” de nulidad del 

negocio jurídico, ex art. 408.2 LEC. 

Artículo publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/responsabilidad-del-fogasa-y-silencio.html  
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Huelga y subcontratas el caso ALTRAD RODISOLA 
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Magistrado especialista TSJ Cataluña 
 

Introducción 

El 16 de noviembre de 2016 la Sala IV del TS ha dictado una sentencia en materia de modificación 

sustancial de las condiciones de trabajo y derecho de huelga en el contexto de descentralización 

productiva que ha hecho saltar las alarmas. 

En esta sentencia, sin decirlo claramente, el TS se desdice de una consolidada doctrina1 que venía 

aquilatando en materia de derechos fundamentales, concretamente huelga, en situaciones de 

descentralización productiva, y que no hacía sino seguir la estela marcada en su momento por el TC, 

concretamente en su STC 75/2010, de 19 de octubre, que esta sentencia del Alto Tribunal ni siquiera cita.  

 

1.- Planteamiento de la cuestión 

 

El día 13 de julio de 2.015 la dirección ALTRAD RODISOLA comunicó al Comité de Empresa del centro de 

Tarragona, a los Delegados de Personal y a los trabajadores de aquellos centros de trabajo donde no 

existen representantes unitarios, la decisión del Consejo de Administración de acometer un proceso de 

modificación sustancial colectiva de condiciones de trabajo consistente en una reducción de costes que 

permita garantizar la viabilidad futura de la empresa, que afectará a la totalidad de los centros de trabajo 

de la misma, por lo que se requería que se procediese a la composición de una Comisión negociadora 

con arreglo al art. 41 E.T . con la que mantener el preceptivo periodo de consultas debiendo integrarse la 

misma por trece miembros. El período de consultas comenzó el 13 de agosto del mismo año, celebrándose 

diversas reuniones y concluyó el 26 de dicho mes de agosto,  sin acuerdo 

El día 14 de agosto de 2.015 el Secretario de Acción Sindical de la Federación Intercomarcal de Tarragona 

de CGT   comunicó al Departamento de Trabajo de Tarragona de la Generalitat de Catalunya- Sección de 

relaciones colectivas- la convocatoria de huelga en el Centro de trabajo de la empresa ALTRAD RODISOLA 

en Tarragona. El motivo de la huelga fue el desacuerdo con las pretensiones patronales de aplicar 

modificaciones sustanciales  de las condiciones de trabajo y la aplicación del pacto de mejora de 

Convenio para todos los trabajadores del centro de Tarragona. 

La huelga fue desconvocada el día 31 de agosto de 2.015 lo que fue comunicado ese mismo día a la 

empresa. 

Durante la huelga convocada en ALTRAD debía llevarse a cabo en la empresa DOW una parada de corta 

duración en la que el montaje y desmontaje de andamios debía ser ejecutado por la empresa ALTRAD y 

que dado que los mismos no podían ser efectuados por personal de ésta,  por estar en huelga, se optó por  

encomendar el desarrollo de los mismos a la empresa KAEFER AISLAMIENTOS SAU, que finalmente los 

ejecutó, procediendo, además, a modificar un andamio que había sido colocado por ALTRAD;  Por otro 

lado, la empresa BASEL, que  tenía formalizado con ALTRAD un contrato de servicios para andamiaje, 

aislamiento y pintura de 1-5-2.014 con una vigencia de 3 años y que a consecuencia de la huelga y dada 

la urgente necesidad de montar un andamio para efectuar trabajos en altura en tareas de mantenimiento 

de una válvula, el día 21 de agosto  contrató a la empresa PLANIFICCO MONTAJES SL para el suministro, 

montaje, alquiler y desmontaje de andamio en las instalaciones de BASSEL,  , constatándose que si los 

trabajadores de Altrad no hubieran estado en huelga estos trabajos los hubieran desarrollado los mismos. 

La AN    declaró la nulidad de la medida de modificación sustancial colectiva de las condiciones de 

trabajo adoptada por la empresa el 1 septiembre 2015, ordenando la reposición de los trabajadores en las 

condiciones anteriores a su adopción. Todo ello por entender que la contratación por los clientes de la 

empleadora de terceras empresas para realizar el trabajo que deberían desempeñar los huelguistas 

vulnera el derecho a la huelga de éstos.  

La AN considera, con buen criterio, que los actos vulneradores del derecho de huelga pueden ser 

realizados por terceros empresarios distintos del titular de la empresa o centro de trabajo en cuyo ámbito 

se produce la huelga, si tales empresarios tienen una especial vinculación aquel, como sucede en nuestro 

caso, en el que la demandada presta servicios para los mismos, y tal vulneración se produce mediante los 

actos del empresario principal que acude a contratar los servicios de una nueva empresa contratista para 

realizar los trabajos que debían ser desarrollados por los trabajadores que ejercen su derecho a la huelga." 

                                                
1 STS  20 abril 2015   Recurso: 354/2014;  STS 11 febrero 2015, RJ 2015\1011; STC  

 



(SSTS  11 febrero 2015 (rco. 95/2014) -caso Grupo Prisa - y de 20 abril 2015 (rco. 354/2014) -caso Coca-Cola -

) 

En segundo lugar, desde la perspectiva del derecho a la negociación colectiva (período de consultas) , 

cuando la vulneración tiene como efecto, neutralizar el legítimo derecho a la huelga como medio de 

presión en la negociación propia de un periodo de consultas vicia la medida que se adopte de nulidad, 

en nuestro caso la modificación sustancial de condiciones de trabajo comunicada a los RRLLTT el día 1-9-

2.015 

ALTRAD RODISOLA alega en casación que, a diferencia de los supuestos analizados en las sentencias del TS  

11 febrero 2015 (rco. 95/2014) -caso Grupo Prisa - y de 20 abril 2015 (rco. 354/2014) -caso Coca-Cola -, no 

existe una especial vinculación entre Altrad Rodisola  y las empresas Dow Chemical Ibérica y Basell 

Poliofelinas Ibéricas, S.L., y que la empresa empleadora no sustituyó a los trabajadores huelguistas por otros 

trabajadores de la empresa, sino que fueron las dos empresas citadas las que, durante la huelga, 

contrataron con otras terceras empresas los trabajos que la recurrente no podía ejecutar a causa de la 

huelga, por lo que mal pudo la recurrente quitar fuerza a la posición de los representantes legales de los 

trabajadores (RLT) durante la negociación de la MSCT. Por el contrario, Altrad no obtuvo ningún beneficio 

de que se hubieran encargado los trabajos a terceros, ya que al no poder realizarlos tampoco los pudo 

cobrar. 

El TS considera que no hay una vulneración del derecho de huelga porque:  

1.- No existe una vinculación que justifique hacer responder a Altrad Rodisola de una conducta en la que 

no ha participado y en la que no ha podido intervenir para tomar la decisión 

2.- La condición de clientes de Dow y Basell respecto de la empleadora ALTRAD no determina ninguna 

vinculación especial que pueda condicionar la decisión de dichas empresas clientes de contratar trabajos 

con otras empresas de la competencia durante la huelga y tampoco las referidas empresas clientes 

forman un grupo de empresas con Altrad.  

3.- los propios demandantes quienes entendieron que las empresas Dow Chemical Ibérica, S.L. y Basell 

Poliofelinas Ibérica, S.L. no habían conculcado el derecho de huelga, ya que no las demandaron, y por lo 

tanto no apreciaron que existiera entre ellas y la demandada Altrad ninguna especial vinculación que las 

obligara a respetar la huelga 

4.- la actuación de la demandada Altrad consistió únicamente en comunicar a todos sus clientes que no 

podía realizar los trabajos comprometidos con ellas durante la realización de la huelga por sus 

trabajadores. No tiene vinculación con sus clientes que le permita codecidir con ellas la realización de esos 

trabajos por terceras empresas de la competencia, ni estaba en condiciones de impedir que sus clientes 

las contratasen con terceros, ni tampoco se benefició de ello, porque no realizó ni cobró tales trabajos, y 

sin que tampoco conste que hubiese colaborado en su realización, como pone de relieve el 

informe de la Inspección de Trabajo, por lo que no puede imputarse a la demandada Altrad una 

conducta 

que haya impedido o disminuido los efectos de la huelga, o menoscabado la posición negociadora de los 

RLT 

5.- La apreciación que hace la sentencia recurrida sobre la supuesta vinculación de Altrad con sus 

empresas clientes es tan amplia que conduciría a consecuencias totalmente exorbitantes respecto de una 

adecuada protección del derecho de huelga, pues si se impidiese a los destinatarios de los trabajos, que 

no 

lo tengan prohibido por contrato, contratar con otras, llegaríamos a sostener, como señala en su informe el 

Fiscal de la Audiencia Nacional, que los consumidores habituales de un comercio no pudieran comprar en 

otro, en caso de huelga en el primero, o que, la empresa que tenga que realizar determinados trabajos no 

pudiera recurrir a otra empresa de servicios. 

 

 

2.- La doctrina reciente del TS  

 

El caso GRUPO PRISA: La STS 11 febrero 2015, RJ 2015\1011 Recurso: 95/2014 . Es un caso en que se acuerda 

la existencia de vulneración derecho de Huelga en el seno del Grupo Prisa. SE resuelve que es contraria a 

la libertad sindical y al derecho de huelga la conducta de las demandadas consistente en contratar con 

empresas, cuya actividad es la impresión, la impresión de los periódicos EDICIONES EL PAÍS SL, DIARIO AS SL, 

ESTRUCTURA GRUPO DE ESTUDIOS ECONÓMICOS SA, que realizaba siempre la empresa PRESSPRINT SL, 

durante los días en los que la totalidad de los trabajadores de la plantilla de esta última estaban en huelga, 

habiéndose impreso y distribuido durante dichos días la totalidad de los periódicos de las citadas empresas 

editoras. 

La acción de un tercero -en este supuesto las tres empresas editoras de los diarios anteriormente 

consignados- consistente en contratar con otras empresas la actividad de impresión de los diarios, que 

tenían contratada con PRESSPRINT SL, durante los días en que su plantilla estuvo en huelga, supone 

vulneración de los derechos de libertad sindical y de huelga. 
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Se trata de decidir si es posible la vulneración de los derechos de libertad sindical y de huelga por quien no 

es el empresario del trabajador.  

Protección de los derechos fundamentales de los trabajadores de la contratista frente a la actividad de las 

principal(es) en supuestos de descentralización: existe una especial vinculación entre los trabajadores 

huelguistas que prestan sus servicios en la empresa contratista -PRESSPRINT SL- y las empresas principales -

EDICIONES EL PAÍS SL, DIARIO AS SL, ESTRUCTURA GRUPO DE ESTUDIOS ECONÓMICOS SA- ya que están 

vinculados directamente a la actividad productiva de dichas empresas por ser las destinatarias últimas de 

su actividad laboral. Por dicho motivo la efectividad de sus derechos fundamentales, entre ellos el derecho 

de huelga, puede verse afectado por la actuación de los empresarios principales y, en consecuencia, 

habrán de ser protegidos frente a estas posibles actuaciones vulneradoras del derecho de huelga, ya que 

en caso contrario se produciría una situación de desamparo de los trabajadores. Tal y como ha 

establecido la  STC 75/2010, de 19 de octubre de 2010  (RTC 2010, 75)  : " Y a este desamparo se llega, 

precisamente, como consecuencia de lo que constituye la esencia misma de los procesos de 

subcontratación, esto es la fragmentación de la posición empresarial en la relación de trabajo en dos 

sujetos, el que asume la posición de empresario directo del trabajador, contratando con éste la prestación 

de sus servicios, y el que efectivamente recibe éstos, de una manera mediata y merced a un contrato 

mercantil". 

El Caso Coca-Cola.  STS  20/04/2015   Recurso: 354/2014. Estimó la vulneración del derecho de huelga, en 

base a los siguientes hechos:  el comité de empresa de la fábrica de Fuenlabrada de CASBEGA convocó 

una huelga total de carácter indefinido a partir del 31 de enero de 2014, con motivo del ERE y 

particularmente por el cierre de la planta de Fuenlabrada.  

El periodo de consultas se inició en una primera reunión que tuvo lugar el 22 de enero, fecha en la que se 

tuvo conocimiento oficial de los concretos planes de reestructuración que se abordarían, entre los que se 

incluían el cierre la de planta embotelladora con mayor número de empleados del grupo, la de 

Fuenlabrada (además del cierre de las de Alicante, Asturias y Palma de Mallorca). 

El periodo de negociación del despido se produjo en reuniones habidas los días 28 de enero, 5, 12, 13, 18 y 

21 de febrero, y que la huelga total e indefinida en la planta de Fuenlabrada, de la que sus trabajadores 

hicieron un seguimiento masivo, se mantuvo desde el 31 de enero y durante toda la duración del referido 

tiempo de consultas  

La conducta vulneradora del derecho de huelga ha consistido en modificar las rutas de distribución del 

producto fabricado en las diversas factorías para suministrar producto a la plataforma logística de la 

empresa Casbega en Madrid, permitiendo así abastecer dicha plataforma para suministrar al mercado 

minorista que cubría ...".  

La ausencia de producción de la planta de Fuenlabrada en huelga durante el periodo central de 

consultas fue sustituida por la fabricación de los productos elaborados en otras embotelladoras de CCIP 

que no abastecían nunca hasta entonces la zona centro 

Se produjo esa vulneración del derecho de huelga y la misma incidió de manera directa y frontal en el 

proceso de negociación del despido colectivo, hasta el punto de que la minimización o eliminación de los 

efectos nocivos que el desabastecimiento de productos había de producir con ocasión de esa huelga 

privó a su vez de cualquier eficacia o fuerza a la posición que en la mesa pudieran tener los representantes 

de los trabajadores durante el periodo de consultas que han de realizarse -no se olvide-para analizar las 

posibilidades de evitar o reducir los despidos colectivos ( art. 51.2 ET y 2.2 de la Directiva 98/59 ).. 

El paro completo de la embotelladora de Fuenlabrada, unido al hecho no discutido de que cada una de 

las embotelladora tenía asignado su propio territorio de fabricación, distribución y ventas, significaba que 

en Madrid se produciría un desabastecimiento, un agotamiento de existencias previsto por la propia 

empresa para el día 20 de febrero, situación ante la que se reaccionó por CCIP, surtiendo de productos 

elaborados en otras plantas embotelladoras a la plataforma logística de CCIP en Madrid (Ecoplataform 

S.L.) para su distribución en esta Comunidad Autónoma, en plena huelga y durante el desarrollo del 

complejo periodo de negociación del despido colectivo, de manera que, como ya se ha dicho, en la 

semana del 14 de febrero habían entrado en aquella plataforma logística entre cinco y seis grandes 

camiones y que el día 18 de febrero entraron trece camiones más también con productos fabricados en 

otras plantas, uno procedente de A Coruña, seis procedentes de Sevilla y seis de Burgos. No se ajusta a la 

realidad entonces la afirmación de las recurrentes de que el abastecimiento de la plataforma logística de 

Madrid se produjese cuando finalizó el periodo de consultas. 

No es que el despido colectivo surja como represalia frente a una huelga, sino que se negocia y adopta 

por la entidad empleadora al tiempo que se ponen en escena prácticas productivas tendentes a 

contrarrestar la incidencia de la huelga, esta sí, convocada para presionar en la negociación del despido 

colectivo. Con independencia de la forzada redacción del artículo 124.11 LRJS , estamos ante un supuesto 

de medida empresarial que se ha "efectuado en vulneración de derechos fundamentales y libertades 

públicas" 



. 

3.- La doctrina precedente del TC   

 

En el terreno que nos ocupa: subcontratación de obras y servicios y vulneración de derechos 

fundamentales, es importante recordar la STC 75/2010, de 19 de octubre, que inicio un nutrido número de 

sentencias2,   en que se declara la nulidad del despido los trabajadores de una contratista, cuyos 

empleados se declararon en huelga, razón por la cual, la empresa principal canceló la contrata, 

generándose así una "causa objetiva"  que dio lugar al despido de los trabajadores huelguistas por la 

subcontratista. 

En esta sentencia el TC consideró que se había producido el desamparo del derecho de huelga del 

trabajador, precisamente, como consecuencia de lo que constituye la esencia misma de los procesos de 

subcontratación, esto es la fragmentación de la posición empresarial en la relación de trabajo en dos 

sujetos, el que asume la posición de empresario directo del trabajador, contratando con éste la prestación 

de sus servicios, y el que efectivamente recibe éstos, de una manera mediata y merced a contrato 

mercantil.  

Ante el fenómeno de la subcontratación, el TC concluye que en la práctica si no pudiese otorgarse tutela 

jurisdiccional ante vulneraciones de DDFF en supuestos como éste, se originaría una gravísima limitación de 

las garantías de los DDFF de los trabajadores en el marco de procesos de descentralización empresarial, 

cuando no directamente a su completa eliminación, lo que resulta constitucionalmente inaceptable. 

En el esquema de la subcontratación, el TC considera que  "el derecho de huelga, cuyo ejercicio, por 

definición, se habrá de proyectar de manera principal sobre la actividad productiva de la empresa 

principal", a la que la contrata en sí misma sirve, la pretendida irresponsabilidad laboral de esta empresa 

respecto de cualquier actuación que pueda desarrollar con la finalidad de impedir, coartar o sancionar el 

legítimo ejercicio del derecho de huelga, al socaire de su invocada ajenidad a la relación laboral entre las 

partes, supondría la práctica eliminación del derecho de huelga en el ámbito de estas relaciones.  

Retengamos la conclusión a que llega el TC: "En efecto, de poco servirían las prohibiciones, garantías y 

tutelas establecidas en la legislación laboral en relación con las actuaciones empresariales lesivas del 

derecho de huelga si se admitiera que éstas alcancen únicamente al contratista, empresario directo en la 

relación laboral, y no al empresario principal, que es sobre quien habrán de recaer en última instancia los 

efectos económicos lesivos de la huelga y quien, por tanto, podrá estar igual o más interesado que el 

contratista en combatirla" 

 

 

3.- COMENTARIO Y CONCLUSIONES 

 

Lo primero que nos llama poderosamente la atención de la sentencia que comentamos es la ausencia 

absoluta de  toda cita de la doctrina del TC. El TS, hace una auto cita de sus precedentes, antes 

examinados, para concluir que no son de aplicación al caso;  pero en ningún momento invoca la doctrina 

del TC sobre la tutela de derechos fundamentales y la descentralización productiva. Ciertamente 

sorprendente.  

La doctrina del TC es una adaptación de la legislación laboral a las nuevas fórmulas de organización 

empresarial, surgidas, como es lógico, de la libertad de organización de las empresas (art.38 CE), pero que 

sin una renovación de la normativa laboral en este punto pueden llevar fácilmente a la pérdida absoluta 

de la efectividad de los derechos fundamentales en la relación laboral.  

El esquema triangular de la subcontratación donde la relación laboral no se da con la principal sino con la 

contratista, a pesar de que la principal es la que recibe los frutos del trabajo, supone una ruptura de la 

ajenidad en dos  partes (los riesgos para la empleadora subcontratada y los frutos para la principal no 

empleadora), que hacen que los DDFF del trabajador puedan desconocerse con suma facilidad. 

El derecho de huelga es un paradigma de cuanto decimos. Si la huelga la hacen los trabajadores de la 

subcontrata, le basta a la principal acudir a otra empresa para dejar sin efecto alguno dicha huelga. Si no 

existiera la subcontratación, es claro que tal conducta realizada por la principal incurriría en la prohibición 

de esquirolaje del art.6.5 RDLey 17/77. 

En estos casos, el TC deja bien claro que el ejercicio del derecho de huelga, por definición, se habrá de 

proyectar de manera principal sobre la actividad productiva de la empresa principal.  Por ello mismo, 

                                                
2  STC 76/2010 de 19 octubre. RTC 2010\76; STC 98/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\98;  STC 99/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\99;  

STC 110/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\110; STC 108/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\108; STC 109/2010 de 16 noviembre. RTC 

2010\109; STC 107/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\107;  STC 106/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\106;  STC 105/2010 de 16 

noviembre. RTC 2010\105;  STC 111/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\111; STC 104/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\104;  STC 103/2010 

de 16 noviembre. RTC 2010\103;  STC 102/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\102; STC 101/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\101; STC 

100/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\100;  STC 112/2010 de 16 noviembre. RTC 2010\112 
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continúa el TC " de poco servirían las prohibiciones, garantías y tutelas establecidas en la legislación laboral 

en relación con las actuaciones empresariales lesivas del derecho de huelga si se admitiera que éstas 

alcancen únicamente al contratista, empresario directo en la relación laboral, y no al empresario principal, 

que es sobre quien habrán de recaer en última instancia los efectos económicos lesivos de la huelga y 

quien, por tanto, podrá estar igual o más interesado que el contratista en combatirla" 

Pues bien, una de las garantías y tutelas establecidas en la legislación laboral en relación con las 

actuaciones empresariales lesivas del derecho de huelga es la prohibición del conocido como "esquirolaje 

externo", es decir, la contratación de trabajadores ajenos a la empresa para suplir el trabajo de los 

huelguistas y privar así a la huelga de cualquier efectividad.  (art.6.5 RDL 17/177). 

En una relación triangular como la subcontratación, el esquirolaje puede suceder tanto por razón de 

actuaciones de la empleadora,  como por razón de actuaciones de la principal (como es el caso). El TC 

no exige ningún nexo de grupo o conexión mayor que la propia de una empresa principal (cliente) y una 

empresa contratista (empleadora), unidad ambas por un nexo mercantil. 

Basta este nexo para que la principal sea responsable de las actuaciones dirigidas a desarticular la 

efectividad de la huelga, como señaladamente es el contratar a trabajadores no huelguistas, actividad 

expresamente prohibida en el art.6.5 RDL 17/77 que el TS está obligado a interpretar (art.5 LOPJ) conforme 

a la doctrina del TC, doctrina que no cita en la sentencia objeto de comentario y que en ningún momento 

exige o impone requisitos adicionales para entender vulnerado el derecho de huelga, como hace la 

sentencia objeto de comentario, que fijándose en dos precedentes del propio TS que ni agotan ni colman 

la totalidad de supuestos posibles de subcontratación a los que resulta aplicable la doctrina del TC, erige 

los supuestos que en tales casos se dieron (vinculación de empresas en el seno de grupo) a la categoría de 

requisito para apreciar la vulneración por la empresa principal de los derechos fundamentales de los 

trabajadores de la subcontrata. 

O dicho más llanamente, según el TS si la principal y la subcontrata no tienen algún vínculo adicional 

(pertenencia a un mismo grupo), a parte del contrato mercantil que les une, no es posible imputar a la 

principal la vulneración del derecho fundamental de huelga de los trabajadores de la contratista; ni 

siquiera desplegando conductas, como el esquirolaje externo, expresamente prohibidas por la legislación 

vigente (art.6.5 RDLey 17/77).  

Nótese que la propia resolución que comentamos reconoce (FJ 3º) que " la actuación de la demandada 

Altrad consistió únicamente en comunicar a todos sus clientes que no podía realizar los trabajos 

comprometidos con ellas durante la realización de la huelga por sus trabajadores"  

Pues bien, conforme a la doctrina del TC ello suponía que los clientes de la empleadora debían sufrir las 

consecuencias de la huelga en tanto que perceptores del fruto del trabajo de los trabajadores huelguistas, 

pues lo contrario, en palabras del TC, supone admitir que  " las prohibiciones establecidas en la legislación 

laboral  alcancen únicamente al contratista y no al empresario principal, que es sobre quien habrán de 

recaer en última instancia los efectos económicos lesivos de la huelga y quien, por tanto, podrá estar igual 

o más interesado que el contratista en combatirla" 

En conclusión, admitir que una conducta tan grosera para desactivar una huelga, como el esquirolaje 

externo, sea realizada por la empresa principal, por la única razón de no ser la empleadora de su grupo 

empresarial es un auténtico despropósito, contrario a la doctrina del TC, que afecta al contenido esencial 

del derecho de huelga, privándola de toda efectividad . 

Nadie niega la libertad de empresa y su proyección en la posibilidad de externalizar obras y servicios y 

subcontratar con terceros las mismas. Pero ello no puede suponer, por sí solo, la desactivación de otro 

derecho fundamental, la huelga, que impone por su preeminencia  y durante su ejercicio la reducción, 

paralización o latencia de facultades empresariales que en situaciones de normalidad pueden y deben 

desplegar toda su capacidad potencial, como notablemente es la contratación de otras empresas 

distintas de la empleadora de los huelguistas. (Vid STC 123/1992) 

En este caso, el propio TS reconoce que la principal conocía de la existencia de la huelga, luego la 

contratación de otra empresa la sitúa de lleno en el ámbito de aplicación de la prohibición del art.6.5 RDL 

17/77 y ello suponía la vulneración del derecho de huelga. 

La incidencia procesal de que la principal no fuera demandada en nada impide la declaración de 

nulidad del período de consultas seguido en la MSCT, pues aunque sea por actos de un tercero la 

desactivación de la huelga contó con la colaboración de la  empleadora que le comunicó a la principal 

que no podía realizar los trabajos porque sus trabajadores estaban en huelga.  

 

La única forma de preservar la efectividad de los DDFF individuales y colectivos en el seno de los 

fenómenos de la externalización productiva y la subcontratación es hacer abstracción de esta realidad y 

hacer el test de "si no hubiera habido dos empresas, sino una". Si la respuesta a ese test es que de haber 

una sola empresa sería clara la vulneración del Derecho Fundamental, la consecuencia ha de ser, como 

sostiene el TC en su reiteradísima doctrina, la apreciación de la vulneración del Derecho fundamental.  



Está claro que la sentencia del TS que hemos comentado no se ha planteado ese test, y no puede dejar 

de sorprendernos la ausencia de toda cita a la doctrina vinculante del Tribunal Constitucional en esta 

materia. 

Artículo publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/huelga-y-subcontratas-el-caso-altrad.html  
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1.- Exposición inicial.  

Es objetivo de este artículo comentar la sentencia de fecha 9 de marzo de 2017, dictada por cinco 

Magistrados del Tribunal indicado en el asunto C-406/15. 

En ella  se da respuesta a cuatro cuestiones que la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal 

Supremo búlgaro plantea tras estudiar el recurso de apelación que doña Petya Milkova planteó contra 

una sentencia del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de Sofía.  

Este último había desestimado la demanda de tal persona. En la misma impugnó el cese en la prestación 

de servicios como funcionaria en una entidad de derecho público, entidad denominada Agencia de 

Privatización y Control tras la Privatización. El acuerdo impugnado tiene pro base una reducción de 

plantilla de tal Agencia, que pasa de 105 personas en plantilla a 65. Tales personas tienen relación laboral 

por cuenta ajena o relación funcionarial con esa Agencia.   

La señora Milkova es una persona a la que el estado búlgaro le reconoce situación de discapacidad en un 

percentil del cincuenta por ciento, siendo su disfuncionalidad de condición psíquica (en la sentencia se 

habla de enfermedad mental).  

Tratándose de relación laboral por cuenta ajena, para la validez de este tipo de ceses, la legislación 

búlgara dispone que se ha de producir una previa y expresa autorización otorgada para el caso concreto 

por la Inspección de Trabajo cuando el mismo afecta a persona que padezca alguna de las 

enfermedades narradas en una concreta Orden del Ministerio de Sanidad. Ello es preceptivo ya se trate de 

empresa privada, ya de Administración Pública.  

Empero, no se impone tal requisito tratándose de funcionarios. Si bien la legislación de funcionarios preveía 

la misma medida que para los laborales hasta 1999, en tal año se suprimió esa previa autorización para los 

funcionarios públicos. La razón de tal supresión no se explicó en la Exposición de Motivos de la legislación 

que introdujo la reforma en cuestión.  

Como habrá adivinado el perspicaz lector, la señora Milkova efectivamente padece una de las 

enfermedades fijadas en tal listado reglamentario.  

Pues bien, la Sala de lo Contencioso-Administrativo plantea sus cuestiones con respecto a si la Convención 

de Nueva York de los derechos de las personas con discapacidad del año 2006, o si la Directiva europea 

antidiscriminacion 2000/78 permiten excluir de esa protección frente al despido a las personas con 

discapacidad vinculadas con relación laboral a personas con similar discapacidad vinculadas con 

relación funcionarial.  

Al efecto, planta cuatro preguntas al Tribunal de la Unión.  

El mismo inadmite la segunda, al considerar insuficientemente argumentada la misma y en relación al 

resto, considera que, en principio, es compatible esa diferencia entre laborales y funcionarios, salvo que el 

Tribunal de remisión compruebe que ello supone atentar al principio general de la Unión que impone la 

igualdad de trato en situaciones iguales o análogas.  

Añade que para realizar tal verificación es competente tal Tribunal búlgaro, debiendo de analizar las dos 

situaciones a comparar para apreciar si son iguales o análogas, considerando todas las normas del 

ordenamiento jurídico interno que regulan ambas relaciones -laboral y funcionarial- teniendo 

principalmente en cuenta que la norma laboral en cuestión tiene un objetivo de protección frente al 

despido y está basada en razones de salud. 

Concluye indicando que, caso de apreciarse infracción de aquel principio general de la normativa de la 

Unión, lo adecuado sería extender la aplicación de la norma interna, en principio prevista para sólo para 

laborales, también a los funcionarios que tengan discapacidad del mismo tipo que la que impone aquella 

autorización previa de tratarse de personal laboral.  

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/huelga-y-subcontratas-el-caso-altrad.html
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¿Cuáles son los contenidos de esta sentencia?. Se tratan a continuación, distinguiendo según se refieran al 

Convenio de Nueva York sobre los derechos de las personas con discapacidad o a la directiva europea 

antidiscriminación 2000/78, para añadir una serie de reflexiones personales. 

 

 

2.- La argumentación de la sentencia relativa a la Convención de Nueva York.   

  

Tal Convención de la Organización de las Naciones Unidas se aprobó el día 13 de diciembre de 2006. 

Como es sabido, forma parte del derecho de la Unión Europea desde la de Decisión 2010/48/UE del 

Consejo, de 26 de noviembre de 2009, debiendo recordarse que desde fecha previa a la indicada ya 

formaba parte del ordenamiento jurídico español, pues en el Boletín Oficial del Estado de fecha 21 de abril 

de 2008 se publicó el instrumento de ratificación de aquel Tratado de 13 de diciembre de 2006. Por tanto, 

es norma perteneciente al acervo de nuestro ordenamiento jurídico, dado el contenido del artículo 96, 

punto 1 de la Constitución de 27 de diciembre de 1978, en relación con el artículo 10, número 2 de la 

misma (la mayoría de la doctrina alude a su condición de tratado sobre derechos humanos).  

Lo primero que se ha de remarcar es que en la sentencia comentada se asume el concepto de 

discapacidad que contiene el artículo 1, párrafo dos de la Convención de esa Convención.   

Esto no es nada nuevo en la doctrina del Tribunal Europeo, pues a ello ya se aludía en la sentencia HD 

Danmark (de fecha 11 de abril de 2013, dictada en los asuntos acumulados C-335/11 y 337/11) en la  

Glatzel (de fecha 22 de mayo de 2014, dictada en el asunto C-356/2012) o en la Kaltoft (18 de diciembre 

de 2014, dictada en el asunto C- 354/13), entre otras.  

También en estas resoluciones y en otras, como en el caso Daouidi (sentencia de 1 de diciembre de 2016, 

C-395/15) se asume el importante papel que tal Tratado tiene para interpretar la Directiva 2000/78/UE, 

normativa sobre la que descansa la parte mas importante de la argumentación contenida en la sentencia 

la resolución comentada y a lo que se dedica el siguiente parágrafo de este artículo.    

A estos efectos, recordar cómo, por ejemplo, en la sentencia del caso Z (fecha 18 de marzo de 2014, 

dictada en el asunto C-363/12) nuestro Tribunal de la Unión ya explicó que la Convención de Nueva York 

fija obligaciones a cumplir por las partes contratantes (las signantes de ese formal tratado). Considera que 

tales obligaciones se hacen con descripciones de tipo generalista, considerando el Tribunal que las mismas 

tienen “carácter programático”.  

Por ello, añadía,  son necesarios actos de desarrollo de esas declaraciones programáticas de los Estados 

signantes del Tratado para que se pueda hablar de aplicación directa del mismo, pues no puede 

considerarse que las normas del Tratado sean “disposiciones incondicionales y suficientemente precisas” 

que permitan su directa aplicación sin ese desarrollo.  

Consecuencia de tales premisas es la afirmación de que sus contenidos carecen de efecto directo sobre 

el Derecho de la Unión, como expresamente expuso el Tribunal. 

Por tanto y en resumen, el Tribunal considera que no puede valorarse la validez de la Directiva 2000/78 en 

relación con los contenidos de la Convención, pues estos contenidos no son de aplicación directa.  

Ahora bien, en aquella sentencia de 18 de marzo de 2014 insistió -como luego ha seguido insistiendo- que 

esa Directiva en concreto debe ser interpretada de conformidad con la Convención, siempre y cuando 

ello sea posible.   

De tal doctrina se extrae la idea de que el Tribunal considera que tal Convención es lo que en la doctrina 

se conoce como legislación de principios, de baja intensidad, blanda, “light”, “soft” o de necesario 

desarrollo para su aplicación.  

Como fácilmente se advierte, esta condición también es predicable de diversos contenidos de la 

legislación europea interna, donde encontramos ejemplos de la misma. En concreto, incluso así cabe 

calificar el contenido del artículo 7 de la Directiva 2000/78, precepto éste que sobre el que mas adelante 

se pronuncia la sentencia del Tribunal de la Unión. 

Siguiendo con la Convención, de las cuatro cuestiones que plantea el Tribunal Supremo búlgaro al Tribunal 

de la Unión, es la primera la que guarda estrecha relación con la Convención, aunque se vuelve a 

mencionar la misma (su artículo 27) al tratar del indicado artículo 7 de la Directiva. 

En la primera de esas cuatro cuestiones, se inquiere sobre si el artículo 5, apartado 2 de la Convención 

permite que se establezcan normas que confieran una protección previa y específica frente al despido 

que ataña solo a los despidos de las personas con discapacidad que sean trabajadores por cuenta ajena 

y que no se aplique esa protección a los despidos de funcionarios que tengan similar discapacidad a los 

laborales.  

Sustancialmente se ha de decir que el contenido de tal artículo 5, punto 2 se resume en que se impone a 

los Estados partes del Tratado que prohíban toda discriminación por motivos de discapacidad y además, 

se les impone que garanticen a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva 

contra la discriminación por cualquier motivo.  



El Tribunal europeo considera que la normativa búlgara comentada no impone discriminación por razón 

de discapacidad (ni directa ni indirecta), sino que supone una diferencia de trato derivada de la propia 

condición del vínculo que une a la persona con discapacidad y la Administración empleadora. Es decir, 

que la diferencia deriva de si la persona con discapacidad es trabajadora por cuenta ajena o es 

funcionaria y no propiamente por su discapacidad.  

 Además, recuerda que en anteriores resoluciones ha venido afirmando que las discriminaciones por 

motivo de la relación de trabajo en cuanto tal, no es una de las clases de discriminaciones incluidas en el 

artículo 1 de la Directiva 2000/78, que es sobre las que pivotan los contenidos de tal Directiva. Al efecto, 

cita la sentencia del caso Agaritei (sentencia de 7 de juli de 2011, C-310/10).  

Como se ha dicho, mas adelante cita también el artículo 27, número 1, letra h de la Convención e incluso 

en su parte dispositiva cita la Convención como Texto legal a considerar para interpretar el artículo 7, 

apartado 2 de la Directiva 2000/78, que es el precepto de la Unión que entiende es el que ha de ser 

interpretado.  

Por mi parte, acatando que el Tribunal de la Unión considera que la Convención opera como instrumento 

hermenéútico de la normativa de la Unión mas que un producto legislativo de directa aplicación, no me 

resisto a expresar que creo que ese artículo 5, número 2 de la Convención debiera haber merecido mas 

atención en la sentencia comentada, pues tiene un contenido muy interesante, contenido sobre el que ya 

reparó el Tribunal húngaro al plantear esta primera pregunta, dada la referencia expresa a tal precepto y 

la argumentación contenida en el planteamiento de las cuestiones. 

¿Qué dice  tal artículo 5, número 2?. Entiendo que contiene dos normas distintas y es diferencia se 

manifiesta tanto en cuanto a su cualidad, como en cuanto a las personas afectadas por las mismas.  

De su lectura se aprecia que primeramente se enuncia una prohibición y segundamente, una garantía.  

A.- La prohibición atañe a la discriminación por razón de discapacidad. Se prohíbe la discriminación por 

esta razón personal.  

Pues bien, sujetos de esa discriminación no tienen porqué ser de forma insoslayable sólo las personas con 

discapacidad, aunque lo normal es que las personas que sean discriminadas por tal razón sean personas 

con discapacidad.  

De hecho, así lo ha asumido el propio Tribunal europeo. Me refiero a la paradigmática sentencia del caso 

Coleman (sentencia de 17 de julio de 2008, asunto C-302/2006). En ella se otorgó la protección 

antidiscriminatoria por razón de discapacidad a una persona que no era discapaz, sino que era la madre 

de un menor con disfuncionalidad. Por tanto, la prohibición a la que se refiere el artículo 5, número 2, no 

tiene porqué incidir sólo en las personas con discapacidad que sufran una discriminación por tal razón, sino 

que también puede afectar a otras personas discriminadas por tal razón y que tienen, por ejemplo, un 

vínculo parental con una persona con discapacidad, aunque ellas no lo sean, como era el caso del 

asunto Coleman. 

B.- De forma distinta, la garantía que también contiene tal artículo y punto de la Convención tiene un 

colectivo claro e inexcepcionado: las personas con discapacidad. Nadie mas: para la garantía no cabe 

incluir a personas que no sean disfuncionales.  

Aparte de lo anterior, también me interesa destacar que esa garantía opera sin ninguna distinción 

subjetiva para el personal a la que se ofrece. Es decir, si media disfuncionalidad, esa garantía opera sin 

ninguna excepción subjetiva: todas las personas con discapacidad tienen esa garantía.  

Por tanto, la tiene la persona con discapacidad trabaje o no, trabaje a virtud de relación laboral en 

empresa pública o en empresa privada o el vínculo profesional sea funcionarial o se trate de persona con 

discapacidad empresaria o trabajadora autónoma.  

Y además, el contenido de esa garantía es otro y distinto de la prohibición, pues si ésta incide en la 

discriminación –directa o indirecta, claro está- aquélla tiene por contenido la protección legal, igual y 

efectiva contra la discriminación  y además y así se dice de forma expresa, tal protección opera con 

independencia del motivo que la genera. Recalco porque lo considero muy relevante: la garantía opera 

por cualquier motivo de discriminación.  

Pues bien, si la norma tiene esa lectura, opera la garantía de protección legal, igual y efectiva frente a 

todo tipo de discriminación y por tanto, no sólo para las discriminaciones por razón de discapacidad o por 

los motivos indicados en el artículo 1 de la Directiva antidiscriminación 2000/78, sino frente a la 

discriminación por cualquier motivo.  

En consecuencia, también operará la garantía cuando la discriminación se base en la propia índole del 

vínculo profesional de la persona con discapacidad. Y ya llego: éste es el caso objeto de decisión en la 

sentencia comentada.  

En resumen, entiendo que la norma que había de servir para fijar el canon hermenéutico para interpretar 

la Directiva europea antidiscriminación indicada, personalmente creo que fijaba una garantía que 

imponía protección eficaz también frente a esa discriminación por razón de la clase de vínculo profesional 

en su artículo 5, punto 2.  

Si esto es así, entiendo que debiera de haberse tenido en cuenta al resolver las cuestiones planteadas. 
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3.- La argumentación relativa a la Directiva antidiscriminación 2000/78. 

 

La Directiva 2000/78/UE, del Consejo, es de fecha 27 de noviembre de 2000 y se titula como la relativa al 

establecimiento de un marco general para la igualdad en el trato en el empleo y la ocupación y es una 

de las varias dictadas para luchar contra la discriminación por varias causas.  

A diferencia de nuestra Constitución (artículo 14) la Directiva si prevé expresamente la discriminación por 

razón de discapacidad (artículo 1), si bien no está de mas recordar que nuestro Tribunal Constitucional ha 

asumido que la discriminación por discapacidad queda incluída dentro de la condición o circunstancia 

personal si aludidas en el artículo 14. En tal sentido y entre otras, las sentencias del Tribunal Constitucional 

10/2014, de 27 de enero y 269/1994, de 3 de octubre.  

Como ya se ha dicho, el Tribunal considera que en el caso concreto no cabe hablar propiamente de 

discriminación por razón de discapacidad - directa o indirecta- manteniendo así las tesis contenidas en las 

Conclusiones del Abogado General, publicadas en fecha 27 de octubre de 2016, cuando señaló que no 

existía un derecho a no ser discriminado dentro del propio colectivo de las personas con discapacidad.  

En realidad, en este caso la diferencia de trato no está en esa circunstancia personal que es la 

discapacidad, sino que viene determinada por la clase de relación profesional mediante según la 

normativa búlgara expuesta. La protección reforzada frente al despido de la persona con discapacidad se 

otorga si se es trabajador por cuenta ajena y no si se es funcionario.  

Por ello, el Tribunal explica que la razón de diferencia de una u otra situación no es ninguna de las 

mencionadas en el artículo 1 de tal Directiva y por ello, contundentemente sostiene que no cabe hablar 

de discriminación basada en alguna de esas causas del artículo 1, que es el que determina el ámbito 

operativo de la Directiva. 

Ahora bien, si que considera que la medida prevista para los laborales en la legislación búlgara debe ser 

calificada como una de las acciones positivas previstas en el artículo 7, apartado 2 de esa Directiva para 

obtener la real y efectiva igualdad de las personas con discapacidad. El profesor Rojo Torrecilla (véase su 

blog) observa que es un tanto llamativo que fuese en las observaciones del Gobierno búlgaro quien 

introdujese este elemento en la controversia suscitada con motivo del planteamiento de la cuestión.  

En general, tales medidas pueden tener por finalidad la protección de la salud, de la seguridad en el lugar 

de trabajo, la de crear o mantener disposiciones o facilidades con objeto de proteger o fomentar la 

inserción de las personas con discapacidad en el mundo laboral. 

En la Directiva se parte de que las mismas permiten soslayar de forma legítima el principio de igualdad de 

trato. Precisamente se legitiman porque son medidas de discriminación que se utilizan como técnica para 

lograr el “desiderátum” de la igualdad real y efectiva de las personas con discapacidad.  

No son medidas de obligada adopción, pero cabe que los Estados las adopten para la prosecución de 

ese fín.  

Y abundando en que no existe tal obligación de medida positiva que se deduzca de la propia Directiva –o 

del artículo 27 de la Convención de Nueva York que también se cita en este punto de la sentencia- el 

Tribunal se adentra en el meollo de su argumentación de fondo. 

Recuerda que principio de que los Estados miembros de la Unión, si bien no están obligados por la 

Directiva a adoptar tales medidas, si que tienen facultades para adoptar este tipo de medidas, para de 

inmediato resaltar que la adopción de esas medidas no lleva aparejada como consecuencia necesaria 

que no se aplique la normativa de la Unión en forma alguna a las mismas, pues esa facultad, que si que es 

discrecional del Estado, en todo caso está limitada por los derechos fundamentales de las personas y los 

principios generales del Derecho de la Unión.  

Al efecto cita el precedente que constituye el caso Julián Hernández y otros (sentencia de 10 de julio de 

2014, C-198/13). 

Y dentro de la segunda especie de límites, es decir de los impuestos por los principios generales del 

Derecho de la Unión, centra su argumentario en el principio de igualdad de trato, pues  es el que entiende 

que puede estar afectado por esa norma de legislación interna.   

Indica expresamente el Tribunal que tal principio de igualdad de trato tiene su actual reflejo normativo en 

los artículos 20 y 21 de la Carta ( Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, publicada en 

el Boletín Oficial del Estado de 30 de marzo de 2010). 

Entiende el Tribunal que, por virtud de tal principio, no es admisible que se traten de manera diferente las 

situaciones que sean iguales o análogas, a salvo un caso concreto de excepción:  que ese trato diferente 

esté justificado objetivamente. Al efectdo, se citan varios precedentes propios y entre ellos, la ya citada 

sentencia del caso Glatzel.  

 Tratando de esa excepción, el Tribunal indica que sólo cabe considerar justificada la diferencia de 

trato entre casos análogos cuando existe un criterio objetivo y razonable que justifique ese trato desigual.  



Concreta tal aserto y viene a decir que ello es así cuando ese criterio está relacionado con un fin que  es 

legalmente admisible, en cuanto que se trate de un fín perseguido por la legislación en cuestión y además, 

siempre y cuando esa diferencia de trato sea proporcionada a tal objetivo. Vuelve a citar la sentencia 

Glatzel y otras previas.  

Añade dos precisiones.  

De un lado, que no es necesario que las situaciones a comparar sean iguales, pues basta que sean 

análogas.  

De otro, que tal examen de esa analogía se ha de hacer de modo específico y concreto, teniendo en 

cuenta la normativa nacional que establece esa diferencia controvertida. No cabe, pues, hacer un 

examen global y abstracto.  

Explica que en el caso concreto entiende que el análisis sobre si está justificada la diferencia de trato entre 

funcionarios y trabajadores se ha de hacer considerando las normas del Derecho nacional interno que 

regulan la posición de los trabajadores por cuenta ajena con una determinada discapacidad y las normas 

de Derecho interno que regulan la posición de los funcionarios con esa misma discapacidad.  

Todo ello desde la asunción de que el objetivo que se considera legítimo es la protección frente al despido 

de las personas con discapacidad.  

A continuación explica las ideas eje del órgano remitente sobre la cuestión. El órgano jurisdiccional 

remitente, el Tribunal Supremo búlgaro, explicó en su día que la protección del personal laboral en este 

caso consiste en que una entidad especializada (la Inspección de Trabajo) evalúa las repercusiones del 

despido en el estado de salud de la persona con discapacidad afectada por el mismo y en consecuencia, 

decide si procede o no el despido, atendiendo a si se dan y la entidad de esas repercusiones.   

Por tanto, el Tribunal búlgaro entiende que la finalidad protectora de tal normativa nacional no está 

relacionada con la clase de vínculo profesional de la persona con discapacidad empleada, sino en 

función a su estado de salud.  

En consecuencia, no le parece adecuada a la perspectiva de la igualdad de trato una legislación como 

la indicada, que excluye al funcionariado con discapacidad de esa protección frente al despido, cuando 

además consta que en el caso, en la Agencia en cuestión prestan actividad tanto trabajadores como 

funcionarios y que esa protección acoge actualmente a todo trabajador por cuenta ajena, ya lo sea de 

empresa privada, ya lo sea de empresa pública.   

Respondiendo a esas ideas, por su parte, el Tribunal europeo entiende que compete al Tribunal Supremo 

búlgaro valorar si existe esa diferencia de trato, pues se trata de normativa interna del Estado.  

Para hacer tal valoración el Tribunal búlgaro habrá de ponderar en su conjunto la normativa interna de los 

funcionarios con discapacidad y determinar si gozan de protección equivalente a la prevista para los 

trabajadores con discapacidad, protección consistente en ese previo y preceptivo informe de la 

Inspección de Trabajo para que sea válido el cese.  

Por último, al responder a la cuarta pregunta de las planteadas al Tribunal, también añade que, conforme 

tal análisis, si se constatase diferencia de trato injustificada, en tanto no se adapten medidas legislativas 

por el Estado que restablezca la igualdad de trato, la solución del caso concreto si que puede pasar por 

aplicar al colectivo discriminado (funcionarios con discapacidad) las mismas medidas que están previstas 

para la categoría privilegiada.  

Al efecto, cita varios precedentes propios y entre ellos, la sentencia del asunto Soukupová (sentencia de 11 

de abril de 2013,  C-401/13).  

Interesa destacar que en este punto central de la posible existencia de desigualdad de trato injustificada, 

la sentencia comentada se aparta claramente del criterio de la propia Comisión, del Gobierno búlgaro e 

incluso y lo que es mas relevante, de las Conclusiones del Abogado General ya mencionadas que va 

formulando múltiples motivos para dar respuesta totalmente negativa a las cuatro preguntas. 

Como quiera que el panorama normativo interno ya fue examinado por el Tribunal remitente al plantear la 

cuestión, es muy probable que la sentencia que dicte estime producida esa diferencia de trato 

injustificada.  

 

4. Consideraciones personales.  

 

Podrá considerarse un avance nímio o escasamente relevante, pero entiendo que es importante esta 

sentencia.  

No sólo porque se pone en cuestión el dogma de la justificación de la diferencia entre el régimen jurídico 

aplicable entre laborales y funcionarios seguido de forma muy reiterada por nuestro Tribunal Constitucional 

y del Tribunal Supremo, bien que en el ámbito reducido y limitado de las personas con discapacidad (el 

diez por ciento de todas las personas), sino porque tal decisión de controvertir ese principio hasta ahora 

pacífico tiene un argumento muy justificado y entiendo que debidamente razonado en lo que se refiere a 

la normativa europea directamente aplicable.  

En efecto, no creo que se pueda justificar en el distinto régimen de esas dos relaciones profesionales, el 

hecho de que, con respecto de los funcionarios con discapacidad, se regule sin esa garantía previa del 
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preceptivo informe de la Inspección que si que se prevé para el personal laboral por cuenta ajena con 

discapacidad que también trabaja en esa Agencia pública, cuando la razón de tal informe favorable 

previo está  relacionada exclusivamente en razones de salud que atañen a los dos colectivos por igual, si 

estamos ante la misma discapacidad y no por razón de esa diversa naturaleza de la relación profesional. 

Por tanto, si la razón es proteger la salud de esa persona con discapacidad, no veo razón para no asumir 

una provisoria equiparación al caso de los laborales, como advierte el Tribunal europeo al contestar a la 

cuarta cuestión.  

Por otra parte, este es otro caso mas en el que, contra la creencia de algunos, la relación funcionarial no 

resplandece como la panacea del trabajo deseado por todos que, de forma muy interesada bulle en la 

opinión pública. Al contrario, nuestro supuesto de hecho hace ver una situación en que hay una némesis o 

castigo por ser funcionario, aunque se trabaje en la empresa pública con personal laboral que hace similar 

trabajo con parecida discapacidad.  

Ya he reseñado, también, que no comparto, empero la exégesis de la Convención que se contiene en 

esta sentencia. Creo que el artículo 5, punto 2 de la Convención de Nueva York de 13 de diciembre de 

2006 merecía un estudio mas profundo y detallado que el contenido en la sentencia comentada. Me 

remito a lo expuesto en el parágrafo 2. 

En cuanto a las medidas activas de discriminación para conseguir la igualdad real y efectiva, si ya en su 

día me sorprendí cuando se discutió su conveniencia en foros jurídicos pasados ya bastantes años de la ya 

derogada LISMI o la propia Directiva 2000/78, lo cierto es que, todavía bien recientemente me he 

encontrado con personas que siguen rebatiendo su legalidad o conveniencia precisamente en foros que 

se suponen que trabajan para conseguir aquel objetivo igualitarista.  

Aparte de esta anécdota personal, lo cierto es que de lege data, en nuestro derecho interno no hay 

norma similar a la búlgara. Ni el Estatuto de los Trabajadores ni la el Estatuto Básico para los Empleados 

Públicos prevén ninguna medida de las que autoriza el artículo 27 de la Convención o el 7 de la Directiva 

2000/78 en sede de despido.  

Por tanto, en nuestro derecho, no hay medida equiparable a la de derecho interno búlgaro y no la hay ni 

para funcionarios, ni la hay para laborales. Pero la hubo.   

No está de mas recordar que el artículo 13, punto 2 de la Ley de Relaciones Laborales, - Ley 

definitivamente derogada con las reformas del año 1994- si que preveía la preferencia de permanencia en 

los expedientes de reestructuración de plantillas de lo que se llamaba entonces trabajador “ con 

capacidad laboral disminuida” junto con otra serie de colectivos de trabajadores.  

Por mi parte, entiendo que la razón de discapacidad conlleva una serie de consecuencias que justifican 

una medida activa en esta sede. Así lo impone  la constatada y clara mayor dificultad en la obtención de 

nuevo empleo en el colectivo de las personas con discapacidad, la necesidad de adaptación del trabajo, 

empezando por el propio centro de trabajo que se imponen en estos casos y otras circunstancias.  

Estas circunstancias son la  que justificarían volver a fijar preferencias en nuestro derecho interno 

preferencias incluso con mayor ámbito que el previsto en la normativa derogada hace año.  

Repito que esta preferencia está justificada, es asumida en el Derecho comparado y es promovida tanto 

por el Derecho Internacional, como por el Europeo.  

También en alguna ocasión se ha hablado de extender los casos de despido disciplinario objetivamente 

nulo por ilegal y vinculado a la discriminación por razón de género, al colectivo de las personas con 

discapacidad, lo que en absoluto me parece que sea descabellado. Hace falta una voluntad de los 

legisladores que pase de ser genérica a favor de la igualdad a concreta e incidiendo de forma transversal 

en los muy diversos ámbitos de nuestra legislación. Entre ellos y destacadamente, éste. 

Artículo publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/funcionaria-con-discapacidad-

igualdad.html  

 

IR A INICIO 

 

Uso por trabajadoras del velo islámico en el trabajo: dos sentencias 

del TJUE 

MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ 
Magistrado especialista TSJ de Cataluña 

 
 

1. SENTENCIA DE 14.03.2017, asunto C-188/15, Bougnaoui 

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/funcionaria-con-discapacidad-igualdad.html
http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/funcionaria-con-discapacidad-igualdad.html


ACCESO EN: 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188853&pageIndex=0&doclang=es&mo

de=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=337963  

SUPUESTO DE HECHO 

La señora Bougnaoui se presenta a unas prácticas en Micropole, tras un contacto con el representante de 

ésta en el que se le manifestó que el uso de pañuelo islámico podría ser un problema,  con un pañuelo 

bandana. Posteriormente a lo largo de dicha relación en práctica utilizó el pañuelo islámico. Micropole la 

contrató al final de ese período formativo como ingeniera de proyectos con un vínculo indefinido, aunque 

poniendo en conocimiento de la señora Bougnaoui que no siempre podría llevar el velo por razón de la 

actividad ejercida. 

Un año después es despedida por la empresa, en tanto que ésta había recibido quejas de otra empresa 

para la que prestaba servicios en tanto que “algunos de sus empleados les había molestado que usted 

llevara velo, como efectivamente hace a diario. El cliente también nos pidió que “no hubiera velo la 

próxima vez””. 

Instada la correspondiente demanda, el tribunal de prud’hommes francés condena a la empresa al pago 

de la indemnización de preaviso correspondiente por no constar en la carta la gravedad suficiente para la 

extinción, pero considera que la restricción de la libertad de la trabajadora para llevar el pañuelo islámico 

estaba justificada por razón de su trato con clientes y la necesidad de Micropole de conservar la imagen 

de la empresa. Dicho pronunciamiento fue recurrido por la señora Bougnaoui ante la Corte de Apelación 

(con el apoyo de la Asociación de Defensa de Derechos Humanos), que fue confirmada, al apreciarse 

que el despido “no nacía de una discriminación por razón de las convicciones religiosas de la asalariada, 

puesto que ésta podía seguir expresándolas en el seno de la empresa, y que estaba justificado por una 

restricción legítima resultante de los intereses de la empresa, dado que el ejercicio por parte de la 

asalariada de la libertad de manifestar sus convicciones religiosas sobrepasaba los límites de la empresa y 

se imponía a los clientes de esta última sin tener en cuenta la sensibilidad de éstos, lo que interfería en los 

derechos de terceros”. 

A continuación la trabajadora instó recurso ante la Court de Cassation, que eleva ante el TJUE la siguiente 

cuestión prejudicial “«¿Debe interpretarse el artículo 4, apartado 1, de la Directiva 2000/78 en el sentido de 

que el deseo manifestado por un cliente de una empresa de consultoría informática de que, en lo 

sucesivo, los servicios informáticos contratados no sean prestados por una asalariada de dicha empresa, 

ingeniero de proyectos, que usa un pañuelo islámico constituye un requisito profesional esencial y 

determinante, debido a la naturaleza de la actividad profesional concreta de que se trata o al contexto 

en que se lleva a cabo?” 

- EL ARTÍCULO 4.1 DE LA DIRECTIVA 2000/78 

“No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 2, los Estados miembros podrán disponer que 

una diferencia de trato basada en una característica relacionada con cualquiera de los motivos 

mencionados en el artículo 1 no tendrá carácter discriminatorio cuando, debido a la naturaleza de la 

actividad profesional concreta de que se trate o al contexto en que se lleve a cabo, dicha característica 

constituya un requisito profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el 

requisito, proporcionado” 

RESPUESTA DEL TJUE 

- El art. 1 de la Directiva 2000/78 no define qué debe entenderse por “religión” a efectos de 

discriminación (27). Mas, pese a ello, sí se refiere al Convenio Europeo para la Protección de los 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, que en su artículo 9 reconoce toda persona 

tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, y que este derecho 

implica, en particular, la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o 

colectivamente, en público o en privado, por medio del culto, la enseñanza, las prácticas y la 

observancia de los ritos (28). A lo que cabe añadir que el artículo 10.1 de la Carta de Derechos 

Sociales de la Unión Europea consagra el derecho a la libertad de consciencia y religión (29). De 

ello se difiere que “el legislador de la Unión siguió el mismo enfoque al adoptar la Directiva 2000/78, 

de modo que procede interpretar que el concepto de «religión» que figura en el artículo 1 de la 

Directiva cubre tanto el forum internum, a saber, el hecho de tener convicciones, como el forum 

externum, a saber, la manifestación pública de la fe religiosa” (30). 

- Sin embargo, considera el TJUE que “la resolución de remisión no permite saber si la cuestión 

prejudicial planteada por el tribunal remitente reposa en la observación de una diferencia de trato 

basada directamente en la religión o las convicciones o en la de una diferencia de trato basada 

indirectamente en tales motivos” (31). 

- Por ello se afirma que “si el despido de la Sra. Bougnaoui se fundó en el incumplimiento de una 

norma interna en vigor en la empresa por la que se prohibía el uso de cualquier signo visible de 

convicciones políticas, filosóficas o religiosas, extremo que corresponderá comprobar al tribunal 

remitente, y si se acredita que esa norma en apariencia neutra ocasiona, de hecho, una 

desventaja particular a aquellas personas que profesan una religión o tienen unas convicciones 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188853&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=337963
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=188853&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=337963
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determinadas, como la Sra. Bougnaoui, cabría concluir que existe una diferencia de trato basada 

indirectamente en la religión o las convicciones, en el sentido del artículo 2, apartado 2, letra b), de 

la Directiva 2000/78” (32) 

- Sin embargo, esa consideración ha de ser matizada “si puede justificarse objetivamente con una 

finalidad legítima, como la instauración por parte de Micropole de una política de neutralidad para 

con sus clientes, y si los medios para la consecución de esta finalidad son adecuados y necesarios” 

(33). 

- Ahora bien, sino existe norma interna al respecto, cabrá determinar si es contrario a la Directiva 

antidisciminatoria si las quejas de un cliente por el uso del velo islámico constituye “requisito 

profesional esencial y determinante, en el sentido del artículo 4, apartado 1, de la Directiva 

2000/78”, supuesto en el cual la normativa de cada Estado puede disponer que la diferencia de 

trato no resulte discriminatoria “cuando, debido a la naturaleza de la actividad profesional 

concreta de que se trate o al contexto en que se lleve a cabo, dicha característica constituya un 

requisito profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el 

requisito, proporcionado” (35) 

- El artículo L. 1133-1 del Código de Trabajo dispone que la prohibición de disciminación “no impedirá 

las diferencias de trato cuando éstas respondan a un requisito profesional esencial y determinante, 

siempre que el objetivo sea legítimo y el requisito, proporcionado” (36) 

- Por ello, en tanto que –citando pronunciamientos anteriores del propio TJUE- el artículo 4, apartado 

1, de la Directiva 2000/78 que lo que debe constituir un requisito profesional esencial y determinante 

no es el motivo en el que se basa la diferencia de trato sino una característica relacionada con 

dicho motivo (37) y que “sólo en muy contadas circunstancias una característica vinculada en 

particular a la religión puede constituir un requisito profesional esencial y determinante sólo en muy 

contadas circunstancias una característica vinculada en particular a la religión puede constituir un 

requisito profesional esencial y determinante” (38), se concluye que “el artículo 4, apartado 1, de la 

Directiva 2000/78 debe interpretarse en el sentido de que la voluntad de un empresario de tener en 

cuenta los deseos de un cliente de que los servicios de dicho empresario no sigan siendo prestados 

por una trabajadora que lleva un pañuelo islámico no puede considerarse un requisito profesional 

esencial y determinante en el sentido de esta disposición”  (41) 

 

2. SENTENCIA DE 14.03.2017, asunto C-157/15, Achbita 

ACCESO EN: 

http://curia.europa.eu/juris/liste.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=n

one%252CC%252CCJ%252CR%252C2008E%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252

Ctrue%252Cfalse%252Cfalse&num=C-

157%252F15&td=%3BALL&pcs=Oor&avg=&page=1&mat=or&jge=&for=&cid=344877  

SUPUESTO DE HECHO 

La señora Achbita empezó a trabajar para la empresa G4S como recepcionista con un contrato de 

duración determinada. En dicha empresa regía una norma escrita conforme a la cual sus trabajadores no 

podían llevar signos visibles de sus convicciones políticas, filosóficas o religiosas en el lugar de trabajo. Con 

posterioridad, se aprobó por parte de la empresa y el comité de empresa una modificación del 

reglamento interno con idéntica finalidad. 

Tres años después del inicio de la prestación laboral la trabajadora puso en conocimiento de G4S que 

tenía la intención de usar el velo islámico a lo largo de su prestación laboral. Tras un período de baja y la 

aprobación expresa del reglamento interno en los términos antes apuntados, ante la insistencia de la 

señora Achbita de utilizar el velo islámico, es despedida.  

El arbeidsrechtbank te Antwerpen de Amberes desestimó la demanda de la trabajadora, recurriendo ésta 

ante el Tribunal Laboral Superior de dicha localidad. La sentencia también fue desestimatoria, al 

considerarse que la señora Achbita no fue despedida por sus convicciones religiosas, sino por su negativa a  

cumplir la normativa interna de la empresa.  

Instado recurso ante el Tribunal de Casación belga, éste eleva al TJUE la siguiente cuestión prejudicial 

“¿Debe interpretarse el artículo 2, apartado 2, letra a), de la Directiva 2000/78 en el sentido de que la 

prohibición de llevar un pañuelo como musulmana en el lugar de trabajo no constituye una discriminación 

directa si la norma en vigor en la empresa prohíbe a todos los trabajadores llevar en el lugar de trabajo 

signos externos de convicciones políticas, filosóficas o religiosas?” 

RESPUESTA DEL TJUE  

Se reitera, en relación a la sentencia anterior, la inexistencia de una concreción de qué debe entenderse 

por “religión” (25) y la concreción aplicativa del CEDH (26) y la CDFUE (27) 

En el caso analizado, a diferencia del supuesto anterior, sí existe una normativa interna en la empresa. De 

ello se difiere (30): “debe considerarse que dicha norma trata por igual a todos los trabajadores de la 

http://curia.europa.eu/juris/liste.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=none%252CC%252CCJ%252CR%252C2008E%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252Ctrue%252Cfalse%252Cfalse&num=C-157%252F15&td=%3BALL&pcs=Oor&avg=&page=1&mat=or&jge=&for=&cid=344877
http://curia.europa.eu/juris/liste.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=none%252CC%252CCJ%252CR%252C2008E%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252Ctrue%252Cfalse%252Cfalse&num=C-157%252F15&td=%3BALL&pcs=Oor&avg=&page=1&mat=or&jge=&for=&cid=344877
http://curia.europa.eu/juris/liste.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=none%252CC%252CCJ%252CR%252C2008E%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252Ctrue%252Cfalse%252Cfalse&num=C-157%252F15&td=%3BALL&pcs=Oor&avg=&page=1&mat=or&jge=&for=&cid=344877
http://curia.europa.eu/juris/liste.jsf?pro=&nat=or&oqp=&dates=&lg=&language=es&jur=C%2CT%2CF&cit=none%252CC%252CCJ%252CR%252C2008E%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252Ctrue%252Cfalse%252Cfalse&num=C-157%252F15&td=%3BALL&pcs=Oor&avg=&page=1&mat=or&jge=&for=&cid=344877


empresa, ya que les impone, de forma general e indiferenciada, especialmente una neutralidad 

indumentaria que se opone al uso de tales signos”. 

En consecuencia, se afirma (32) que “una norma interna como la norma controvertida en el litigio principal 

no establece una diferencia de trato basada directamente en la religión o las convicciones en el sentido 

del artículo 2, apartado 2, letra a), de la Directiva 2000/78”. Ahora bien, no resulta descartable que 

concurra una posible discriminación “si se acredita, extremo que le corresponderá comprobar, que la 

obligación aparentemente neutra que contiene dicha norma ocasiona, de hecho, una desventaja 

particular a aquellas personas que profesan una religión o tienen unas convicciones determinadas” (34) 

En esa tesitura cabe analizar si “una finalidad legítima y si los medios para la consecución de esta finalidad 

son adecuados y necesarios”, conforme al artículo 4.1 de la Directiva (35).  Y aunque esa función 

corresponde al tribunal de cada país, el TJUE ofrece las siguientes líneas hermenéuticas:  

a) Es “legítima la voluntad de seguir un régimen de neutralidad política, filosófica o religiosa en las 

relaciones con los clientes tanto del sector público como del sector privado” (37), en tanto que “el 

deseo de un empresario de ofrecer una imagen neutra ante sus clientes está vinculado a la libertad 

de empresa, reconocida en el artículo 16 de la Carta, y tiene, en principio, un carácter legítimo, en 

particular cuando el empresario sólo incluye en la persecución de esa finalidad a los trabajadores 

que, en principio, van a estar en contacto con sus clientes” (38), haciendo mención a la doctrina 

del TEDH (39). 

b) Una  normativa que prohíba “el uso visible de signos de convicciones políticas, filosóficas o 

religiosas” resulta apta “para garantizar la correcta aplicación de un régimen de neutralidad, 

siempre que dicho régimen se persiga realmente de forma congruente y sistemática” (40), lo que 

corresponderá valorar al tribunal de cada país (41) 

c) Y, en tercer lugar “ha de comprobarse si la prohibición del uso visible de cualquier signo o prenda 

de vestir que pueda asociarse a una creencia religiosa o a una convicción política o filosófica 

atañe únicamente a los trabajadores de G4S que están en contacto con los clientes. En tal caso, 

dicha prohibición deberá considerarse estrictamente necesaria para alcanzar la meta perseguida 

ha de comprobarse si la prohibición del uso visible de cualquier signo o prenda de vestir que pueda 

asociarse a una creencia religiosa o a una convicción política o filosófica atañe únicamente a los 

trabajadores de G4S que están en contacto con los clientes. En tal caso, dicha prohibición deberá 

considerarse estrictamente necesaria para alcanzar la meta perseguida” 

 

3. UNA VALORACIÓN CRÍTICA 

El objeto de la Directiva 2000/78 es, conforme a su artículo 1 “establecer un marco general para luchar 

contra la discriminación por motivos de religión (…) en el ámbito del empleo y la ocupación, con el fin de 

que en los Estados miembros se aplique el principio de igualdad de trato”.  Es importante señalar que nos 

hallamos, por tanto, ante una normativa comunitaria que incide esencialmente en el factor 

“discriminación”, no en el propio ejercicio de derechos fundamentales. Pese a ello, dicho ejercicio sí tiene 

cabida y cobijo en las normas sustantivas de la Unión y, más en concreto, en el art. 10 de la CDFUE 

(libertad de pensamiento, consciencia y religión).  En consecuencia, la no discriminación no es un principio 

autónomo: está vinculado con los derechos esenciales de la UE. 

Desde ese punto de vista puede ser comprensible que en determinados casos –por ejemplo: empresas de 

tendencia- se puedan restringir por el empleador determinadas manifestaciones religiosas. Ahora bien, ello 

no determina que esa limitación de un derecho consagrado en la CDFUE tenga que decaer con carácter 

universal en cualquier situación. 

Desde ese punto de vista es posible que en una “actividad profesional concreta de que se trate o al 

contexto en que se lleve a cabo” concurra un “requisito profesional esencial y determinante”, que 

obedezca a un objetivo “legítimo y (…)  proporcionado”, que justifique una medida empresarial que 

afecte al derecho a la libertad religiosa.  

Sin embargo, en ninguna de las sentencias analizadas es apreciable que concurran los elementos 

reclamados por la Directiva. En el caso de Achbita se constata únicamente la existencia de una normativa 

interna, pero sin que concurran elementos significativos en relación a los efectos negativos que el uso por 

dicha ciudadana del velo islámico pueden tener su trabajo. Y más dudas aparecen en el caso Bougnaoui, 

en tanto que aquí la problemática deriva de las quejas de los trabajadores de la empresa para que el 

empleador prestaba servicios.  Por ello emergen evidentes dudas en relación a si la respuesta del TJUE 

hubiera sido la misma si dichas queja se debieran, por ejemplo, a la tendencia sexual de la persona 

asalariada. 

Con todo, los analizados pronunciamientos ponen de nuevo en evidencia –como ha ocurrido en otras 

sentencias anteriores, como por ejemplo la STJUE de Diego Porras, respecto a las diferencias conceptuales 

entre el “despido” en ámbito comunitario y el marco legal español. En efecto, mientras que del acervo 

europeo se difiere una posibilidad amplia por motivos “no inherentes a la persona del trabajador”, en 

nuestra legislación sólo existe el despido disciplinario y la extinción por circunstancias objetivas del art. 53 ET 

–y, en su caso, el despido colectivo del artículo 51-. Y en esa tesitura aparece claro que el “despido 
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objetivo” de nuestro sistema legal no contempla la multiplicidad de supuestos en los que el empleador 

puede tener interés en poner fin al vínculo contractual. 

 

Artículo publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/uso-por-trabajadoras-del-velo-

islamico.html  

 

IR A INICIO 

 
A propósito de la Sentencia de la Sala Social del Tribunal de Justicia de Canarias 

(Las Palmas) de fecha  7 de marzo de 2017 (Recurso nº 1027/2016), que estima el 

recurso de suplicación  de víctima de violencia de género divorciada del 

causante en reclamación de  pensión de viudedad 

GLORIA POYATOS MATAS 
Magistrada especialista TSJ de Canarias (Las Palmas) 

 
Juzgar con perspectiva de género no es una ideología ni una propuesta feminista, se trata de un mandato 

jurídico vinculante para los órganos jurisdiccionales españoles, tal y como se contiene en el Dictamen del 

Comité Cedaw de 16 de Julio de 2014 (Asunto de Ángela Gonzalez), en relación a España.3 

 

1-Objeto del Recurso: 

La actora y el causante contrajeron matrimonio el 18 de julio de 1981, fruto del cual nacieron dos hijas . El 

29 de junio de 1.995 se dictó sentencia de separación del matrimonio, sin hacerse mención a la pensión 

compensatoria y el 1 de septiembre de 1.999  fue dictada la sentencia de divorcio, declarando la 

disolución del matrimonio. El causante falleció  el 16 de junio de 2014. 

La sentencia del juzgado social recurrida  desestimó la demanda planteada por viuda divorciada  en su 

modalidad de víctima de violencia de género,  sustancialmente por tres motivos: 

a)-No quedó suficientemente probada la violencia de género, pues solo una de las múltiples denuncias 

planteadas por la actora frente al causante se tramitó judicialmente y además fue archivada , “sin mayor 

transcendencia”.  

b)-Además, la responsable del Instituto Canario de la Mujer no ratificó en el acto del juicio los dos  

certificados expedidos en 1.994 y 1.997 donde recogía que se había atendido a la actora : “por motivo de 

la incesante situación de violencia sufrida junto a sus dos hijas menores  en su matrimonio , producido por 

su esposo”. 

c)-  Ni tampoco acudieron al juicio como testigos de la situación de violencia las hijas de la reclamante 

que aparecen como testigos presenciales en varias de las denuncias planteadas por la demandante. 

 

 

2- integración de la Dimensión de género en la Impartición de Justicia. Definición y  fundamentación 

jurídica. 

 

La Sala revoca la sentencia destacando que en casos como el presente debe juzgarse con perspectiva de 

género, tal y como se recoge en el artículo 4 de la LO 3/2007  de 22 de marzo de  Igualdad Efectiva de 

Mujeres y Hombres, cuya rúbrica es “integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación 

de las normas” y supone la concreción del principio y del derecho fundamental a la igualdad efectiva:  

“La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del 

ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas 

jurídicas”. 

 

La interpretación del Derecho con perspectiva de género exige la contextualización y la actuación 

conforme al principio pro persona, que se configura en este ámbito como un criterio hermenéutico que 

                                                
3  La CEDAW es un es uno de los tratados internacionales de derechos humanos de Naciones Unidas más operativo en la conquista de 

la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, también llamado “la carta internacional de los derechos humanos 

de las mujeres”. Fue aprobada por la Asamblea General en 1979 y entró en vigor en 1981, siendo ratificada por España en 1.984. La 

propia Convención creó “el Comité para la Eliminación de la Discriminación de la mujer” que examina los progresos realizados por los 

diferentes Estados Parte en la aplicación de la Convención. debiéndose destacar aquí el Dictámen nº47/2012 del citado Comité, 

dirigido al estado español.  

http://web.icam.es/bucket/Dict%C3%A1men%20CEDAW%20%C3%81ngela%20Gonz%C3%A1lez%20Carre%C3%B1o.pdf  

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/uso-por-trabajadoras-del-velo-islamico.html
http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/uso-por-trabajadoras-del-velo-islamico.html
http://web.icam.es/bucket/Dict%C3%A1men%20CEDAW%20%C3%81ngela%20Gonz%C3%A1lez%20Carre%C3%B1o.pdf


obliga a los órganos jurisdiccionales a adoptar interpretaciones jurídicas que garanticen la mayor 

protección de los derechos humanos, en especial los de las víctimas. Los estereotipos de género son la 

base de la discriminación contra las mujeres. Su presencia en los sistemas de justicia tiene consecuencias 

perjudiciales para los derechos de las mujeres, particularmente para las víctimas y supervivientes de 

diferentes formas de violencia, pudiendo impedir el acceso a una tutela judicial efectiva.  

Las características de género son construcciones socioculturales que varían a través de la época, la 

cultura y el lugar; y se refieren a los rasgos psicológicos y culturales que la sociedad atribuye, a cada uno, 

de lo que considera “masculino” o “femenino”. La violencia de género física y/o psicológica, deriva 

directamente de las referidas asimetrías endémicas y estructurales. 

Los estereotipos de género han de ser erradicados en la interpretación y aplicación judicial, siendo 

imprescindible la formación especializada en género de todos los operadores jurídicos que persiguen el 

delito de violencia de género, especialmente los jueces y juezas ,  tal y como recomendó el Comité de la 

Cedaw en su Dictámen  de 16 de Julio de 2014 (Asunto de Ángela Gonzalez) , en relación a España. 

 

 El principio de integración de la dimensión de género en la actividad jurídica vincula a todos los Poderes 

del Estado: al Legislativo, al Ejecutivo y al Judicial. La vinculación de la actividad jurisdiccional del Judicial –

dada su independencia- se deriva de su sumisión al imperio de la ley (artículo 117 de la CE). Tal afirmación 

se encadena con la existencia de un amplio derecho antidiscriminatorio, con amparo constitucional en el 

art. 14 de la CE, que debe desplegarse en tres fases judiciales concretas:  

 

a)- En la tramitación del procedimiento a través de un nutrido conjunto de cláusulas de protección 

jurisdiccional efectiva de la igualdad de género que, con carácter general, tienden a flexibilizar el rigor 

procesal y a garantizar la tutela de las víctimas. 

  

b)-En la valoración de la prueba –distribución de la carga de la prueba de la discriminación, relevancia de 

la declaración de la víctima-.  

 

c)-En la aplicación de las normas sustantivas específicamente dirigidas a la mayor efectividad de la 

igualdad de trato y oportunidades – prohibición de discriminación directa e indirecta, medidas de acción 

positiva, democracia paritaria e igualdad de oportunidades, derechos de maternidad y conciliación, 

protección frente a la violencia de género. 

 

 

3- Valoración de la Prueba con Perspectiva de Género. 

En el caso que nos ocupa,  la actora contrajo matrimonio con el causante en fecha 18 de julio de 1981 

separándose en 1.995, es decir, mucho antes de la entrada en vigor de la LO 1/2004, y por tanto mucho 

antes de iniciarse un abordaje integral de lucha desde todos los poderes públicas frente a la violencia de 

género, y mucho antes de iniciarse la sensibilización social de que la violencia de género no es un 

problema de ámbito privado, y ello debe ser tenido muy presente en el análisis e impartición de justicia en 

el caso que nos ocupa. 

El causante fallece el 16 de julio de 2014 y la actora solicita  entonces la pensión de viudedad  como 

víctima de violencia de género.  

 

Estas fueron  las pruebas presentadas por la demandante: 

 

-La jefa del negociado del servicio de atención e información a la mujer del Instituto Canario de la Mujer 
certificó el 13/11/1994 y  el 19/09/1.997   que la actora fue atendida  en el centro “ por motivo de la 

incesante situación de violencia sufrida , junto con sus dos hijas menores , en su matrimonio con el 

causante”. 

 

-La actora había presentado con anterioridad a la separación y también con posterioridad,   en la 

Comisaría central del Cuerpo Nacional de Policía y en el juzgado , múltiples  denuncias ( 7  denuncias ante 

la comisaría  y 3 actuaciones judiciales),tanto  por incumplimiento de las medidas acordadas en el 

procedimiento de divorcio, como  por amenazas, violencia económica, lesiones e insultos proferidos  por 

el causante, con distinto resultado  pero en ningún caso se obtuvo sentencia condenatoria  del agresor. 

 

La Sala, llega a una conclusión diferente a la de la instancia, recordando lo contenido en la reciente 

sentencia del Tribunal Supremo de 20 de enero de 2016 (Recurso 3106/2014) y sobre todo  al integrar la 

perspectiva de género en la valoración de la prueba aportada. 

 

a)- De un lado entiende que los certificados de 1.994 y 1.997 de la jefa del negociado del servicio de 

atención e información a la mujer del ICM, que no han sido impugnados de contrario, son un indicio 
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sustancial en la probanza de la situación de violencia continuada que padecía la víctima, hace más de 22 

años. Debe también destacarse que se trata de certificados expedidos por quien tenía competencia para 

hacerlo en nombre de una Entidad Administrativa competente en materia de violencia de género, y por 

ello debe merecer una consideración diferente a la que tendría un documento suscrito por un particular. Y 

a ello debe añadirse, la dificultad evidente de traer a juicio para su ratificación, a quien los suscribió hace 

más de 22 años. Por tanto, los certificados deben ser valorados como indicios válidos de la situación de 

violencia de genero de la actora, sin necesidad de condicionarlo a su ratificación judicial, dentro del 

especial contexto discriminatoria ya aludido y aplicando la perspectiva de género en la impartición de 

justicia (valoración elementos probatorios). Esta innecesaria ratificación de Informes, no es tampoco 

extraña en el proceso laboral, pues el artículo 93 de la LRJS, en relación a la prueba pericial exime de 

ratificación judicial a los informes contenidos en la documentación administrativa, cuya aportación sea 

preceptiva, según la modalidad de que se trate. En el presente caso, no se trata de un procedimiento de 

seguridad social ni tampoco de un informe médico, pero estamos ante  un documento administrativo, 

pues quien lo suscribe lo hace en nombre del antiguo Instituto Canario de la Mujer (ICM), dependiente del 

Gobierno de Canarias que vela por la protección física y psicológica (salud) de las víctimas de violencia 

de género. La actora no acudió al Servicio Canario de Salud a solicitar ayuda sino al ICM, como entidad 

de protección de la salud moral de las víctimas de violencia de género. Además el ICM es un órgano con 

competencia en la asistencia a las víctimas de violencia de género, por lo que con mayor motivo, debe 

ser tenido en cuenta como indicios inequívocos de la situación de violencia que padecía la actora, ello 

unido a la ausencia de impugnación del citado documento. 

 

b)-A lo anterior debe añadirse el conjunto de denuncias a las que refiriere la fundamentación jurídica de la 

sentencia, y que ya se han referido específicamente (7 denuncias ante la comisaría y 3 actuaciones 

judiciales), que a criterio de esta Sala son también indicios solventes de la situación de violencia padecida 

por la actora antes y después de su separación. 

En la realidad social de 1995, cuando se planteó la primera denuncia por maltrato, las manifestaciones de 

la demandante constituían un importante indicio de que estaba siendo violentada por su esposo, lo que en 

este caso se ve reforzado por otros datos como el auto de fecha 13 de noviembre de 1995 que aunque 

acordó el archivo del procedimiento incoado como diligencias Previas , en su fallo declaró “Falta” el 

hecho que motivó la incoación de las diligencias previas. Tales hechos, en el contexto social del año 1.995, 

constitutivos de falta son compatibles con la violencia de género que ahora se reivindica. 

El panorama de denuncias escalonadas interpuestas por la actora entre 1.995 y 1.999 (antes y después de 

la separación), no puede quedar neutralizado por la inexistencia de sentencia de condena, pues tal y 

como ha declarado el Tribunal Supremo en la sentencia referida, debe hacerse un análisis no restrictivo o 

mecánico, sino contextual y sobre todo debe tenerse en cuenta las especiales dificultades de la víctimas 

de violencia a la hora de denunciar y probar su situación, dificultades que se multiplicaban mucho antes 

de la entrada en vigor de la LO 1/2004. Por todo ello, entendemos que a tenor de lo expuesto en el 

presente caso ha quedado probada, de acuerdo con los indicios referidos la situación de violencia de 

género padecida por la actora. 

 

c)-La ausencia de las hijas del causante en el acto del juicio en calidad de testigos no supone un 

obstáculo para llegar a la anterior conclusión, pues presenciar episodios de violencia física y psicológica a 

tempranas edades en el entorno doméstico, puede tener graves efectos y muy diversos en las personas, 

dependiendo de su fortaleza por lo que exigir su testimonio puede ser, en muchos casos, revictimizador. 

Por ello, no puede ser objeto de convicción (en negativo), la ausencia de la testifical de las hijas, máxime si 

como todo apunta fueron también víctimas de la violencia descrita, pues la madre las refiere como 

testigos presenciales en varias de las denuncias presentadas ante los Cuerpos y Fuerzas de seguridad. 

 

4- Conclusión. 

La importancia de esta sentencia,  radica no tanto en la estimación de fondo del recurso, que 

también,  sino en la novedad de ser la primera  resolución judicial  dictada en nuestro país en la que 

se define teóricamente  el criterio hermenéutico que obliga a los órganos jurisdiccionales a adoptar 

interpretaciones jurídicas que garanticen la mayor protección de los derechos humanos, en especial 

los de las víctimas, mediante la técnica de impartición de justicia con perspectiva de género, además 

de proyectar y aplicar al caso (en la valoración de la prueba aportada), la citada técnica mediante 

la cual se acaba estimando el recurso de suplicación planteado por  la víctima de violencia de 

género. 
 

ACCESO A LA SENTENCIA  

 



Artículo publicado en: http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/sentencia-pionera-que-define.html  

 

 

IR A INICIO 
 

OTRAS SENTENCIAS 
 

Prestación de viudedad y denuncia de previa violencia de género. 

Criterios hermenéuticos del marco legal: Necesidad de valoración 

judicial desde una perspectiva de género 
SENTENCIA TSJ CANARIAS (LAS PALMAS) de 7 de marzo de 2017 

Ponente: GLORIA POYATOS MATA 
En Las Palmas de Gran Canaria, a 7 de marzo de 2017. 

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de CANARIAS 

en Las Palmas de Gran Canaria formada por los Iltmos. Sres. Magistrados D./Dña. HUMBERTO 

GUADALUPE HERNÁNDEZ, D./Dña. MARÍA JESÚS GARCÍA HERNÁNDEZ y D./Dña. GLORIA POYATOS 

MATAS, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el Recurso de Suplicación núm. 0001027/2016, interpuesto por Dña. xxxxxx, frente a Sentencia 

000019/2016 del Juzgado de lo Social Nº 6 de Las Palmas de Gran Canaria los Autos 

Nº 0000155/2015-00 en reclamación de Prestaciones siendo Ponente el ILTMO./A. SR./A. 

D./Dña. GLORIA POYATOS MATAS. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Según consta en Autos, se presentó demanda por Dª xxxxxxx frente al Instituto Nacional 

de la Seguridad Social, Tesorería General de la Seguridad Social y Dª xxxxxxxx 

SEGUNDO.- En la citada sentencia y como hechos probados, se declaran los siguientes: 

    “PRIMERO.- Solicitada por la parte actora prestación de viudedad fue denegada por 

resolución del INSS de fecha 24/11/14 por “no tener derecho en el momento del fallecimiento, a 

la pensión compensatoria a que se refiere el artículo 97 del CC, de acuerdo con el artículo 174.2 

párrafo primero de la LGSS” y “por haber transcurrido un periodo de tiempo superior a 10 años 

entre la fecha de separación judicial y la fecha del fallecimiento del causante de la pensión de 

viudedad, de1 acuerdo con la Disposición Transitoria 18ª de la Ley General de la Seguridad 

Social” 

También por “no tener cumplida la edad de 65 años en la fecha de la solicitud, según lo 

establecido en el apartado 2 de la Disposición Transitoria 18ª de la Ley General de la Seguridad 

Social” 

SEGUNDO.- En fecha 18/12/14 se interpuso reclamación previa, que fue desestimada mediante 

resolución de fecha 19/12/14. 

TERCERO.- La actora y el causante contrajeron matrimonio el 18 de julio de 1981, fruto del cual 

nacieron dos hijos:xxxxxxx, nacida el 10/06/1982 yxxxxxxxx, nacida el 18/09/1986. 

CUARTO.- Con fecha 29/06/95 el Juzgado de Primera Instancia nº 5-familia de Las Palmas de 

Gran Canaria en autos de juicio incidental sobre separación 61/95, dictó Sentencia por la que se 

acordó la separación del matrimonio formado por la actora y D.xxxxxxxxxxx. 

No se hacía mención a la pensión compensatoria. 

QUINTO.- El 1/09/1999 el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Las Palmas de Gran Canaria en 

autos sobre divorcio 577/99 dictó Sentencia declarando la disolución del matrimonio sin hacer 

mención a la pensión compensatoria a favor de Dña. xxxxxxx. 

SEXTO.- Don xxxxxxxx falleció el día 16 de junio de 2014. 

SÉPTIMO.- El 29/01/2002 D. xxxxxxy Dña. Xxxxxxx solicitan que se proceda a la inscripción de su 

unión en el Registro de Parejas de Hecho del Ayuntamiento de Puerto del Rosario. 

El 14/05/2005 contraen matrimonio. 

OCTAVO.- El 11/07/14 se reconoció por la dirección Provincial del INSS conceder pensión de 

viudedad a Dña. Lidia. 

NOVENO.- La jefa de negociado del servicio de atención e información a la mujer del Instituto 

Canario de la Mujer certifica el 13/11/94 que la actora fue atendida en el centro por motivo de la 

incesante situación de violencia sufrida, junto con sus dos hijas menores, en su matrimonio, 

http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/03/sentencia-pionera-que-define.html
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producida por su esposo. 

Lo mismo señala en certificado de fecha 19/09/07. 

DÉCIMO.- La base reguladora mensual a efectos de la prestación solicitada asciende a 1.644,14 

euros, a la que hay que aplicar el porcentaje propio de la pensión, esto es, 52%, así como un 

porcentaje de prorrata de 41,08%, en caso de que la demanda se estimara con base en la DT 

18LGSS y con un porcentaje de prorrata de 59,79% si se reconociese la pensión por sr víctima de 

violencia de género, al existir concurrencia de beneficiarios. 

La fecha de efectos sería la de 23/07/2014. 

UNDÉCIMO.- Se agotó la vía previa." 

TERCERO.- En el fallo de la sentencia de la instancia, literalmente se recoge: 

    “DESESTIMAR la demanda interpuesta por Dña. Xxxxxxxxx contra INSTITUTO NACIONAL DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL, TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL y   xxxxxxxxx    absolviendo a 

las demandadas de los pedimentos efectuados en su contra." 

CUARTO.- Contra dicha Sentencia, se interpuso Recurso de Suplicación porxxxxxxxxxxx , y 

recibidos los Autos por esta Sala, se formó el oportuno rollo y pase al Ponente. 

  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- La sentencia de instancia desestima la demanda interpuesta por Dªxxxxxxxxxxxxxxx  ; 

que contrajo matrimonio el 18 de julio de 1.981 con el causante, habiéndose acordado la 

separación judicial de los cónyuges por sentencia de fecha 29/06/95 dictada en autos 161/91 

seguidos ante el juzgado de primera instancia nº 5 de esta localidad y sin que se fijara pensión 

compensatoria alguna, ni tampoco se fijó en la sentencia de divorcio dictada el 1 de septiembre 

de 1999. La actora fue atendida en el Instituto canario de la mujer por motivo de la incesante 

situación de violencia sufrida, junto a sus dos hijas menores, según certificado de la jefa del 

negociado del citado servicio de fecha 13/11/1994 . 

Don xxxxxxxx falleció el 16 de junio de 2014 . 

Y habiendo solicitado la actora pensión de viudedad ante el Instituto Nacional de la Seguridad 

Social (INSS), siendo denegada mediante resolución de 24/11/14, por no tener derecho al 

momento del fallecimiento a la pensión compensatoria a la que refiere el art. 97 del C.c. y por 

haber transcurrido un periodo superior a diez años entre la fecha de divorcio o separación 

judicial y la fecha del fallecimiento del causante, de acuerdo con la DT 18º de la LGSS. Y también 

por no tener cumplida la edad de 65 años en la fecha de la solicitud, según el apartado 2 de la 

DT 18º de la LGSS. 

Frente a la citada sentencia se alza la actora mediante el presente recurso de suplicación 

articulado en base a un único motivo que se analizará a continuación a fin de que, revocada la 

referida resolución judicial, se declare su derecho a percibir la pensión de viudedad 

condenándose al INSS, al abono de las pretensiones correspondientes, así como a estar y pasar 

por tal declaración. 

El recurso ha sido impugnado por el INSS 

SEGUNDO.- En el primer y único motivo del recurso, se denuncia la infracción de normas 

sustantivas, al amparo de lo previsto en el art. 193 b) de la Ley general de la Seguridad Social 

(LRJS). 

Específicamente se denuncia la infracción de lo previsto en el art. 174.2º d) de la LGSS (versión 

del RD legislativo 1/1994) en relación con la Disposición Transitoria 18º de la LGSS y con el art. 97 

del Código civil. 

A)- OBJETO DEL RECURSO 

Derecho de la actora a la pensión de viudedad derivada del fallecimiento del causante don 

xxxxxxxxxx, bajo la modalidad víctima de violencia de género. 

El art. 174. 2º de la LGSS (versión RD legislativo 1/1994) y aplicable al caso, disponía: 

“Artículo 174 Pensión de viudedad 
1-Tendrá derecho a la pensión de viudedad, con carácter vitalicio (…) 

2. En los casos de separación o divorcio, el derecho a la pensión de viudedad corresponderá a 

quien, reuniendo los requisitos en cada caso exigidos en el apartado anterior, sea o haya sido 

cónyuge legítimo, en este último caso siempre que no hubiera contraído nuevas nupcias o 

hubiera constituido una pareja de hecho en los términos a que se refiere el apartado siguiente. 

Asimismo, se requerirá que las personas divorciadas o separadas judicialmente sean acreedoras 

de la pensión compensatoria a que se refiere el artículo 97 del Código Civil y ésta quedara 

extinguida a la muerte del causante. En el supuesto de que la cuantía de la pensión de viudedad 

fuera superior a la pensión compensatoria, aquélla se disminuirá hasta alcanzar la cuantía de 



esta última. En todo caso, tendrán derecho a la pensión de viudedad las mujeres que, aún no 

siendo acreedoras de pensión compensatoria, pudieran acreditar que eran víctimas de violencia 

de género en el momento de la separación judicial o el divorcio mediante sentencia firme, o 

archivo de la causa por extinción de la responsabilidad penal por fallecimiento; en defecto de 

sentencia, a través de la orden de protección dictada a su favor o informe del Ministerio Fiscal 

que indique la existencia de indicios de violencia de género, así como por cualquier otro medio 

de prueba admitido en Derecho. 

Si, habiendo mediado divorcio, se produjera una concurrencia de beneficiarios con derecho a 

pensión, ésta será reconocida en cuantía proporcional al tiempo vivido por cada uno de ellos 

con el causante, garantizándose, en todo caso, el 40 por ciento a favor del cónyuge 

superviviente o, en su caso, del que, sin ser cónyuge, conviviera con el causante en el momento 

del fallecimiento y resultara beneficiario de la pensión de viudedad en los términos a que se 

refiere el apartado siguiente. 

En caso de nulidad matrimonial, el derecho a la pensión de viudedad corresponderá al 

superviviente al que se le haya reconocido el derecho a la indemnización a que se refiere el 

artículo 98 del Código Civil, siempre que no hubiera contraído nuevas nupcias o hubiera 

constituido una pareja de hecho en los términos a que se refiere el apartado siguiente. Dicha 

pensión será reconocida en cuantía proporcional al tiempo vivido con el causante, sin perjuicio 

de los límites que puedan resultar por la aplicación de lo previsto en el párrafo anterior en el 

supuesto de concurrencia de varios beneficiarios.” 

 

La DT 18º de la LGSS dispone: 
“Disposición transitoria decimoctava Norma transitoria sobre pensión de viudedad en supuestos 

de separación judicial o divorcio anteriores al 1 de enero de 2008 

1. El reconocimiento del derecho a la pensión de viudedad no quedará condicionado a que la 

persona divorciada o separada judicialmente sea acreedora de la pensión compensatoria a que 

se refiere el segundo inciso del párrafo primero del apartado 2 del artículo 174 de esta Ley, 

cuando entre la fecha del divorcio o de la separación judicial y la fecha del fallecimiento del 

causante de la pensión de viudedad haya transcurrido un periodo de tiempo no superior a diez 

años, siempre que el vínculo matrimonial haya tenido una duración mínima de diez años y 

además concurra en el beneficiario alguna de las condiciones siguientes: 
a) La existencia de hijos comunes del matrimonio o 

b) Que tenga una edad superior a los 50 años en la fecha del fallecimiento del causante de la 

pensión. 

La cuantía de la pensión de viudedad resultante se calculará de acuerdo con la normativa 

vigente con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de 

medidas en materia de Seguridad Social. 

En los supuestos a que se refiere el primer párrafo de esta disposición transitoria, la persona 

divorciada o separada judicialmente que hubiera sido deudora de la pensión compensatoria no 

tendrá derecho a pensión de viudedad. 

En cualquier caso, la separación o divorcio debe haberse producido con anterioridad a la fecha 

de la entrada en vigor de la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de 

Seguridad Social. 

Lo dispuesto en esta disposición transitoria será también de aplicación a los hechos causantes 

producidos entre el 1 de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2009, e igualmente les será de 

aplicación lo dispuesto en el artículo 174, apartado 2, de esta Ley. 
2. También tendrán derecho a la pensión de viudedad las personas que se encuentren en la 

situación señalada en el primer párrafo del apartado anterior, aunque no reúnan los requisitos 

señalados en el mismo, siempre que se trate de personas con 65 o más años, no tengan derecho 

a otra pensión pública y la duración del matrimonio con el causante de la pensión no haya sido 

inferior a 15 años. 

La pensión se reconocerá en los términos previstos en el apartado anterior.” 

 

La recurrente entiende que la actora reúne los requisitos establecidos en el art. 174.2º de la LGSS 

vigente al momento de producirse el hecho causante, al tratarse de una víctima de violencia de 

género, cuestión que quedó probada en el acto del juicio a través de la certificación de fecha 

13/11/94 y 19/09/1.997, expedidas por la jefa del negociado del Servicio de Atención e 

Información a la Mujer del Instituto Canario de la Mujer (ICM), en las que se recoge que la actora 

fue asistida en dicho centro por la situación de violencia sufrida. 

La impugnante se opuso radicalmente a lo anterior, sustancialmente en base a los propios 

argumentos de la sentencia recurrida a los que se añadió algunos otros datos que, a criterio de la 

Entidad demandada desvirtúan que fuese víctima de violencia de género. Por ejemplo, se alude 
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a que en la separación matrimonial de 1995 se sostuvo como causa por la actora: “la infidelidad 

del causante”, aunque al no quedar constancia de la causa se accedió a la demanda por 

“desafección marital”. Tampoco en la sentencia de divorcio se hace ninguna referencia a la 

situación de violencia de género que ahora se esgrime, e incluso se aceptó el régimen de visitas 

del padre sin recogerse ninguna causa de inidoneidad del mismo por los supuestos malos tratos 

físicos o psíquicos hacia la madre. Se destaca que la única denuncia por violencia con 

indicación de partes intervinientes planteada ante el juzgado, es absolutoria, por lo que la 
impugnante concluye destacando que estamos ante una situación de “controversia en la 

pareja”, incluso después de separados, sobre atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar. 

Tampoco da credibilidad a los certificados expedidos por la jefa del servicio del ICM, por 

ausencia de5 descripción o especificación de datos más precisos, así como por la ausencia de 

ratificación en el acto del juicio. Se destaca por la impugnante que la violencia debe probarse al 

momento de la separación, de acuerdo con la jurisprudencia existente en la materia. 

Para poder efectuar un correcto análisis jurídico de la cuestión controvertida, procede 

determinar antes el íter cronológico de los datos relevantes que se incluyen en el relato de 

hechos probados: 

-La actora y el causante contrajeron matrimonio el 18 de julio de 1981 y fruto del matrimonio 

nacieron dos hijas. 

-El 29 de junio de 1995 se dicta sentencia de separación del matrimonio. Sin hacerse mención a la 

pensión compensatoria. 

-En fecha 1 de septiembre de 1999 se dicta sentencia de divorcio, declarando la disolución del 

matrimonio, sin hacer mención alguna a pensión compensatoria a favor de la actora. 

-El causante fallece el 16 de junio de 2014 

-En fecha 29 de enero de 2002 el causante y Dª xxxxxx solicitaron inscripción de su unión en el 

registro de parejas de hecho del Ayuntamiento de Puerto del rosario. Y el 14 de mayo de 2005, 

contrajeron matrimonio. 

-El 11 de julio de 2014 el INSS reconoció pensión de viudedad a Dªxxxxxxx , como cónyuge del 

causante al momento del fallecimiento. 

 

B)- INTEGRACIÓN DE LA DIMENSIÓN DE GÉNERO. 

El acceso a la pensión de viudedad en el caso de mujeres separadas o divorciadas que hayan 

sido víctimas de violencia de género exige la concurrencia de unas requisitos objetivos que se 

han venido clarificando a través de la jurisprudencia de nuestro alto Tribunal. No obstante, al 

tratarse de una modalidad de viudedad vinculada a una situación de violencia de género, se 

hace imprescindible, la integración de la dimensión de género, para la resolución de la “questio 

litis” por expreso mandato del art. 4 de la LO 3/2007. 

Las características de género son construcciones socioculturales que varían a través de la época, 

la cultura y el lugar; y se refieren a los rasgos psicológicos y culturales que la sociedad atribuye, a 

cada uno, de lo que considera “masculino” o “femenino”. Es decir, define la posición que 

asumen mujeres y hombres con relación a unas y otros y la forma en que construyen su identidad. 

Por ello, en todos los casos que involucren relaciones asimétricas, prejuicios y patrones 

estereotípicos por razón de género, deberá aplicarse en la impartición de justicia una 

metodología de análisis que integradora de la perspectiva de género. La violencia de género 

física y/o psicológica, deriva directamente de las referidas asimetrías endémicas y estructurales. 

En primer lugar, debemos acudir a la normativa nacional e internacional aplicable en materia de 

igualdad y no discriminación, por razón de género y también en materia de violencia de género. 

B.1-Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre: 

El concepto jurídico de la víctima de violencia de género, se acota en el artículo 1 de la LO 

1/2004 de 28 de diciembre de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género: 

“Artículo 1. Objeto de la Ley. 

La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la 

discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 

mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes 

estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia. 

2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar 

y erradicar esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores 

sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta violencia. 
3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia 

física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o 

la privación arbitraria de libertad.” 



La violencia de género no es un problema que afecte al ámbito privado. Al contrario, se 

manifiesta como el símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata 

de una violencia que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser 

consideradas, por sus agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y 

capacidad de decisión. 

El principio de igualdad efectiva de mujeres y hombres exige la integración de la dimensión de 

género en la aplicación de todas las normas, tanto si se trata de normas procesales, incluyendo 

las probatorias, como si se trata de normas sustantivas. 

La Sentencia 59/2008, de 14 de mayo del Tribunal Constitucional - al tratar la cuestión de 

inconstitucionalidad planteada con ocasión de los tipos penales que introdujo la LO 1/2004- ha 

declarado que la ley atiende al “carácter especialmente lesivo de ciertos hechos a partir del 

ámbito relacional en el que se producen y del significado objetivo que adquieren como 

manifestación de una grave y arraigada desigualdad”. Quiere sancionar más unas agresiones 

que entiende "que son más graves y más reprochables socialmente a partir del contexto 

relacional en el que se producen y a partir también de que tales conductas no son otra cosa, 

como a continuación se razonará, que el trasunto de una desigualdad en el ámbito de las 

relaciones de pareja de gravísimas consecuencias para quien, de un modo constitucionalmente 

intolerable, ostenta una posición subordinada». 

B.2-Ley Orgánica 3/2007 de 22 marzo y artículo 14 de la Constitución Española 

El artículo 4 de la LO 3/2007 de 22 de marzo de Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, cuya 

rúbrica es “integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas”, 

supone la concreción del principio y del derecho fundamental a la igualdad efectiva:  
“La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del 

ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de 

las normas jurídicas”. 

La interpretación social del Derecho con perspectiva de género exige la contextualización y la 

actuación conforme al principio pro persona, que se configura en este ámbito como un criterio 

hermenéutico que obliga a los órganos jurisdiccionales a adoptar interpretaciones jurídicas que 

garanticen la mayor protección de los derechos humanos, en especial los de las víctimas. Los 

estereotipos de género son la base de la discriminación contra las mujeres. Su presencia en los 

sistemas de justicia tiene consecuencias perjudiciales para los derechos de las mujeres, 

particularmente para las víctimas y supervivientes de diferentes formas de violencia, pudiendo 

impedir el acceso a una tutela judicial efectiva. Los estereotipos de género han de ser 

erradicados en la interpretación y aplicación judicial. 

El principio de integración de la dimensión de género en la actividad jurídica vincula a todos los 

Poderes del Estado. Tal afirmación se encadena, por lo que respecta a la actividad jurisdiccional, 

con la existencia de un amplio derecho antidiscriminatorio, con amparo constitucional en el art. 

14 de la CE, que debe desplegarse en tres fases judiciales concretas (tramitación del proceso, 

valoración de las pruebas y aplicación de la norma sustantiva). Por tanto debe integrarse en la 

valoración de la prueba el principio de igualdad –distribución de la carga de la prueba de la 

discriminación, relevancia de la declaración de la víctima-. 

B.3)- La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación de la mujeres 

(CEDAW) 

La CEDAW es un es uno de los tratados internacionales de derechos humanos de Naciones 

Unidas más operativo en la conquista de la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y 

hombres, también llamado “la carta internacional de los derechos humanos de las mujeres”. Fue 

aprobada por la Asamblea General en 1979 y entró en vigor en 1981, siendo ratificada por 

España en 1.984. La propia Convención creó “el Comité para la Eliminación de la Discriminación 

de la mujer” que examina los progresos realizados por los diferentes Estados Parte en la 

aplicación de la Convención, debiéndose destacar aquí el Dictámen nº47/2012 del citado 

Comité, dirigido al estado español. 

La recomendación nº25 del Comité CEDAW, pone de relieve lo siguiente: 

“El género se define como los significados sociales que se confieren a las diferencias biológicas 

entre los sexos. Es un producto ideológico y cultural aunque también se reproduce en el ámbito 

de las prácticas físicas; a su vez, influye en los resultados de tales prácticas. Afecta a la 

distribución de los recursos, la riqueza, el trabajo, la adopción de decisiones y el poder político, y 

el disfrute de los derechos dentro de la familia y en la vida pública. Pese a las variantes que 

existen según las culturas y la época, las relaciones de género en todo el mundo entrañan una 

asimetría de poder entre el hombre y la mujer como característica profunda. Así pues, el género 

produce estratos sociales y, en ese sentido, se asemeja a otras fuentes de estratos como la raza, 

la clase, la etnicidad, la sexualidad y la edad. Nos ayuda a comprender la estructura social de la 

identidad de las personas según su género y la estructura desigual del poder vinculada a la 
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relación entre los sexos”. 

La propia Exposición de Motivos de la LO 1/2004 hace expresa referencia a la CEDAW. 

B.5)- El Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la 

mujer y violencia doméstica (Convenio de Estambul), abierto a la firma en Estambul el 11 de 

mayo de 2011 

y vigente en España desde el 1 de agosto de 2014, vincula la violencia contra la8 mujer con la 

desigualdad y discriminación que sufre, y dispone que los Estados: 

“adoptaran las medidas legislativas o de otro tipo necesarias para promover y proteger el 

derecho de todos, en particular de las mujeres, a vivir a salvo de la violencia tanto en el ámbito 

público como en el ámbito privado”. 

B.6)- Impartición de Justicia y valoración de la prueba con perspectiva de género . 

Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones 

de género, deriva la impartición de justicia con base en una perspectiva de género. Debe 

priorizarse el reconocimiento de derechos sustantivos de carácter constitucional frente a 

consideraciones principialistas e integrar el valor de igualdad de los sexos en la aplicación de una 

norma que, debiendo considerarlo, no ha considerado ese valor, evitando determinados efectos 

perversos. 

 

C)-RESOLUCIÓN DEL RECURSO. 

Esta Sala ha tenido la ocasión de pronunciarse en sus sentencias de 22/6/15 (recurso 339/2015), 

26/5/15 (recurso 294/2015), 27/3/15 (recurso 1291/14) 31/3/16 (Recurso 59/2016), de 26/5/16; 

22/7/15 (recurso 339/2015) y 25/2/16 ( recurso 154/2016); sobre esta materia. 

En el caso que nos ocupa, la actora se separó del causante en el año 1.995 y su divorcio se 

produjo en 1.999, es decir, mucho antes de la entrada en vigor de la LO 1/2004, y por tanto 

mucho antes de iniciarse un abordaje integral de lucha desde todos los poderes públicos frente a 

la violencia de género, y mucho antes de iniciarse la sensibilización social de que la violencia de 

género no es un problema “doméstico” o privado, sino una lacra social pública que afecta a la 

seguridad pública tal y como recoge la reciente Sentencia dictada por el Tribunal Superior de 

Justicia de Andalucía (Sala Contencioso administrativo) nº 3.200 de 19 de diciembre de 2016. La 

Violencia de género nos afecta a todos y todas y ello debe ser tenido muy presente en el análisis 

e impartición de justicia en el caso que nos ocupa. 

De acuerdo con lo contenido en los hechos probados y fundamentación jurídica de la sentencia, 

los elementos a valorar y que han resultado probados, para poder calificar jurídicamente a la 

actora de víctima de violencia de género, son los que se detallan a continuación: 

-Según el hecho probado noveno, la jefa del negociado del servicio de atención e información a 

la mujer del Instituto Canario de la Mujer certificó el 13/11/1994 que la actora fue atendida en el 

centro en “muchas ocasiones” por motivo de la incesante situación de violencia sufrida, junto a 

sus dos hijas menores , en su matrimonio, producida por el causante. 

En certificado de 19 de septiembre de 1.997 se reproduce un certificado similar al anterior por la 

misma jefa en el que literalmente se recoge que la actora: 

“… ha venido siendo atendida en este Centro de Información de los derechos de la mujer por 

motivo de la violencia recibida de su esposo,  XXXXXXXXX, y que debido a las diversas denuncias 

interpuestas desde junio de 1.995, sin que haya cesado tal situación, ha sido derivada a la oficina 

de Atención a las Víctimas del delito de esta capital, a fin de que se le prestase el debido apoyo 

y asistencia judicial ante los juzgados que corresponda.” 

-La actora había presentado con anterioridad a la separación y también con posterioridad, 

múltiples denuncias en la Comisaría Central del Cuerpo Nacional de Policía, tanto 

por incumplimiento de las medidas acordadas en el procedimiento de divorcio, como por 

amenazas, lesiones e insultos proferidos por el causante (Fundamento de derecho cuarto). 

De acuerdo con los documentos 152, 154, 156, 157, 158,159,163 y 165 que obran en autos, 

pueden contabilizarse un total de 7 denuncias presentadas ante la Dirección general de la 

Policía (Comisaría de Las Palmas), entre el 11 de noviembre de 1.995 y el 2 de enero de 1.999. Y 

una denuncia presentada ante el Juzgado de Instrucción nº4 de Las Palmas en fecha 5 de 

agosto de 1.997. 

-Denuncia de 11 de noviembre de 1.995: Denuncia la demandante que fue insultada por el 

causante (“puta.. te acostaste con el abogado”), ante las dos hijas de 9 y 13 años, cuando por 

motivo del régimen de visitas acordado fue a recoger a las menores a la vivienda de la actora. 

-Denuncia de 18 de diciembre de 1.995: Denuncia al causante por amenazar de muerte a la 

actora tras una cita judicial y que la insulta cuando tiene ocasión. 

-Denuncia de 8 de marzo de 1.996: La demandante denuncia al causante por agredirla 



físicamente en presencia de sus hijas de 9 y 13 años, en el momento en el que fue a recoger a las 

niñas al domicilio del causante. 

-Denuncia de 15 de mayo de 1996: la demandante denuncia que el causante la persigue en 

moto y que manifiesta a las hijas comunes que amargará la vida de la actora, entre otras 

amenazas. 

-Denuncia de 28 de abril de 1.997: La actora denuncia que recibió llamada telefónica del 

causante amenazándola con frases como: “ Yo voy a gusto a la cárcel pero tú terminas como tu 

tía Blanca … que vivía en Lanzarote y fue asesinada hace unos años”. Y en un mensaje del 

contestador automático le dijo “A partir de mañana nos vamos a ver todos los días, para que lo 

tengas en cuanta”. 

-Denuncia de 5 de agosto de 1.997: (juzgado de instrucción nº 4 de las Palmas), por 

incumplimiento del abono de la pensión de manutención por las hijas e incumplimiento del 

régimen de visitas. 

-Denuncia de 12 de junio de 1.998: La actora denuncia el impago del “auxilio económico” para 

el sustento y manutención de los hijas de 11 y 16 años acordado en la sentencia de separación a 

cargo del causante, y señala que se incumple de forma habitual llegando a demorarse hasta 6 

meses en el pago. 

-Denuncia de 2 de enero de 1.999: Se denuncia que recibe llamadas telefónicas del causante 

diciéndole que le entregue a las hijas comunes de 12 y 16 años. También que llama a la puerta 

de su casa y luego desaparece. Que al salir a comprar fue seguida por el causante que la insultó 

a voces en la calle con frases como sinvergüenza y similares así como recriminaciones. 

-La denuncia registrada con el nº 11324 (11/11/95) se remitió al juzgado de Instrucción nº5 de Las 

Palmas y este mediante auto de fecha 13 de noviembre de 1995 acordó el archivo del 

procedimiento incoado como diligencias Previas . (Fundamento de derecho cuarto). En la parte 

dispositiva del Auto se recoge literalmente lo siguiente (folio nº155): “Declaro FALTA el hecho que 

motivó la incoación de estas diligencias previas y declaro el archivo de las mismas, por lo ya 

razonado”. 10Entre los razonamientos jurídicos literalmente se recoge : “ de lo ya actuado en las 

presentes actuaciones se desprende que los hechos señalados no son constitutivos de delito , 

aunque sí pudieran serlo de falta…” 

-El juzgado de Instrucción nº 3 de las Palmas acordó el sobreseimiento provisional por no 

aparecer debidamente justificada la perpetración del delito que había dado lugar a la 

formación de la causa (diligencias previas), mediante auto de fecha 16 de mayo de 

1.996 (Fundamento de derecho cuarto) 

-El Juzgado de Instrucción nº 4 de Las Palmas absolvió al causante, por no existir prueba de 

carácter incontrovertible y carencia de datos objetivos, adquiriendo firmeza el 

17/11/97 (Fundamento de derecho cuarto). 

 

La magistrada de la instancia, en su valoración de los anteriores hechos probados, (pues así 

deben entenderse también los datos sobre denuncias presentadas por la actora a pesar de 

ubicarse en la fundamentación jurídica de la sentencia recurrida), llega a la convicción de que 

no queda probada la situación de violencia de género alegada por la actora sustancialmente 

por tres razones: 

-La primera, y por lo que respecta a los informes de 1.994 y 1.997 del ICM, por la falta de 

ratificación en el acto del juicio por parte de la responsable que los suscribe. 

-La segunda, y en relación a las denuncias, porque no hubo condena judicial en ninguno de los 

casos denunciados. 

-Y como tercer elemento, se añade que pudieron acudir al juicio como testigos, las dos hijas de la 

pareja, a las que refiere la actora en una buena parte de las denuncias como testigos 

presenciales de los episodios de violencia denunciados (siendo menores de edad). 

El criterio de esta Sala en la valoración de los hechos probados anteriormente referidos, es 

radicalmente diferente, a tenor de la aplicación al caso concreto de los criterios expuestos 

anteriormente y la normativa referida y sobre todo, por aplicación de la más reciente Doctrina 

contenida en la jurisprudencia del Tribunal Supremo a través de la Sentencia de 20 de enero de 

2016 (Recurso 3106/2014), que hace una interpretación flexible de los medios  de prueba  para 

llegar a la convicción de que estamos ante una situación de violencia de género. De este 

modo,  mediante la  valoración de los indicios existentes, analizados con perspectiva de género, 

el Alto Tribunal llega  a una conclusión diversa a la de la resolución recurrida en casación, en 

cuya fundamentación, y en supuesto parecido al que ahora nos ocupa , se recoge lo siguiente: 

“Presupuestos para que opere la vía excepcional del art. 174.2 LGSS . Con arreglo al art. 174.2 

LGSS , en la versión aplicable al caso, la demandante de pensión ha de acreditar que es víctima 

de violencia de género en el momento de la separación judicial o el divorcio, pudiendo hacerlo 

por cualquier medio de prueba admitido en Derecho. En consecuencia son tres los datos que 
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deben concurrir para que surja la pensión de viudedad a través de esta específica vía: 
Elemento instrumental: acreditarse la realidad a través de medios probatorios jurídicamente 

válidos. 

Elemento material: ser víctima de violencia de su ex pareja. 

Elemento cronológico: que exista violencia de género al producirse la separación o divorcio  (...) 

Conviene salir al paso de una concepción tan estricta sobre el concepto examinado, en su 

dimensión subjetiva. Es innegable que en casos como el presente la titular de la pensión solo 

puede ser una mujer que haya sido víctima de violencia ejercida por su ex pareja masculina. La 

LO 1/2014 dispone que es "la trabajadora" o "la funcionaria" víctima de violencia de género quien 

obtiene la tutela sociolaboral; son "las mujeres víctimas de violencia de género" quienes poseen 

el derecho a la asistencia social integral ( art. 19) o a la asistencia jurídica gratuita ( art. 20.1), o 

"las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género" las beneficiadas en otros 

casos ( art. 21.5). Y el art. 174 LGSS a que viene aludiéndose habla claramente de "las mujeres". 

Ahora bien, que solo las mujeres puedan acceder a la condición de pensionistas de viudedad 

como víctimas de violencia machista no comporta necesariamente que haya una previa 

tipificación o calificación jurídica de que ha concurre tal condición. 
La LGSS, a efectos de la pensión, les permite acreditar "que eran víctimas"; es decir, ya no se está 

en el automatismo sino en la acreditación de una cualidad. Dicho abiertamente: la violencia 

sobre el hijo común, que ha accedido a la mayoría de edad durante el proceso de separación y 

que ha testificado en favor de la madre, debe valorarse como indicio de que había una 

situación conflictiva entre los esposos. 

La propia LO 1/2014 introdujo diversas referencias a supuestos en que la víctima de la violencia 

"fuera una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor" ( artículos 148.5 º, 153 y 

172 del Código Penal con arreglo a su redacción). A partir del hecho cierto de que solo una 

mujer puede sufrir violencia de género, también se abre la posibilidad de lucrar derechos para los 

hijos menores (el art. 5º facilita la escolarización de los hijos que se vean afectados por cambios 

de residencia derivados de actos de violencia de género). Esta idea late en la Exposición de 

Motivos de la LO 1/2014 cuando explica que "las situaciones de violencia sobre la mujer afectan 

también a los menores que se encuentran dentro de su entorno familiar, víctimas directas o 

indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su protección no sólo para la tutela de los 

derechos de los menores, sino para garantizar de forma efectiva las medidas de protección 
adoptadas respecto de la mujer." Es decir, si el padre ejerce violencia sobre el hijo común y la 

madre se enfrenta por tal motivo estamos ante un indicio de violencia de género. Al igual que 

cabe la discriminación a través de persona interpuesta (STJUE 17 julio 2008, C-303/06, Coleman; 

perjuicio a la madre trabajadora de un discapacitado) no es descartable que se ejerza la 

violencia sobre la pareja dañando al hijo común, máxime si ha manifestado hechos que 

perjudican al agresor.Recordemos que la LGSS es la que no ha cerrado el concepto de víctima 
de violencia de género a los términos recogidos en la LO 1/2004 (...). Ello hace que, en nuestro 

criterio, el panorama indiciario de violencia permanezca como si esta sentencia absolutoria no 

existiera. Dicho sea a mayor abundancia, también estas consideraciones sirven para reforzar la 

identidad entre los supuestos contrastados que antes hemos apreciado. La sentencia absolutoria 

realmente posee un valor neutro. 

En el HP Primero se da cuenta de que el 2 de febrero de 1998 se dicta sentencia de separación 

por el Juzgado de Instancia nº 2 de Villagarcía de Arosa y de que se atribuye a la esposa el uso y 

disfrute de la vivienda familiar. 
Consideramos de interés tomar en cuenta los siguientes aspectos de tal resolución judicial: 

Declara probado que el demandado "ha venido incumpliendo grave y reiteradamente los 

deberes conyugales". (…) el 26 de febrero del mismo año (1998), a las doce horas, la actora 

presenta denuncia por amenazas contra su esposo. Manifiesta que está en trámite de separación 

"y en espera de sentencia" (no consta la fecha en que se notificó la que ya se había dictado días 

atrás), que desde que comenzó tales trámites ha amenazado a los hijos comunes de ambos (de 

20 y 18 años); que el domingo anterior amenazó con una piedra a uno de ellos y que teme que le 

pueda ocurrir algo a ella misma. En esa misma diligencia se indica que a las 18,30 comparece el 

hijo amenazado y ratifica la agresión sufrida por parte de su padre, añadiendo que es la primera 

vez que le ocurre y que quizá se encontraba bebido. (…) 
Conclusión de cuanto antecede es que no contamos con una sentencia condenatoria por 

violencia de género, ni hay orden de protección, ni hay Informe del Ministerio Fiscal apreciando 

la concurrencia de 10 indicios de aquélla. Tampoco las sentencias dictadas sirven para el efecto 

contrario (descartar lo manifestado por la demandante). (…) 

Coetaneidad. La LGSS exige que la violencia de género concurra en el momento de la 



separación. (...)” 

 

En el caso que nos ocupa, se reúnen los tres elementos exigidos legal y jurisprudencialmente para 

que podamos calificar a la actora de víctima de violencia de género a los efectos de la pensión 

controvertida. Ello es así si se integra la perspectiva de género en la valoración de la prueba 

aportada por la parte actora. 

1-Elemento instrumental: acreditarse la realidad a través de medios probatorios jurídicamente 

válidos. 

Esta Sala entiende que los certificados de 1.994 y 1.997 de la jefa del negociado del servicio de 

atención e información a la mujer del ICM, que no han sido impugnados de contrario, en los que 

se hace referencia a “ la atención de la actora en muchas ocasiones …. Debido a la violencia 

incesante recibida de su esposo…”, son un indicio sustancial en la probanza de la situación de 

violencia continuada que padecía la víctima, hace más de 22 años. Debe también destacarse 

que se trata de certificados expedidos por quien tenía competencia para hacerlo en nombre de 

una Entidad administrativa, que por ello debe merecer una consideración diferente a la que 

tendría un documento suscrito por un particular. Y a ello debe añadirse, la dificultad evidente de 

traer a juicio para su ratificación, a quien los suscribió hace más de 22 años. Por ello, esta Sala 

entiende que los certificados debe ser valorados como indicios válidos de la situación de 

violencia de genero de la actora, sin necesidad de condicionarlo a su ratificación judicial, dentro 

del especial contexto discriminatoria ya aludido y aplicando la perspectiva de género en la 

impartición de justicia (valoración elementos probatorios). Esta innecesaria ratificación de 

Informes, no es tampoco extraña en el proceso laboral, pues el artículo 93 de la LRJS, en relación 

a la prueba pericial exime de ratificación judicial a los informes contenidos en la documentación 

administrativa, cuya aportación sea preceptiva, según la modalidad de que se trate. En el 

presente caso, no se trata de un procedimiento13 de seguridad social ni tampoco de un informe 

médico, pero sí es un documento administrativo, pues quien lo suscribe lo hace en nombre del 

antiguo Instituto canario de la Mujer (actualmente Instituto Canario de Igualdad), dependiente 

del Gobierno de Canarias que vela por la protección física y psicológica (salud) de las víctimas 

de violencia de género. La actora no acudió al Servicio Canario de Salud a solicitar ayuda sino al 

ICM, como entidad de protección de la salud moral de las víctimas de violencia de género. 

Además el ICM es un órgano con competencia en la asistencia a las víctimas de violencia de 

género, por lo que con mayor motivo, debe ser tenido en cuenta como indicios inequívocos de 

la situación de violencia que padecía la actora, ello unido a la ausencia de impugnación del 

citado documento. 

A lo anterior debe añadirse el conjunto de denuncias a las que refiriere la fundamentación 

jurídica de la sentencia, y que ya se han referido específicamente (7 denuncias ante la comisaría 

y 3 actuaciones judiciales), que a criterio de esta Sala son también indicios solventes de la 

situación de violencia padecida por la actora antes y después de su separación. 

En la realidad social de 1995, cuando se planteó la primera denuncia por maltrato, las 

manifestaciones de la demandante constituían un importante indicio de que estaba siendo 

violentada por su esposo, lo que en este caso se ve reforzado por otros datos como el auto de 

fecha 13 de noviembre de 1995 que aunque acordó el archivo del procedimiento incoado como 

diligencias Previas , en su fallo declaró “Falta” el hecho que motivó la incoación de las diligencias 

previas. Tales hechos, en el contexto social del año 1.995, constitutivos de falta son compatibles 

con la violencia de género que ahora se reivindica. 

El panorama de denuncias escalonadas interpuestas por la actora entre 1.995 y 1.999 (antes y 

después de la separación), no puede quedar neutralizado por la inexistencia de sentencia de 

condena, pues tal y como ha declarado el Tribunal Supremo en la sentencia referida, debe 

hacerse un análisis no restrictivo o mecánico, sino contextual y sobre todo debe tenerse en 

cuenta las especiales dificultades de la víctimas de violencia a la hora de denunciar y probar su 

situación, dificultades que se multiplicaban mucho antes de la entrada en vigor de la LO 1/2004. 

Por todo ello, entendemos que a tenor de lo expuesto en el presente caso ha quedado probada, 

de acuerdo con los indicios referidos la situación de violencia de género padecida por la actora. 

La ausencia de las hijas del causante en el acto del juicio en calidad de testigos no supone un 

obstáculo para llegar a la anterior conclusión, pues presenciar episodios de violencia física y 

psicológica a tempranas edades en el entorno doméstico, puede tener graves efectos y muy 

diversos en las personas, dependiendo de su fortaleza. Por ello, no puede ser objeto de 

convicción (en negativo), la ausencia de la testifical de las hijas, máxime si como todo apunta 

fueron también víctimas de la violencia descrita, pues la madre las refiere como testigos 

presenciales en varias de las denuncias presentadas ante los Cuerpos y Fuerzas de seguridad. 

2-Elemento material: ser víctima de violencia de su ex pareja. 

Este hecho es consustancial a lo anterior y no se ha14 cuestionado. Por tanto, también ha 
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resultado probado 

3-Elemento cronológico: que exista violencia de género al producirse la separación o divorcio. 

También ha quedado probado el elemento cronológico, pues el certificado de la responsable 

del servicio de atención a la mujer del ICM es del año 1.994 ,la separación de la actora se 

produjo en 1.995 y su divorcio en 1999. Además las denuncias presentadas por la actora y 

referidas en la sentencia se producen entre 1995 y 1997. 

En base a lo expuesto anteriormente, procede estimar el recurso planteado por la actora 

estimando la infracción denunciada. 

TERCERO.- Por lo que respecta a la base reguladora y porcentaje, quedan éstos fijados en el 

hecho probado décimo de la sentencia recurrida, sin que se hayan cuestionado por la 

recurrente (BR: 1.644’14 euros y porcentaje: 52%), así como un porcentaje de prorrata 

ascendente al 59’79 %, con efectos del 23 de julio de 2014. 

CUARTO.- No procede la imposición de costas, en virtud de lo previsto en el art. 235 de la LRJS 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación. 

 

FALLAMOS 

Estimamos el recurso de suplicación interpuesto por Dª. Xxxxxxxxxxxxx  contra la Sentencia nº 

19/16  de 29 de enero de 2106 dictada por el Juzgado de lo Social Nº 6 de Las Palmas de Gran 

Canaria, que revocamos y, en su lugar: ESTIMAMOS la demanda interpuesta por la misma frente 

al Instituto Nacional de la Seguridad Social, reconociendo su derecho a percibir la pensión de 

viudedad, con una base reguladora de 1644’14 euros, porcentaje de la pensión del 52 %, y 

porcentaje de prorrata del 59’79 %, con efectos del 23 de julio de 2014, con las mejoras y 

revalorizaciones que procedan conforme a derecho. Sin costas. 

Notifíquese la Sentencia a las partes y a la Fiscalía de este Tribunal y líbrese testimonio para su 

unión al rollo de su razón, incorporándose original al Libro de Sentencias. 

Devuélvanse los autos originales al Juzgado de lo Social Nº 6 de Las Palmas de Gran Canaria, con 

testimonio de la presente una vez notificada y firme a las partes. 

ADVERTENCIAS LEGALES 

Contra esta sentencia cabe Recurso de Casación para Unificación de doctrina, que se preparará 

por las partes o el Ministerio Fiscal por escrito ante esta Sala de lo Social dentro de los DIEZ 

DÍAS siguientes a la notificación de la sentencia de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 220 y 

221 de la Ley 36/2011 de 11 de Octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social. 

Para su admisión será indispensable que todo recurrente que no tenga la condición de 

trabajador o causahabiente suyo, o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social, y no 

goce del beneficio de justicia gratuita efectúe, dentro del plazo de preparación del recurso, 

el depósito de 600 €15 previsto en el artículo 229, con las excepciones previstas en el párrafo 4º, 

así como así como el importe de la condena, dentro del mismo plazo, según lo previsto en el 

artículo 230, presentando los correspondientes resguardos acreditativos de haberse ingresado en 

el BANCO DE SANTANDER c/c Las Palmas nº 3537/0000/66/1027/16 pudiéndose sustituir dicha 

consignación en metálico por el aseguramiento mediante aval bancario en el que se hará 

constar la responsabilidad solidaria del avalista, y que habrá de aportarse en el mismo plazo. Si la 

condena consistiere en constituir el capital-coste de una pensión de Seguridad Social, el ingreso 

de éste habrá de hacerlo en la Tesorería General de la Seguridad Social. 

Para el supuesto de ingreso por transferencia bancaria, deberá realizarse la misma al siguiente 

número de cuenta: 

IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274 

Consignándose en el campo Beneficiario la Cuenta de la Sala y en Observaciones o Concepto 

de la Transferencia los 16 dígitos que corresponden al procedimiento. 

Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 

IR A INICIO 
 

 


